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X.
Otros documentos de la Cuenta. 


1.
Oficios:

-
De la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, mediante el cual remite a la Sala de la Corporación, Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con el que inicia un proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos.  Boletín N° 8.556-10, para que adopte, a su respecto, los acuerdos pertinentes para su adecuada tramitación legislativa. En Tabla.


-
De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, por el cual solicita el acuerdo de la Sala, para que el  proyecto, iniciado en moción, que “Modifica la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas, referido a la venta de terreno indígena para la construcción de viviendas sociales.”(boletín N° 8533-01, sea remitido a la Comisión de Especial de Pueblos Originarios o a la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, por contener materias que no son propias de su competencia.  (134/2012) En Tabla.


-
De la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, por el cual solicita el acuerdo de la Sala, para que le sea remitido el proyecto, iniciado en mensaje, que “Fortalece el resguardo del orden público”, actualmente en la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas. (boletín N° 7975-25. En Tabla.


-
De la Comisión de Educación, por el cual solicita el asentimiento de la Corporación para realizar sesión especial simultáneamente con la Sala el día Jueves 6 de septiembre de 11:00 a 12:00 horas, a fin de recibir al Presidente del Consejo Nacional de Asistentes de la Educación, CONFEMUCH, señor Arturo Escárez Opazo. En Tabla.


2.
Comunicaciones y Notas:


-
Comunicación del Presidente de la Corporación mediante la cual informa que la Diputada señora Claudia Nogueira reemplazará a la Diputada señora Mónica Zalaquett en la “V Conferencia de los Estados Parte de la Convención de las Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con Discapacidad”, que se realizará en la ciudad de Nueva York, entre el 12 y el 14 de septiembre (303).


-
Comunicación del jefe de bancada de diputados de Partido Socialista por la cual informa que la diputada señora Pacheco, doña Clemira reemplazará al Diputado señor Espinoza, don Fidel en la Comisión de Superación de Pobreza, Planificación y Desarrollo Social. 


-
Nota del diputado señor Aguiló, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días a contar del 08 de septiembre en curso para dirigirse a España. En Tabla.


-
Nota del diputado señor Lorenzini, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 02 de octubre en curso, para dirigirse a Europa. 


-
Nota del diputado señor Delmastro, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 06 de septiembre en curso para dirigirse a la Federación Rusa y Australia. 


-
Nota del diputado señor García, don René Manuel, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 05 de septiembre en curso. 


-
Nota del diputado señor Becker, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 05 de septiembre en curso. 


-
Comunicación del diputado señor Teillier, quien acompaña licencia médica por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de 2 días, a contar del 04 de septiembre próximo pasado.


Respuestas a oficios.



Contraloría General de la República:


-
Diputado Ascencio, Se sirva establecer la ilegalidad de la autorización contenida en la resolución exenta N° 27, de la Subsecretaría de Pesca, de 10 de enero de 2012, en cuanto autoriza transitoriamente a ejercer actividad extractiva de la pesquería de reineta en la Región de Los Lagos a embarcaciones pertenecientes al registro pesquero de la 
Región del Biobío, e informe a esta Corporación. Se anexa documento pertinente.  (52960 al 6100).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:

-
Diputado Van Rysselberghe, Solicita  el apoyo de  esa Cartera al Proyecto de Acuerdo N°126, de 7 de septiembre pasado, por el que se pide  al Ejecutivo la adopción de medidas de “Incentivo a empresas de servicios globales, a fin de instalarse en zonas afectadas por el terremoto.” (7288 al 1509).


-
Diputado Schilling, Solicita se informe acerca de los ingresos generados por la participación accionaria del estado en las empresas sanitarias; y el destino que han tenido estos recursos en cada uno de los últimos cinco años. (7288 al 2322).



Ministerio de Justicia:


-
Diputado Kort, Informe respecto a política gubernamental en beneficio de la infancia, en particular, en lo relativo a las dificultades que enfrenta el Hogar de Niñas El Buen Pastor de Rancagua (3397 al 6925).



Ministerio de Obras Públicas:


-
Diputado Chahín, Solicita informar sobre todas las solicitudes de regularización u otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas en la comuna de Melipeuco en los últimos 5 años, especialmente en el sector de Molulco (2337 al 6904).



Ministerio de Bienes Nacionales:


-
Diputado Ojeda, Solicita colaborar en la solución del problema que afecta a nueve propietarios de locales comerciales ubicados en el borde de playa del balneario de Maicolpué, en la comuna de San Juan de la Costa, en la provincia de Osorno, -que dan empleo a alrededor de 60 personas-, quienes, no obstante pagar la patente respectiva, serían amenazados de desalojo con la fuerza pública, debido a que carecen de los permisos municipales correspondientes para funcionar. (821 al 3022).



Ministerio de Salud:


-
Diputada Vidal doña Ximena, Se sirva informar a esta Cámara sobre los problemas que se producen en la entrega de horas para médicos generales y especialistas en los consultorios de las comunas de La Granja, San Joaquín y Macul; acerca de las medidas adoptadas para impedir las demoras injustificadas en la obtención de una consultan y  la escasez de horas; y, los mecanismos que el Ministerio ha dispuesto para evaluar la efectiva calidad de la atención en la salud primaria. (5383 al 5460).


-
Proyecto de Acuerdo 579, “Solicita incluir medicamento Herceptina o Herceptin en la canasta de fármacos del Plan Auge para el tratamiento del cáncer mamario.” (2837).


-
Proyecto de Acuerdo 582, “Solicita entrega en establecimientos públicos de Herceptina contemplado en la Guía Médica del Plan Auge.” (2837).



Ministerio de Minería:


-
Proyecto de Acuerdo 622, “Solicita la realización de un estudio exhaustivo del estado de la industria del litio en el país y el establecimiento de un marco regulatorio de concesiones de este mineral.” (534).



Ministerio Medio Ambiente:


-
Diputado Jaramillo, Informe acerca del real impacto medioambiental que provocará la instalación de una planta de incineración de residuos hospitalarios en la comuna de Paillaco, Región de Los Ríos. (121617 al 7540).



Empresas del Estado:


-
Diputada Molina doña Andrea, Requiere informar sobre el número de reos que han egresado del penal de Quillota durante el presente año; con señalamiento de la fecha de egreso, y de los antecedentes y perfil de cada uno de ellos.  (3026 al 7771).


-
Diputado Gutiérrez don Romilio, Estudie la factibilidad que la Empresa de los Ferrocarriles del Estado done una franja de terreno, ubicada en el sector de Putagán Oriente, comuna de Villa Alegre, provincia de Linares, Región del Maule al comité habitacional “Las Torres”, con el propósito que allí puedan construir sus viviendas definitivas.   (76 al 3870).



Intendencias:


-
Diputado Baltolu, Informe cuáles son los planes de acción, plazos y montos contemplados para dar solución al problema de congestión que se genera por el estacionamiento de camiones en la avenida Chile, comuna de Arica, Región de Arica y Parinacota, como asimismo, remita un catastro del último año calendario de las empresas portuarias multadas por infringir la ley de Tránsito, en relación con el citado problema. (1006 al 7753).


-
Diputado Sandoval, Informe acerca del número de autorizaciones otorgadas, dentro de los últimos dos años, a turistas extranjeros en su respectiva provincia, en virtud del artículo 48 del decreto ley N° 1.094, como igualmente, el tipo de actividades para el cual fueron concedidas las referidas autorizaciones. (1065 al 7673).


-
Diputado Silber, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, sobre el funcionamiento de la planta o complejo industrial de Codelco Ventana, Región de Valparaíso. (1248 al 7808).


-
Diputado Sandoval, Informe acerca del número de autorizaciones otorgadas, dentro de los últimos dos años, a turistas extranjeros en su respectiva provincia, en virtud del artículo 48 del decreto ley N° 1.094, como igualmente, el tipo de actividades para el cual fueron concedidas las referidas autorizaciones. (1283 al 7686).


-
Diputado Sandoval, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, sobre el estado de tramitación de la solicitud de saneamiento de un predio fiscal de 50 hectáreas aproximadamente, ubicado en Puerto Cisne, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, realizada por don José Isidoro Cárdenas Esparza. (1686 al 7312).


-
Diputado Sandoval, Informe acerca del número de autorizaciones otorgadas, dentro de los últimos dos años, a turistas extranjeros en su respectiva provincia, en virtud del artículo 48 del decreto ley N° 1.094, como igualmente, el tipo de actividades para el cual fueron concedidas las referidas autorizaciones. (586 al 7677).


-
Diputado Ceroni, Estudiar la posibilidad de colocar una carpeta asfáltica o realizar otra obra similar, con el objeto de mejorar el estado del camino L-619, sector Santa Delfina y sector La Uno, comuna de Retiro, Región del Maule, e informe de sus gestiones a esta Corporación. (723 al 7482).



Servicios:


-
Diputado De Urresti, Informe acerca del trámite del beneficio previsional, impetrado por doña Inés del Carmen Santander  (8364 al 7846).


-
Diputado Hernández, Informe sobre las causas legales y administrativas que han impedido recibir a doña Margarita Neira Espinoza el beneficio denominado bono de invierno. (8365 al 7876).



Varios:


-
Diputado De Urresti, Solicita remitir el listado de las piezas de artesanía que en el país han obtenido el Reconocimiento de Excelencia Unesco, e informe sobre los programas de la organización para el desarrollo del trabajo artesanal. (1 al 3799).


-
Diputada Molina doña Andrea, Se sirva efectuar las gestiones pertinentes para que el matrimonio compuesto por don Gabriel Caruso Yévenes y doña Elsa Ángela Seifert Soto, de la comuna de Quilpué, Región de Valparaíso, pueda acceder a la brevedad al beneficio “Bodas de Oro”. Se anexa documentación relacionada con la materia objeto de este oficio. (21285 al 3844).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe sobre la postulación a la pensión básica solidaria, realizada por la señora Edis del Carmen Orellana Pérez.  (21312 al 8019).


-
Diputado Ascencio, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, sobre las condiciones de los convenios de pago suscritos entre las sociedades anónimas deportivas profesionales y la Tesorería General de la República. (56226 al 7745).


-
Diputado De Urresti, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a  la situación que afecta al menor Ignacio Lucero, en relación con la ausencia de cobertura de la patología AUGE Síndrome de Dificultad Respiratoria del recién nacido por parte de la Isapre Cruz Blanca, como asimismo, indique que sucede con el derecho de las personas de acceder a las coberturas del AUGE en casos de emergencia, donde no pueden ser atendidas en los recintos designados por la red de prestadores; qué acciones se deben ejercer para no perder este beneficio, y cuántos casos de afiliados a Isapres en eventos de urgencia, se les ha negado la cobertura GES CAEC, por no ser atendidos en un recinto en convenio, no obstante que éstos se encuentran en otras ciudades distintas al lugar donde ocurre la emergencia. (6851 al 8002).

XI.
Peticiones de oficio. Artículos 9° y 9° A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. 


-
Diputado Jarpa, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en la provincia de Nuble, se encuentran en lista de espera del plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, agregando asimismo los casos finalizados de forma administrativa. (8161 de 31/08/2012). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Jaramillo, Informe si está considerada la habilitación de cajas auxiliares en la localidad de Coñaripe, comuna de Panguipulli, Región de Los Ríos, durante la primavera de 2012 y el verano de 2013. (8162 de 31/08/2012). A Empresas del Estado.


-
Diputado Jaramillo, Informe si está considerado la ejecución del Plan Estrella para la localidad de Coñaripe, comuna de Panguipulli, Región de Los Ríos, durante la primavera de 2012 y el verano de 2013. (8163 de 31/08/2012). A Varios.


-
Diputado Jaramillo, Informe si se contemplará en el proyecto de Ley de Presupuesto del sector público, correspondiente  al año  2013, fondos para el estudio de una planta de agua servida para la localidad de Coñaripe, comuna de Panguipulli, Región de Los Ríos. (8164 de 31/08/2012). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Jaramillo, Informe la fecha en que se dará inicio a los trabajos para habilitar un lugar de estacionamientos en el cruce de Los Tambores Ruta 5, comuna de La Unión, provincia de Ranco, Región de Los Ríos. (8165 de 31/08/2012). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Jaramillo, Informe acerca de la factibilidad de implementar un programa pro empleo en la localidad de Lago Neltume, comuna de Panguipulli, Región de Los Ríos. (8166 de 31/08/2012). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Godoy, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida al proyecto de construcción de un mall por la empresa Plaza Valparaíso S.A. en terrenos portuarios, Región de Valparaíso. (8167 de 31/08/2012). A gerente general de la Empresa Portuaria  de Valparaíso.


-
Diputado Auth, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el hospital de Linares, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8168 de 31/08/2012). A director del hospital San Juan de Dios.


-
Diputado Auth, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el hospital de Linares, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8170 de 31/08/2012). A director del hospital San Borja Arriarán.


-
Diputado Sandoval, Informe acerca de la denuncia realizada por don Remigio Víctor Jara, por incumplimiento del contrato de mediería en contra de don Marcos Mardones Haros y su estado de avance.  (8172 de 31/08/2012). A comisario de la Primera Comisaría de Coyhaique.


-
Diputado Sandoval, Informe acerca de la denuncia realizada por don Remigio Víctor Jara, por incumplimiento del contrato de mediería en contra de don Marcos Mardones Haros y su estado de avance.  (8173 de 31/08/2012). A prefecto de Investigaciones de Coyhaique.


-
Diputado Sandoval, Informe acerca de la denuncia realizada por don Remigio Víctor Jara, por incumplimiento del contrato de mediería en contra de don Marcos Mardones Haros y su estado de avance.  (8174 de 31/08/2012). A director de la Corporación de Asistencia Judicial de Coyhaique.


-
Diputado Squella, Informe sobre la petición de pensión de viudez impetrada por la señora Herminia del Carmen Parra (8175 de 31/08/2012). Al ministro de Relaciones Exteriores.


-
Diputado Ascencio, Informe sobre el resultado de la fiscalización que lleva a cabo respecto de la venta de pases de jugadores de fútbol desde clubes chilenos a extranjeros, como igualmente, ordene investigar la situación de los clubes de fútbol que tienen operaciones en Chile y que utilizan sociedades fuera de nuestro país, con el propósito que éstas aparezcan como las dueñas de los derechos económicos de los jugadores que pertenecen a sus instituciones.  (8176 de 31/08/2012). A Servicios.


-
Diputado Ascencio, Ordene fiscalizar, investigar y pronunciarse respecto de la denuncia allí señalada, relacionada con una cita o reunión que habrían sostenido diversos ministros de Estado, llevada a efecto fuera de la jornada laboral, utilizando bienes fiscales y disponiendo de funcionarios públicos, y se sirva adoptar al efecto las medidas que en derecho, si ello correspondiere, e informe de sus gestiones a esta Corporación.  (8177 de 31/08/2012). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Tarud, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el hospital de Linares, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8178 de 31/08/2012). A director del hospital de Linares.


-
Diputado Tuma, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el hospital de Temuco, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8179 de 31/08/2012). A director del hospital de Temuco.


-
Diputado Tuma, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en la Región de La Araucanía, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8180 de 31/08/2012). A contralor regional de La Araucanía.


-
Diputado Walker, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida a la existencia, entre otros antecedentes allí señalados, de la Fundación Sueños en Red. (8181 de 31/08/2012). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8182 de 31/08/2012). A director  del Servicio de Salud de Arica.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8183 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Iquique.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8184 de 31/08/2012). A directora del Servicio de Salud de Antofagasta.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8185 de 31/08/2012). A Servicios.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8186 de 31/08/2012). A Servicios.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8187 de 31/08/2012). A directora del Servicio de Salud de Valparaíso.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8188 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Viña del Mar - Quillota.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8189 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Aconcagua.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8190 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud Metropolitano Norte.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8191 de 31/08/2012). A Servicios.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8192 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud Metropolitano Central.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8193 de 31/08/2012). A directora del Servicio de Salud Metropolitano Oriente.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8194 de 31/08/2012). A directora del Servicio de Salud Metropolitano Sur.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8195 de 31/08/2012). Al señor director del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8196 de 31/08/2012). A Servicios.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8197 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud del Maule.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8198 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Ñuble.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8199 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Concepción.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8200 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Talcahuano.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8201 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud del Biobío.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8202 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Arauco.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8203 de 31/08/2012). A Servicios.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8204 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud Araucanía Sur.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8205 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Valdivia.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8206 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Osorno.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8207 de 31/08/2012). A Servicios.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8208 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Chiloé.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8209 de 31/08/2012). A director del Servicio de Salud de Aysén.


-
Diputado Accorsi, Remita la nómina de las personas que a la fecha, en el servicio de salud bajo su dirección, se encuentran en lista de espera; distinguiendo al efecto entre aquellas que están adscritas al plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas, como las que no lo están. (8210 de 31/08/2012). A Servicios.


-
Diputado Martínez, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referida al llamado a licitación efectuado por el Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región del Biobío, para el mejoramiento de la avenida O´Higgins, en la ciudad de Chillán, de la citada región, como igualmente, ordene instruir una investigación por los eventuales daños urbanos y sociales que ello acarrearía, remitiendo sus resultados a esta Corporación. (8211 de 03/09/2012). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Silber, Informe sobre la legalidad y pertinencia de la comunicación que la empresa Metrogas  S.A. está remitiendo a sus clientes, en orden a informarles respecto de cambios de procedimientos en la cobranza extrajudicial. Se anexa documento relacionado con la materia objeto de este oficio. (8212 de 03/09/2012). A Servicios.


-
Diputado Silber, Informe sobre la legalidad y pertinencia de la comunicación que la empresa Metrogas  S.A. está remitiendo a sus clientes, en orden a informarles respecto de cambios de procedimientos en la cobranza extrajudicial. Se anexa documento relacionado con la materia objeto de este oficio. (8213 de 03/09/2012). A Varios.


-
Diputado Monckeberg don Cristián, Remita la información detallada en la solicitud adjunta, referidas al mejoramiento de las condiciones de seguridad de las carreteras nacionales. (8214 de 03/09/2012). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe acerca del estado de tramitación de la transferencia del terreno fiscal, ubicado en calle Alonso de Ercilla 
N° 3048, población Alemania, comuna de Calama, Región de Antofagasta. (8215 de 03/09/2012). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Ordene instruir una investigación, con motivo de la supuesta negligencia médica que se habría cometido en el hospital Marcos Macuada de Tocopilla y en el hospital regional de Tocopilla, ambos de la Región de Antofagasta, por la que se habría ocasionado el fallecimiento de doña Verónica Postigo López; determinando las responsabilidades del caso, si ello procediere, y remitiendo sus resultados a esta Corporación. (8216 de 03/09/2012). A directora del Servicio de Salud de Antofagasta.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Elaborar y remitir un catastro  con las viviendas de emergencia que no cuentan con calefón en los distintos campamentos existentes en Tocopilla, Región de Antofagasta, como asimismo, informe acerca de las medidas que se han adoptado respecto al control de plagas en los referidos campamentos. (8217 de 03/09/2012). A Coordinadora Reconstrucción de Tocopilla, Gobernación Provincial de Tocopilla.


-
Diputado Torres, Informe sobre la modalidad de financiamiento de los telecentros en el territorio nacional, en especial en los ubicados en Cerro Alegre, 30 de marzo y Bruselas Bellavista, comuna de San Antonio y en la población  Caupolicán, comuna de Cartagena, Región de Valparaíso. (8218 de 03/09/2012). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Baltolu, Remita la información detallada, referida a los problemas con los servicios sanitarios y estructurales que afectan a los pobladores del sector de Villa Pomerape, Región de Arica y Parinacota, como asimismo, se sirva realizar las gestiones, conducentes a dar pronta solución a lo reseñado. (8219 de 03/09/2012). A Intendencias.


-
Diputado Baltolu, Remita información detallada, referida a los problemas con los servicios sanitarios y estructurales que afectan a los pobladores del sector de Villa Pomerape, Región de Arica y Parinacota, como asimismo, se sirva realizar las gestiones, conducentes a dar pronta solución a lo reseñado. (8220 de 03/09/2012). A Intendencias.


-
Diputado Baltolu, Remita información detallada, sobre la rebaja anunciada respecto de las cuentas de energía eléctrica.  (8221 de 03/09/2012). A Varios.


-
Diputado Meza, Remita información detallada, referida al estado de la seguridad en los aeropuertos nacionales y el tráfico de pasajeros, como igualmente, respecto de la contratación de personal  bajo su gestión.  (8222 de 04/09/2012). A Servicios.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (91)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti  Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo  Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Velásquez Seguel, Pedro
IND
IV
8

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Diputados en misión oficial señores Ramón Barros Montero, Germán Becker Alvear, René Manuel García y Pablo Lorenzini Basso.-


II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.12 horas.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor RECONDO (Vicepresidente).- El acta de la sesión 71ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 72ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor RECONDO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

-o-

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Para referirse a la cuenta, tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, el punto N° 14 de la Cuenta informa de la presentación de un proyecto de reforma constitucional para “adelantar” la elección directa de los consejeros regionales, en circunstancias de que dicha moción es para “atrasar” dicha elección.

ENVÍO DE PROYECTOS A COMISIONES.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural para que el proyecto, iniciado en moción, que “modifica la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas, referido a la venta de terreno indígena para la construcción de viviendas sociales” (boletín N° 8533-01), sea remitido a la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana remite a la Sala de la Corporación mensaje de su excelencia el Presidente de la República, con el que inicia el proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos (boletín N° 8556-10), a fin de que adopte los acuerdos pertinentes para su adecuada tramitación legislativa. 

Al respecto, propongo a la Sala remitir el mensaje a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, para que le sea remitido el proyecto, iniciado en mensaje, que “fortalece el resguardo del orden público” (boletín N° 7975-25), el cual actualmente se encuentra en la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas.

¿Habría acuerdo?

Acordado.


AUTORIZACIÓN PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Educación para realizar sesión especial simultáneamente con la Sala hoy, de 11.00 a 12.00 horas, a fin de recibir al presidente del Consejo Nacional de Asistentes de la Educación (Confemuch), señor Arturo Escárez Opazo.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

PERMISO CONSTITUCIONAL.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición del diputado señor Aguiló, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 8 de septiembre en curso, para dirigirse a España.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MIXTA DE PRESUPUESTOS.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se designará a los miembros de la Comisión de Hacienda, diputados señores Pepe Auth, Joaquín Godoy, Enrique Jaramillo, Pablo Lorenzini, Javier Macaya, Miodrag Marinovic, Carlos Montes, José Miguel Ortiz, Carlos Recondo, Alberto Robles, Alejandro Santana, Ernesto Silva y Gastón von Mühlenbrock -sin perjuicio de los eventuales reemplazos, de conformidad con el acuerdo general sobre la 



materia, adoptado en sesión de 6 de junio de 1991- para integrar la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2013.

¿Habría acuerdo?

Acordado.
-o-

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Andrade.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, ayer entendí que en la sesión de hoy continuará la discusión y se votaría el proyecto de ley sobre las trabajadoras de casa particular. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, la elaboración de la Tabla es facultad del Presidente. El proyecto a que se refiere su señoría será visto en la sesión del próximo martes.

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE RESERVA LEGAL DE EMPLEOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Primer trámite constitucional.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, originado en mociones refundidas, que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad.

Diputado informante de la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social es el señor Enrique Accorsi.


Antecedentes:

-Mociones (refundidas) N° 7025-31, sesión 44ª de la legislatura 358ª, en 30 de junio de 2010. Documentos de la Cuenta 
N° 7; 
-N° 7855-13, sesión 67ª de la legislatura 359ª, en 9 de agosto de 2011. Documentos de la Cuenta N°3.

-Informe de la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social, de los proyectos refundidos boletín N° 7025-31 y 7855-13, sesión 75ª, de la presente legislatura, en 4 de septiembre de 2012. Documentos de la Cuenta N° 3.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante. 

El señor ACCORSI (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que incentiva la inclusión de personas con discapacidad al mundo laboral y establece el mecanismo de la reserva legal de empleos para personas con discapacidad. 

La iniciativa se originó en dos mociones, refundidas por la Sala, a petición de la Comisión, en la sesión 108ª, de 15 de noviembre de 2011.

Durante el estudio del proyecto, expusieron en la Comisión la directora del Servicio Nacional de la Discapacidad (Senadis), señora María Ximena Rivas; el director nacional subrogante del Senadis, señor Óscar Mellado; el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río; el coordinador legislativo del Ministerio de Hacienda, señor Francisco Moreno; el coordinador de políticas laborales de la cartera de Hacienda, señor Francisco Parro; la jefa de la División Jurídica de Chile Compra, señora Trinidad Inostroza, y la seremi del Trabajo y Previsión Social de la Región Metropolitana, señora Ivonne Mangelsdorff. 


También recibimos en el seno de nuestra Comisión a todas las organizaciones que representan al mundo de la discapacidad. 

Antecedentes de hecho y de mérito que justifican el proyecto.

En la moción que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral (boletín N° 7025-31) se señala que a través de la ley N° 19.284 se regulan en nuestro país los derechos de las personas con discapacidad. 

La normativa tiene por objeto promover la plena integración de las personas con discapacidad y se ordena en torno al principio de equiparación de oportunidades, mediante el establecimiento de acciones estatales de prevención y de rehabilitación. Las primeras tienen por propósito evitar las causas de las deficiencias que puedan ocasionar la discapacidad, y las de rehabilitación, permitir que las personas que tengan una discapacidad accedan a las prestaciones y servicios para su recuperación funcional y su mantenimiento.

Sin embargo, a pesar de los grandes avances en la materia, es necesario revisar la legislación vigente, para actualizarla a nuevos desafíos. Diversos factores refuerzan esta decisión, principalmente el importante porcentaje de personas con algún nivel de discapacidad: cerca de 15 por ciento de la población total. De este porcentaje, la mitad tiene graves dificultades para realizar actividades esenciales de la vida diaria, como vestirse, comer y desplazarse.

Por lo anterior, resulta muy importante 
-tal como se afirma en otros proyectos de ley relativos a la plena integración de los discapacitados, en un marco universal de cultura y respeto por los derechos humanos- poner el acento en el entorno social y no sobre las deficiencias de las personas, construyendo una mirada que reconozca y valore la diversidad, al tiempo de enfatizar la efectiva igualdad de oportunidades para todos. Se hizo mucho énfasis en que las personas con discapacidad son tan ciudadanos como todos los chilenos y todas las chilenas y, por ende, tienen los mismos derechos. 

Cabe señalar que el Congreso Nacional ha discutido iniciativas de ley tendientes a mejorar las herramientas normativas para la promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad. Ejemplo de ello son la ratificación de la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación en contra de las personas con discapacidad y de la Convención de la ONU sobre los derechos de las personas con discapacidad; el despacho de la ley N° 19.284, de 1991, para la plena integración de personas con discapacidad, y la ley N° 20.422, sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

Hace pocos días, en el Salón de Honor del Congreso Nacional se realizó un seminario sobre adecuaciones normativas en discapacidad e inclusión social, que contó con asistencia multitudinaria: más de quinientas personas que representaban diferentes organizaciones del mundo de la discapacidad. Una de sus principales conclusiones fue pedir a diputados y senadores la creación de instancias de empleo, única manera de que las personas con discapacidad mejoren su calidad de vida, con total respeto a su dignidad y derechos. 

Todos conocemos los problemas que existen en nuestras regiones y en nuestros distritos en relación con los discapacitados 
-las soluciones a algunos de ellos se abordan en el proyecto en estudio-, y que las medidas que se han adoptado hasta ahora para crear fuentes de trabajo para estas personas no han dado los resultados esperados. Es así que tenemos más de 2,5 millones de personas discapacitadas, y, a pesar de todas las iniciativas que se han desarrollado para crearles empleos, solo se ha podido colocar en trabajos dignos a ochocientas, pues la mayoría de los que se les entregan son precarios y muy inestables.

Por eso, llamo a los colegas a aprobar la iniciativa, que incentiva la inclusión de discapacitado al mundo laboral y establece reserva legal de empleos para personas con discapacidad. Espero que en el futuro tengamos otro mecanismo más efectivo para que estas personas tengan la posibilidad de acceder a un empleo digno y pleno.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, tengo que destacar que estamos discutiendo una iniciativa muy importante que se tramitó en la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social, instancia presidida por el diputado Enrique Accorsi, la cual se aboca a analizar, entre otros, los temas relacionados con las personas que sufren discapacidades. 

A pesar de que venimos planteándolos desde la reinstalación del Parlamento, antes ninguna comisión se había abocado plenamente a buscar soluciones para ese importante sector de nuestra sociedad, que, sin haber sido olvidado, tiene tantas dificultades para enfrentar sus realidades.

Debemos recordar que nuestro país ha suscrito dos tratados sobre el tema: la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación en contra de las personas con discapacidad, en 1999, y la Convención de la ONU sobre los derechos de las personas con discapacidad, y su protocolo, en 2007, que firmó una diputada nuestra, doña Marisol Turres.

También debemos tener presente lo difícil que resulta a las personas con discapacidad acceder al mundo laboral, lo que se debe sumar a muchas otras carencias y dificultades.

Por lo anterior, el Parlamento ha debido legislar en dos oportunidades sobre la materia para cumplir con esos convenios y facilitar la incorporación de las personas con discapacidad a todas las áreas del quehacer nacional, a pesar de lo cual no se han obtenido los resultados esperados.

En nuestro país viven más de 2 millones de personas con diferentes discapacidades, cuyas familias deben enfrentar todos los problemas que ello implica. De esas personas, alrededor de 1.625.000 están en edad para trabajar, pero el 90 por ciento de ese universo está cesante; el 9 por ciento realiza trabajos informales, como vendedores ambulantes o en otras labores que ocupan parte de su tiempo, y solo el 1 por ciento encuentra un trabajo con contrato laboral.

El Instituto Nacional de Estadísticas (INE) señala que 12,9 por ciento de la población, lo que equivale a alrededor de 2 millones de personas, presenta algún tipo de discapacidad. De ese total, 1.204.576 son mujeres y 863.496 son hombres.

Se han hecho distintos esfuerzos para incorporar a estas personas al mundo del trabajo, como sucede con el proyecto en discusión, que es el resultado de la fusión de dos iniciativas de ley, tras la presentación de un proyecto de acuerdo que firmamos, tratado en la Sala el 6 de octubre de 2011, mediante el cual se solicitaba un programa gubernamental de ayudas técnicas para personas con discapacidad en situación de dependencia. En consecuencia, agradezco al Gobierno que lo haya respaldado, porque muchos de esos documentos solo quedan como expresiones de buenas intenciones, porque no se convierten en realidad.

El proyecto en estudio fue apoyado por la directora del Senadis y por el Ministerio de Desarrollo Social. Su artículo 2° incorpora el siguiente artículo 44 bis en la ley N° 20.422: “Toda unidad laboral, ya sea del sector público o privado, deberá reservar al menos el 2 por ciento de sus puestos de trabajo para trabajadores que, siendo idóneos para la función, posean alguna discapacidad de acuerdo al artículo 5° de la presente ley. La infracción a esta norma acarreará las sanciones y multas señaladas en el artículo 506 del decreto con fuerza de ley N° 1, Código del Trabajo.”.

Además, el proyecto consulta una serie de incentivos para premiar en las licitaciones a las empresas que cuenten con una mayor cantidad de personal con discapacidad.

Por lo tanto, considero que debemos aprobar la iniciativa, pues va por el camino correcto.

Por otra parte, felicito al Presidente de la Corporación por incorporar a personas con discapacidad para trabajar en la Cámara de Diputados, lo que para nosotros es un motivo de orgullo. 

Asimismo, solicito al Ejecutivo que estudie la posibilidad de incorporar, de planta o a contrata, a personas con discapacidad que, por años, han trabajado a honorarios en reparticiones del Estado.  No es justo que no se les dé la posibilidad de acceder a un contrato laboral como corresponde.

Finalmente, espero que a la brevedad el proyecto se convierta en ley de la república.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, este tipo proyectos nos hacen sentir más útiles que de costumbre en la labor parlamentaria. Hoy, estamos debatiendo una iniciativa de ley, analizada por la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social de la Cámara de Diputados, que establece una reserva legal de empleo para personas con capacidades distintas.

Chile todavía está muy atrás de los países a los cuales decimos imitar en materia de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidades.

En el Congreso Nacional se discutió latamente una iniciativa sobre discapacidades; pero tan pronto asomó a la luz pública, cuando se convirtió en ley, comenzó a mostrar algunas falencias. No obstante, para eso estamos: para corregir lo mal hecho y para mejorar lo bien hecho.

El proyecto de ley en discusión obliga a todas las empresas públicas y privadas a reservar al menos el 2 por ciento de sus puestos de trabajo para trabajadores que tengan algún grado de discapacidad, que no les impida desarrollar las labores para las cuales serán contratados, lo que, como dijo la diputada María Angélica Cristi hace unos momento, va en la línea correcta.

En Chile, todos estamos luchando contra la pobreza desde hace decenios, porque es una lacra que nos avergüenza y que humilla a las chilenas y a los chilenos que la padecen. Es efectivo que el 90 por ciento de las personas con discapacidad está sumido en la pobreza. Además, se han cometido errores en esta materia, por ejemplo, cuando se le quita su pensión de invalidez a una persona que tiene la “desgracia” de encontrar trabajo. Tenemos que corregir estas cosas, así como la mirada que tiene la sociedad respecto de las personas con discapacidad.

Por eso, no es malo que nos felicitemos por el proyecto y, en particular, a la Mesa de la Cámara de Diputados, por haber tomado, en conjunto con otros parlamentarios, la decisión de incorporar como trabajadores de esta Corporación a personas con síndrome de Down, discapacidad que se debe a una alteración en el cromosoma 21, lo que hace que quienes lo padecen sean algo distintos del resto de la gente.

Lo que la Cámara de Diputados ha hecho -incorporar a personas con discapacidad, en este caso, reitero, con síndrome de Down, para que, dentro de sus posibilidades de desarrollo intelectual y físico, presten servicios en esta Corporación- es un buen ejemplo para el país. 

¡Qué bonito sería que en el resto de las reparticiones públicas y en la empresa privada hicieran lo mismo! Así, gran parte de los dos millones y medio de personas que tienen algún grado de discapacidad estarían, con más dignidad, ganándose unos pesos para mejorar sus condiciones de vida. 

En nombre de la bancada del Partido Radical, saludo este proyecto, que naturalmente votaremos a favor. 

Recuerdo a la Sala que Chile suscribió, en 1999, en Guatemala, la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. Este proyecto de ley es un nuevo llamado para entregar igualdad de oportunidades a los discapacitados de Chile, para buscar su rehabilitación desde los dos aspectos que señaló el diputado informante, colega doctor Enrique Accorsi: investigar las causas que ocasionaron la discapacidad y, una vez hecho el diagnóstico correcto, proceder a la búsqueda de la recuperación de la salud de nuestros discapacitados. 

Muchos discapacitados podrían estar absolutamente rehabilitados e incluso incorporados a la vida laboral del país, pero no han contado con la atención suficiente de las instituciones chilenas de salud y del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 

Indudablemente, es loable el trabajo que realizan ciertas fundaciones, como la Teletón; pero, como Estado, no podemos depender de la “generosidad” de algunas empresas y del trabajo anónimo de miles de chilenas y chilenos para superar el problema de la discapacidad. El Estado de Chile, no el gobierno de turno, debe asumir esta responsabilidad en forma absolutamente integral. 

Por lo tanto, con la aprobación de esta legislación en proyecto, daremos un paso significativo para la recuperación de las confianzas de la gente que padece algún grado de discapacidad en nuestro país. 

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Bobadilla.

El señor BOBADILLA.- Señor Presidente, quiero valorar esta iniciativa. Todo lo que hagamos en beneficio de las personas con capacidades diferentes, debe ser bienvenido. 

Aunque en la ley N° 19.284 se establece que se debe garantizar la plena integración de las personas con capacidades diferentes, en la práctica vemos que esto no ocurre, y, lo que es más grave, en muchas situaciones podemos comprobar la forma en que ellas son discriminadas. 

Por cierto, las iniciativas que contribuyan a establecer garantías para la plena integración a nuestra sociedad de las personas con capacidades distintas, deben ser respaldadas. 

A lo mejor, algunos creen que este proyecto no es la solución, que no permitirá resolver los problemas laborales de esas personas, pero creo que sí contribuirá a generar las condiciones para ello.

Por tal razón, lo voy a votar favorablemente, e invito a mis colegas a proceder de igual forma, porque considero que es una herramienta que permitirá generar espacios a personas que pueden contribuir, en muchos casos con mayor responsabilidad, al desarrollo de nuestro país. 

Sin duda, se trata de una contribución para que las personas con capacidades diferentes tengan oportunidades laborales, que hoy, a lo mejor, no tienen, aun cuando existe una ley que garantiza su plena integración.

Por último, reitero mi voto favorable a la iniciativa y mi invitación a los colegas a pronunciarse en esa misma dirección.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.

El señor ACCORSI.- Señor Presidente, quiero enfatizar algunos aspectos que considero importantes. 

Hoy, en nuestro país, numerosas personas con discapacidad o con capacidades diferentes tienen problemas de acceso a salud, a educación, a medicamentos, a transporte.

¿Qué nos han dicho ellas, en forma completamente transversal? “Dennos una oportunidad. Queremos probar que somos ciudadanos y queremos participar en el desarrollo de nuestro país. Dennos esa oportunidad”. 

Desde 1990 en adelante, e incluso desde antes, no hemos podido tener políticas claras respecto de los empleos para las personas con capacidades diferentes. En Chile, lamentablemente, el 33 por ciento de las familias en condición de pobreza tienen en su seno personas con discapacidad, lo que genera gran impacto en aquellas. 

Voy a hacer una crítica, pero con un espíritu de buena voluntad. Tanto en nuestros gobiernos como en el actual, el Ministro de Hacienda no ha tomado esta materia como prioritaria. Incluso más, en la Comisión -lo digo claramente- invitamos al ministro de Hacienda seis veces para que viniera a hacer sus planteamientos. Anoche se plantearon otras indicaciones, a raíz de que, por acuerdo unánime de la Comisión, pusimos en tabla el proyecto.

No estoy en contra de que se presenten más indicaciones; pero, ¡por favor!, entreguemos una señal clara con la aprobación del proyecto. En caso de ser necesario, el Ejecutivo puede presentar otras indicaciones en el siguiente trámite constitucional.

Reitero que tenemos que dar una señal clara al respecto. A la Comisión vinieron personas a participar en la discusión de esta materia y a presentar sus observaciones. Por lo tanto, lo mínimo que podemos hacer es aprobar el proyecto.

Aquí, se dice: “Mire, usted deberá reservar el 2 por ciento de sus puestos de trabajo para personas con discapacidad”. El Senadis y otros organismos buscarán qué tipo de capacidad se requiere en cada caso y dónde se podrá colocar a las personas discapacitadas, que es muy importante. 

Hoy, con el sistema de empleo que tenemos, la certificación de la discapacidad en Chile es mínima; solo se hallan certificadas alrededor de ochocientas personas. Entonces, cuando esta iniciativa se convierta en ley, para las personas con discapacidad será mucho más estimulante inscribirse, pues podrán optar a beneficios, por ejemplo, para el transporte, materia que estamos analizando en estos momentos con los ministerios de Transportes y de Desarrollo Social. 

Por último, reitero mi llamado a avanzar en algo fundamental que nos pidieron todos los discapacitados que participaron en la discusión de la iniciativa: “Dennos una oportunidad de empleos dignos. Queremos demostrarles a todos los chilenos y chilenas que nosotros sí somos capaces de responder”.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, tal como lo planteó el diputado Enrique Accorsi, en el seno de muchas familias chilenas viven personas con discapacidad, ya sea de nacimiento o bien por algún accidente o por su edad.
La cantidad de personas que tienen algún grado de discapacidad en Chile es muy relevante. Por ello, en la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social se han presentado varias mociones en su favor.

En ese sentido, el proyecto en estudio -también originado en mociones- es bastante atinente. Al respecto, uno de sus autores, mi correligionario y médico Carlos Abel Jarpa, me explicó la necesidad, desde el punto de vista político, de incorporar este tipo de legislación que permita -como se hace en países desarrollados- reconocer que en Chile una parte importante de su población tiene discapacidad, y, además, que esa parte de la población requiere ser tratada con dignidad desde el punto de vista de la persona. Al respecto, una de las cosas que hace que una persona tenga dignidad -eso lo sabemos muy bien- es el trabajo, porque le da la posibilidad de autovalerse, de autosustentarse. 

En Chile existe una fuerte discriminación en términos laborales hacia las personas con discapacidad. Por ello, el proyecto pretende incluir en la legislación nacional temas relevantes en el siglo XXI y en el mundo moderno. Los países desarrollados tienen legislaciones que permiten que las empresas y el aparato público contraten a personas con discapacidad. 

En Alemania, existe un sistema de cuotas de 6 por ciento, y algo similar ocurre en países europeos, como Bélgica, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Italia, Grecia, etcétera. Países de América también tienen esta concepción de incluir en sus legislaciones un cierto cupo para personas con discapacidad.

En ese sentido, el proyecto es bastante modesto, incluso en la discusión que tuvo lugar en la Comisión se planteó la posibilidad de aumentar el porcentaje de reserva legal de empleos para personas con discapacidad. Sin embargo, finalmente concluimos que era necesario lograr un acuerdo en ambas ramas del Congreso para tener una legislación que al menos nos permita dar un salto hacia adelante en la forma cómo el Estado se relaciona con la discapacidad. El proyecto establece que toda unidad laboral, pública o privada, deberá reservar al menos el 2 por ciento de sus puestos de trabajo para trabajadores que tengan alguna discapacidad. Debo reconocer que la Comisión fue bastante racional en su tratamiento y discusión. 

En el proyecto de ley hay un elemento importante, ya que habla de personas con discapacidad que estén en condiciones para desarrollar el empleo para el cual serán contratadas, lo que es obvio. Así, por ejemplo, se puede tratar de una empresa de telefonía que necesite que la persona contratada se contacte con clientes. Al respecto, en muchos países las personas con ceguera se dedican a contestar teléfonos. ¿Por qué no hacerlo en Chile? ¿Cuál es el problema de que eso ocurra?

Celebro la decisión de la Mesa de la Cámara de Diputados, de contratar a personas con discapacidad para desempeñarse en la Corporación, lo que es un hecho muy relevante. En efecto, se contrató a discapacitados para realizar tareas que pueden desarrollar perfectamente.

Me parece muy relevante que en Chile la gente con discapacidad tenga la posibilidad de desarrollarse en el ámbito laboral, sin que eso afecte sus derechos adquiridos. Con eso, damos un gran paso. Hoy, en todas las regiones tenemos casos claros sobre necesidades en este sentido. Al respecto quiero hacer solo un comentario. Hace pocos días, un artista plástico de mi región, que tiene una discapacidad, presentó un proyecto para desarrollar su arte a mayor escala, de manera de desenvolverse como un microempresario del arte. Su proyecto logró tener acogida a nivel de organizaciones públicas, pero se topó con un problema que hoy estamos tratando de resolver: en el Servicio de Impuestos Internos no le permitían iniciar actividades para desarrollar su labor, lo que le impedía tener boletas. ¡Tan simple como eso! No pudo iniciar actividades, pese a que es un emprendedor. 

En verdad, estamos en deuda con el mundo de la discapacidad y con nosotros mismos. Por ello, es muy importante aprobar este proyecto, y la bancada Radical colaborará con su voto afirmativo para avanzar en términos de justicia y equidad con el mundo de la discapacidad, con muchos hombres y mujeres que tienen esta problemática en nuestro país.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Miodrag Marinovic.

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, quiero felicitar a los autores de este proyecto de ley, al cual voy a adherir con mucho entusiasmo.

No quiero hablar de discapacidad, sino de capacidades distintas, diferentes. Por medio de este proyecto se busca entregar una oportunidad -como muy bien decía el diputado Accorsi- a muchas personas que tienen capacidades y virtudes distintas.

Quienes somos creyentes, pensamos que el Señor no nos hizo a todos iguales y, por lo tanto, tenemos fortalezas en algunas cosas y debilidades en otras. 

Este proyecto de ley busca entregar oportunidades a personas que tienen capacidades distintas, diferentes, otras virtudes que, a lo mejor, algunos no tenemos, para que puedan hacer algo que es básico: trabajar, aportar con sus virtudes y capacidades distintas y, de esa manera, tener autonomía e independencia en la vida. 

Por lo tanto, considero que obligar a las empresas públicas y privadas a reservar al menos el 2 por ciento de puestos de trabajo para personas con capacidades diferentes -de acuerdo con la definición del artículo 5° de la ley que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad- es un mínimo de justicia para entregar oportunidades a muchos chilenos y chilenas que tienen otras virtudes.

Reitero, con la iniciativa obligamos a las empresas, públicas y privadas, en relación con dicha reserva legal de empleos, para que muchas personas que no tienen todas las virtudes normales, hagan su aporte al desarrollo económico y a la sociedad, y tengan la oportunidad de crecer y de aportar a su familia.

Cuando uno analiza la situación que viven las familias que tienen personas con capacidades diferentes, se da cuenta del inmenso costo, del inmenso sacrificio y del inmenso esfuerzo que, muchas veces, tienen que hacer madres y padres -algo similar ocurre cuando uno de los padres sufre algún problema de salud-, lo que se traduce para la familia en dificultades económicas para mantener, dar un trato digno e integrar a estas personas con capacidades distintas.

Por lo tanto, es una obligación no solo de las empresas, sino también de nosotros, como legisladores, y del Gobierno, como administrador del Estado de Chile, entregar igualdad de oportunidades a las personas con virtudes distintas. El proyecto apunta humanamente en ese justo sentido, que todos compartimos. Por eso, voy a votarlo favorablemente, para que todas las empresas, públicas y privadas, tengan que contratar, a lo menos, a un 2 por ciento de personas con capacidades distintas.

El artículo 5° de la ley N° 20.422 establece lo siguiente: “Persona con discapacidad es aquella que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.”.

Por lo tanto, lo que hoy estamos haciendo es forzar al sector productivo público y privado para que incorpore y sepa detectar las virtudes distintas que tienen las personas definidas en dicho artículo.

Por eso, creo que la iniciativa en estudio es de humanidad, de justicia, es un reconocimiento y un verdadero aporte para que las personas con capacidades distintas tengan oportunidad de trabajar, de aportar a sus familias y a sí mismas, a fin de mejorar su condición de seres humanos.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en todo lo que hagamos por mejorar la situación de vida de los discapacitados, que también forman parte de nuestra sociedad, debería estar latente su inclusión social. Es de esperar que los empresarios de nuestro país les brinden tal oportunidad. 

Si pregunto cuántos colegas presentes creen que las empresas les darán esta posibilidad, estoy seguro de que la mayoría de ellos no saben qué responder y, tal vez, rechazarían el proyecto; así de simple. Esto, porque las empresas son entes que no ven más allá de la rentabilidad y del buen manejo de las finanzas. 

Este proyecto interpreta las muy buenas intenciones que tenemos todos, como el diputado Accorsi, la diputada María Angélica Cristi, etcétera. ¿Quién podría negarse a aprobarlo? Sin embargo, hay algo que me preocupa.

Respecto de esta materia, considero que debe existir una política de Estado, algo más consistente, que debe ser considerado en los programas de quienes dirigen los destinos de nuestro país. Sin duda, esta iniciativa de ley entrega una pauta, al establecer que las empresas deberán reservar al menos el 2 por ciento de sus puestos de trabajo para trabajadores que posean alguna discapacidad. Pero, del dicho al hecho, hay mucho trecho.

De todas maneras hay que celebrar la iniciativa que tuvieron los autores del proyecto, aunque hay varias mociones de otros diputados, entre los cuales me incluyo, sobre el mismo tema. Pero la integración al mundo laboral de las personas con discapacidad es y seguirá siendo un problema.

Es loable y a todos nos debe agradar la voluntad que ha existido en la Cámara para avanzar en esta materia. Queremos terminar con las incontables barreras que impone nuestra sociedad a ese 12 por ciento de personas con discapacidad. Tal vez, existiría mayor posibilidad de establecer un porcentaje del 2 por ciento como reserva legal de empleos en la Administración Pública. Sin embargo, a mi juicio, resultará muy complicado aplicar una norma de esta naturaleza en el sector privado. Podría ser aplicable en las empresas que tienen un gran número de trabajadores, quienes podrían dar un espacio, aunque sea menor, a personas que sufren alguna discapacidad. Probablemente, en las licitaciones públicas se podría aplicar una norma similar, materia que, a mi juicio, no aparece abordada en el proyecto. Por lo tanto, subsisten mis dudas y complicaciones. 

Por cierto, iniciativas como esta deben ser aprobadas, pero en Chile no existe la cultura necesaria para llevar adelante estas modificaciones. El diputado que informó el proyecto y que es autor del mismo, Enrique Accorsi, quien ha viajado por el mundo en su calidad de profesional de la salud, nos podría haber explicado un poco mejor las políticas que existen en otros países sobre la materia. A lo mejor, en ellos no es necesario entregar, por ley, beneficios a las personas con discapacidad, sino decidir qué labores pueden desempeñar. 

Mi opinión es que este beneficio debe formar parte de una política de Estado, y las instituciones públicas deberían dar el ejemplo. El proyecto no lo establece así, pero se podría haber discutido en su momento esa posibilidad. El proyecto no introduce una normativa fuerte y dura que apunte hacia lo que queremos; no obstante, es loable y hay que aprobarlo. Sin embargo, volvemos a quedar en la misma situación, tal como ocurrió con leyes anteriores. 


Sin duda, debemos aprobar este proyecto, aunque debemos buscar mejores soluciones y seguir conversando sobre el tema.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, la verdad es que uno no se puede restar de participar en la discusión de este proyecto ni de señalar algunos aspectos que, a mi parecer, son de suma importancia.

En primer lugar, tal como lo señaló el diputado Jaramillo, hay que dar señales positivas; este proyecto es una de ellas. No estamos dispuestos a tolerar ningún tipo de discriminación y, por lo mismo, siempre hemos combatido este problema. De hecho, hace poco, aprobamos un proyecto sobre discriminación. 

Comparto la idea de hacer una discriminación positiva respecto de un sector que tiene problemas de discapacidad. Tal como se ha dicho aquí, son personas con capacidades diferentes, y este proyecto tiene como objetivo evitar ciertas conductas de nuestra sociedad -que no están consideradas en el ámbito de la educación-, para enfrentar este problema, tampoco existe respeto por las personas con capacidades diferentes.
Quiero expresar algo que manifesté hace algún tiempo, reiterado por mi estimado amigo y colega, Pedro Araya: me refiero a las fiscalizaciones efectuadas en Antofagasta relacionadas con la infraestructura urbana que requieren las personas discapacitadas. A pesar de que, a menudo, hablamos de ellas, solo las recordamos cada vez que se realiza la Teletón. Debemos ser claros: la Teletón no es solo para apoyar al mundo de la discapacidad. Es cierto que tratamos de sacar adelante estos proyectos, pero también es necesario reconocer que falta avanzar más 



rápidamente en materia de integración de los discapacitados. Nadie podría negar que hasta hace algún tiempo, incluso, algunas familias escondían a sus hijos discapacitados, debido a lo cual nunca recibían ayuda.

Respecto de la ayuda -es el compromiso que debe asumir el Congreso Nacional cuando comencemos a discutir el proyecto de Ley de Presupuestos-, el Senadis debiera contar con los recursos necesarios para ayudar a los discapacitados a adquirir implementos ortopédicos, a fin de aliviar su compleja situación. Recibí una información en mi correo electrónico que señala que una niñita de una familia carente de recursos necesita un aparato ortopédico que cuesta sobre dos millones de pesos. ¿Qué le podemos decir a esa niñita? ¿Que no podrá rehabilitarse? 

Cuando allá por 1998 insté a que se creara la Comisión Especial de la Discapacidad, conversé con empresarios, quienes me señalaron que estaban dispuestos a cooperar en todo, a aportar recursos, pero que su intención no era recibir discapacitados en sus empresas. Es decir, nos regalaban plata, pero preferían que las personas con discapacidad se quedaran en sus hogares. En el fondo, los aportes se destinarían a pagar a una institución para que los cobijara. La idea de integración no es esa, sino que se relaciona con que esta gente, que es igual que nosotros, pueda tener una oportunidad como corresponde.

Por eso, el proyecto, en una acción discriminatoria, es positivo, porque tiene consecuencias positivas.

No sé si para la adjudicación de licitaciones se podrá exigir el cumplimiento de lo que dispone la norma establecida en el proyecto, es decir, que las empresas públicas o privadas que participen en ellas deban tener en su plantilla de trabajadores un número de personas minusválidas igual o superior al 2 por ciento. Pero es un camino, una señal de que quien contrate tendrá beneficios reales.
No obstante, así como señalé algo sobre la fiscalización futura, también quiero indicar que hace algún tiempo -no sé si se mantienen proyectos tan buenos como ese- el Ministerio de Vivienda entregó viviendas sociales para el mundo de la discapacidad. Eran casas de un solo piso, con terraplén. Repito, no sé si todavía continúan esos programas, no sé en qué situación se encuentran las personas que recibieron esos beneficios. Nos hemos acostumbrado a trabajar proyectos, pero no los evaluamos ni los fiscalizamos; solo tenemos la buena intención de aprobarlos.

Eso es lo que hemos venido reclamando constantemente en la Cámara. ¿Qué hacemos para constatar si la ley sirvió o no sirvió, o si los organismos pertinentes velan por que se cumpla? En este caso -reitero- se entregaron casas con las comodidades mínimas necesarias para que la gente con discapacidad se desplace sin problemas.

En fin, hay muchas cosas que vale la pena ir analizar. Pero así como he señalado determinadas preocupaciones, también debo reconocer que, por ejemplo, Sercotec de Antofagasta,un servicio del Estado, favoreció a Jorge del Pozo, quien, por problemas de diabetes, perdió sus extremidades. Ese organismo colaboró con recursos concretos para que esa persona emprenda la senda empresarial como contador público. Me parece que es el camino correcto.

Asimismo, se debe reconocer lo que se ha realizado en la Cámara de Diputados en relación con esta materia. Hace algunos años, las tribunas carecían de acceso para las personas que sufrían algún tipo de discapacidad. Nuestra Comisión, en los años 1998 o 1999, exigió su adecuación.

Por otro lado, está el caso de Eduardo, una persona con discapacidad que trabaja como operador en la planta telefónica de la Cámara de Diputados y que atiende a todas las bancadas y a los funcionarios.

Me parece positivo que esta Corporación siga dando señales en ese ámbito. Sin embargo, no nos debemos quedar con ejemplos sacados desde estas cuatro paredes. Deberíamos pensar en cómo hacer para multiplicar esta política, específicamente en el ámbito del empresariado. La gente con capacidades diferentes discapacidades solo quieren una oportunidad. Estoy seguro que cumplirán como corresponde.

El proyecto representa un avance. Puede que haya discrepancias en cuanto al porcentaje de trabajadores con discapacidad que deben figurar en la plantilla de personal. Con todo, la aprobación del proyecto entregará una señal positiva en esta materia. 

Dios mediante, espero que prosperen algunas acciones que hemos emprendido junto con el diputado Sandoval y otros. Por ejemplo, cuando las personas con discapacidad encuentran trabajo, se les quita la pensión asistencial. Debemos entender que tales personas tienen un costo de vida mucho mayor que el nuestro. Los gastos no solo se relacionan con la implementación que requieren para su rehabilitación, sino también con los medicamentos que se les prescriben. Todo lo que realicemos en bien del mundo de la discapacidad, será bien recibido.

Por eso, invito a los colegas a votar favorablemente el proyecto. Demos esa señal, real y concreta, a fin de que la gente con capacidades diferentes se integre de mejor forma a nuestra sociedad.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, la materia de fondo de las mociones refundidas en el proyecto sometido a nuestra consideración se relacionan con la discriminación, la igualdad ante la ley y la inclusión social. Chile somos todos, no solo determinadas personas, con ciertas capacidades y virtudes, y sin determinados defectos. De hecho, casi el 13 por ciento de la población padece de algún tipo de discapacidad.

El tema fue abordado con inteligencia y amplitud cuando el Congreso Nacional aprobó la iniciativa que se convirtió en la ley N° 20.422. Sin embargo, dejó algunos vacíos. Uno de ellos es el acceso al trabajo.

Hace algunos meses me visitó una profesional de la Región de Valparaíso para contarme su drama. Me expresó que la ley que se aprobó en el período pasado establece que una persona con capacidades especiales, en igualdad de condiciones, tiene preferencia por sobre las demás. Me reportó que pasaba la primera etapa del proceso de selección, a pesar de su discapacidad física, una enfermedad muscular degenerativa que le provoca dificultades para movilizarse y expresarse. En los exámenes escritos -estoy hablando de periodismo; en consecuencia, la apariencia poco importa-, era calificada como una persona completamente “normal”. No obstante, cuando el reclutador observaba que sus movimientos y expresión no eran “normales”, la respuesta habitual era que el trabajo ya estaba tomado.

Esa situación es enfrentada cotidianamente por las personas con algún tipo de discapacidad. Lo mismo sucedió con un periodista ciego que trabaja en un canal de televisión evangélico de la Región Metropolitana. Esa persona reportó la dificultad que enfrentó para ingresar a la carrera de periodismo. La universidad sostenía que un ciego no reunía las condiciones para estudiar esa disciplina. Así las cosas, se vio en la obligación de interponer querellas judiciales contra la universidad para romper esa barrera y lograr estudiar.

Las dos medidas planteadas en el proyecto de ley son muy positivas. Por un lado, las empresas que compiten por servicios o bienes del Estado serán premiadas por el hecho de trabajar por la inclusión social de los discapacitados. Por otro -ello no se incluyó en la ley N° 20.422-, toda unidad laboral, ya sea del sector público o privado, deberá reservar al menos el 2 por ciento de sus puestos de trabajo a trabajadores que, siendo idóneos para la función, posean alguna discapacidad. A mi juicio, se trata de la única manera efectiva de resolver la barrera de acceso al mundo laboral en favor de las personas con algún grado de discapacidad.

En Chile, uno de cada diez hogares es encabezado por un jefe o jefa de hogar con algún grado de discapacidad. Por el impacto que tiene el trabajo en las condiciones de vida y de progreso de las familias, es absolutamente indispensable que reforcemos la posibilidad de inclusión laboral de personas con algún grado de discapacidad. Por eso, vamos a apoyar con entusiasmo esta iniciativa. El paso siguiente es asegurar el acceso de las personas con discapacidad a la educación y a la capacitación, porque la proporción que logra pasar la barrera de los estudios es ínfima. Eso se relaciona con el hecho de que la sociedad y el sistema educativo no se preparan para la diferencia, sino que para la homogeneidad. En efecto, no se admiten diferencias de carácter físico o mental. Ellas deben ser acogidas, porque la magnitud y la profundidad con la que una sociedad acoge la diversidad es señal constitutiva de su riqueza. 

A mi juicio, este proyecto es un pasito importante para asumir la diversidad de las personas y, al mismo tiempo, su necesaria igualdad de derechos.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, en una iniciativa legislativa de esta naturaleza resulta fundamental expresar opiniones que nos lleven a entender que en nuestra sociedad tenemos limitaciones y falencias. 

Hoy quizá no deberíamos estar impulsando iniciativas legales como esta; quizá no deberíamos establecer por ley aquello que debería nacer de manera natural si tuviésemos una sociedad acogedora, inclusiva; pero, a veces, a pesar de existir normas que promueven la antidiscriminación, desafortunadamente, por una instancia cultural, por nuestra formación, falencias y defectos, siempre terminamos, de algún modo, generando estos espacios debido -repito- a que la sociedad no crece de una manera acogedora e inclusiva, sino que, por el contrario, establece discriminaciones.

Me alegro y expreso mi satisfacción porque la Cámara de Diputados haya incorporado, hace aproximadamente dos semanas, el lenguaje de señas en la transmisión de las sesiones. Pero este hecho nos muestra hasta dónde hemos llegado, porque en un Poder del Estado tan importante como en el que estamos, donde se discuten y aprueban tantas iniciativas, recién, hace dos semanas, tomamos conciencia de la necesidad de incluir esa herramienta. Ello demuestra que estábamos en falta con nuestra comunidad y hasta dónde llegan los grados de necesidad en los que tenemos que avanzar cuando se promueve este tipo de iniciativas.

Ahora bien, desde el ámbito de las autoridades surgen voces que señalan que no es bueno aprobar una iniciativa de esta naturaleza. Se aducen los efectos que esto puede tener en la generación del trabajo, sobre todo, en la pequeña y mediana empresa. Es decir, nuevamente empezamos a buscar resquicios para frenar iniciativas de esta naturaleza.

Insisto, no quisiera tener que aprobar proyectos de ley para regular situaciones que debieran nacer de manera natural, de manera auténtica. Desafortunadamente, no es así. Hoy, muchos discapacitados, como se ha señalado acá, trabajan en condiciones de mucha informalidad, de gran precariedad, porque no están acogidos a sistemas de previsión.

Tal como señalaba el diputado Rojas, no podemos sentir amargura y emoción respecto de la situación que viven los discapacitados durante una jornada solidaria que se realiza solo una vez al año. Las verdaderas acciones que apunta a tener una sociedad inclusiva se logran a través de proyectos de esta naturaleza, que obligan al establecimiento de normas que debieran nacer de manera natural. Por eso, como sector político, no podemos menos que respaldar esta iniciativa y promover la inclusión social. Construir una sociedad acogedora es tarea de todos.

Lo que ocurre con los discapacitados también le ocurre a otros grupos vulnerables, como los adultos mayores. Por eso, no podemos sino establecer mecanismos y regulaciones para asegurarnos que apuntamos en la dirección correcta, incorporando, efectivamente, a las personas vulnerables, a las personas con capacidades diferentes, para procurarles los espacios en una sociedad inclusiva, acogedora, de la cual nos enorgullecemos en muchos aspectos, pero que en este plano, sin duda, exhibe una gran deuda. 

Por lo señalado, no me cabe la menor duda de que nuestra bancada va a apoyar esta iniciativa.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, sin duda, estamos frente a un proyecto que, nuevamente, intenta poner a las personas con discapacidades o con habilidades diferentes en el lugar que deben y merecen estar, esto es, en el mismo lugar que ocupa el resto de los chilenos.

Evidentemente, para las personas que tienen algún tipo de discapacidad resulta tremendamente difícil vivir en nuestro país, porque, desgraciadamente, solo se las recuerda a comienzos de diciembre de cada año cuando Mario Kreutzberger realiza la Teletón. En ese momento, todos lloramos con los casos expuestos, nos sentimos identificados, quedamos con el corazón encogido frente a muchos de los testimonios que se presentan y abrigamos esperanzas cuando presenciamos las soluciones de vida que alcanzan algunos de los discapacitados. 

Pero, a medida que avanza diciembre y llega la Navidad -viejo pascuero, niño Jesús y pesebre incluidos-, la gente se olvida de la Teletón. Ese es un problema complejo que tiene nuestra sociedad: solo en ciertos momentos nos acordamos de las personas con habilidades diferentes o con discapacidades que habitan Chile los 365 días del año y las 24 horas del día. No recordamos, por ejemplo, que deben ir a los baños públicos todos los días y que estos no están habilitados para que ellos puedan utilizarlos. Incluso, estas personas no pueden ingresar a las reparticiones públicas, porque no están habilitadas las rampas que por ley ya deberían estar funcionando.

En el informe que tenemos sobre nuestros pupitres se lee que, en opinión del ministro de Hacienda, la iniciativa es cuestionable, porque si bien existen indicadores que califican a una persona como discapacitada, se trata de un concepto amplio. Esa misma amplitud puede dar pie para que se cometan abusos por parte de las empresas para cumplir normativas como la propuesta en la moción sometida a nuestra consideración.

Ese es el problema: si partimos pensando que se va a hacer trampa antes de dar un beneficio a un grupo de personas, ello nos inmoviliza. No podemos pensar a priori que las empresas cometerán abusos. El propio Ministerio de Hacienda no confía en los empresarios, cosa extraña en este Gobierno; sin embargo, es lo que se señaló en la Comisión. Se piensa que las empresas van a incumplir las normas propuestas en la moción. El país tiene que cambiar su manera de pensar. ¿Por qué no pensamos al revés? ¿Por qué no pensamos en que las empresas pueden verse beneficiadas con el trabajo de personas discapacitadas, como dijo el diputado Alberto Robles? Muchas personas con discapacidad visual trabajan bastante bien en centrales telefónicas, por ejemplo, o en labores de mucha dedicación. 

Entre paréntesis, felicito a la Cámara de Diputados porque hace algunos días incorporó en las transmisiones televisivas el lenguaje de señas, entregando, así, en forma permanente, una versión simultánea de nuestras intervenciones, no como ocurre en otros canales, que lo emplean solo en algunos programas o noticieros. 

Estimo que el proyecto constituye un muy buen incentivo para que las empresas contraten personas con discapacidad. Ojalá el 2 por ciento de los puestos de trabajo de las empresas sean cubiertos con personas discapacitadas o con habilidades diferentes, a fin de que se desarrollen y lleven una vida normal. 

Es importante que Chile haya suscrito, en Guatemala, en 1999, la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad. La OEA sostiene que la justicia y la seguridad social sientan las bases de una paz duradera, lo que se relaciona con entregar oportunidades a todos los que deseen trabajar y desarrollarse. 

El proyecto entrega una buena señal para que durante los 365 días del año los chilenos nos acordemos de las personas que sufren discapacidades o inhabilidades, ya que todos merecemos ser bien tratados.

Por otra parte, también esperamos que las futuras obras públicas que se realicen consideren un correcto acceso para discapacitados. Muchas veces hemos podido comprobar cómo algunas personas en silla de ruedas no pueden acceder a determinados lugares porque no cuentan con las vías de acceso adecuadas. Es necesario normar esa materia, a fin de terminar con dichas dificultades. Esperamos que todas las obras públicas que se ejecuten a contar del 2013 cuenten con accesos para discapacitados. 

Por último, anuncio que votaré favorablemente el proyecto, pues entrega más dignidad a todos los chilenos.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Andrea Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señor Presidente, todos deberíamos estar muy contentos por tratar el proyecto de ley en debate.

En primer lugar, quiero señalar que integré la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social que se dedicó al tema de la discapacidad. Lo siento muy de cerca, porque quienes la vivimos sabemos lo que ella significa en los planos emocional y familiar, sobre todo cuando se debe cuidar a un discapacitado o vivir el estrés de atenderlo. Cabe señalar que muchas madres, a fin de cuidarlos, dejan de trabajar y, por lo tanto, de percibir ingresos. Cuando observamos tales sacrificios, nos sensibilizamos ante este tipo de proyectos. 

Desde hace años hemos tratado de generar la plena inclusión social de los discapacitados. A través de un proyecto que presenté a consideración de esta honorable Sala, que contó con el apoyo de todos los diputados, nuestro canal de televisión transmite sus programas con lenguaje de señas. Por lo tanto, hoy podemos llegar a todos los hogares, incluyendo los de personas que sufren discapacidad auditiva.

En la Comisión que abordó el tema de la discapacidad recibimos a representantes del Ministerio de Hacienda, a quienes les pedimos que nos aportaran sus puntos de vista, a fin de lograr un buen proyecto. Sin embargo, considero que esta iniciativa no termina aquí, puesto que esa cartera puede presentar indicaciones para perfeccionarla. Así ocurrió en Argentina, Francia e Italia, donde la legislación diferenció entre tipos de discapacidad, su porcentaje y estableció incentivos a las empresas. Sin duda, son temas que podríamos abordar.

Esta iniciativa constituye un puntapié inicial, pues como país recién se está tomando conciencia del problema. Como dijo el diputado Ramón Farías, la Teletón ha ayudado mucho en esta materia. Participé en ella hace más de 15 años, de lo cual me siento orgullosa, pues sabemos lo que esa institución ha significado para nuestro país. 

Sin embargo, no debemos valernos solo de la Teletón para abordar el tema de los discapacitados. Tenemos que encontrar nuevos caminos, a fin de crear conciencia y una cultura que incluya a los discapacitados. Ojalá pronto, todos, la administración pública y las empresas privadas, faciliten el acceso a esas personas. 

Por otra parte, como sostuvo el diputado señor David Sandoval, también debemos considerar la tercera edad. Quienes integramos la Comisión Especial del Adulto Mayor estamos atentos a diversas materias. Todos vamos avanzando en edad y perdiendo nuestras capacidades, como las de escuchar, caminar bien, etcétera. Las personas dejan de producir y jubilan, pero muchas veces sus capacidades cognitivas continúan intactas. ¿Por qué no pueden desempeñarse en un call center o en un lugar adecuado para ellos? 

Hoy, vamos a contar con los votos favorables para aprobar el proyecto. Por lo tanto, agradezco tomar en serio el tema y avanzar en el Senado respecto de lo propuesto por la Comisión de Hacienda de esta Corporación.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, como se ha señalado, el proyecto no entrega soluciones definitivas, pero constituye un paso adelante. Las soluciones nacen en la medida en que los requerimientos van siendo más intensos, y, también, cuando la sociedad se sensibiliza y percibe que es necesario establecer una buena normativa. 

Es un paso adelante, como tantos que se han dado. El Congreso Nacional ha aprobado varias iniciativas en relación con los discapacitados. Por ejemplo, la ley Nº 20.183 reconoce el derecho a la asistencia en el acto de votar a personas con discapacidad; la ley Nº 19.900, modificó la ley Nº 18.290, de Tránsito, en materia de estacionamientos para discapacitados, y la ley Nº 19.284, establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad. 

El 15 por ciento de la población chilena es discapacitada o tiene capacidades diferentes. Esa discapacidad puede ser congénita o adquirida, porque, conforme transcurre la vida, ocurren accidentes laborales, de tránsito, etcétera, que pueden cambiar las capacidades de las personas y, por tanto, el número de discapacitados se incrementa cada vez más.

En materia laboral, presenté un proyecto de ley que establece una agravante para aquellas personas que cometan delito en contra de los discapacitados. No sé qué habrá pasado con esa iniciativa. Como se puede constatar, son muchas las exigencias que debemos satisfacer en esta materia.

A veces, las empresas y los empleadores acogen, por mera voluntad o disposición, a trabajadores discapacitados que realizan actividades simples, pero importantes. Conozco a personas discapacitadas que trabajan muy bien dentro de sus posibilidades. 

Hemos legislado en favor de los adultos mayores y de las trabajadoras de casa particular. En este caso, debemos hacer lo propio, es decir, establecer normas que se cum-



plan para que las cosas no sean hechas de manera voluntaria, sino con base o un fundamento legal. El proyecto apunta en esa dirección. A través del artículo 2°, incorpora un artículo 44 bis a la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. En ese sentido, se pretende establecer una reserva legal que implica la obligación de la empresa, sea del sector público o privado, a disponer de, a lo menos, el 2 por ciento de sus puestos de trabajo para las personas que, siendo idóneas para determinada función o tengan la capacidad para realizar un trabajo, presenten una discapacidad. En caso de incumplimiento, se impondrán las sanciones legales correspondientes.

En esta materia, Chile no ha cumplido con los mandatos internacionales ni con la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación en Contra de las Personas con Discapacidad, suscrita en Guatemala el 7 de julio de 1999. Tampoco ha cumplido con una Convención de la Organización de Naciones Unidas, suscrita y ratificada por Chile en 2007, que consagra los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo.

Creo que este es un muy buen proyecto y constituye la base para seguir avanzando o resguardando el derecho a la igualdad en nuestro país y dar cumplimiento a la ley N° 19.284, que regula los derechos de las personas con discapacidad. Dicha normativa promueve la plena integración social de las personas con discapacidad, en virtud del principio de la equiparación de oportunidades, y establece la adopción de medidas tendientes a la prevención y la rehabilitación. 

Nuestra Constitución y la Declaración Universal de los Derechos Humanos señalan que todas las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos, por lo que están obligadas a comportarse en un ambiente de fraternidad. 

La iniciativa es oportuna y apunta en la dirección correcta de proteger e integrar a los discapacitados o a las personas con capacidades especiales.

Por lo tanto, anuncio que votaré favorablemente el proyecto, y espero que sea despachado prontamente.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa. 

El señor JARPA.- Señor Presidente, es muy grato referirme al informe de la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social, la cual trabajó en dos mociones parlamentarias -una de ellas es de mi autoría-, a fin de que las personas que tengan una discapacidad puedan desempeñarse laboralmente.

Como manifestaron algunos de mis colegas, este proyecto permite reflexionar sobre la sociedad que queremos. No pongo en duda de que en 2018 Chile tendrá un ingreso equivalente al de los países desarrollados, pero ello no ocurrirá si el mundo se sigue manteniendo de manera desigual y segregada como ocurre hoy. Quienes, precisamente, sufren esa segregación son los discapacitados, cuyo número alcanza al 15 por ciento de la población, equivalente a 2 millones y medio de habitantes. Es probable que la cantidad de discapacitados siga aumentando, porque, gracias a los avances técnicos que exhibe la medicina, se está prolongando la vida, lo que posibilita que haya una mayor cantidad de personas con discapacidad. 

Hace algún tiempo el Congreso prestó su aprobación a un proyecto relacionado con el día del niño prematuro. Si bien es cierto que la medicina mantiene a muchas personas con vida, muchas de ellas son discapacitadas. Si queremos una sociedad desarrollada, debemos tener un mundo con más justicia social y menos segregación.

También debemos atender al aspecto familiar. Según las cifras, el 10 por ciento de los hogares tiene un jefe de hogar con discapacidad. Por otra parte, el 33 por ciento de las familias de menores ingresos o de mayor pobreza cuenta entre los suyos con una persona con capacidades diferentes, lo cual es muy preocupante.

Las personas que sufren alguna discapacidad -de ello puedo dar fe- no solo necesitan trabajar, sino, además, mayores ingresos para paliar el problema que sufren. O sea, se trata de personas que no solo hoy no laboran, sino que necesitan allegar más recursos de los que perciben para desempeñarse al interior de la sociedad. Esa es la paradoja que hoy viven los discapacitados.

Lo interesante del proyecto es que establece que toda unidad laboral, ya sea del sector público o privado, deberá reservar al menos el 2 por ciento de sus puestos de trabajo para trabajadores que, siendo idóneos para la función, posean alguna discapacidad. Cabe resaltar que la naturaleza tiene su propia sabiduría, pues las personas discapacitadas, generalmente, desarrollan sentidos y habilidades que en parte suplen su discapacidad. Como se trata de una iniciativa originada en mociones, no obliga a que el Estado entregue recursos, por lo que solo se apoya en el esfuerzo que pueda efectuar el sector privado. Por tal motivo, deberíamos estudiar la forma de crear incentivos para que las empresas que contraten a personas con discapacidad obtengan un subsidio del Estado. 

Varios de los colegas que aquí han intervenido señalaron que tanto el Poder Ejecutivo como el Legislativo tienen una deuda con las personas con discapacidad, porque no hemos sido capaces de aprobar un proyecto de ley que impida que las personas que perciben una pensión de invalidez no la pierdan al ser contratadas. En ese caso, ese beneficio debería ser suspendido, no eliminado.

Estamos contentos de que tanto el país como nuestra economía crezcan y se desarrollen y de que tengamos grandes recursos en fondos de inversión y capitalización, porque allí están los fondos que se requieren para que el Estado, en representación de nuestra sociedad, permita que 2,5 millones de personas que, lamentablemente, sufren de algún grado de discapacidad, puedan vivir en un mundo más inclusivo, más lejos de la pobreza y con menor grado de segregación.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, la pregunta clave que debemos hacernos como sociedad es de qué forma podemos ayudar y contribuir a la reducción de las dificultades de las personas con discapacidad para su inclusión en nuestra sociedad, porque, en verdad, ese es el único camino que existe para construir una sociedad más justa.

La discapacidad se debe considerar como una situación social que es clave enfrentar en forma integral, no como se ha hecho históricamente, desde el ámbito de la salud y de la educación, pero solo en la etapa de la niñez. 

La literatura universal señala que la discapacidad -situación que también podemos comprobar en nuestro país- es un multiplicador de dificultades para la inclusión y el desarrollo de las capacidades de las personas que las padecen, pues agrava otras discriminaciones de que son objeto por parte de la sociedad. Por ejemplo, ser pobre o tener una condición de extrema pobreza y, además, sufrir de algún grado de discapacidad, aumenta de manera significativa las dificultades que tienen esas personas para incorporarse a la sociedad. Asimismo, una persona que pertenece a un pueblo originario y que tiene alguna discapacidad, disminuye sobremanera sus posibilidades de integrarse a otros campos.

Por eso es que hoy, en materia de discapacidad, no se habla de igualdad de oportunidades, sino de igualación de oportunidades. La diferencia está en que se debe hacer aún más para lograr la plena inclusión e integración de las personas con discapacidad.

En ese sentido, el proyecto apunta en la dirección correcta, porque está probado que a medida de que una persona aumenta en edad, de una u otra manera, se complican sus posibilidades de insertarse e incluirse de mejor manera en la sociedad.

En la etapa de la niñez, hay espacios para la incorporación de personas con discapacidad en la enseñanza prebásica y básica, pero las restricciones se tornan mucho más marcadas cuando tratan de integrarse a la educación media, a la enseñanza superior y al mundo laboral.

Por lo tanto, reitero que el proyecto en discusión apunta en la dirección correcta, porque establece que toda unidad laboral, ya sea del sector público o privado, deberá reservar al menos el 2 por ciento de sus puestos de trabajo para personas que presenten alguna discapacidad. No obstante, a mi modo de ver, esa disposición debería ser complementada con el establecimiento de incentivos para las empresas.

Tal como señalé, si bien la iniciativa avanza en la línea correcta, razón por la que nuestra bancada está muy satisfecha con lo que se ha logrado y la votará a favor, creo que no basta con lo que se ha planteado, puesto que hay otro aspecto que queremos relevar y que resulta fundamental que se incorpore en la legislación relacionada con la materia, el que tanto la Cámara de Diputados como las autoridades pertinentes lo deben hacer suyo.

Bien es sabido que la PSU es la primera gran barrera que impide que las personas con algún grado de discapacidad, por ejemplo, auditiva, ingresen a la universidad, puesto que la forma como está estructurado su desarrollo les resulta un impedimento para acceder a ella. Varias universidades reconocen que pueden existir vías de ingreso especiales. De hecho, existen procedimientos de ingreso especial para deportistas, extranjeros, hijos de funcionarios, trabajadores y para quienes provienen de etnias originarias, pero no se contempla ningún tratamiento especial para el ingreso de personas con discapacidad. 

¿Qué quiero señalar con eso? Que no existe ningún grado de apertura para la incorporación a la educación superior de personas con algún grado de discapacidad, a pesar de que posean las capacidades y el talento para hacerlo.

Al respecto, quiero dar a conocer una cifra que me parece impactante. De las más de cincuenta universidades que hoy existen en el país, solo ocho tienen mecanismos explícitos de ingreso para personas con discapacidad y solo cinco cuentan con programas institucionalizados de apoyo para estudiantes con discapacidad. La Universidad de Chile, casa de estudios histórica, no posee un sistema de integración o de ingreso especial para personas con discapacidad. Me parece aberrante que universidades que reciben aporte estatal no tengan un sistema de ingreso especial para ellas.

Por eso, cuando uno revisa las cifras se da cuenta, por ejemplo, de que solo el 13,2 por ciento de la población sorda completa los estudios de educación secundaria, que el 1 por ciento llega a obtener un título técnico-profesional y que un poco más del 2,1 por ciento completa sus estudios universitarios.

¿Qué estoy diciendo con esto? Que es muy positivo que se haya presentado el proyecto en discusión, al que prestaremos nuestra aprobación, pero que es negativo que sigan existiendo barreras de acceso a la educación superior para las personas con discapacidad, las que prácticamente son imposibles de superar. El sistema de educación superior, tanto en el ámbito de las universidades como de centros de formación técnica e institutos profesionales no han hecho nada para que las personas con discapacidad puedan aumentar sus posibilidades de integración e inclusión en el mundo del trabajo.

La iniciativa en debate constituye un avance, pero no es suficiente. Por eso, quiero anunciar que estoy trabajando en la materia, porque si no garantizamos, de una u otra manera, que para el acceso a la educación superior, técnico-profesional y universitaria, exista un sistema especial de ingreso para las personas con discapacidad, estaremos creando una discriminación adicional a las formas de discriminación de que ya son objeto.

El Congreso Nacional debe cumplir un rol en esa materia. En tal sentido, voy a instar y a trabajar en la elaboración de una iniciativa legal que apunte en esa dirección, porque si no creamos condiciones para que las personas con algún grado del discapacidad, por ejemplo, auditiva, puedan ser plenamente competentes para ingresar a la educación superior, no obstante tener grandes capacidades intelectuales, estaremos perdiendo un valioso capital humano para el país. Por eso, debemos perseverar en esa iniciativa.

Es lamentable que no esté presente en la Sala ninguna autoridad de Gobierno que participe en la discusión de un proyecto tan importante como este, el cual puede ayudar a la integración de personas con discapacidad al mundo laboral. Pero el otro aspecto que he planteado, que dice relación con el acceso a la educación superior, debemos enfrentarlo como país, porque -insisto-, en la actualidad, del total de planteles universitarios del país, solo cinco cuentan con un sistema especial de acceso para personas con discapacidad, lo que obviamente no permite ampliar su inclusión. Ese es otro déficit, otra deuda que tenemos con el mundo de la discapacidad, que el Congreso Nacional debe superar.

Estoy contento con la discusión del proyecto; espero que sea aprobado en forma unánime y que después, en el Senado, sea tratado con la urgencia que requiere. Ojalá el Gobierno pueda darle algún nivel de prioridad para que en esa instancia sea tramitado con rapidez.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad.

Hago presente a la Sala que las normas del proyecto son propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 58 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cristi Marfil María Angélica; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Los diputados señores Leopoldo Pérez y Pedro Browne han presentado una indicación muy simple para reemplazar, en el título del proyecto, la palabra “discapacitados” por la frase “personas con discapacidad”. 

¿Habría acuerdo para votarla de inmediato?

Acordado.

¿Habría acuerdo para aprobar la indicación por unanimidad?

Acordado.

Despachado el proyecto. 


CREACIÓN DE JUNTA SUPERIOR DE APELACIONES PARA CALIFICACIÓN DEL PERSONAL DE CARABINEROS DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL. Primer trámite constitucional.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, a fin de crear una nueva instancia para la calificación y clasificación de su personal de nombramiento institucional.

Diputada informante de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas es la señora María Angélica Cristi.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 8501-25, sesión 68ª de la presente legislatura, en 8 de agosto de 2012. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas, sesión 76ª de la presente legislatura, en 5 de septiembre de 2012. Documentos de la Cuenta N° 5.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada informante.

La señora CRISTI, doña María Angélica (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas, paso a informar el proyecto de ley que modifica el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile a fin de crear una nueva instancia para la calificación y clasificación de su personal de nombramiento institucional.

La idea matriz de este proyecto de ley es crear una Junta Superior de Apelaciones para la calificación del personal de Carabineros de nombramiento institucional.

Hago presente que esta iniciativa no contempla normas de rango orgánico constitucional ni de quórum calificado. Tampoco contiene artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

Quiero destacar que el proyecto fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los diputados presentes al momento de la votación. 

La Comisión escuchó la exposición del general director de Carabineros de Chile, señor Gustavo González Jure, quien nos instruyó acerca de la importancia de esta iniciativa. 

El procedimiento de calificación del personal de Carabineros de Chile, de acuerdo a los artículos 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile y 19 de su Estatuto del Personal, debe evaluar anualmente el desempeño profesional de todo el personal de dicha institución, con excepción de los oficiales generales y de ciertos funcionarios señalados en el Reglamento, a través de un sistema de calificación y clasificación que sirve de base para los ascensos y permanencia en la institución. 

Las calificaciones de carabineros son un procedimiento reglado que comienza con la precalificación que efectúa el jefe calificador correspondiente -esto es, el superior jerárquico del calificado- y sigue con la clasificación propiamente tal, que se realiza por órganos colegiados, terminando con las instancias de impugnación.

Estos órganos colegiados consisten en Juntas Calificadoras que, de acuerdo al Estatuto del Personal de Carabineros, corresponden a las siguientes:

Para el personal de nombramiento supremo (oficiales de fila y oficiales de servicios) existen tres juntas calificadoras: de Mérito de Oficiales Subalternos, de Mérito y Apelaciones, y Superior de Apelaciones.

Para el personal de nombramiento institucional (personal de fila y personal civil), que son aproximadamente 43.000 funcionarios, existen solo dos instancias: Juntas Calificadoras de Méritos y Juntas Calificadoras de Apelaciones. 

En 1998, hubo funcionarios que, como consecuencia del proceso de calificación, fueron dados de baja y presentaron su situación ante organismos internacionales de derechos humanos, circunstancia que concluyó con un acuerdo de solución amistosa ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, suscrito el 20 de enero de 2010, por el cual el Estado de Chile se comprometió a someter a revisión las disposiciones legales y reglamentarias en materia de calificaciones. 

Como consecuencia de esta evaluación, se detectó que el personal de nombramiento institucional (personal de fila y personal civil) carecía de una Junta Superior de Apelaciones que pudiera concentrar todos los reclamos presentados en contra de los resultados de las calificaciones efectuadas, con criterios uniformes para todos los casos, equivalente a la que existe para el personal de nombramiento supremo (oficiales de fila y oficiales de servicios). 

El proyecto de ley consta de un artículo permanente y una disposición transitoria.

La disposición permanente propone modificar el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, con la finalidad de crear la Junta Superior de Apelaciones para el personal de nombramiento institucional, con competencia para conocer las apelaciones que se formulen contra los acuerdos adoptados por las Juntas de Apelaciones de dicha categoría funcionaria. Esta Junta tendrá asiento en la ciudad de Santiago y estará compuesta por mandos de mayor jerarquía que las Juntas de Apelaciones.

Por su parte, el artículo transitorio establece que la regulación detallada de la composición, atribuciones y funcionamiento de la Honorable Junta Superior de Apelaciones se realizará vía reglamentaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros y el inciso segundo del artículo 20 del Estatuto del Personal de Carabineros, en el plazo de 180 días desde la publicación de la ley.

En virtud de los antecedentes expuestos, la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas propone la aprobación de este proyecto de ley y coincide plenamente con los fundamentos que se tuvieron a la vista para su presentación. 

Es todo cuanto puedo.

He dicho. 

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, voy a intervenir brevemente, porque el informe de la diputada María Angélica Cristi ha sido muy completo.

En la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas aprobamos por unanimidad este proyecto. Es necesario recalcar que, tal como lo señaló el general director de Carabineros, Gustavo González, la iniciativa tuvo su origen en un acuerdo que Carabineros suscribió con organismos internacionales de derechos humanos como consecuencia de problemas que se suscitaron en 1998 respecto de calificaciones y clasificaciones de su personal. En ese entonces, hubo funcionarios que fueron dados de baja, que presentaron su situación ante dichos organismos internacionales, lo cual llevó a una revisión de todo el proceso de calificación. Como consecuencia de ello, se detectó que, efectivamente, el personal no contaba con una Junta Superior de Apelaciones que pudiera concentrar todas las calificaciones por las que se presentan reclamos fundados y, básicamente, aquellas por las cuales se determina dar de baja a funcionarios institucionales, con toda la severidad que una sanción de dicha especie implica. Existían juntas con patrones distintos y, por lo tanto, se hacía necesario unificar criterios. En ese contexto, se propuso la creación de la Junta Superior de Apelaciones de que trata esta iniciativa legal. 

Sabemos que para la segunda y tercera etapas de las instancias de apelación y de calificación que existen para el personal de Carabineros se crearon juntas calificadoras encargadas de revisar y, posteriormente, confirmar o modificar la calificación que previamente haya efectuado el superior jerárquico. 

Para mejor comprensión de los colegas es necesario señalar que en la legislación vigente existe el personal de nombramiento supremo y el personal de nombramiento institucional. Para el primer caso, existen tres juntas calificadoras: la de Mérito de Oficiales Subalternos, la de Mérito y Apelaciones y la Superior de Apelaciones. 

Pero en el caso del personal de nombramiento institucional, esto es, el personal de fila de orden y seguridad, solo existen dos instancias: las Juntas Calificadoras de Méritos y las Juntas Calificadoras de Apelaciones. 

Por lo tanto, es muy importante establecer esta nueva instancia para los efectos de uniformar criterios y no exista una institución de apelaciones que tenga ese carácter para un tipo de personal de Carabineros y no para la generalidad.

Por eso, se agregó la Junta Superior de Apelaciones para el personal de nombramiento institucional, la que tendrá asiento en Santiago y estará compuesta por mandos de mayor jerarquía que las Juntas de Apelaciones, con el objetivo de contar con un organismo superior que vele por la validez de los procedimientos y asegure una unidad de criterios en la calificación del personal de nombramiento institucional.

De esa forma, estamos dando cumplimiento y satisfacción a observaciones efectuadas por organizaciones de derechos humanos, a requerimiento del personal dado de baja en el pasado. Considero que todas estas modificaciones constituyen un paso adelante para consolidar la institución de Carabineros de Chile, pues se la adecua a los estándares más exigentes que, en materia de calificación, se emplean en las policías de todo el mundo.

De esa manera, estamos consolidando la normativa de una institución que, como sabemos, goza de mucho prestigio en nuestro país. Me alegro mucho de que en la última encuesta CEP los chilenos sigan valorando a Carabineros de Chile como la institución con más alto nivel de aprobación en nuestro país. Eso es algo muy importante, pues Carabineros pertenece a todos los chilenos.

Es importante despejar cualquier duda de arbitrariedad en sus procedimientos, por lo que, con este proyecto de ley, estamos dando un paso adelante en ese sentido.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, quiero agregar algunas apreciaciones al proyecto que he informado. 

Si bien puede parecer algo administrativo y no muy relevante, en realidad sí es bastante importante, porque existe una tremenda discriminación respecto de cómo son evaluados, calificados, clasificados y pueden apelar a una calificación los oficiales de nombramiento supremo versus el personal de nombramiento institucional, que son los 43.000 carabineros que constituyen la mayor parte de los funcionarios de la institución. Me refiero a los carabineros que están en las calles, que tienen menos recursos, que trabajan horas extraordinarias, que se sacrifican día a día, que son agredidos, que tienen que soportar la violencia en las calles y que, muchas veces, son eliminados de la institución en forma muy rápida y sin una adecuada posibilidad de apelar a esas resoluciones, porque solo tienen dos instancias, a diferencia de las tres que tienen los oficiales superiores.

En lo personal, permanentemente me llegan reclamos de personas que han sido eliminadas de la institución, muchas veces en situaciones bastante complejas, porque no han cumplido 20 años de servicio y, por lo tanto, se van sin ningún beneficio.

Personalmente, algunos casos me han parecido bastante injustos, porque se relacionaban con razones de salud u otras innumerables situaciones, que no alcanzaría a mencionar en esta sesión. Cuando se adopta la resolución correspondiente, los funcionarios se tienen que ir de la institución de la noche a la mañana, después de haber entregado 18, 19 o más años de su vida. Muchos de ellos han tenido anotaciones de mérito, pero igual son dados de baja, debido al sistema precario y rápido vigente, que permite que esos funcionarios se tengan que ir. Por lo tanto, ahora quedarán bastante protegidos.

Más allá de hacer permanentes cuestionamientos al actuar de Carabineros, especialmente por las situaciones de violencia que se han conocido en el último tiempo, en la Cámara de Diputados deberíamos buscar la forma de hacer, a través de este proyecto, un reconocimiento a los miles de carabineros que, afortunadamente, la ciudadanía considera como integrantes de una de las instituciones más confiables, con 58 por ciento de aprobación, lo que implica una evaluación mucho mejor que la que tenemos los diputados. Ya quisiéramos tener la mitad de la evaluación de confianza que tiene Carabineros de Chile. 

En consecuencia, este proyecto hace justicia a esa institución.

Además, me alegra que, por un acuerdo suscrito ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el Estado se comprometiera a revisar la normativa y el procedimiento de las calificaciones del personal de Carabineros, ya que se han recibido muchos reclamos de los funcionarios y de sus familiares respecto del sistema vigente.

Por otra parte, existe una permanente discusión, con la cual, por supuesto, no puedo estar de acuerdo. En Chile, el Instituto de Derechos Humanos y otras instancias de derechos humanos consideran que los carabineros no tienen derechos humanos, por ser agentes del Estado, lo que me parece una gravísima aberración, porque se trata de seres humanos como todos nosotros, que son parte del pueblo chileno y entregan su vida para defendernos, protegernos y cuidarnos. El hecho de que alguien ose decir que no tienen derechos humanos por ser carabineros y que, por lo tanto, no merecen compasión ni defensa -lo dijo la directora del Instituto de Derechos Humanos-, por ser agentes del Estado, y que los más de 1.600 carabineros que han resultado heridos en el último tiempo, por agresiones o hechos de violencia, no tienen los mismos derechos que otras personas, me parece una aberración.

Me alegro de que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se haya hecho eco de esa situación y haya obligado a Carabineros de Chile a comprometerse a buscar esta tercera instancia de apelación antes de que un carabinero pueda ser dado de baja de la institución.

Creo que el proyecto es interesante, importante y, obviamente, corrige una injusticia, porque existían diferencias bastante odiosas entre el personal de nombramiento supremo y el de nombramiento institucional de Carabineros.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Felipe Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, la modificación que estamos analizando tiene una importante aplicación práctica, ya que el sistema de ascensos y retiros de Carabineros de Chile se encuentra normado en la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, el decreto con fuerza de ley N° 2 y un número importante de reglamentos que materializan las normas anteriores.

Como señalé, el sistema de ascensos y retiros es un procedimiento reglado que tiene por objeto establecer condiciones objetivas para la evaluación y calificación de las funciones del personal de nombramiento supremo, más conocido como los oficiales, y del personal de nombramiento institucional, más conocido como el escalafón de suboficiales. Entre uno y otro existen diferencias que, en la práctica, han generado mayor nivel de discriminación y, en algunos casos, hasta impugnaciones por ilegalidad.

Es un hecho de la causa que la institución de Carabineros viene aumentando su dotación policial, en forma permanente y constante, desde hace aproximadamente 15 o 20 años. El mayor aumento, como es natural y lógico, se da en la planta de personal de nombramiento institucional. Es así que, de una dotación de poco más de 60.000 funcionarios, 43.000 pertenecen al personal de nombramiento institucional.

Cada vez que un ciudadano se enfrenta a un procedimiento policial, probablemente esa relación se da con personal de nombramiento institucional, que son los que están principalmente en las labores operativas en la calle. La posibilidad de que este funcionario se enfrente a situaciones que pongan en riesgo su integridad física o que termine en problemas conductuales es alta, dada la mayor exposición al enfrentamiento y al riesgo. 

Por eso, para distinguir entre un buen funcionario y uno que no lo es tanto, es muy importante contar con un sistema que asegure una unidad de criterios en la calificación del personal.

El actual sistema presenta complicaciones, porque genera diferencias que, en mi concepto, descansan en una tradición histórica sin fundamento. En todo caso, así se concibió en su oportunidad. Por ello, para el personal de nombramiento supremo existen tres instancias que permiten ir revisando las calificaciones de los funcionarios, lo que ofrece la posibilidad de que los oficiales puedan impugnar o apelar las calificaciones; en cambio, respecto del personal de nombramiento institucional, existe una diferencia que, en mi concepto, es arbitraria, toda vez que solo existen dos instancias: las Juntas Calificadoras de Méritos y las Juntas Calificadoras de Apelaciones. 

Cuando el funcionario que es calificado por su superior jerárquico y la Junta Calificadora de Méritos establece su calificación, aquel tiene derecho a apelar ante la Junta Calificadora de Apelaciones. Lamentablemente, en la práctica, las juntas calificadoras de apelaciones no funcionan como un organismo centralizado, sino que están divididas administrativamente a lo largo del territorio nacional, en las distintas prefecturas, lo que genera complicaciones, porque no se genera mayor nivel de relación y no hay uniformidad de criterios al momento de calificar. Esta realidad ha generado que, frente a la misma situación, se hayan establecido criterios distintos, lo que ha generado discriminaciones arbitrarias entre diferentes funcionarios. 

Esa situación motivó a un grupo de funcionarios a reclamar ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, porque consideraron que el procedimiento calificatorio que se les aplicó fue arbitrario e ilegal. Fueron los organismos internacionales de derechos humanos los que recomendaron la modificación legal del procedimiento, para efectos de hacer equitativas las instancias de apelación de los oficiales y del personal de nombramiento institucional.

De esa forma, estamos evitando, desde el punto de vista práctico, que los procedimientos calificatorios terminen en decisiones de la Contraloría General de la República, algunas veces de los tribunales de justicia o, en mucho menor grado, de instancias internacionales de derechos humanos.

El proyecto crea una Junta Superior de Apelaciones que estará integrada por mandos de mayor jerarquía que las Juntas Calificadoras de Apelaciones, que tendrá por objetivo velar por la validez de los procedimientos calificatorios y de evaluación y establecer uniformidad de criterios, para evitar la discriminación en la calificación del personal de nombramiento institucional. 

El proyecto es muy importante, porque permitirá que el personal de nombramiento institucional ejerza su legítimo derecho de apelación, pero ya no solo ante las Juntas Calificadoras de Apelaciones, sino también ante la Honorable Junta Superior de Apelaciones, evitando así tener que recurrir, solo por vicios de forma del procedimiento, a la autoridad del general director de Carabineros. De esta forma, los derechos de los funcionarios de Carabineros estarán mejor resguardados, porque se terminará con esa diferencia arbitraria entre las calificaciones del personal de nombramiento supremo -es decir, los oficiales- y de nombramiento institucional -los suboficiales-.

Por eso, comprometo mi voto favorable al proyecto de ley, aunque insisto en la necesidad de realizar más modificaciones que establezcan más beneficios y derechos al personal de nombramiento institucional, que muchas veces es el que enfrenta los mayores riesgos en el desarrollo de la carrera funcionaria en Carabineros.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Cristian Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este proyecto de ley, que crea la Junta Superior de Apelaciones en el sistema de calificaciones de Carabineros de Chile, recoge el principio cabal de la doble instancia, porque establece un especie de Corte Suprema para el personal de nombramiento institucional de Carabineros, que permitirá unificar criterios al interior de la institución.

Quienes postulan a Carabineros de Chile, lo hacen por una genuina vocación de servicio público y por el honor de servir a la institución. Ergo, cuando son dados de baja o reciben alguna sanción que no les permite avanzar o ascender con celeridad en su carrera, quedan muy heridos, no solo psicológicamente -me ha correspondido conocer algunos casos-, porque esos funcionarios se enamoran de la institución y trabajan con una gran vocación y un espíritu de sacrificio que deberían mostrar los integrantes de todas las instituciones del Estado. 

Este principio de la doble instancia permitirá que los reclamos fundados de las precalificaciones que hagan los superiores jerárquicos o de la calificación y clasificación que hagan los superiores pasen a una instancia superior, que será la que aplique justicia cabal a quienes recurran a ella. Igualmente, al personal que sea dado de baja se le aplicará un procedimiento justo. 

Con todo, para que quede en la historia de la ley, reclamo que esta instancia que se crea, la Junta Superior de Apelaciones, disponga de un plazo que permita una justicia oportuna y una calificación justa, de manera que quienes recurran a ella queden ampliamente satisfechos con las decisiones que adoptará dicho organismo que crearemos con esta futura ley.

Los diputados de la UDI vamos a concurrir con nuestro voto a favor del proyecto, toda vez que establece a cabalidad los principios de la doble instancia, del debido proceso y de justicia distributiva, que permitirán al personal de Carabineros tener un procedimiento de calificación justo.

He dicho. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en menaje, que modifica el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, a fin de crear una nueva instancia para la calificación y clasificación de su personal de nombramiento institucional.

Hago presente a la Sala que las normas del proyecto son propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 67 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cristi Marfil María Angélica; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán 



Joel; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, también queda aprobado en particular.

Despachado el proyecto.

-o-

El señor ACCORSI.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor diputado.

El señor Accorsi.- Señor Presidente, pido que solicite el asentimiento de la Sala para que votemos sin discusión el proyecto de ley que figura en el tercer punto de la Tabla, ya que la comisión técnica lo aprobó por unanimidad y también cuenta con el respaldo del Ejecutivo, con el objeto de acelerar su tramitación, ya que otorga el derecho a los trabajadores para realizar deportes dentro de la jornada laboral, lo que va en la dirección correcta respecto del problema de la obesidad y del sedentarismo.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a la solicitud del diputado Enrique Accorsi?

No hay acuerdo.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

OTORGAMIENTO DE SUBVENCIONES ESPECIALES A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES CON PROGRAMAS DE ENSEÑANZA ARTÍSTICA.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte resolutiva del primer proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 617, de los señores Rojas, Sandoval, Vilches, Von Mühlenbrock, de la señora Hoffmann, doña María José; y de los señores Letelier, Hernández, Verdugo, Venegas y Accorsi, que en su parte resolutiva expresa:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República que, en el ejercicio de sus atribuciones:

1. Solicite e instruya al Ministerio de Educación que se destinen y promuevan subvenciones especiales a establecimientos educacionales que contemplen en sus programas horas de aprendizaje artístico en la enseñanza básica y media, tanto en la jornada escolar completa como en la parcial.

2. Solicite al Ministerio de Educación que nos indique cuáles son las factibilidades técnicas, administrativas y presupuestarias para hacer posible el envío de un proyecto que contemple la subvención a los establecimientos que promuevan activamente la enseñanza del arte.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, existen establecimientos educacionales que están cumpliendo una labor muy loable, pero que enfrentan una situación compleja para financiar dicha práctica. Me refiero específicamente al Liceo Experimental Artístico, de Antofagasta, que tiene una larga trayectoria en cuanto al desarrollo del arte, ya que los niños están ligados a alguna área artística desde prekínder hasta cuarto medio, lo que le ha dado renombre y le ha permitido cumplir un rol protagónico en la formación de los educandos de nuestra región.

Esta situación se replica en otros lugares del país donde existen escuelas que imparten enseñanza artística, cuyo baluarte es la Escuela Artística de La Serena, en donde el maestro Jorge Peña, que en paz descanse, generó toda una trayectoria complementaria al desarrollo educacional formal.

El proyecto de acuerdo en discusión se complementa con el presentado por la diputada Ximena Vidal, signado con el número 624 -si no me equivoco-, ya en él se pide algo similar a lo que estamos solicitando ahora.

Actualmente, la subvención escolar ofrece algunas alternativas de complemento de beneficios, especialmente relacionadas con el área tecnológica. Se trata de colegios especiales que reciben una subvención de similares características. Es decir, lo que nosotros queremos es que los establecimientos que imparten enseñanza artística reciban una subvención especial para contribuir al desarrollo integral de los alumnos en esos colegios del país.

En la Ley de Presupuestos de la Nación para 1996, se logró incorporar una glosa, pero esos fondos no han sido suficientes.

En la actualidad, todo lo relacionado con la enseñanza artística se lleva a cabo a través del trabajo de la Primera Dama de la Nación, pero se trata de establecimientos que dan prioridad a la educación científico-humanista.

Por lo tanto, de acuerdo con lo que me ha señalado la diputada señora Ximena Vidal, mediante ambos proyectos de acuerdo estamos solicitando que el Ministerio de Educación proponga incrementar la subvención especial que se otorga a las escuelas artísticas del país en el proyecto de ley de Presupuestos de la Nación para el 2013.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Para intervenir a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, el proyecto en discusión es igual al proyecto N° 624, de mi autoría, por lo que solicito que se refundan, ya que estamos de acuerdo con el diputado Rojas en que en ambos se pide lo mismo, cual es que el Gobierno otorgue una subvención a las escuelas que imparten enseñanza artística en forma complementaria a la educación formal, porque tenemos claro que las disciplinas artísticas son fundamentales para avanzar en una educación de calidad y para el desarrollo integral del ser humano.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Solicito el acuerdo de los autores del proyecto en discusión para acceder a la petición de la diputada señora Ximena Vidal en cuanto a refundir los proyectos de acuerdo N° 617 y 624.

¿Habría acuerdo en tal sentido?

Acordado.

Para impugnar los proyectos de acuerdo refundidos, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Bertolino Rendic Mario; Calderón Bassi Giovanni; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.


IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS PARA ENFRENTAR SOBREPOBLACIÓN CANINA.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte resolutiva del siguiente proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 618, de los señores Rojas, Sandoval, Vilches, Rosales y Hernández, de la señora Molina, doña Andrea; de los señores Lorenzini y Cerda, de la señorita Sabat, doña Marcela, y del señor González, que en su parte resolutiva expresa:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República que, en el ejercicio de sus atribuciones:

1. Solicite al Ministerio de Salud las factibilidades técnicas, administrativas y presupuestarias para que se implementen, junto a los municipios, las políticas públicas necesarias para reducir paulatinamente la sobrepoblación canina en el país, basadas en la esterilización masiva de perros callejeros.

2. Junto con lo anterior, también solicite al Ministerio de Educación las factibilidades para la implementación de programas en establecimientos educacionales y en la comunidad, en general, para abordar de manera reflexiva y eficaz temas como la tenencia responsable de animales y el maltrato animal.

3. Se investiguen profundamente, basándose en experiencias mundiales, distintos métodos de reducción de sobrepoblación canina, con el objeto de implementar políticas exitosas en el país que terminen definitivamente con el problema.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.


El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, regularmente recibimos informaciones por los medios de prensa respecto de las dificultades y los problemas que genera la sobrepoblación de perros callejeros, lo que se debe fundamentalmente a la irresponsabilidad de algunas personas que creen que esos animalitos se deben criar en las calles.

También la prensa nos impacta cuando informa sobre situaciones dramáticas relacionadas con la muerte de menores por ataques de jaurías.

En muchas regiones del país se repite esta realidad y, normalmente, las comunidades enfrentan la disyuntiva o disputa permanente entre quienes promueven la protección razonable -así tiene que ser- y quienes impulsan la generación de una conducta y una cultura comunitaria social en orden a mantener a esos animalitos en condiciones responsables. No es lógico que sean las calles y los basureros los lugares en que ellos deban enfrentar su sobrevivencia. 

Por lo tanto, se requiere desarrollar en Chile una conducta y una cultura en este sentido, como lo han hecho otros países, incluso cercanos al nuestro. Por ejemplo, valoro lo que ha sucedido en Ecuador, una comunidad pequeña, como la nuestra, que ha manejado en forma muy seria y responsable la sobrepoblación canina. 

Por tal motivo, con este proyecto de acuerdo se solicita que el Ministerio de Salud, que se encuentra a cargo del tema sanitario de la población y quien habitualmente enfrenta la necesidad de atender a la población atacada por perros, con todos los costos que ello significa, desde el punto de vista sanitario, económico y laboral -en este caso, por ausentismo-, impulse, en conjunto con el Ministerio de Educación, una cultura que promueva la tenencia responsable de estos animales.

Debemos entender que este es un problema del país. No es lógico que se pretenda recargar a los municipios con una tarea que es mucho más profunda de lo que se piensa, por los costos asociados. 

En tal sentido, creemos necesario que se investiguen también todas las experiencias desarrolladas en países que nos llevan bastante distancia en esta línea.

Por lo expuesto, creemos importante que este proyecto de acuerdo cuente con el respaldo de la Sala y los ministerios de Salud y de Educación, además de otras instancias, se articulen para generar en Chile una tenencia responsable y evitar tener en las calles animales vagando, sin dueño, con todos los riesgos sanitarios que ello implica para la población, pues son dramáticos los casos de que hemos tenido conocimiento.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Señor Presidente, junto con felicitar a los diputados autores del proyecto de acuerdo, muy especialmente a mis colegas Sandoval y Rojas, quiero señalar que uno de los elementos más importantes a considerar es que hoy día el Ministerio de Salud está haciendo vista gorda de la problemática, no tan solo de los perros callejeros que invaden nuestras comunas, sino también de otros animales. 

Resulta patético ver cómo Valparaíso prácticamente está lleno de animales vagos, especialmente perros. Ahora, esto no es culpa del municipio propiamente tal, sino del Ministerio de Salud. ¿Por qué? Porque este ministerio es el único que puede eliminar los animales que se encuentran enfermos en las calles, y en esta materia, de acuerdo con el Código Sanitario, no delega funciones a los municipios.

Por ello, entre otras cosas, el proyecto de acuerdo plantea que esa Secretaría tome las medidas administrativas pertinentes para que cuando no pueda asumir esta tarea, ya sea por falta de recursos, de personal o de interés, delegue funciones en los municipios, quienes pueden llevar a cabo una campaña eficiente y efectiva de masiva esterilización de animales de todo tipo. Asimismo, en aquellos municipios que no cuentan con los recursos para tales efectos, la idea es que el Ministerio de Salud los provea obligatoriamente. 

El proyecto de acuerdo aborda una materia importante en el ámbito sanitario, en la seguridad de las personas y muy especialmente de los niños, pues hemos visto cómo han ocurrido accidentes gravísimos. En este sentido, llamo a los colegas a apoyar esta iniciativa de los diputados Sandoval y Rojas, porque se trata de un tema de país que no deja de ser importante, más aún cuando estamos haciendo campaña para vivir en un medio ambiente libre de contaminación, sobre todo de la generada por descuido en la tenencia de animales. 

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 39 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- No hay quorum. 

Se va a repetir la votación.

En votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Ascencio Mansilla Gabriel; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, me senté equivocadamente en el pupitre del diputado Patricio Hales y se emitió un voto que es de abstención, y no corresponde.

Por tanto, pido la eliminación del voto.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Muy bien. Se va a corregir la votación, señor diputado.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

DEFICIENTE ATENCIÓN MÉDICA EN LOCALIDADES DE LA ARAUCANÍA. EXTENSIÓN HORARIA DE FARMACIA DE LONCOCHE. Oficios. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- En el turno del Comité Mixto, tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, hay materias que son particularmente sensibles para la ciudadanía. En esta hora de Incidentes quiero, una vez más, referirme al problema de la salud, sobre todo en regiones, en lugares apartados, en pueblos pequeños, en sectores rurales. 

Por más esfuerzos que hacen los municipios, en los hospitales tipo 4 nos encontramos con una atención realmente deficiente tanto por falta de personal médico, paramédico auxiliar o administrativo, como de medicina o de equipamiento.

Es el caso de las comunas de Loncoche, Villarrica, Pucón, Curarrehue, Gorbea, Toltén y Cunco y de algunas de sus localidades: La Paz y Huiscapi, en Loncoche; Ñancul, en Villarrica; Catripulli, en Curarrehue; Lastarria y Quitratué, en Gorbea; Villa Boldo y Queule, en Tolten; Choroico, Los Laureles, Las Hortensias, en Cunco. 

Muchas veces, la gente del campo, humildes campesinos, hermanos mapuches, llegan a los servicios de urgencia y se encuentran con que el médico no fue a trabajar porque está con permiso o porque está en un curso, simplemente porque solo se entregaron seis o siete fichas para la atención médica, razón por la cual tienen que regresar a sus casas angustiados y muy molestos. 

A lo anterior le agregamos que, en el caso de Loncoche, la farmacia de urgencia del propio hospital cierra a las cuatro y media de la tarde. En consecuencia, la gente que casi por casualidad logra atenderse con algún médico después de esa hora y que recibe una receta médica, no tiene dónde comprar los remedios, a menos que se dirija a otro pueblo, a otra ciudad o a una farmacia privada. 

Por lo tanto, solicito que se oficie al seremi de Salud de La Araucanía y al ministro de Salud, a fin de hacerles presente el reclamo por este abandono, por esta falta de atención en los servicios de salud de los sectores rurales y de las ciudades que he mencionado. Asimismo, para que dispongan alguna solución al problema del horario de atención de la farmacia de urgencia del hospital de Loncoche.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo manifiestan a la Mesa.

EXCESIVOS COBROS POR CONSUMO DE ELECTRICIDAD Y HABILITACIÓN DE LÍNEA 800 PARA RECLAMOS DE USUARIOS EN LA ARAUCANÍA. Oficios.

El señor MEZA.- También solicito oficiar al superintendente de Electricidad y Combustibles y al ministro de Energía, a fin de hacerles presente lo siguiente.

Todos quienes nos encontramos en esta Sala hemos recibido en múltiples ocasiones quejas de la ciudadanía por cobros excesivos de luz y de agua. En este caso me referiré en particular a los cobros por consumo de energía eléctrica de que son objeto muchos campesinos.

Se trata de personas que tienen dos o tres ampolletas en su casa -algunos de ellos no cuentan ni con refrigerador-, pero que reciben boletas con cobros realmente excesivos por consumo de electricidad. Cuando quieren reclamar a Saesa-Frontel, grupo que entrega la energía en el sur de Chile, deben llamar a una línea 600, en la que contesta una grabación con la voz de una amable señorita que les dice: “Usted se ha comunicado con la línea 600 de Saesa-Frontel”, y ahí los dejan esperando. Lo peor es que la llamada a esa línea hay que pagarla, con lo cual se les agota la tarjeta de llamados.

Por tanto, en primer lugar, solicito que los recibos de la luz sean legales y que no se cobre en ellos lo que no corresponde; en segundo lugar, que en el recibo se indique una línea 800, que son líneas gratuitas, con letras grandes para que nuestros adultos mayores no sufran al leerlas, a fin de que efectuen los reclamos correspondientes.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Ortiz y Rincón.

HABILITACIÓN DE SEÑAL TELEFÓNICA Y DE INTERNET EN SECTORES RURALES DE COMUNA DE LONCOCHE. Oficios.

El señor MEZA.- Señor Presidente, los sectores rurales de la comuna de Loncoche deben padecer el drama de no contar con señal telefónica ni de internet. El Gobierno se comprometió a habilitar el servicio de internet en todas las escuelas rurales del país, pero hasta ahora eso no ha sucedido. En el sector de Huiñoco y Chanlelfu, de la comuna de Loncoche, no hay señal telefónica ni de internet, lo que demuestra que el Gobierno no ha cumplido su compromiso.

Por lo tanto, pido que se oficie a los ministros de Educación y al subsecretario de Telecomunicaciones, a fin de que dispongan que dichos servicios se habiliten en la escuela N° 173 de Pulmahue, y en la escuela municipal de Chanlelfu, en Loncoche. Ello debería ayudar a mejorar la conectividad de la ciudadanía.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Ortiz y Rincón.


MEJORAMIENTO DE CAMINOS RURALES EN COMUNA DE PUCÓN. Oficio.

El señor MEZA.- Señor Presidente, en Pucón tenemos el drama del mal estado de los caminos, como en todas partes.

Por tanto, pido que se oficie al director regional de Vialidad de La Araucanía a fin de que se preocupe del camino Pucón, Pichare y Huife y del camino Pucón-Caburgua, que tienen grandes baches en la capa asfáltica, lo cual se repite en los más de 20.000 caminos de tierra, de ripio y de capa asfáltica deficiente de la Región de La Araucanía. Hay que tener en cuenta que los caminos son el único medio de comunicación para acceder a la salud, a la educación y al contacto entre familiares y amigos.

Por ello, es necesario que se les preste gran atención, porque -reitero- es el único medio de comunicación que existe en los campos.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados señores Ortiz y Rincón.

INVESTIGACIÓN SOBRE MAL USO DE LICENCIAS MÉDICAS Y SUELDOS DE PERSONAS CONTRATADAS EN DIRECCIÓN DE EDUCACIÓN EN MUNICIPAL DE PUERTO MONTT. Oficios
El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, pido que se oficie al contralor general de la República, a fin de que dé respuesta sobre una investigación que solicité hace un par de meses respecto de la utiliza-



ción fraudulenta de licencias médicas por parte del señor Raúl Manzano, funcionario de la Dirección de Administración Municipal de Puerto Montt. La Contraloría tendría que haber investigado este hecho y haber exigido a la Dirección de Educación Municipal de Puerto Montt que informe el listado de los sueldos de todos los funcionarios contratados en los tres últimos años en dicha repartición, toda vez que en ella hay un déficit gigantesco. Además, hemos tomado conocimiento de los millonarios sueldos de funcionarios contratados por razones de carácter político en los últimos años, lo que no se ajusta al déficit tremendo que tiene la educación en la capital regional de Puerto Montt.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INVESTIGACIÓN DE LICITACIÓN PARA OBRAS EN ESTADIO MUNICIPAL DE DALCAHUE. Oficio.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, pido que se oficie al contralor general de la República para que ordene una investigación exhaustiva respecto de lo que está ocurriendo en relación con la construcción de la carpeta sintética del estadio de la comuna de Dalcahue, provincia de Chiloé.

Causó enorme alegría en toda la comunidad cuando se supo, primero, que se iba a financiar un diseño para la construcción de obras en ese estadio y, posteriormente, que se iban a ejecutar las obras. Sin embargo, luego de que cayeron las primeras lluvias en la zona, el estadio que se construyó, más que un recinto para juegos parecía una verdadera piscina, debido a la mala ejecución técnica de un proyecto que, desde nuestro punto de vista, habría realizado una empresa que no cumple con los requisitos técnicos para el desarrollo de una obra de tal envergadura.

Por lo tanto, pido que se investigue cómo se licitaron los diseños, las características de la empresa que se adjudicó las obras y si es efectivo o no que dichas obras fueron ejecutadas por una empresa que dirige un exfuncionario de la Municipalidad de Puerto Montt, quien, según se ha sabido, habría renunciado a sus funciones para hacerse cargo de esta empresa y ejecutar las obras en el estadio municipal de la comuna de Dalcahue.

Hoy existe una profunda indignación en toda la comuna de Dalcahue, en Chiloé, producto de estos hechos. Parece una burla el hecho de que a las primeras lluvias que cayeron, una vez materializada la obra, este estadio -así lo demuestran las fotografías de rigor- parecía más una piscina que una cancha de fútbol. Ello deja en evidencia que no se respetaron los elementos de carácter técnico que habrían posibilitado que la obra se hubiese hecho en buenas condiciones, como sí ha ocurrido con otros estadios que han tenido espectaculares características, como el de Puerto Octay, el de Calbuco o algunos de Puerto Montt. Incluso, en la vecina comuna de Purranque y en Osorno mismo sus estadios nunca han tenido problemas con toda la lluvia que ha caído en el sur del país, todo lo contrario de lo que ocurrió con el estadio de Dalcahue, que tuvo problemas antes de jugarse el primer partido de fútbol.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

RECLAMO POR FALTA DE INFORMACIÓN A PERSONAS NO CALIFICADAS POR LEY VALECH II. Oficio.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro del Interior y Seguridad Pública a fin de que reciba -hasta el momento no lo ha querido hacer- al Comando Unitario de Ex Prisioneros Políticos y Familiares, que, con justa razón, está reclamando porque el Estado no tuvo la más mínima deferencia de comunicar a más de 22.000 personas los motivos por los cuales no calificaron para recibir los beneficios de la Ley Valech II. No digo que el ciento por ciento de esas personas haya cumplido con los requisitos para calificar en esta ley, que dispone beneficios para quienes sufrieron prisión y tortura durante el régimen de la dictadura militar. No obstante, lo mínimo que debe hacer cualquier Estado democrático y serio respecto de una persona que cumple con presentar su documentación y entregar todos los antecedentes para calificar, es enviarle un oficio que indique las razones por las cuales no calificó. En el caso de la Ley Valech II eso no ha ocurrido. Lo que agrava más el hecho es que esta ley no contempla procesos de posible apelación a la definición que ha tenido el Estado chileno.

Por lo tanto, el Comando Unitario de Ex Prisioneros Políticos y Familiares, dentro de un cúmulo de nueve propuestas que quiere presentar al ministro del Interior y Seguridad Pública, quiere abordar este tema.


Planteo esa situación en este Hemiciclo como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara y pido formalmente al ministro Hinzpeter, supuestamente el sheriff de la justicia en nuestro país, que reciba a los representantes del Comando de Ex Prisioneros Políticos y Familiares de Chile y les dé una audiencia. En un Estado democrático todos tienen el derecho de ser recibidos por un ministro de Estado. Sin embargo, el ministro señor Hinzpeter, nuestro sheriff, ha sido incapaz de dar una respuesta a quienes sufrieron prisión y tortura durante la dictadura militar.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 12.58 horas.

PAULINA FAÚNDEZ PALOMINOS,

Jefa subrogante de la Redacción de Sesiones.


VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 12.49 horas.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INVESTIGACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE NORMATIVA Y CONDICIONES EN CONSTITUCIÓN DE LICEO BICENTENARIO DE VIÑA DEL MAR. Oficios.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, pido que se oficie al contralor regional de Valparaíso y al ministro de Educación, con el objeto de plantearles la situación que ocurre con la constitución del Liceo Bicentenario, ex-Liceo de Niñas de Viña del Mar, establecimiento emblemático de la ciudad jardín. 

Se acordó transformar a dicho establecimiento educacional en Liceo Bicentenario y se asignaron y transfirieron los fondos para su constitución. Sin embargo, el inicio del año, el proceso fue muy resistido por el alumnado y los profesores, toda vez que en él no se hicieron los respectivos debates para incorporar a la comunidad y asegurar condiciones que garantizaran estabilidad laboral, condiciones de contrato, permanencia e incorporación de alumnos, mantención de la planta docente directiva y otros temas que se plantearon a la Corporación Municipal de Viña del Mar, pero que, en realidad, no fueron respetados.

De manera muy forzada se comenzó el año escolar. En lugar de los tres cursos que debían comenzar, se constituyó uno solo. Se modificaron las condiciones de notas que se pusieron a los alumnos y se contrató personal nuevo. Esto último, muy en oposición a la lógica de que se hubiese contratado al personal del ex-Liceo de Niñas de Viña del Mar en la planta docente. Se nombró a una subdirectora y a un jefe técnico, con 44 horas de contrato, sin respetar la normativa vigente, pues la convocatoria no tuvo representantes ni del cuerpo docente técnico ni de los directivos del Liceo de Viña del Mar.

Además, se superpuso un nuevo liceo sobre el Liceo de Viña del Mar existente. De manera que hoy contamos con dos liceos en uno, con discriminaciones muy grandes hacia los alumnos y profesores.

Por otro lado, las obras de remodelación que se ofrecieron no se hicieron.

Asimismo, al comienzo del año, se produjo una situación que los propios docentes y profesores definen de la siguiente manera: “El lunes 5 de marzo se iniciaron las clases en condiciones deplorables: sin timbre, sin alarmas, sin citófonos, sin servicio telefónico, sin internet, sin mobiliario adecuado, sin materiales, sin medidas higiénicas, sin seguridad, sin un sitio adecuado para la colación de los docentes, sin cortinas en aulas y oficinas, sin dependencias para algunos funcionarios, por nombrar algunas carencias.”. Además, había muchos problemas en los servicios higiénicos.

Hoy, siguen funcionando dos liceos. Con razón puedo decir que las jóvenes y los jóvenes de ese liceo están descontentos. Por eso, se lo tomaron, con el apoyo de los apoderados y con el respaldo del Consejo Gremial de Profesores. El Liceo lleva tomado casi tres semanas y el proceso no ha sido regularizado.

Por lo expuesto, pido que se oficie al ministro de Educación, para que intervenga en este proceso, clarifique los fondos que se entregaron para la constitución del Liceo Bicentenario, informe si se respetaron las condiciones y las normas vigentes sobre contratación de personal, y establezca una relación con la Corporación en el sentido de exigirle que respete al profesorado y al alumnado, sobre todo la historia y tradición del ex Liceo de Niñas de Viña del Mar.

Asimismo, pido que se oficie al contralor general de la República y al contralor regional para que investiguen si se han implementado las normas legales para la constitución del Liceo Bicentenario; si se han utilizado los fondos enviados por el Ministerio de Educación para ello, si han sido bien utilizados, y si se han cometido infracciones legales en relación con esta materia, que distorsionan y generan condiciones muy difíciles en ese liceo.

He dicho.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia íntegra de su intervención.

INFORMACIÓN SOBRE NO PAGO DE FINIQUITOS A TRABAJADORES POR QUIEBRA DE EMPRESA EQUIPOS Y CONSTRUCCIONES EDECO S.A. EN COMUNA DE OSORNO. Oficio.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, quiero denunciar una situación irregular que se ha producido en Osorno respecto de los trabajadores de la empresa Edeco S.A., Equipos y Construcciones.

Dicha empresa quebró, debido a que su pasivo llegó a ser superior a su activo; por tanto, los trabajadores tuvieron que abandonar sus labores. Se dio por terminado el contrato de todos ellos el 29 de junio.

Desgraciadamente, ocurrieron hechos irregulares. La quiebra fue declarada el 17 de agosto. Por tanto, debería habérseles pagado sus remuneraciones a los trabajadores antes de la quiebra, pues al haber una resolución judicial, queda una masa de bienes a distribuir. El procedimiento ha sido demoroso. Si bien tienen privilegio los trabajadores, este atraso de todas maneras les ha causado un daño grande, pues las platas fueron liberadas con fecha 26 de julio. Es decir, el Ministerio de Obras Públicas tenía los dineros a su disposición, pero no pagó las remuneraciones a esos trabajadores. Se ha dilatado inútilmente la situación, lo que solo es de responsabilidad de la Seremi de Obras Públicas de Los Lagos y del Ministerio de Obras Públicas.

Los trabajadores acusan de negligencia a la empresa. Los funcionarios perjudicados por el no pago de sus remuneraciones y por haber quedado sin trabajo son alrededor de 30.

Se trata de una situación irregular, que ha causado mucha molestia y un enorme perjuicio a los trabajadores.

Se liberaron 37 millones de pesos, los que estaban disponibles para los trabajadores. Hoy, la deuda es de 45 millones de pesos.

Por eso, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, a fin de que informe por qué no fueron pagadas las remuneraciones adeudadas a los trabajadores de la empresa Edeco S.A., Equipos y Construcciones con los dineros liberados en su oportunidad, y si hubo impedimentos para tal efecto. Pido que se hagan efectivas las responsabilidades que corresponda al interior de ese Ministerio.

Asimismo, solicito al ministro que interponga sus buenos oficios ante la Superintendencia de Quiebras para que se proceda a pagar sus remuneraciones a dichos trabajadores, conforme a la ley y a los privilegios de primera clase de que gozan. Ellos están en la incertidumbre y en un período bastante complicado por haber quedado sin trabajo.

He dicho.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia íntegra de su intervención y la adhesión de este Presidente accidental.

CUMPLIMIENTO DE RESOLUCIÓN DE JUZGADO DE GARANTÍA DE COMUNA DE VICTORIA. Oficios.
El señor OJEDA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, quiero referirme al caso de la señora Clorinda Leviñir Llaulén, cédula de identidad 10.299.810-3, de la comunidad Juan Trangol, de la comuna de Victoria, quien fue víctima de un delito de amenazas, cuya causa es el RUC 1100370290-8, seguida por el Ministerio Público, Fiscalía Local de Victoria, ante el juzgado de garantía de dicha ciudad con el RIT 670-2011.

En esa causa se suspendió condicionalmente el procedimiento seguido en contra de doña Francisca del Carmen Llanca Llanca, y se estableció, como parte de las condiciones, que no se acercara al domicilio de la señora Leviñir y que no la volviera a amenazar. Sin embargo, estas condiciones no se han cumplido, según denuncia la señora Leviñir, pues sigue siendo objeto de amenazas y de disparos al aire por parte de la señora Francisca Llanca. Por tanto, no se ha dado cumplimiento a la resolución, de fecha 30 de noviembre de 2011, del Juzgado de Garantía de Victoria.

Si bien no me consta el hecho, pido que se oficie al fiscal a cargo del caso en el Ministerio Público de la Región de La Araucanía, y al oficial a cargo de la comisaría de Carabineros de la ciudad de Victoria, a fin de que informen si han velado por el cumplimiento de la referida resolución.

Asimismo, solicito que se envíe copia de este oficio a la interesada y también al retén de Carabineros de Púa, que es el mandatado por el juzgado de garantía para velar por el cumplimiento de las condiciones impuestas para la suspensión del procedimiento.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE DESTINO DE VIVIENDA ABANDONADA EN SECTOR BAJO TRAIGUÉN, COMUNA DE VICTORIA. 
Oficios.
El señor CHAHÍN.- En segundo lugar, pido que se oficie al director del Serviu de la Región de La Araucanía a fin de hacerle presente la siguiente situación. 

Vecinos del sector de Bajo Traiguén, de Victoria, específicamente de la Junta de Vecinos N° 7, San Martín Norte, a través de su presidenta Verónica Soto Pérez, cuyo domicilio dejaré en secretaría para que se le envíe copia del oficio, plantearon su preocupación por una casa abandonada y quemada en la calle Waldo Orellana, a la altura del número 40. Hoy, esa casa es objeto de múltiples hechos delictuales y sirve como punto de reunión para quienes consumen drogas y alcohol.

Los vecinos quieren saber qué se puede hacer con ese sitio, esto es, si la casa en cuestión es del Serviu, para que este organismo intervenga, o si es de un particular. Quieren saber si hay alguna posibilidad de recuperar ese espacio para el barrio, de modo que, ojalá se transforme en un lugar de encuentro o que se reconstruya allí una vivienda. La idea es que no siga siendo un lugar para la práctica de malos hábitos.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

PAVIMENTACIÓN DE CALLES DE COMUNA DE VICTORIA. Oficio.
El señor CHAHÍN.- En tercer lugar, solicito que se oficie al subsecretario de Desarrollo Regional, a fin de solicitarle que evalúe la ejecución de un programa de mejoramiento de barrio, en que se incluya el alcantarillado, para las calles San Martín Norte, San Martín Sur y Condell, que hoy no pueden ser pavimentadas, porque no cuentan con una red de alcantarillado instalada. Se trata de un tema urgente, por lo que esperamos que la Subsecretaría de Desarrollo Regional trabaje en conjunto con la municipalidad de Victoria para dar pronta solución a esa necesidad. Si existe un proyecto, me gustaría saber en qué estado se encuentra y cuáles son las observaciones del mismo. La idea es que rápidamente se le dé la recomendación técnica que permita contar con el financiamiento, a fin de iniciar pronto la construcción del alcantarillado y posteriormente presentar un proyecto de pavimentación participativa.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

SOLUCIÓN ADMINISTRATIVA EN ENTREGA DE SUBSIDIO A VECINA DE COMUNA DE CURACAUTÍN. Oficios.
El señor CHAHÍN.- Finalmente, pido oficiar al director del Serviu de la Región de La Araucanía y al subsecretario de Vivienda, a fin de que den una respuesta a la situación de la señora Uberlinda Aguayo Gallardo, RUT 15.231.969-k, domiciliada en la comuna de Curacautín, cuyos antecedentes dejaré en la secretaría para su acertada ubicación y para que se le envíe copia del oficio.

La señora Uberlinda Aguayo se adjudicó un subsidio de reconstrucción a raíz del terremoto, pero de una casa que no le pertenece, pues esa vivienda está inscrita en el Conservador de Bienes Raíces a nombre de su madre, la señora Betty Gallardo Alarcón. Al parecer, por un problema administrativo, el subsidio para la reconstrucción por el terremoto no se entregó a nombre de la dueña de la casa, sino que a nombre de su hija, la señora Uberlinda Aguayo Gallardo. Esto tiene una implicancia práctica enorme, porque la señora Uberlinda no tiene casa y, al aparecer, con un subsidio de reconstrucción a nombre suyo, está impedida de integrar un comité de vivienda para postular a una casa propia.

Es importante resolver esta situación, a fin de no impedir a la señora Uberlinda Aguayo Gallardo su derecho a postular a un subsidio habitacional y, en definitiva, hacer realidad el sueño de su casa propia.

Pido que las autoridades del Serviu de la Región de La Araucanía y del Ministerio de la Vivienda busquen una forma de solucionar el problema que afecta a esta vecina de Curacautín que ya he individualizado.

He dicho.

El señor OJEDA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PARA CUMPLIMIENTO DE LEY N° 20.370, GENERAL DE EDUCACIÓN. Oficio.
El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, me sorprendió gratamente el fallo que el Tribunal Constitucional emitió luego de revisar el proyecto de ley -primero, fue aprobado en el Senado, luego, rechazado en la Cámara de Diputados, y, finalmente, aprobado en ambas Cámaras el informe de la Comisión Mixta- que permitía ampliar el plazo para que los sostenedores de establecimientos educacionales pudieran adecuarse a la ley N° 20.370, General de Educación.

Tal como sostuve en la Sala en su momento -de hecho, voté en contra ese proyecto y el informe de la Comisión Mixta-, no se les puede seguir dando plazo a los sostenedores educacionales para confundir los recursos que les entrega el Estado con los recursos propios, y con eso evadir la ley.

La ley N° 20.370, General de Educación, publicada el 12 de septiembre de 2009, dispuso en su artículo 46, tal como lo plantea el Tribunal Constitucional, que el Ministerio de Educación debe reconocer oficialmente a los establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media en la medida en que así lo soliciten y den satisfacción, entre otros, al requisito de tener un sostenedor constituido como persona moral, cuyo objeto social único sea la educación si se trata de un sujeto jurídico de derecho privado. Todavía más cabalmente dicho tribunal declaró que tal objeto exclusivo, ofrendado solo a la educación, viene a materializar los principios de responsabilidad y transparencia consagrados en el artículo 3° de la misma ley, letras f) e i), respectivamente, desde que evita la confusión de patrimonios entre el sostenedor y la o las personas naturales que lo componen.

En este sentido, el Tribunal Constitucional declara en su considerando decimoprimero que la ley N° 20.483 le da un plazo a estos sostenedores para que lo hagan en forma prudencial: “Los sostenedores de establecimientos educacionales que imparten enseñanza en los niveles educación parvularia, básica y media, y que cuenten con reconocimiento oficial a la fecha de publicación de la ley N° 20.370, deberán ajustarse a lo prescrito en la letra a) del artículo 46 de esta ley en el plazo de dos años, contados desde la entrada en vigencia de la misma.” Esto fue en septiembre de 2009.

Es decir, desde septiembre de 2009 los sostenedores debieron haber iniciado un proceso de acreditación ante el Ministerio y este debió haberlos acreditado de acuerdo a los parámetros de la ley.

Sin embargo, el Ejecutivo envió un proyecto de ley para postergar la fecha, es decir, para que se siga transgrediendo la ley 
-digámoslo así-, en circunstancias de que no hay ninguna razón para ello. Los sostenedores han tenido plazo suficiente: dos años para que cumplan con la ley. Por cierto, cumplirla no es difícil. Los sostenedores constituidos como personas jurídicas, por ejemplo, los establecimientos eclesiásticos o religiosos, pueden ir al municipio de la comuna y con su propio RUT acreditar lo que la ley les exige: rol único para la educación.

Por eso, dado que es inconstitucional el proyecto que prorrogaba el plazo para los sostenedores, pido al ministro de Educación que me indique las medidas adoptadas para hacer cumplir la ley N° 20.370. En ese sentido, pido que me informe el número de establecimientos educacionales -ojalá el listado completo- que, al 12 de septiembre de 2011 habrían cumplido con lo dispuesto en la citada ley.

Es más, el Tribunal Constitucional 
-entiendo que quiera ser respetuoso con los legisladores- plantea que desde el momento en que se constituya la Superintendencia de Educación, comienza a regir la ley. Es decir, desde el 31 de agosto de este año. Sin embargo, sostengo que debió haber sido el año pasado. 

Pido que se oficie al contralor general de la República, a fin de que disponga una investigación completa sobre los establecimientos educacionales que no han cumplido con la citada ley y a los cuales el Ministerio de Educación entrega recursos. Estimo inconstitucional que eso se haga si los establecimientos educacionales no acreditan ante el Ministerio de Educación que tienen giro único. Solicito que la Contraloría se haga presente en ese Ministerio y exija el cumplimiento de la ley. Me interesa que el ministro de Educación me informe si entrega recursos a establecimientos que no cumplen con la ley.

Por último, pido que se oficie al seremi de Educación de la Región de Atacama, a fin de que me informe qué establecimientos educacionales han recibido recursos, y a la Contraloría Regional, para que me informe sobre el cumplimiento de la ley Nº 20.370 por parte del Ministerio en dicha región.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.12 horas.

PAULINA FAÚNDEZ PALOMINOS,

Jefa subrogante de la Redacción de Sesiones.



IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que modifica el estatuto orgánico de las mutualidades de empleadores. (boletín 8573-13).

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores, contenido en el decreto supremo (decreto con fuerza de ley) N° 285, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

I. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA

La ley N° 16.744, publicada el año 1968, que estableció el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, señaló que debían administrar este seguro social las ex Cajas de Previsión y el ex Servicio de Seguro Social (hoy Instituto de Seguridad Laboral), entidad esta última que, respecto de sus imponentes, comparte la administración del referido Seguro Social con el ex Servicio Nacional de Salud (hoy Servicios de Salud y Secretarías Regionales Ministeriales de Salud), las Mutualidades de Empleadores y, excepcionalmente, empresas que tengan la calidad de administradoras delegadas.

En el referido contexto, la ley N° 16.744, en su artículo 13, facultó al Presidente de la República para que, dentro de un año desde su publicación, dictara el Estatuto Orgánico que regiría a las Mutualidades. Dicha normativa se materializó en el decreto supremo (decreto con fuerza de ley) N° 285, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Con todo, cabe tener presente que, conforme a nuestro ordenamiento jurídico, se ha estimado que dicho decreto supremo posee la naturaleza de un decreto con fuerza de ley, siendo el referido artículo 13 la respectiva disposición delegatoria (v.gr., Dictamen N° 5.436, de 2002, de Contraloría General de la República).

Ahora bien, el Estatuto Orgánico en análisis ha permaneciendo sin variaciones relevantes durante los últimos 44 años. Esta situación ha significado que el referido texto no responda cabalmente a los estándares con los que actualmente deben administrarse dichas organizaciones.

En efecto, existe consenso en que es necesario que las instituciones que administran los regímenes de seguridad social, entre las cuales se encuentran las Mutualidades de Empleadores, adopten prácticas que permitan garantizar el equilibrio entre sus objetivos económicos y sociales. Para este fin, en el presente proyecto de ley se propone establecer normativas y buenas prácticas que regulan los llamados gobiernos corporativos, con la finalidad de garantizar que la administración superior tienda a lograr el máximo beneficio de su gestión, destinando sus recursos al cumplimiento de sus finalidades propias y resguardando al mismo tiempo la entrega de las prestaciones que emanan de la normativa legal correspondiente. 

II. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY

En atención a lo precedentemente expuesto, se requiere, por lo tanto, modificar el Estatuto Orgánico de las Mutualidades, con el objetivo de hacer exigible a estas entidades mejores estándares de organización y gestión. De este modo, se propone fortalecer y modernizar su administración y, en especial, sus Directorios; regular los eventuales conflictos de interés, y asegurar mayor transparencia en su funcionamiento y en la información que entreguen a los interesados.

En particular, se ha estimado necesario regular aquellos aspectos que no se tratan en la legislación actualmente vigente, o cuya regulación estimamos debe perfeccionarse:

1) Fortalecimiento del rol de los directores.

2) Regulación de conflictos de interés y uso de información reservada.

3) Regulación de la información pública sobre Mutualidades, para garantizar su transparencia, suficiencia y oportunidad.

4) Rol de las Juntas de Adherentes.

Al mismo tiempo, se ha estimado necesario regular otras materias que dicen relación con el funcionamiento de las Mutualidades, a saber: inversiones de sus fondos de reservas; fusión de dos o más corporaciones, y normas de intervención o disolución en caso que la autoridad lo estime conveniente.

Cabe destacar que los cambios pro-puestos resultan especialmente relevantes si se considera que durante el año 2011, el promedio mensual de trabajadores protegidos por el seguro de la ley N° 16.744 fue de 5.120.472, de los cuales el 80,25% se encontraba afiliado al sistema Mutual; el 19,27% afiliado al Instituto de Seguridad Laboral; y el 0,48% en las empresas con administración delegada.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

a) Concepto de mutualidades de empleadores

La legislación vigente, contenida en el decreto supremo (decreto con fuerza de ley) 
N° 285, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, define a las Mutualidades de Empleadores como corporaciones de derecho privado sin fines de lucro encargadas de administrar el Seguro contra Riesgos por Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales.

Además, las Mutualidades tienen ex-presamente la calidad de administradores del seguro social de la ley N° 16.744, correspondiéndoles por tanto la administración integral del mismo, a través de la gestión y otorgamiento de los beneficios correspondientes, a saber, económicos (subsidios por incapacidad laboral, indemnizaciones y pensiones), médicos y de prevención de riesgos.

Por otra parte, se propone que el texto del Estatuto Orgánico señale explícitamente que las Mutualidades estarán sometidas a la supervigilancia y fiscalización de la Superintendencia de Seguridad Social, en armonía con lo que actualmente establece el artículo 12 de la ley 
N° 16.744.

También se indica que las Mutualidades se regirán en todo lo no dispuesto en el Estatuto Orgánico que les es aplicable, por lo establecido en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil. Lo anterior, dado que dicha normativa regula a las corporaciones de derecho privado.

b) Denominación

Se ha estimado necesario modificar el texto legal relativo a la denominación de las mutualidades, para ajustarlo a la nomenclatura utilizada internacionalmente. Se propone así establecer que las Mutualidades de Empleadores podrán llamarse también de Seguridad o de Seguridad y Salud en el Trabajo.

c) Constitución

De acuerdo al artículo 4° y siguientes del Estatuto Orgánico vigente, la solicitud por medio de la cual se pide la personalidad jurídica para la Mutualidad de Empleadores, la aprobación de sus estatutos, y la autorización para administrar el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, debe dirigirse al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Justicia.

A su vez, el Ministerio de Justicia debe remitir la solicitud y sus antecedentes al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el cual informará sobre la misma.

Considerando que las Mutualidades de Empleadores administran el seguro social establecido en la ley N° 16.744, siendo por ello instituciones de previsión social, se ha estimado conveniente simplificar el procedimiento antes descrito, estableciendo que la autorización de constitución debe realizarse por decreto supremo, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

d) Adhesión y exclusión de una mutualidad

La adhesión a las Mutualidades y la eventual exclusión de las entidades empleadoras adherentes, está actualmente regulada por los estatutos de la mutualidad respectiva.

Para evitar que las disposiciones respectivas limiten, sin justificación, la incorporación a una Mutualidad, se regula expresamente el procedimiento de adhesión a dichas instituciones. Al efecto, estas entidades sólo podrán rechazar una solicitud de adhesión o afiliación por razones de insuficiente infraestructura para entregar las prestaciones que obliga la ley en la localidad donde se desempeñen los trabajadores respectivos, previa autorización expresa de la Superintendencia de Seguridad Social.

Se regula también las causales para excluir de una Mutualidad a una entidad empleadora adherente o a un trabajador independiente afiliado. En particular, para tomar esta decisión el Directorio de las Mutualidades sólo podrá invocar el incumplimiento grave y reiterado de las medidas de prevención de riesgos y el atraso por más de dos meses en el pago de las cotizaciones de la ley N° 16.744.

e) Información al público en general

Actualmente no hay normas que obliguen a las Mutualidades a mantener informadas a sus entidades empleadoras adherentes, a los trabajadores o al público en general, respecto de las condiciones institucionales, económicas, financieras y de la gestión del seguro de la ley 
Nº 16.744. Esta es una omisión que se corrige en este proyecto, estableciendo la obligación de cada Mutualidad de proporcionar esta información de manera suficiente, fidedigna y oportuna, según establezca la Superintendencia en una instrucción de aplicación general.

f) Administración: Directores

1.- Número de directores

El actual Estatuto Orgánico establece que las Mutualidades de Empleadores serán administradas por un Directorio integrado por igual número de representantes de los adherentes y de los trabajadores que presten servicios a los empleadores adheridos a la Mutualidad.

Con todo, la normativa entrega a los estatutos particulares de cada Mutualidad fijar el número de directores, cuestión que se propone modificar, señalando en cada caso el número mínimo de miembros de este Directorio paritario, así como la forma y oportunidad para elegirlos.

2.- Directores con exigencias especiales

Sin alterar el carácter paritario de los Directorios, se ha estimado necesario que al menos dos de los directores tengan conocimientos probados en gestión de empresas, lo que contribuirá a profesionalizar la gestión que realizan los referidos Directorios.

Además, se establece un procedimiento de selección de candidatos para postular a estos cargos, al incorporar a una empresa especializada en selección de personal, que ayudará a cumplir con el objetivo de asegurar que quienes sean elegidos aporten con conocimientos y experiencia en ámbitos relevantes para la gestión de la Mutualidad.

Estos directores serán elegidos por cinco representantes de las empresas ad-herentes, quienes elegirán a uno de ellos y su suplente, y cinco representantes de los trabajadores, quienes elegirán el otro y a su suplente.

3.- Dieta de los directores

La normativa en vigor establece que los estatutos de cada Mutualidad determi-narán la remuneración que percibirán los directores propietarios, o los suplentes cuando los reemplacen, la que no podrá ser superior a un sueldo vital mensual, escala a) del departamento de Santiago al mes.

Esta situación genera un desincentivo para formar parte de los Directorios, pues el desempeño de estas funciones requiere una dedicación de tiempo importante, que no es adecuadamente compensada por las dietas pagadas hoy en día. Para crear entonces las condiciones que incentiven a personas con mayor experiencia y que puedan contribuir a una mejor gestión de las Mutualidades, se propone aumentar la dieta máxima que los directores, titulares y suplentes, puedan percibir por el ejercicio de su cargo. Los es-tatutos de cada Mutualidad deberán fijar el monto y forma en la cual se pague la dieta que, en todo caso, no podrá exceder mensualmente de cincuenta unidades de fomento, vigentes al último día de cada mes.

El Presidente del Directorio podrá recibir una dieta mensual de hasta setenta y cinco unidades de fomento.

Además, por su participación en cada Comité, los Directores podrán percibir una dieta adicional.

4.- Información sobre las dietas y otros ingresos

Las normas vigentes no aseguran que exista información pública completa respecto a las dietas y otros ingresos que puedan percibir los directores de una Mutualidad en el ejercicio de sus cargos, o por su participación en empresas ligadas a dichas corporaciones o que presten servicios a la Mutualidad respectiva.

Por lo tanto, se propone que en la memoria anual de la Mutualidad se informe respecto a estas materias.

5.- Directores suplentes

Para asegurar la representatividad del Directorio, se plantea que los estatutos de cada Mutualidad puedan establecer la existencia de directores suplentes. Si se contemplan, éstos deben ser elegidos en el mismo acto que los directores titulares y según el mismo procedimiento.

6.- Duración en el cargo

La normativa vigente dispone que los directores durarán tres años en sus funciones y que podrán ser reelegidos, sin establecer un límite al número de veces que esto podría suceder. 

Con el objeto de permitir la necesaria renovación de las autoridades superiores de las Mutualidades, se ha considerado necesario restringir la duración de los directores en sus cargos, limitando su reelección.

7.- Requisitos para ser director 

El actual artículo 12 del decreto supremo (decreto con fuerza de ley) N° 285, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, dispone que los estatutos particulares de cada Mutualidad establecerán las calidades que deberán reunir los directores representantes de las empresas adherentes para desempeñar su cargo. A su vez, el artículo 14 del referido cuerpo normativo señala otros requisitos adicionales.

Las normas vigentes no aseguran que los Directores elegidos cumplan con requisitos y tengan las calificaciones básicas para asegurar el adecuado funcionamiento de los Directorios. Por ello se propone requisitos mínimos que deben cumplir los directores elegidos por las entidades empleadoras y aquéllos elegidos por los trabajadores. 

Asimismo, con la finalidad de propender la independencia por parte de los directores de una Mutualidad, se consagran ciertas inhabilidades.

8.- Elección de los Directores

Para asegurar la transparencia de los procesos eleccionarios, se propone establecer, en primer término y como norma general aplicable a la elección de todos los directores, que el Directorio saliente designe, en la forma que indiquen los estatutos, una Comisión Electoral a la cual le corresponda establecer las condiciones de transparencia de los respectivos procesos y el cumplimiento de la normativa e instrucciones vigentes. 

Con el mismo objetivo, los estatutos de cada Mutualidad establecerán la forma en que serán elegidos los candidatos a directores por los que votarán las empresas adherentes y los trabajadores, y el procedimiento de elección de los mismos. 

9.- Causales de cesación

El actual artículo 16 del Estatuto Orgánico de las Mutualidades indica que cesarán en sus cargos el Presidente y los directores que pierdan las calidades exigidas por los estatutos de cada entidad para ser designados.

Esto implica que las Mutualidades pueden establecer diversas causales de cesación aplicables a los directores, incluyendo causales diferentes respecto de los directores elegidos por los trabajadores o por las entidades empleadoras, lo que puede afectar la independencia de los miembros del Directorio.

Por lo anterior, se ha estimado procedente proponer que se señalen en el Estatuto Orgánico de las Mutualidades expresamente las causales de cesación que pueden afectar a los directores, tal como ocurre, por ejemplo, en el caso de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.

g) Administración de las Mutualidades: Directorio

1.- Funciones del Directorio

El Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores no especifica las funciones que debe cumplir el Directorio.

Al respecto, se propone que corresponda al Directorio la administración superior de la Mutualidad, debiendo adoptar las medidas e impartir las instrucciones necesarias para mantenerse cabal y oportunamente informado, con la correspondiente documentación, del manejo, conducción y situación de la Mutualidad que administra; junto con otras funciones específicas.

2.- Conformación de Comités

El Estatuto Orgánico de las Mutualidades no contempla la obligación del Directorio de contar con Comités. Sin embargo, esta instancia representa un instrumento efectivo para mejorar la gestión.

En consecuencia, se estima necesario que los Comités tengan consagración legal, tal como ocurre con el artículo 50 bis de la ley N° 18.046, en relación a las sociedades anónimas, y el artículo 50 del decreto ley N° 3.500, de 1980, respecto de las Administradoras de Fondos de Pensiones.

En conformidad a lo expuesto, se propone que en cada Mutualidad existan, al menos, un Comité de Control Interno, y un Comité de Estrategia y Aspectos Técnicos del Negocio.

3.- Presidente del Directorio

Con el objeto de dar certeza respecto de las atribuciones del Presidente del Directorio, se consagra una definición explícita de sus funciones. 

4.- Gerente General

El Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores no contiene norma alguna que regule el nombramiento, funciones, responsabilidades y eventual remoción del gerente general de la misma, ni del resto de los integrantes de su administración superior, como son el fiscal y el auditor interno.

En ausencia de estas definiciones, son los estatutos particulares de cada Mutualidad los que abordan la materia.

Sin embargo, la complejidad de la gestión de una Mutualidad, la necesidad que el Directorio cuente con colaborado-res en la gestión altamente especializados, y los requerimientos de transparencia y probidad en dicha administración, hacen necesario establecer expresamente la existencia de, a lo menos, un gerente general en cada una de estas corporaciones.

Por lo demás, existe normativa al respecto tanto en el caso de las sociedades anónimas (artículos 49 y 50 de la ley N° 18.046), como en el de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (artículos 52 y 53 de la ley N° 18.833).

5.- Sesiones del Directorio

Con el objeto de promover el buen funcionamiento del Directorio, favoreciendo que cada director tenga la oportunidad y la autonomía necesaria para expresar sus opiniones y dejar constancia de las mismas, se ha estimado necesario regular expresamente el desarrollo de las sesiones de los Directorios de las Mutualidades de Empleadores, en particular respecto de las formalidades con las cuales deben dejarse constancia de los acuerdos adoptados. 

Asimismo, para asegurar la representatividad en la adopción de las decisiones, se propone indicar expresamente los quórums necesarios para adoptar los acuerdos del Directorio.

h) Régimen de responsabilidad

1.- Responsabilidad de los directores en el ejercicio de sus cargos

La normativa vigente no incluye normas que se refieran expresamente a la responsabilidad de los directores de las Mutualidades de Empleadores en el ejercicio de sus funciones. Así, para determinar dicha responsabilidad resulta necesario recurrir a la regulación general de las facultades de fiscalización y sanción con que cuenta la Superintendencia de Seguridad Social y, en forma supletoria, a la regulación contenida en el Código Civil.

Lo anterior significa que la autoridad administrativa tiene hoy un alto grado de discrecionalidad en la determinación de la responsabilidad por las actuaciones de los directores de estas corporaciones.

Al respecto, se propone establecer que los directores efectúen todas las gestiones que sean necesarias para el ejercicio de sus cargos, con el cuidado y la diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios, respondiendo solidariamente por los perjuicios que causaren a la Mutualidad por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.

De este modo, los directores serán responsables civil y penalmente por los actos que ejecuten en el desempeño de su gestión, sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 16.395.

2.- Prohibiciones a los directores

En la actualidad, el Estatuto Orgánico de las Mutualidades no prohíbe expresamente ningún tipo de actuaciones que pudieren desarrollar los directores en el ejercicio de sus cargos, sin perjuicio de ello, emana implícitamente del conjunto del ordenamiento jurídico, que éstos no pueden incurrir en actuaciones que atenten contra la ley, o que afecten el seguro social de la ley N° 16.744 y a los intereses de la Mutualidad. Con todo, dada la importancia de los fondos que gestiona el Directorio, se ha estimado necesario señalar expresamente determinadas actuaciones que les estarán prohibidas realizar.

En particular, entre otras medidas, el presente proyecto de ley establece que los directores de las Mutualidades no podrán proponer modificaciones de estatutos o adoptar políticas o decisiones que no tengan por fin el interés de la Mutualidad y el cumplimiento de sus obligaciones legales o impedir las investigaciones destinadas a establecer su propia responsabilidad o la de los gerentes, administradores o ejecutivos principales en la gestión de la Mutualidad.

3.- Conflictos de interés

Se establece que los directores que tengan interés en un acuerdo del Directorio deben comunicar esta circunstancia al resto de los directores y abstenerse de participar en la discusión respectiva y de votar en dicho caso.

Con todo, la infracción a esta norma no afectará la validez de la operación realizada, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

4.- Uso de información reservada

Se propone prohibir a los directores, gerentes, administradores y, en general, a cualquier persona que en razón de su cargo, posición, actividad o relación pueda valerse directa o indirectamente de la información reservada de la Mutualidad, obtener para sí o para terceros ventajas económicas o de cualquier otra naturaleza derivadas del uso de esta información.

En todo caso, las personas que hubiesen actuado en contravención a lo antes indicado deberán entregar a beneficio de la Mutualidad correspondiente, cuando no hubiere otro perjudicado, toda utilidad o beneficio pecuniario que hubieren obtenido a través del uso, por cualquier medio, de la información señalada.

i) Administración de las Mutualidades: Transparencia e información

1.- Acceso a la información por parte de los directores

Con el presente proyecto de ley se precisan las funciones y responsabilidades de los directores de las Mutualidades de Empleadores.

De conformidad a lo anterior, se propone que el Presidente del Directorio y el gerente general tengan la obligación de mantener informados a los directores de todo lo relacionado con la gestión de la Mutualidad, en forma plena, oportuna y documentada.

2.- Junta General de Adherentes

Actualmente, los estatutos particulares de las Mutualidades han establecido la existencia de la denominada “Junta de Adherentes”, en la cual los Directorios y la administración superior de la corporación informan sobre los resultados de su gestión. Con todo, resulta conveniente dar consagración legal expresa a las Juntas de Adherentes de las Mutualidades de Empleadores. Lo anterior es recogido en esta iniciativa legal.

Podrán participar en esta Junta, con derecho a voto, los representantes de las entidades empleadoras adherentes que estén al día en el pago de las cotizaciones establecidas en el Seguro Social de la ley N° 16.744. Para tal efecto, se considerará que se encuentran al día quienes no registren un atraso superior a dos meses.

Las referidas juntas podrán ser ordinarias y extraordinarias, estableciéndose las materias exclusivas de las segundas (v.gr., la reforma de los Estatutos de la Mutualidad).

j) Inversión de las reservas

La normativa vigente obliga a las Mutualidades de Empleadores a formar una reserva para atender el pago de las pensiones y de sus futuros reajustes, y otra para atender eventualidades.

Estas reservas, junto con los fondos de libre disposición, sirven para que las Mutualidades enfrenten las contingencias financieras derivadas del cumplimiento de sus obligaciones legales, sin poner en riesgo su solvencia.

Al respecto, se estima necesario disponer que los recursos de las referidas reservas se inviertan en instrumentos financieros que ofrezcan la combinación de riesgo y retorno que se ajuste a las características propias de las Mutualidades y a la naturaleza de sus obligaciones.

Al efecto, se hace extensiva a todas las reservas que deben conformar las Mutualidades de Empleadores la norma relativa a la inversión en instrumentos financieros ya establecida en la ley N° 19.578 respecto del Fondo de Contingencia.

Por tanto, se propone en el presente proyecto de ley que los recursos de libre disposición, del Fondo de Reserva de Eventualidades, del Fondo de Reserva para Pensiones, y de las otras reservas que señale la ley, deberán invertirse en los instrumentos financieros señalados en las letras a), b), c), d), e) y k) del artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y de acuerdo con las instrucciones emitidas al efecto por la Superintendencia de Seguridad Social.

k) Prohibiciones para las Mutualidades

En general, la legislación señala expresamente cuáles son las actividades que se prohíbe realizar a las entidades que gestionan los sistemas de prestaciones de seguridad social vigentes en nuestro país.

Sin embargo, la normativa actualmente aplicable a las Mutualidades de Empleadores no establece disposiciones de este tipo.

Por lo tanto, en el presente proyecto de ley se propone enumerar expresamente las prohibiciones que se aplican a las Mutualidades de Empleadores. 

l) Fusión

El Estatuto Orgánico de las Mutualidades no contempla actualmente la posibilidad que dichas corporaciones puedan fusionarse.

Sin embargo, la fusión puede ser la forma más efectiva de resolver problemas críticos o lograr objetivos estratégicos. En conformidad a lo expuesto, se propone regular expresamente el mecanismo de fusión entre Mutualidades.

Esta fusión podrá ser por creación o por incorporación, no procediendo en esos casos la liquidación de las Mutualidades fusionadas.

En todo caso, cuando sea una fusión por creación, la nueva Mutualidad deberá cumplir con los requisitos y el procedimiento de constitución establecidos en el artículo 12 de la ley N° 16.744 y en el Estatuto Orgánico.

m) Facultades de fiscalización de la Superintendencia de Seguridad Social

1.- Estados financieros y auditores ex-ternos

Se dispone que corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social examinar, calificar y observar los estados financieros de las Mutualidades, los que deberán presentarse debidamente auditados por auditores externos inscritos en el registro de empresas de auditoría externa de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Se establece también que será función del Directorio seleccionar a los auditores externos que tendrán a su cargo la revisión de los estados financieros de la Mutualidad.

2.- Acuerdos que deben someterse a consulta

Para aumentar la trasparencia de la gestión de las mutualidades, y otorgar a la Superintendencia de Seguridad Social herramientas suficientes para ejercer sus facultades, se propone que se sometan a consulta a la Superintendencia los acuerdos de Directorio referidos a:

a) Inversiones o gastos extraordinarios o fuera del curso normal de las operaciones, que involucren un monto igual o superior a diez mil unidades de fomento o que superen el 5% del patrimonio de la Mutualidad;

b) La formación, constitución e integración de sociedades, corporaciones de derecho privado, fundaciones o comunidades o el aporte de capitales a ellas.

Adicionalmente, se propone que por resolución fundada, la Superintendencia de Seguridad Social pueda disponer que una Mutualidad le eleve en consulta los acuerdos de Directorio referidos a las materias que fije esa Entidad Fiscalizadora.

3.- Intervención a las Mutualidades

El Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores no contempla actualmente la posibilidad que la autoridad pueda intervenir la administración de dichas entidades, a diferencia de la regulación de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar y de las Administradoras de Fondos de Pensiones.

Para enfrentar situaciones que puedan comprometer la viabilidad de largo plazo de una Mutualidad, se entrega a la Superintendencia de Seguridad Social la facultad de intervenir en su administración, siempre que se cumplan las causales que se establecen al efecto, previa citación del afectado. La intervención podrá ser decretada hasta por el plazo de un año, el que podrá ser ampliado por una sola vez, por el mismo tiempo.

4.- Disolución

Se estima necesario modificar algunas de las normas que actualmente rigen la disolución de las mutualidades, precisando las causales de disolución, e incorporando a ellas, dada su relevancia, la situación que se produce cuando la insolvencia financiera o de compromiso patrimonial vuelva inviable su continuidad.

En particular, se dispone que las Mutualidades se disolverán por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social.

n) Normas transitorias

1.- Modificación de los estatutos particulares

Con el objeto de permitir que las Mutualidades de Empleadores adapten sus estatutos particulares a los cambios del Estatuto Orgánico que se proponen en este proyecto de ley, en la disposición transitoria del mismo se señala que estas entidades deberán presentar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social la adecuación de sus estatutos, dentro del plazo de ciento veinte días contados desde la vigencia de la ley.

2.- Renovación de Directorios

Se ha estimado necesario establecer en la norma transitoria que los Directorios de las Mutualidades deberán renovarse, conforme a las normas establecidas en el nuevo Estatuto Orgánico, en la Junta Ordinaria de Adherentes inmediatamente posterior a la aprobación de sus nuevos estatutos, y que se considerará que los directores que estén desempeñando sus funciones a la fecha de dicha Junta y que se presenten a la reelección, ya han cumplido un período en sus cargos, para todos los efectos legales.

3.- Derogación de normas

Para que no exista duda alguna acerca de la normativa que corresponde aplicar a las Mutualidades de Empleadoras, se señala expresamente que se entenderán derogadas todas las normas legales que contengan disposiciones contrarias a lo establecido en esta ley.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

“PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Estatuto Orgánico de Mutualidades de Empleadores, aprobado por el N° 2 del decreto supremo (decreto con fuerza de ley) N° 285, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:

1) Sustitúyase el artículo 1°, por el siguiente:

“Artículo 1°.- Las Mutualidades de Empleadores son instituciones de previsión social, sin fines de lucro, que se constituyen como corporaciones de derecho privado. Su finalidad es administrar el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, conforme a la ley N° 16.744 y sus respectivos reglamentos.

Las Mutualidades estarán sometidas a la supervigilancia y fiscalización de la Superintendencia de Seguridad Social, en adelante “la Superintendencia”.

Las Mutualidades se regirán en todo lo no dispuesto en el presente Estatuto por lo establecido en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil.”.

2) Modifícase su artículo 2° del siguiente modo:

a) Sustitúyase, en su inciso primero, la letra a) por la siguiente: 

“a) Las entidades empleadoras”;

b) Elimínase, en la letra c) de su inciso primero, la frase “, los trabajadores familiares y los estudiantes en general”;

c) Derógase su inciso segundo, y

d) Agrégase, en el inciso tercero, que pasa a ser inciso segundo, a continuación del vocablo “trabajadores” la siguiente oración: “, conforme a lo dispuesto en la ley N° 16.744”.

3) Modifícase su artículo 3° del siguiente modo:

a) Agrégase, en su inciso primero, entre la palabra “Seguridad” y la coma, la siguiente expresión: “o de Seguridad y Salud en el Trabajo”;

b) Elimínase, en su inciso primero, la frase “, en ambos casos e indistintamente,”, y

c) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En todo caso, no podrán incluir nombres de fantasía que, según se determine por resolución fundada de la Superintendencia, puedan inducir a equívocos respecto de su responsabilidad.”.

4) Sustitúyase el artículo 4°, por el siguiente:

“Artículo 4°.- La solicitud de personalidad jurídica para la Mutualidad de Empleadores, de aprobación de sus estatutos, y de autorización para administrar el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales será dirigida al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

La solicitud indicada en el inciso anterior deberá ser patrocinada por una o más organizaciones gremiales de entidades empleadoras que cuenten con personalidad jurídica y no tengan fines de lucro.

A toda solicitud deberán acompañarse los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 12 de la ley Nº 16.744.”.

5) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:

 “Artículo 5º.- El Presidente de la Re-pública, a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, resolverá sobre la solicitud señalada en el artículo anterior, previo informe de la Superintendencia. La autorización solicitada se concederá solamente cuando se acredite a entera satisfacción la forma como la Mutualidad administrará el seguro social indicado.

La Superintendencia podrá requerir mayo-res antecedentes antes de emitir el informe señalado en el inciso anterior. En todo caso, deberá evacuar su informe dentro de un plazo de noventa días hábiles contados desde la recepción de la totalidad de los antecedentes.”.

6) Sustitúyase el artículo 6°, por el siguiente:

“Artículo 6°.- El decreto supremo que conceda la personalidad jurídica y apruebe los estatutos de una Mutualidad deberá dictarse dentro del plazo de sesenta días hábiles contados desde la recepción del informe de la Superintendencia a que se refiere el inciso primero del artículo anterior y contendrá, además, la autorización para administrar el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales de la ley N° 16.744.

En el mismo decreto se fijará el plazo dentro del cual la Mutualidad deberá acreditar, con certificados de la Secretaría Regional Ministerial de Salud correspondiente al domicilio donde se ubiquen los servicios médicos, el cumplimiento de las exigencias previstas en la letra b) del artículo 12 de la ley N° 16.744. Este plazo no podrá exceder de dos años.

La Mutualidad debe proceder a inscribirse en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, a cargo del Servicio del Registro Civil e Identificación, en un plazo no superior a 30 días desde la publicación del decreto de constitución respectivo.”.

7) Agrégase un artículo 6° A, nuevo:

“Artículo 6° A.- En la escritura constitutiva de las Mutualidades, los patrocinadores designarán un Directorio provisorio, debiendo procederse al nombramiento de los directores definitivos en la forma dispuesta en los artículos 10 y siguientes de esta ley, dentro de los 120 días siguientes a la fecha del decreto que conceda la personalidad jurídica.

El Directorio definitivo asumirá sus funciones inmediatamente después de elegido.”.

8) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:

“Artículo 7º.- La adhesión de una entidad empleadora y la afiliación de los trabajadores independientes a una Mutualidad deberá ser solicitada al Directorio de la entidad correspondiente, el que se pronunciará al respecto en la primera sesión ordinaria posterior a la solicitud, si ésta se recibiera hasta treinta días antes de la respectiva sesión, o en la siguiente si la recepción es posterior a ese plazo. La decisión del Directorio deberá ser comunicada al interesado.

La Mutualidad, excepcionalmente y con autorización expresa de la Superintendencia, podrá denegar la afiliación cuando por razones de infraestructura no sea posible otorgar las prestaciones legales en la localidad del domicilio del solicitante o en aquella donde éste desarrolle su actividad principal, resolución de la cual siempre se podrá recurrir ante la Superintendencia.

Las entidades empleadoras adheridas a una Mutualidad deberán afiliar a ella a la totalidad de su personal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3º de la ley Nº 19.345.

La adhesión surtirá efecto a contar del primer día del mes subsiguiente al de la fecha de aprobación de la correspondiente solicitud.

Cada organismo administrador deberá in-formar de las adhesiones o afiliaciones que se produzcan al organismo administrador al que la entidad empleadora haya estado previamente adherida.

En el caso indicado en el inciso anterior, la Mutualidad respectiva o el Instituto de Seguridad Laboral deberán proporcionar al nuevo organismo administrador la información referida a la cotización adicional aplicada en conformidad al artículo 16 de la ley N° 16.744 a la entidad empleadora.

El Directorio de las Mutualidades, para excluir a una entidad empleadora adherente o un trabajador independiente afiliado, solamente puede invocar el incumplimiento grave y reiterado de las medidas de prevención de riesgos y el atraso por más de dos meses en el pago de las cotizaciones de la ley N° 16.744. La causal de exclusión debe ser fundada, aprobada por la mayoría de los miembros en ejercicio del Directorio, y el afectado podrá reclamar de ella ante la Superintendencia.

La Superintendencia, mediante una norma de aplicación general, establecerá los procedimientos para realizar las adhesiones y exclusiones por parte de los organismos administradores.”.

9) Incorpóranse los siguientes artículos 8° A y 8° B, nuevos, a continuación del artículo 8°:

“Artículo 8° A.- La Mutualidad deberá proporcionar a las empresas adherentes, a los trabajadores y al público en general, información suficiente, fidedigna y oportuna, respecto de su situación institucional, económica y financiera y de la gestión del Seguro Social de la ley N° 16.744, según establezca la Superintendencia en una norma de aplicación general.

Además, deberá mantener a disposición de sus miembros adherentes y de los trabajadores que lo requieran, en su sede principal y en la de sus agencias o sucursales, así como en su sitio en Internet o por otro medio electrónico, ejemplares actualizados de sus estatutos. Deberá, asimismo, mantener a disposición de sus miembros adherentes y de los trabajadores que lo requieran, en los mismos lugares y por los mismos medios, una lista actualizada de sus directores, titulares y suplentes, y sus gerentes. Igual listado deberá mantener respecto de los directores, gerentes y administradores de personas jurídicas relacionadas con la Mutualidad.

La información indicada en los incisos anteriores deberá ser remitida a la Superintendencia con la frecuencia y conforme a las pautas que esta última señale.

Artículo 8° B.- El sitio web de cada Mutualidad deberá permitir a sus empresas adherentes y a los trabajadores que lo requieran realizar consultas y trámites, en la forma que establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.”.

10) Sustitúyase al artículo 9°, por el siguiente:

“Artículo 9°.- Las Mutualidades de Empleadores serán administradas por un Directorio paritario integrado por un mínimo de ocho miembros, según lo establezcan sus estatutos, siempre en número par e invariable. El Directorio deberá estar integrado por un igual número de directores elegidos por los empleadores adherentes y de directores elegidos por los trabajadores que presten servicios a los empleadores adheridos a la Mutualidad.

Los estatutos de cada Mutualidad establecerán los procedimientos de elección de directores, incluyendo procedimientos para asegurar la transparencia y publicidad del proceso; convocar a la elección; acreditar las calidades de los electores; efectuar la votación; calificar sus resultados; y realizar las impugnaciones.”.

11) Incorpóranse los siguientes artículos 9° A y 9° B, nuevos, a continuación del artículo 9°:

“Artículo 9° A.- Los estatutos de cada Mutualidad podrán establecer la existencia de directores suplentes, debiendo éstos ser elegidos en el mismo acto con los directores titulares y según el mismo procedimiento.

En cualquier caso, el número de directo-res suplentes deberá ser igual al de los titulares, eligiéndose un suplente para cada director titular, y respetándose el carácter paritario del Directorio.

Los directores suplentes podrán asistir a las sesiones de Directorio, con derecho a voz, y deberán mantenerse informados de la gestión de la Mutualidad.

El director suplente deberá cumplir los mismos requisitos del titular, y podrá remplazarlo en forma transitoria, en caso de ausencia o impedimento temporal de éste y, en caso de vacancia, en forma definitiva por el tiempo que faltare para completar el período.

Los directores suplentes se regirán por las mismas normas establecidas para los titulares, salvo en aquello en que no les resulten aplicables.

Tratándose de la vacancia de un director suplente, corresponderá al titular proponer al Directorio el nombre de quien lo reemplace.

Artículo 9° B.- Los directores, titulares y suplentes, podrán percibir una dieta por el ejercicio de su cargo.

Los estatutos de cada Mutualidad deberán fijar el monto y forma de pago de la dieta, la que, en todo caso, no podrá exceder de cincuenta unidades de fomento al mes, vigentes al último día de cada mes.

El Presidente del Directorio podrá recibir una dieta mensual de hasta setenta y cinco unidades de fomento, vigentes al último día de cada mes.

Por su participación en cada Comité a que se refiere el artículo 12, los directores podrán percibir, por ese concepto, una dieta adicional que no exceda el equivalente al cincuenta por ciento de su dieta mensual. Los directores podrán participar en un máximo de dos Comités.

En cualquier momento un director puede renunciar a las dietas indicadas en los incisos anteriores. La renuncia a la dieta no libera a los directores de las responsabilidades que les correspondan por el ejercicio de su cargo.

En la memoria anual de la Mutualidad deberá constar, en forma detallada e individualizada:

a) Las dietas percibidas por cada director.

b) Todo otro ingreso que cada uno de los directores haya percibido durante el ejercicio respectivo por parte de la Mutualidad, incluyendo los que provengan de honorarios por servicios prestados, de gastos de representación, viáticos, regalías y, en general, todo otro estipendio.

c) Toda remuneración o renta que perciban cada uno de los directores en las sociedades filiales o coligadas a la Mutualidad.

d) Todos los pagos realizados por parte de la Mutualidad, por cualquier concepto, a sociedades o empresas en las que un director sea a su vez director, o dueño directo o a través de personas jurídicas de un 10% o más de su capital.”.

12) Sustitúyase el artículo 10, por el siguiente:

“Artículo 10.- Los directores durarán hasta tres años en sus funciones, y podrán ser reelegidos hasta por dos períodos consecutivos.

Para efectos de realizar las elecciones de los directores, el Directorio saliente deberá establecer, en la forma que indiquen los estatutos, una Comisión Electoral que vele por la transparencia de los respectivos procesos y el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias pertinentes, así como de las instrucciones de la Superintendencia. 

La referida Comisión deberá citar a la elección de los directores, ya sea mediante tres publicaciones en un diario de circulación nacional, o través de los medios electrónicos que determine, con al menos sesenta días de anticipación a la fecha de la elección. Asimismo, y al menos con la misma anticipación, debe anunciarse la convocatoria a la elección en el sitio web de la Mutualidad.

Las entidades empleadoras adherentes y los trabajadores podrán elegir directores en actos separados. En todo caso, las entidades empleadoras elegirán directores durante el desarrollo de una junta ordinaria de adherentes.

El Directorio asumirá sus funciones el día primero del mes siguiente a aquel en que se completen los procesos de elección de sus integrantes.

La Superintendencia, a través de una norma de aplicación general, deberá establecer los requisitos y condiciones bajo las cuales se desarrollará el proceso de elección de directores, la forma y plazo para inscribir a los candidatos, y la forma y oportunidad en la cual se acreditará la calidad de elector.

La norma indicada en el inciso anterior regulará los sistemas de voto a distancia, asegurando que se resguarden debidamente los derechos de los adherentes y de los trabajadores, como asimismo la transparencia del proceso de votación.”.

13) Incorpóranse los siguientes artículos 10 A a 10 N, nuevos, a continuación del artículo 10:

“Artículo 10 A.- Al menos uno de los di-rectores elegidos por las empresas adherentes y uno de los directores elegidos por los trabajadores y, si corresponde, sus respectivos suplentes, deberán ser elegidos de una nómina de diez candidatos propuesta por una empresa de selección de personal de reconocido prestigio. El Directorio de la Mutualidad respectiva escogerá a esta empresa la que, en cualquier caso, no podrá participar en más de dos procesos eleccionarios consecutivos.

Para ser incluidos en la nómina, los candidatos deben tener experiencia y conocimientos en el ámbito de la seguridad laboral o de seguros, y gestión de empresas, y no deben encontrarse vinculados a alguna Mutualidad. Además, deben cumplir con los requisitos establecidos en los artículos 10 D y 10 F, según corresponda, y no detentar alguno de los cargos señalados en el artículo 10 H.

Se entiende que un candidato tiene vinculación con alguna Mutualidad cuando:

a) Tenga vigente o suscriba, por sí o por terceros, cualquiera clase de contratos o cauciones con la respectiva Mutualidad;

b) Sea director, administrador, representante o socio titular del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes con la Mutualidad;

c) Realice prestación de servicios en cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes con la Mutualidad;

d) Tenga la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el segundo grado de consanguinidad y de afinidad, inclusive, respecto de los directores y de las demás personas que ejerzan la administración superior de la respectiva Mutualidad.

Artículo 10 B.- Los directores señalados en el artículo anterior serán elegidos por cinco representantes de las empresas adherentes, quienes elegirán a uno de ellos y su suplente, si procediere, y cinco representantes de los trabajadores, quienes elegirán el otro y a su suplente, si procediere. Los estatutos de cada Mutualidad establecerán el procedimiento para la elección de los representantes indicados, en adelante los “electores”, debiendo en todo caso elegirse éstos en la misma oportunidad y según el mismo procedimiento usado por las entidades empleadoras adherentes y los trabajadores para elegir a los otros directores.

Si el director elegido no estuviese disponible o en condiciones de asumir el cargo, los representantes indicados designarán al que le siguió en votación, y así sucesivamente hasta completar el cargo. En caso que con el procedimiento anterior no fuese posible llenar el cargo, corresponderá al Directorio entrante requerir a la empresa de selección de personal una nueva nómina, con el objeto que los electores realicen una nueva elección.

Artículo 10 C.- Los estatutos de cada Mutualidad establecerán la forma en que serán designados los candidatos a directores diferentes a los elegidos conforme al artículo 10 A, por los que votarán las empresas adherentes. En todo caso, las normas estatutarias no pueden impedir que cualquier empresa o grupo de empresas adherentes que lo deseen, designe a un candidato, sin perjuicio de los requisitos que éstos deban cumplir.

Los estatutos de cada Mutualidad establecerán también el procedimiento de elección de los directores. Dicho procedimiento deberá considerar una proporcionalidad en el voto de cada entidad empleadora según la cantidad de sus trabajadores. Cada empresa adherente podrá distribuir sus votos entre los candidatos, conforme a sus preferencias.

Estos directores serán elegidos en votación directa, debiendo el escrutinio llevarse a cabo en un solo acto público, según lo disponga el estatuto de la Mutualidad respectiva.

Serán elegidos como directores los candidatos que obtengan las más altas mayorías.

Para participar en la elección del Directorio y de los electores indicados en el artículo 10 B, las entidades empleadoras adherentes deberán estar al día en el pago de las cotizaciones correspondientes al Seguro Social de la ley N° 16.744. Para tal efecto, se considerará que se encuentran al día quienes no registren un atraso superior a dos meses.

Sólo podrán participar en la elección los representantes de las entidades empleadoras o quienes presenten poderes que los autoricen a participar en el proceso. Dicho poderes no podrán endosarse.

Artículo 10 D.- Los directores elegidos por las empresas adherentes deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Ser mayor de edad;

b) No haber sido condenado ni hallarse formalizado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva, o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos;

c) No ser fallido o estar declarado en quiebra, o ser administrador o representante legal de personas fallidas o declaradas en quiebra;

d) No haber sido, en los últimos quince años, director o gerente general de una Mutualidad de Empleadores que haya sido objeto de intervención por parte de la Superintendencia, o de liquidación;

e) No ser funcionario público que ejerza, directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control de las Mutualidades;

f) Contar con experiencia en administración de empresas; y

g) Los demás requisitos que establezcan los respectivos estatutos de cada Mutualidad.

Artículo 10 E.- Los estatutos de cada Mutualidad establecerán la forma en que serán designados los candidatos a directores, diferentes de los señalados en el artículo 10° A, por los que votarán los trabajadores. En todo caso, las normas estatutarias no pueden impedir que los representantes de trabajadores de una o varias empresas adherentes designen un candidato, sin perjuicio de los requisitos que estos deban cumplir.

Los estatutos de cada Mutualidad establecerán también el procedimiento de elección de estos directores. Con todo, los representantes de los trabajadores elegirán directores en votación directa.

En las empresas adheridas a la respectiva Mutualidad que empleen a más de 25 trabajadores, los trabajadores integrantes de los respectivos Comités Paritarios de Higiene y Seguridad serán los representantes de los trabajadores con derecho a voto en la elección de directores de la Mutualidad respectiva.

Para la elección del Directorio de la Mutualidad, el conjunto de los miembros trabajadores integrantes del o de los Comités Paritarios de una empresa tendrán tantos votos cuanto sea el número de trabajadores de la respectiva empresa al último día hábil del mes calendario anteprecedente a la fecha fijada para la elección de directores. El total de votos que resulte se dividirá por partes iguales entre los integrantes del o de los respectivos Comités, despreciándose las fracciones. El número de trabajadores de la empresa respectiva se acreditará mediante certificados otorgados por la Dirección del Trabajo.

En aquellas empresas donde trabajen hasta 25 personas, sus trabajadores elegirán en votación secreta a dos de ellos para que los representen en la elección de directores de la Mutualidad. El total de votos se dividirá entre los trabajadores representantes en la forma indicada en el inciso precedente.

Los representantes de los trabajadores podrán distribuir sus votos entre los candidatos, conforme a sus preferencias.

La calidad de elector se acreditará haciendo llegar a la Comisión Electoral a la que se refiere al artículo 10° de esta ley, la certificación de la entidad empleadora que indique el nombre y número de cédula de identidad de los representantes de los trabajadores en el o los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad, o, en el caso de las entidades empleadoras de hasta 25 trabajadores, la individualización de los electores.

Dicha certificación deberá ser comunicada a la Comisión Electoral a más tardar veinte días antes de la fecha fijada para la elección.

Serán elegidos como directores los candidatos que obtengan las más altas mayorías, debiendo el escrutinio llevarse a cabo en un solo acto público, según lo disponga cada estatuto particular.

La elección indicada en los incisos anteriores deberá realizarse no después del mes calendario siguiente a aquel en que se realizó la Junta Ordinaria de Adherentes de la Mutualidad en que las empresas adherentes eligieron directores.

Artículo 10 F.- Los directores a que se refiere el artículo precedente deberán reunir los siguientes requisitos:

a) Ser mayor de edad;

b) No haber sido condenado ni hallarse formalizado por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva, o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos;

c) No ser fallido o estar declarado en quiebra, o ser administrador o representante legal de personas fallidas o declaradas en quiebra;

d) No haber sido, en los últimos quince años, director o gerente general de una Mutualidad de Empleadores que haya sido objeto de intervención por parte de la Superintendencia, o de liquidación, y

e) No ser funcionario público que ejerza, directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control de las Mutualidades.

Artículo 10 G.- Los empleadores de los directores elegidos por los trabajadores, con excepción del director elegido según el procedimiento establecido en el artículo 10 A, deberán concederles, a petición escrita de la Mutualidad respectiva, permiso para ausentarse de sus labores con el objeto de cumplir sus funciones de tales, no pudiendo exceder de 20 horas mensuales de permiso. El tiempo de ausencia se considerará trabajado para todos los efectos legales, y la Mutualidad respectiva deberá restituir al empleador, a solicitud de éste, las remuneraciones y cotizaciones previsionales de su cargo que correspondan al tiempo de ausencia del trabajador destinado a participar en sesiones del Directorio y de Comité.

Artículo 10 H.- No podrán ser directores de una Mutualidad:

1) Los senadores, diputados, alcaldes y concejales;

2) Los ministros de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales y embajadores, jefes de servicio y el directivo superior inmediato que deba subrogar a cada uno de ellos.

Artículo 10 I.- Será incompatible el cargo de director de una Mutualidad con el de gerente, fiscal o auditor interno de la misma.

Artículo 10 J.- Los directores deberán efectuar todas las gestiones que sean necesarias para el ejercicio de sus cargos, con el cuidado y la diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios, y responderán solidariamente por los perjuicios que causaren a la Mutualidad por incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones.

Los directores serán responsables civil y penalmente por los actos que ejecuten en el desempeño de su gestión, sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 16.395.

La aprobación por la Junta de Adherentes de los estados financieros, de la memoria anual o de cual-quiera otra cuenta o información general, no libera a los directores de la responsabilidad que les corresponda por actos o negocios.

Artículo 10 K.- Los directores no podrán:

1) Proponer modificaciones de estatutos o adoptar políticas o decisiones que no tengan por fin el interés de la Mutualidad y el cumplimiento de sus obligaciones legales;

2) Impedir u obstaculizar las investigaciones destinadas a establecer su propia responsabilidad o la de los gerentes, administradores o ejecutivos principales en la gestión de la Mutualidad;

3) Inducir a los gerentes, ejecutivos principales y dependientes, o a los auditores internos y externos, a rendir cuentas irregulares, presentar informaciones falsas y ocultar información; y

4) Presentar estados financieros irregulares o información falsa, y ocultar información esencial.

Los estatutos podrán establecer otras prohibiciones para los directores que se estimen necesarias.

El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo del Directorio, deberá hacer constar su oposición en el acta de la sesión respectiva, la cual deberá remitirse por el Directorio a la Superintendencia para su conocimiento y adopción de las medidas procedentes.

Artículo 10 L.- Se prohíbe a los directores, gerentes, administradores y, en general, a cualquier persona que en razón de su cargo, posición, actividad o relación pueda valerse directa o indirectamente de información reservada de la Mutualidad, obtener para sí o para terceros ventajas económicas o de cualquier otra naturaleza derivadas del uso de esta información.

La Superintendencia aplicará las sanciones que resulten procedentes en estos casos, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que correspondan. En todo caso, las personas que hayan actuado en contravención a lo establecido en este artículo, deberán entregar a beneficio de la Mutualidad correspondiente, cuando no hubiere otro perjudicado, toda utilidad o beneficio pecuniario que hubieren obtenido a través del uso por cualquier medio de la información señalada en el inciso primero.

Artículo 10 M.- Los directores que tengan interés en un acuerdo del Directorio deberán comunicar esta circunstancia al resto de los directores y abstenerse de participar en la discusión respectiva y de votar en dicho caso.

Se presumirá de derecho que existe interés de un director en cualquiera negociación, acto, contrato u operación con la respectiva Mutualidad, en que la o las contrapartes sea cualquiera de las siguientes:

a) Él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad, ya sea como personas naturales, o como gerentes generales o representantes legales de una sociedad o empresa.

b) Las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño directo, o a través de personas jurídicas, de un 10% o más de su capital.

c) Las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas señaladas en la letra a) sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital.

La infracción a lo establecido en este artículo no afectará la validez de la operación, sin perjuicio de las sanciones que correspondan en conformidad al artículo 57 de la ley 
N° 16.395, y de las responsabilidades civiles y penales a que hubiere lugar.

Artículo 10 N.- Los directores cesarán en sus cargos:

1.- Por muerte;

2.- Por renuncia;

3.- Por término del período de duración de su mandato;

4.- Por pérdida de alguno de los requisitos necesarios para ser director, o por inhabilidad sobreviniente; y

5.- Por inasistencia, sin causa justificada, a dos sesiones consecutivas o a un total de tres durante seis meses.”.

16) Reemplázase el artículo 11, por el siguiente:

“Artículo 11.- Corresponderá al Directo-rio la administración superior de la Mutualidad, debiendo adoptar las medidas e impartir las instrucciones necesarias para mantenerse cabal y oportunamente informado, con la correspondiente documentación, de su gestión y situación. 

Asimismo, serán funciones del Directorio, además de las que puedan establecer los estatutos de cada Mutualidad:

a) La revisión y supervisión de la estrategia corporativa, de los planes principales de acción, de las metas de desempeño institucional, y el cumplimiento de las políticas de gestión de riesgos.

b) Adoptar las medidas necesarias para el monitoreo del desempeño de la Mutualidad, en su gestión operacional, administrativa, financiera y contable.

c) Supervisar los principales gastos, inversiones y adquisiciones.

d) Aprobar la política y el presupuesto anual de inversiones de la Mutualidad, y verificar su cumplimiento. El Directorio deberá informar a la Superintendencia su política y presupuesto de inversiones para el año respectivo, el cual deberá ser también puesto en conocimiento de la Junta de Adherentes.

e) Designar y remover al gerente general, al fiscal y al auditor interno, y fijar sus remuneraciones.

f) Designar y remover al secretario de actas.

g) Seleccionar del registro de empresas de auditoría externa de la Superintendencia de Valores y Seguros, a los auditores externos que tendrán a su cargo la revisión de los estados financieros de la Mutualidad.

h) Aprobar los estados financieros y la memoria anual de la Mutualidad. Además, ordenar la publicación de los estados financieros en la forma y plazos que establezcan las instrucciones que dicte al efecto la Superintendencia.

i) Aprobar la adquisición de los bienes inmuebles que necesite la Mutualidad para su funcionamiento; la enajenación de los mismos; la constitución de gravámenes sobre ellos; y la contratación de construcción de obras para el mismo objeto.

j) Pronunciarse sobre las transacciones judiciales y extrajudiciales en las que tenga interés la Mutualidad.

k) Elaborar un código de buenas prácticas y verificar su cumplimiento.

l) Conocer los informes que les sometan mensualmente los Comités de Directores y resolver sobre las materias que corresponda.

m) Aprobar o rechazar, sobre la base de la recomendación del Comité de Control Interno, las transacciones con partes relacionadas.

n) Designar los candidatos de la Mutualidad a la elección del Directorio de las empresas filiales o coligadas.

o) Adoptar las medidas para que los asientos contables de la Mutualidad se efectúen en registros permanentes, de acuerdo a las instrucciones de la Superintendencia, debiendo estos llevarse de conformidad con principios de contabilidad de aceptación general.

p) Adoptar las medidas necesarias para que sus integrantes se capaciten en las materias relacionadas con la gestión de la Mutualidad.

q) Las demás funciones que le encomienden la ley o los estatutos.”.

17) Sustitúyase el artículo 12, por el siguiente:

“Artículo 12.- En cada Mutualidad existirán al menos los siguientes Comités de Directores:

a) Comité de Control Interno, que debe supervigilar y emitir un pronunciamiento sobre los resultados de la auditoría interna y externa, y sobre el control de gestión de la Mutualidad. Además, deberá ponderar los riesgos financieros y operativos a los que está expuesta la entidad; revisar las transacciones con partes relacionadas y proponer su aprobación o rechazo al Directorio; y proponer al Directorio políticas para enfrentar potenciales conflictos de interés.

b) Comité de Estrategia y Aspectos Técnicos del Negocio, el cual deberá controlar el cumplimiento de la planificación de las actividades de prevención de riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, evaluar sus resultados, y verificar el correcto y oportuno otorgamiento de las prestaciones de la ley N° 16.744.

Cada Comité estará formado por un mínimo de tres directores, incluyendo al menos uno de los elegidos conforme al procedimiento señalado en el artículo 10 A.”.

18) Reemplázase el artículo 13, por el siguiente:

“Artículo 13.- Para su operación, los Comités indicados en el artículo anterior deberán contar con reglamentos internos propios que, al menos, expliciten sus objetivos, sus tareas, las responsabilidades de sus miembros, las reglas para su funcionamiento, y la periodicidad de sus sesiones ordinarias. 

Los Comités deberán sesionar a lo menos una vez al mes.

Los Comités deberán levantar actas de sus sesiones, en las que se incluirán todos los temas tratados y se registrarán, al menos, las decisiones tomadas; los planes de acción y asignación de responsabilidades; el seguimiento de los acuerdos adoptados en sesiones anteriores; y cualquier otro tema de relevancia para su buen funcionamiento.”.

19) Sustitúyase el artículo 14, por el siguiente:

“Artículo 14.- El Presidente del Directorio será elegido por la mayoría de los miembros del Directorio elegidos por las empresas adherentes y deberá tener esa misma calidad. La elección tendrá lugar en la primera sesión que celebre el Directorio después de su designación.

El voto del Presidente o el de quien lo subrogue, tendrá carácter de voto decisivo cuando se produzca empate en la adopción de algún acuerdo del Directorio.”.

20) Reemplázase el artículo 15, por el siguiente:

“Artículo 15.- El Presidente del Directorio tendrá, además de las funciones de todo director, las siguientes funciones específicas:

a) Presidir las sesiones del Directorio.

b) Asegurar el adecuado funcionamiento del Directorio.

c) Coordinar con el gerente general la ejecución de los acuerdos adoptados por el Directorio.

d) Asegurar el adecuado y oportuno flujo de información entre la administración y el Directorio.

e) Asegurar el funcionamiento de los Comités de Directores.

f) Las demás que le encomienden la ley o los estatutos.

El Presidente podrá delegar cualquiera de estas funciones en otros directores, sin que dicha delegación altere en caso alguno la responsabilidad que corresponda a cada director.”.

21) Sustitúyase el artículo 16, por el siguiente:

“Artículo 16.- Las Mutualidades tendrán un gerente general, quien será su ejecutivo superior. Los estatutos deberán establecer los requisitos necesarios para ser nombrado gerente general, debiendo cumplir a lo menos los mismos exigidos para los directores elegidos por los empleadores adherentes. En todo caso, el cargo de gerente general es incompatible con el de director.

El gerente general tendrá derecho a voz en las reuniones de Directorio.”.

22) Agregánse los siguientes artículos 16 A a 16 H, nuevos, a continuación del artículo 16:

“Artículo 16 A.- El Presidente del Directorio y el gerente general deberán mantener informados a los directores de todo lo relacionado con la gestión de la Mutualidad, en forma plena, oportuna y documentada.

Artículo 16 B.- El gerente general, el fiscal, el auditor interno y los ejecutivos de la administración superior de la Mutualidad no podrán percibir remuneración ni dieta por su participación en el Directorio de las entidades filiales o coligadas a la Mutualidad.

Artículo 16 C.- Las reuniones del Directorio se realizarán a lo menos una vez al mes, con asistencia de la mayoría absoluta de directores.

Los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los directores asistentes con derecho a voto. En todo caso, respecto de las materias en que se señale expresamente, los estatutos podrán establecer quórum superiores.

Además, los estatutos especificarán la forma en que deberá efectuarse la citación a reunión del Directorio. En la referida citación se deberán indicar las materias específicas a tratar en la sesión respectiva.

Podrán participar en las sesiones de Directorio aquellos directores que, a pesar de no encontrarse presentes, estén comunicados simultánea y permanentemente a través de medios tecnológicos. La asistencia y participación en la sesión de los directores que ocupen estos medios será certificada bajo la responsabilidad del Presidente, o de quien haga sus veces, debiendo constar dicha certificación en el acta de la sesión respectiva.

Artículo 16 D.- Sin perjuicio de lo indicado en el artículo 12 de la ley N° 16.744, deberán someterse a consulta de la Superintendencia los acuerdos de Directorio referidos a:

a) Inversiones o gastos extraordinarios o fuera del curso normal de las operaciones, que involucren un monto igual o superior a diez mil unidades de fomento o que superen el 5% del patrimonio de la Mutualidad.

b) La formación, constitución e integración de sociedades, corporaciones de derecho privado, fundaciones o comunidades o el aporte de capitales a ellas. 

Por resolución fundada, la Superintendencia podrá disponer que una Mutualidad le eleve en consulta los acuerdos de Directorio referidos a las materias que fije esa entidad fiscalizadora.

Artículo 16 E.- Las deliberaciones y acuerdos del Directorio se escriturarán en un acta, por cualquier medio, siempre que éste ofrezca seguridad que no podrá haber intercalaciones, supresiones o cualquier otra modificación que pueda afectar su fidelidad, acta que será firmada por los directores que hubieren concurrido a la sesión.

Si alguno de ellos falleciere o se imposibilitare por cualquier causa para firmar el acta correspondiente, se dejará constancia en la misma de la respectiva circunstancia o impedimento.

Se entenderá aprobada el acta desde el momento de su firma por lo directores que hubieren concurrido a la sesión respectiva, y desde esa fecha se podrán llevar a efecto los acuerdos a que ella se refiere. Con todo, la unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento firmado, por todos ellos, que contenga el acuerdo adoptado.

El director que estimare que un acta adolece de inexactitudes u omisiones, tiene el derecho de estampar, antes de firmarla, las salvedades correspondientes.

Artículo 16 F.- Las sesiones del Directorio siempre deberán ser grabadas a través de medios que permitan registrar fielmente el audio de las deliberaciones, salvo acuerdo unánime de los directores en contrario. Las grabaciones indicadas deberán ser guardadas en reserva por la Mutualidad, hasta la aprobación del acta respectiva por todos los directores que deban firmarla, debiendo ser puestas a disposición de los directores que deseen comprobar la fidelidad de las actas sometidas a su aprobación.

Un director podrá solicitar que se incorpore en acta literalmente sus propias palabras, según el contenido de la grabación correspondiente, cuando estime que existen discrepancias fundamentales y sustanciales entre el contenido del acta y el de la grabación respectiva.

Artículo 16 G.- Los directores que hayan participado en una sesión no podrán negarse a firmar el acta que se levante de la misma. El acta correspondiente deberá quedar firmada y salvada, si correspondiere, antes que se celebre la siguiente sesión ordinaria.

La Superintendencia podrá autorizar, mediante norma de carácter general, que las Mutualidades adopten para tales fines la firma electrónica u otros medios tecnológicos que permitan comprobar la identidad de la persona que suscribe.

Artículo 16 H.- La individualización de los miembros del Directorio y de los gerentes generales de las Mutualidades deberá constar en un registro público que llevará la Superintendencia, no siendo aplicable lo dispuesto en el artículo 10 de la ley N° 20.500. Para tal efecto, dichas entidades deberán comunicarle todo nombramiento, vacancia o reemplazo que se produzca respecto de esos cargos en un plazo máximo de tres días hábiles contados desde ocurrido el hecho respectivo.”.

23) Reemplázase el artículo 17, por el siguiente:

“Artículo 17.- La Junta General de Adherentes a la Mutualidad es el organismo integrado por las entidades empleadoras adheridas a la misma, que representa a todos sus miembros y cuyos acuerdos son obligatorios para todos ellos.

Podrán participar en esta Junta, con derecho a voto, los representantes de las entidades empleadoras adherentes que estén al día en el pago de las cotizaciones establecidas en el Seguro Social de la ley N° 16.744. Para tal efecto, se considerará que se encuentran al día quienes no registren un atraso superior a dos meses.

Asimismo, podrá participar, sólo con derecho a voz, un representante de la Superintendencia.

También podrán participar, con derecho a voz, los representantes de los trabajadores en los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad de las empresas adheridas a la Mutualidad, en la forma que lo determinen los estatutos de cada una de ellas.

Las Juntas Generales de Adherentes serán ordinarias y extraordinarias.

Las Juntas podrán ser citadas por el Directorio de la Mutualidad, por entidades empleadoras adherentes que representen el 10% o más de los trabajadores afiliados, excluidos los trabajadores independientes; o, en casos calificados conforme a resolución fundada, por la Superintendencia.

En cualquier caso, a lo menos una vez al año, y dentro del primer cuatrimestre, debe realizarse una junta ordinaria de adherentes.

Son materias de las juntas ordinarias:

a) El examen de la situación de la Mutualidad y de los informes de los auditores externos;

b) La aprobación o el rechazo de los estados financieros y de la memoria anual de la Mutualidad;

c) La fijación de la dieta de los directores de la Mutualidad;

d) Conocer la labor realizada por el Directorio en el período desde la realización de la última junta ordinaria;

e) La elección de directores por parte de las entidades empleadoras;

f) La elección de los representantes de las entidades empleadoras que deben seleccionar al director en conformidad al artículo 10 A de esta ley;

g) Conocer la política y el presupuesto anual de inversiones; y

h) En general, cualquiera materia de interés de la Mutualidad, que no sea propia de la junta extraordinaria.

Los acuerdos deben adoptarse por la mayoría absoluta de las entidades empleadoras adherentes presentes en la Junta, ya sea personalmente o representados.

Son materias exclusivas de la junta extraordinaria de adherentes:

a) Las reforma de los Estatutos de la Mutualidad;

b) La fusión de la Mutualidad; y

c) La disolución de la Mutualidad.

Los acuerdos sobre estas materias sólo podrán aprobarse con el voto de los dos tercios de las entidades empleadoras adherentes presentes en la junta extraordinaria.

La reforma de los Estatutos de la Mutualidad deberá ser aprobada por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

En las demás materias, las Juntas se regirán por lo que establezcan los estatutos de cada Mutualidad.”.

24) Derógase el artículo 19.

25) Sustitúyase el artículo 20, por el siguiente:

“Artículo 20.- Corresponderá a la Superintendencia examinar, calificar y observar los estados financieros de las Mutualidades los que, según una norma de general aplicación que establezca dicha Superintendencia, deberán presentarse debidamente auditados por auditores externos inscritos en el registro de empresas de auditoría externa de la Superintendencia de Valores y Seguros.

En todo caso, respecto de los auditores externos que contraten las Mutualidades, la Superintendencia tendrá la facultad de impartirles normas para el desarrollo de sus funciones de auditoría y de requerirles cualquier información o antecedente relacionado con el cumplimiento de sus funciones.

La Superintendencia, mediante una instrucción de general aplicación, establecerá la forma y requisitos para la entrega de dicha información.”.

26) Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:

“Artículo 21.- Las Mutualidades, como administradoras del seguro de la ley Nº 16.744, percibirán ingresos por los siguientes conceptos:

a) Las cotizaciones que deben efectuar las entidades empleadoras adherentes y los trabajadores independientes afiliados con arreglo a lo prevenido en los artículos 15 y 16 de la ley Nº 16.744;

b) Las multas, reajustes e intereses correspondientes a la aplicación de la ley N° 17.322;

c) Las rentas producidas por las inversiones que respaldan los fondos de reserva;

d) Las rentas que produzcan otras inversiones;

e) Las cantidades que les corresponda por el ejercicio del derecho de repetir, de acuerdo con los artículos 56, 69 y 77 bis de la ley Nº 16.744;

f) Las donaciones, herencias, legados y aportes voluntarios que reciban;

g) Las rentas que se obtengan de las prestaciones médicas otorgadas conforme al artículo 29 del decreto ley N° 1.819, de 1977; y 

h) Los demás ingresos que establezcan las leyes.”.

27) Sustitúyase el artículo 22, por el siguiente:

“Artículo 22.- Las Mutualidades estarán obligadas a formar un fondo de reserva para pensiones, con el objeto de atender el pago de las pensiones, de los beneficios permanentes y de sus futuros reajustes. Asimismo deberán formar las otras reservas que sean necesarias para respaldar beneficios futuros en prestaciones médicas, subsidios e indemnizaciones, y las demás prestaciones establecidas por ley.

Las Mutualidades deberán constituir las referidas reservas considerando los parámetros técnicos establecidos por la Superintendencia, a través de una norma de aplicación general.”.

28) Reemplázase el artículo 23, por el siguiente:

 “Artículo 23.- Las Mutualidades deberán formar un fondo de reserva de eventualidades, no inferior al 2% ni superior al 5% de su ingreso total anual, porcentaje que se fijará por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social.”.

29) Sustitúyase el artículo 24, por el siguiente:

“Artículo 24.- Los recursos de libre disposición, del fondo de reserva para pensiones, del fondo de reserva de eventualidades, y de las otras reservas que señale la ley, deberán invertirse en los instrumentos financieros señalados en las letras a), b), c), d), e) y k) del artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y de acuerdo con las instrucciones emitidas al efecto por la Superintendencia.”.

30) Reemplázase el inciso segundo del artículo 25 por el siguiente:

“Se considerarán gastos de administración las remuneraciones del personal administrativo y los gastos propios del funcionamiento de las oficinas. Se excluyen los que no tengan dicha naturaleza, como los egresos destinados al pago de funciones técnicas, a la atención de los accidentados, a promover la seguridad y las labores de prevención de las empresas adherentes, entre otros.”.

31) Agrégase en el artículo 26, antes del punto final (.), la siguiente oración: “, las que deberán ser respaldadas con activos que definirá la Superintendencia mediante una instrucción de aplicación general”.

32) Incorpóranse los siguientes artículos 28 A y 28 B, nuevos, a continuación del artículo 28:

“Artículo 28 A.- Prohíbase a las Mutualidades:

a) Hacer donaciones de cualquier tipo;

b) Destinar los recursos que perciban a finalidades no autorizadas por la ley;

c) Formar, constituir o integrar sociedades, corporaciones de derecho privado, fundaciones o comunidades, que no digan relación con la labor y actividades que la ley les autoriza;

d) Hacer declaraciones, campañas publicitarias o emitir opiniones a través de cualquier medio de difusión público que menoscaben el prestigio o la acción de otras Mutualidades o de entidades previsionales;

e) Efectuar publicidad o promoción de sus actividades que induzca a equívocos o a confusiones, ya sea en cuanto a su realidad institucional o patrimonial, o a los fines o fundamentos del Seguro Social de la ley N° 16.744; y

f) Conceder beneficios adicionales a los establecidos en la ley N° 16.744 a las entidades empleadoras adherentes.

Artículo 28 B.- La fusión de Mutualidades consiste en la reunión de dos o más de dichas entidades en una sola que la sucede en todos sus derechos y obligaciones, y a la cual se incorporan la totalidad del patrimonio, de las obligaciones, y de las entidades empleadoras adheridas y de los trabajadores independientes afiliados a cualquiera de los entes fusionados.

Esta fusión podrá ser por creación o por incorporación, conforme lo define el artículo 99 de la ley N° 18.046, no procediendo la liquidación de las Mutualidades fusionadas.

En todo caso, cuando sea fusión por creación, la nueva Mutualidad deberá cumplir con los requisitos y el procedimiento de constitución establecidos en el artículo 12 de la ley 
N° 16.744 y en este Estatuto Orgánico.”.

34) Reemplázase el artículo 29, por el siguiente:

“Artículo 29.- Una Mutualidad podrá ser intervenida por la Superintendencia cuando, a juicio de ésta y previa investigación, incurra en incumplimiento grave y reiterado de las disposiciones legales, reglamentarias o estatutarias que la rigen o de las instrucciones que ella hubiere impartido, respecto de las obligaciones de reservas, o del correcto otorgamiento de las prestaciones económicas, médicas, o de ambas, que puedan afectar el adecuado funcionamiento de dicha entidad.

La intervención de una Mutualidad será declarada por la Superintendencia previa citación de la respectiva entidad. La resolución que declare la intervención será fundada; fijará la fecha en que la intervención deba iniciarse; determinará el plazo de su duración; designará a un interventor y fijará el honorario de éste, el que será de cargo de la Mutualidad intervenida.

En todo caso, la afectada podrá reponer dicha resolución ante la Superintendencia en el plazo de cinco días desde su dictación. Cuando no deduzca dicha reposición o ésta sea rechazada por la Superintendencia, la Mutualidad podrá recurrir ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en los términos indicados en los artículos 58 y siguientes de la ley N° 16.395.

La intervención podrá ser decretada hasta por el plazo de un año, el que podrá ser ampliado por una sola vez, hasta por el mismo tiempo.

La designación de interventor deberá re-caer en una persona que no sea director ni dependiente de la Mutualidad intervenida y que posea título profesional universitario y acredite experiencia en administración de empresas. El interventor deberá constituir fianza de fiel cumplimiento de sus funciones por el monto y en la forma que determine la Superintendencia.

La Superintendencia podrá sustituir, en cualquier tiempo, al interventor que haya designado.

El interventor asumirá las funciones del Directorio y del gerente general de la Mutualidad intervenida. Podrá, sin embargo, delegar alguna de las funciones que le competan, quedando obligado solidariamente ante la Mutualidad por los actos que en virtud de la delegación efectúen los delegados.

Durante el período de intervención se suspenderá el funcionamiento del Directorio de la Mutualidad, no correspondiendo dieta a sus directores, y los trabajadores de la respectiva Mutualidad quedarán sujetos a la dirección del interventor.

Al término de la intervención la Superintendencia podrá, previo informe del interventor, disponer la renovación total del Directorio, la que se efectuará conforme a esta ley y a los estatutos de la respectiva Mutualidad.

Al término de sus funciones el interventor deberá presentar a la Superintendencia un informe circunstanciado de su gestión, sin perjuicio de los que dicho Servicio pueda solicitarle cuando lo estime conveniente.

La Superintendencia pondrá término anticipado a la intervención cuando considere innecesaria la mantención de dicha medida.”.

35) Sustitúyase el artículo 30, por el siguiente:

 “Artículo 30.- Las Mutualidades se disolverán por decreto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previo informe de la Superintendencia de Seguridad Social, por cualquiera de las siguientes causales:

a) Por acuerdo de los adherentes, en la forma que dispongan los estatutos;

b) Por infracción al artículo 12 de la ley Nº 16.744; y

c) Cuando la Mutualidad se encuentre en una situación de insolvencia financiera o de compromiso patrimonial que ocasione que su continuidad no resulte viable.

La Superintendencia deberá, mediante re-solución fundada, destinar los recursos de la Mutualidad que se disuelve al pago de las obligaciones que, conforme a la ley, correspondan.

Luego del pago de las obligaciones lega-les, y en caso de existir algún remanente, el Presidente de la República deberá señalar las instituciones previsionales entre las cuales se repartirán los fondos de la Mutualidad disuelta.”.

36) Derógase el artículo 31.

37) Deróganse los artículos segundo y tercero transitorios.

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.-
Las Mutualidades de Empleadores existentes a la fecha de publicación de esta ley deberán presentar al Ministerio del Trabajo y Previsión Social la adecuación de sus estatutos a las disposiciones de esta ley, dentro del plazo de ciento veinte días contados desde la vigencia de esta última, e inscribirse en el mismo plazo en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, a cargo del Servicio del Registro Civil e Identificación.

Artículo segundo transitorio.-
Los Directorios de las Mutualidades deberán renovarse, conforme a lo dispuesto por el decreto supremo (decreto con fuerza de ley) N° 285, de 1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, modificado por esta ley, en la junta ordinaria de adherentes inmediatamente posterior a la aprobación de sus nuevos estatutos, de acuerdo a lo establecido al artículo anterior. Los directores que estén desempeñando sus funciones a la fecha de dicha junta, que se presenten a la reelección, se considerarán que ya han cumplido un período en sus cargos, para todos los efectos legales.

Artículo tercero transitorio.- Se entenderán derogadas todas las normas legales que contengan disposiciones contrarias a lo establecido en esta ley.”.

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; EVELYN MATTHEI FORNET, Ministra del Trabajo y Previsión Social.
“Informe Financiero
Proyecto de ley que modifica el estatuto orgánico de las mutualidades de empleadores.

Mensaje N° 179-360.

I. ANTECEDENTES


La ley N° 16.744, publicada el año 1968, que estableció el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales en su artículo 13, facultó al Presidente de la República para que, dentro de un año desde su publicación, dictara el Estatuto Orgánico que regiría a las Mutualidades. Dicho Estatuto Orgánico, ha permanecido sin variaciones relevantes durante los últimos 44 años, situación que ha significado que el referido texto no responda cabalmente a los estándares con los que actualmente deben administrarse dichas organizaciones.


Este proyecto, recoge iniciativas sobre la materia considerando los siguientes aspectos:


1. En términos generales, se propone fortalecer y modernizar la administración de las Mutualidades, en especial, sus Directorios; regular los eventuales conflictos de interés; y asegurar mayor transparencia en su funcionamiento y en la información que entreguen a los interesados.


2. Se ha estimado necesario regular aquellos aspectos que no se tratan en la legislación actualmente vigente, o cuya regulación debe perfeccionarse:


a) Fortalecimiento del rol de los directores.


b) Regulación de conflictos de interés y uso de información reservada.


c) Regulación de la información pública sobre Mutualidades, para garantizar su transparencia, suficiencia y oportunidad.


d) Rol de las Juntas de Adherentes.


3. Además, se ha estimado necesario regular otras materias que dicen relación con el funcionamiento de las Mutualidades, a saber: Inversiones de sus fondos de reservas; fusión de dos o más corporaciones; y normas de intervención o disolución en caso que la autoridad lo estime conveniente.

II. EFECTO DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL.


El presente proyecto de ley no implica un mayor gasto fiscal.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”
2. Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el “acuerdo para la constitución de la Academia Internacional contra la corrupción como organización internacional”, hecho en Viena, el 2 de septiembre de 2010. (boletín N° 8574-10).
“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el “Acuerdo para la Constitución de la Academia Internacional Contra la Corrupción como Organización Internacional”, hecho en Viena, el 2 de septiembre de 2010.

I. ANTECEDENTES

La Academia Internacional contra la Corrupción (IACA) surgió como una iniciativa conjunta de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (Onudd), la República de Austria y la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF), entre otras. 

La IACA se estableció como tal organización internacional a partir del 8 de marzo de 2011, una vez que su Acuerdo constitutivo fue ratificado por la República de Austria, por la Organización Europea de Derecho Público y por el Centro Internacional para el Desarrollo de Políticas de Migración, cumpliendo de esa manera con el número de ratificaciones necesarias para su entrada en vigor.

La IACA es una institución pionera que tiene como objetivo superar las deficiencias actuales en el conocimiento y la práctica en el campo de la lucha contra la corrupción y funcionará como un centro independiente, de excelencia, en el campo de la educación contra la corrupción, la formación, la creación de redes, la cooperación y la investigación académica, basada sobre todo en el marco de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Uncac).

Chile suscribió este Acuerdo el 2 de septiembre de 2010.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El Acuerdo consta de un Preámbulo, el cual consigna los motivos por los cuales las Partes decidieron su constitución, y XXI Artículos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo.

1. Preámbulo

Las Partes reconocen en el Preámbulo la importancia de la lucha contra la corrupción, para lo cual la capacitación y la asistencia técnica se estima son instrumentos fundamentales, siendo los componentes principales de éstas la enseñanza, la formación profesional y la investigación. 

Teniendo presente además, el carácter global e integrador de esta iniciativa y la importancia de colaborar en una acción conjunta a nivel mundial y regional se insta a los Estados a aunar las fuerzas y adherirse al Acuerdo que constituye la Academia Internacional contra la Corrupción.

2. Disposiciones esenciales

a. Constitución, régimen jurídico, finalidad y actividades de la Academia

El Artículo I constituye a la Academia Internacional contra la Corrupción como una organización internacional, estableciendo que posee capacidad jurídica internacional y enumera sus atribuciones, entre las que destacan: contratar; adquirir y enajenar bienes muebles e inmuebles; entablar y contestar acciones judiciales; adoptar las medidas necesarias para la plena consecución de su objetivo. Finaliza la disposición indicando que la Academia desarrollará sus actividades de conformidad con el presente Acuerdo.

El Artículo II fija el objetivo de la Academia, cual será promover la prevención y la lucha contra la corrupción de manera eficaz y eficiente, mediante: la enseñanza y la formación profesional en materia de lucha contra la corrupción; la investigación de todos los aspectos relativos a la corrupción; la prestación de otras formas pertinentes de asistencia técnica en la lucha contra la corrupción; el fomento de la cooperación internacional y la creación de redes en relación con la lucha contra la corrupción.

Por otro lado, atendido a que la Academia es una entidad destinada a promover la mejor comprensión de un fenómeno global, como es la corrupción, desde una perspectiva científica, en las actividades que desarrolle a fin de satisfacer su objetivo, deberá respetar el principio de libertad de cátedra, rigiéndose por criterios de excelencia académica y de diversidad cultural.

b. Sede y Órganos de la Academia

El Artículo III establece que la Academia tendrá su Sede en la localidad de Laxenburg (Austria) conforme a las condiciones acordadas entre la Academia y la República de Austria.

En lo que se refiere a la estructura orgánica de la Academia, el Artículo IV prevé la existencia de la Asamblea de las Partes “la Asamblea”; la Junta de Gobernadores “la Junta”; la Junta Consultiva Superior Internacional; la Junta Consultiva Académica Internacional; y el Decano.

Sobre la Asamblea, el Artículo V consigna que estará integrada por representantes de las Partes, con derecho a voto, y servirá de foro para que las Partes celebren consultas sobre la política general de la Academia y otras cuestiones de interés en el marco del presente Acuerdo. Los miembros de la Junta y el Decano podrán participar en las reuniones de la Asamblea sin derecho a voto.

En particular, la Asamblea tendrá las siguientes atribuciones: (a) adoptará recomendaciones relativas a las políticas y la gestión de la Academia para su examen por la Junta; (b) aprobará el programa de trabajo y el presupuesto propuestos por la Junta; (c) participará en actividades de recaudación de fondos para la Academia de conformidad con el artículo XI; (d) elegirá a los miembros de la Junta de conformidad con el artículo VI; (e) decidirá la destitución de miembros de la Junta, cuando proceda, por una mayoría de dos tercios; (f) revisará el progreso de las actividades de la Academia teniendo en cuenta, entre otras cosas, los informes de la Junta; (g) aprobará acuerdos internacionales; (h) aprobará el establecimiento de instalaciones y servicios en otros lugares. 

El Artículo VI trata de la Junta de Gobernadores, la cual estará integrada por once miembros y se encargará de la administración de la Academia. 

A su turno, la Junta entre sus finalidades: (a) decidirá la estrategia, las políticas y las directrices aplicables a las actividades de la Academia; (b) aprobará las normas que regirán el funcionamiento de la Academia, en particular el reglamento financiero y el reglamento del personal; (c) nombrará al Decano por un período prorrogable de cuatro años, evaluará sus actividades y lo destituirá en caso necesario; (d) establecerá, cuando proceda, juntas consultivas y elegirá a sus miembros; (e) elegirá a los miembros de la Junta Consultiva Superior Internacional y de la Junta Consultiva Académica Internacional, tomando debidamente en consideración sus calificaciones y experiencia profesional, el principio de la distribución geográfica equitativa y la igualdad de género; (f) presentará el programa de trabajo y el presupuesto de la Academia a la Asamblea para su aprobación; (g) nombrará al auditor externo independiente; (h) aprobará el estado anual de cuentas de la Academia comprobado por el auditor; (i) dará cuenta a la Asamblea del progreso de las actividades de la Academia; (j) examinará las recomendaciones de la Asamblea relativas a las políticas y la gestión de la Academia; (k) adoptará estrategias y directrices para asegurar los recursos financieros de la Academia y secundará la labor del Decano a tal efecto; (l) fijará las condiciones de admisión de los candidatos para participar en las actividades académicas de la Academia; (m) aprobará el establecimiento de relaciones de cooperación de conformidad con el artículo XIII; (n) presentará los acuerdos internacionales a la Asamblea para su aprobación; (o) evaluará las actividades de la Academia teniendo en cuenta los informes del Decano y formulará recomendaciones con respecto a esas actividades.

El Artículo VII dispone que la junta de Gobernadores estará asesorada por la Junta Consultiva Superior Internacional, la cual estará integrada por un máximo de 15 miembros, que serán eminentes personalidades con excelentes referencias y amplios conocimientos en diversos campos que revistan importancia para las actividades de la Academia. La función de la Junta Consultiva Superior Internacional consistirá en reflexionar sobre las actividades de la Academia, aportar observaciones y consejos sobre la manera de lograr y mantener el máximo nivel de competencia en función de la finalidad de la Academia.

El Artículo VIII consigna que la Junta estará asesorada en cuestiones relativas a la enseñanza, la formación y la investigación por la Junta Consultiva Académica Internacional, integrada por un máximo de 15 miembros, que serán eminentes personalidades académicas o expertos con las más altas calificaciones en los ámbitos de la práctica, formación e investigación en materia de lucha contra la corrupción y/o de la justicia penal y la ejecución de la ley en relación con la lucha contra la corrupción, así como en otros ámbitos que revistan importancia para las actividades de la Academia.

De conformidad con el Artículo IX, el Decano es el órgano encargado de la gestión cotidiana de la Academia y de su programa sustantivo, debiendo informar y rendir cuentas a la Junta. En particular, el Decano ejercerá la representación externa de la Academia, velará por su adecuada administración, preparará su programa de trabajo y su presupuesto, pondrá en marcha el programa de trabajo y ejecutará el presupuesto de cada año, presentará a la Junta informes anuales y especiales sobre las actividades de la Academia, celebrará contratos y acuerdos en nombre de la Academia, negociará acuerdos internacionales para su examen por la Junta y su aprobación por la Asamblea, buscará activamente una financiación adecuada para la Academia y aceptará contribuciones voluntarias en nombre de la Academia de conformidad con las estrategias y directrices pertinentes de la Junta y con el reglamento financiero, entre otras funciones que determine la Junta.

c. Personal académico y administrativo


La Academia contará con personal académico y administrativo, de conformidad con el Artículo X, a fin de poder desarrollar sus funciones. El personal docente podrá ser contratado a tiempo parcial o como visitante, contemplándose expresamente la posibilidad de acordar con universidades y otras instituciones permanentes la adscripción de personal.

d. Financiación de la Academia

Sin perjuicio del objetivo a largo plazo de autofinanciación de la Academia, el Artículo XI trata de los recursos de la Academia, entre los cuales menciona: las contribuciones voluntarias de las Partes en el presente Acuerdo; las contribuciones voluntarias del sector privado y otros donantes; los derechos de matrícula, pagos de inscripción a cursos prácticos de capacitación y honorarios de asistencia técnica, ingresos por concepto de publicaciones y otros servicios; los ingresos devengados por esas contribuciones, derechos y honorarios, rentas y otros ingresos entre los que se encuentran los procedentes de fideicomisos y dotaciones de fondos.

En cuanto al ejercicio económico de la Academia, éste comenzará el 1 de enero y finalizará el 31 de diciembre y las cuentas de la Academia se someterán anualmente a una auditoría externa independiente que responderá a los criterios más rigurosos en materia de transparencia, rendición de cuentas y legitimidad.

Finaliza esta disposición alentando a las Partes a que participen en actividades de recaudación de fondos para la Academia, en particular mediante la organización conjunta de conferencias de donantes.

e. Consultas e intercambio de información y relaciones de cooperación

El Artículo XII preceptúa que las Partes en el presente Acuerdo se mantendrán mutuamente informadas y se consultarán sobre cuestiones de interés relativas a su cooperación en el marco del presente Acuerdo. Éste intercambio de información se llevara a cabo de conformidad con las normas relativas a la divulgación de información aplicables a cada una de las Partes y estará sujeta a acuerdos que las Partes podrán celebrar para proteger la confidencialidad, el carácter reservado y la seguridad de la información compartida.

El Artículo XIII prescribe que la Academia podrá establecer relaciones de cooperación con Estados y con otras organizaciones internacionales y entidades públicas o privadas que puedan contribuir a la labor de la Academia.

f. Privilegios, inmunidades y responsabilidad

El Artículo XIV estipula que la Academia, los miembros de la Asamblea, de la Junta, de la Junta Consultiva Superior Internacional y de la Junta Consultiva Académica Internacional, el Decano, el personal y los expertos de la Academia gozarán de los privilegios e inmunidades acordados entre la Academia y la República de Austria. La Academia podrá celebrar acuerdos con otros Estados para garantizar los privilegios e inmunidades apropiados.

El Artículo XV indica que las Partes en el presente Acuerdo no asumirán responsabilidad alguna, individual ni colectiva, por las deudas, el pasivo ni otras obligaciones contraídas por la Academia; en todos los acuerdos celebrados por la Academia en virtud del Artículo XIV figurará una declaración en este sentido.

g. Disposiciones finales

El Artículo XVI señala que el presente Acuerdo podrá modificarse únicamente con el consentimiento de todas las Partes en él. Dicho consentimiento se notificará por escrito al Depositario. Toda modificación entrará en vigor después de que el Depositario reciba la notificación de todas las Partes en el presente Acuerdo, o en cualquier otra fecha que las Partes acuerden.

El Artículo XVII contiene las “Disposiciones transitorias”, donde las Partes reconocen la existencia de disposiciones transitorias relacionadas con la constitución y las actividades iniciales de la Academia que figuran en el Memorando relativo a la constitución de la Academia Internacional contra la Corrupción en Laxenburg (Austria), de 29 de enero de 2010, y convienen en observarlas hasta que los órganos de adopción de decisiones de la Academia entren plenamente en funcionamiento. Toda decisión que afecte a las obligaciones contraídas respecto de la constitución y las actividades iniciales de la Academia, o que genere obligaciones para los socios (la UNODC, la Asociación “Amigos de la Academia” o la República de Austria), solamente podrá ser adoptada por todos los miembros de la Junta.

El Artículo XVIII sobre “Entrada en vigor y Depositario” trata de la entrada en vigor del Acuerdo y señala que el Ministro Federal de Asuntos Europeos e Internacionales de la República de Austria será el Depositario del presente Acuerdo.

El Artículo XIX consigna que toda controversia que surja entre la Academia y cualquier Parte, o entre cualesquiera de las Partes, en virtud del presente Acuerdo, relativa a la interpretación o aplicación del presente Acuerdo, o de cualquier otro acuerdo complementario, o relativa a cualquier cuestión que afecte a la Academia o a las relaciones entre las Partes que no se solucione mediante negociación u otro modo convenido de solución de controversias, se someterá a un tribunal compuesto por tres árbitros para su resolución definitiva.

El Artículo XX dispone que toda Parte en el presente Acuerdo podrá denunciarlo mediante notificación escrita al Depositario, la que surtirá efecto tres meses después de que el Depositario reciba la notificación.

El Artículo XXI estipula que las Partes en el presente Acuerdo podrán poner término al mismo por decisión unánime en cualquier momento y poner fin a las actividades de la Academia mediante notificación escrita al Depositario. 

En mérito de lo expuesto y teniendo presente la importancia de este instrumento internacional en la lucha contra la corrupción, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente 

“PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO: Apruébase el “Acuerdo para la Constitución de la Academia Internacional Contra la Corrupción como Organización Internacional”, hecho en Viena, el 2 de septiembre de 2010.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ALFREDO MORENO CHARME, Ministro de Relaciones Exteriores.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8501-25
	Modifica el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, a fin de crear una nueva instancia para la calificación y clasificación de su personal de nombramiento institucional.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales –incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
4. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8487-07
	Suprime el actual Servicio Nacional del Menores, creando dos nuevos Servicios de atención a la infancia y adolescencia.

	
	

	8330-15
	Modifica Ley de Fomento a la Marina Mercante, (Decreto Ley N° 3.059 de 1979), y ley sobre Impuesto a la Renta (Decreto Ley N° 824 de 1974), permitiendo que naves mercantes chilenas y extranjeras, puedan realizar cabotaje.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales –incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
5. Oficio del H. Senado por el cual comunica que ha aprobado, en los mismos términos, los proyecto refundidos, iniciado en moción, con urgencia “discusión inmediata”, que “Establece el 19 de septiembre como feriado obligatorio e irrenunciable para los dependientes de comercio”. (boletines Nos 7921-13 y 8506-13).


“Valparaíso, 5 de septiembre de 2012.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que establece el 19 de septiembre como feriado obligatorio e irrenunciable para los dependientes de comercio, correspondiente a los Boletines N°s 7.921-13 y 8.506-13, refundidos.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.328, de 28 de agosto de 2012.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
6. Oficio del H. Senado por el cual comunica que ha aprobado, en los mismos términos, el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “discusión inmediata”, que “Modifica la Ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa, respecto del valor de las licencias y otras materias.”. (boletín N° 7946-21).


“Valparaíso, 5 de septiembre de 2012.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que modifica la ley 
N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa, respecto del valor de las licencias y otras materias, correspondiente al Boletín N° 7946-21.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.323, de 14 de agosto de 2012.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
7. Oficio del H. Senado por el cual comunica que ha aprobado las enmiendas al proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, sobre “Asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal.”. (boletín N° 8.389-03).


“Valparaíso, 5 de septiembre de 2012.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado las enmiendas introducidas por esa Honorable Cámara al proyecto de ley sobre asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal, correspondiente al Boletín N° 8.389-03.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.342, de 30 de agosto de 2012.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
8. Oficio del H. Senado por el cual comunica que ha aprobado el proyecto, iniciado en moción que “Modifica la ley N° 20.272, respecto de monumento en memoria de Su Santidad Juan Pablo II.”. (boletín N° 7868-04) (S).

“Valparaíso, 5 de septiembre de 2012.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo de la Moción, informe y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín N° 7.868-04:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese, en el artículo 7º de la ley 

Nº 20.272, la expresión numérica “tres” por “seis”.”.

-o-


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
9. Nuevo informe de la Comisión de Minería y Energía acerca del proyecto de ley sobre seguridad e institucionalidad minera. (boletín N° 7848-08-A).

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Minería y Energía pasa a emitir un nuevo informe, sobre el proyecto de ley, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, sobre Seguridad e Institucionalidad Minera, de de acuerdo a lo dispuesto por la H. Sala en su sesión 29ª de fecha 16 de mayo de 2012, lo que fue comunicado al Presidente de la Comisión, por oficio 
N° 10.180. Su urgencia ha sido calificada de “suma”, en todos sus trámites.

El proyecto tiene por objeto perfeccionar dos ejes fundamentales de la actividad minera: la institucionalidad a cargo de la fiscalización de la actividad, y las normas que regulan la seguridad minera. Para ello, se propone la dictación de una Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, que incorpora en un solo texto las instituciones públicas que estarán relacionadas con la actividad minera, distintas del Ministerio de Minería.

Al respecto, se propone la creación de la Superintendencia de Minería, que desarrollará labores que hasta hoy realiza la Subdirección de Minería de Servicio Nacional de Geología y Minería, Sernageomín. Además, se crea el Servicio Geológico de Chile, el que sustituirá las funciones que hoy en día le corresponden ejecutar a la Subdirección Nacional de Geología.

Constancias reglamentarias.

Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:

Artículos nuevos: Artículo 9° transitorio

Indicaciones rechazadas: 24.

Indicaciones declaradas inadmisibles: 32.

Normas de ley orgánica constitucional o de quórum calificado: Los artículos 61, 78 y 79 son normas de carácter orgánico constitucional, por cuanto la Comisión estima que se le otorgan nuevas atribuciones a los tribunales de justicia.

Al respecto, la Comisión acordó solicitar el parecer de la Excma. Corte Suprema, respecto de estos artículos.

El artículo 60 debe ser votado como norma de quórum calificado, por cuanto establece el carácter de secreto a reservado de la denuncia anónima calificada, para los efectos de lo dispuesto en la ley N° 20.285.

Normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda: La Comisión estimó que los artículos 1°, 18 y 19 del Artículo Primero, y los artículos 1° y 9° del Artículo Segundo del proyecto, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda. Dicha Comisión emitió su informe al respecto.

Cabe señalar que en este nuevo informe, las modificaciones efectuadas a los artículos ya individualizados, no irrogan nuevos gastos al erario nacional.

Aprobación en general: El proyecto de ley fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Harboe, Kort, Lemus, Marinovic, Núñez, Rojas, Vilches y Ward.

Diputado Informante: Se designó Diputado Informante al señor Manuel Rojas Molina.

-o-

Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner San Martín; el asesor del Ministerio, señor Francisco Salas.

Además, fueron especialmente invitados por la Comisión, para que dieran su opinión respecto del proyecto en estudio, las siguientes personas:

-Por la Asociación Minera de Cabildo.

El Presidente, señor Nelson Saavedra Quiroz y el Vicepresidente, señor Francisco Araya.

-Por la Asociación Minera de Petorca.

El Presidente, señor Mario Muñoz Salas, y el Secretario de dicha Asociación, señor Héctor Fuentes.

-Por la Asociación Minera de Taltal.

El Vicepresidente, señor Jorge Pavletic.

-Por la Asociación Minera de Illapel.

El Presidente, señor Miguel Aguirre Bustamante.

-Por la Asociación Minera de Tierra Amarilla.

El Presidente, señor Mario Morales Véliz.

-Por la Asociación Minera de Pirquineros de Tierra Amarilla.

El Presidente señor Luciano Pinto Martínez y el Secretario, señor Joel Carrizo Tello.

-Por la Asociación Minera de Copiapó.

El Presidente, señor Eduardo Catalano.

-Por la Asociación de Funcionarios del Servicio Nacional de Geología y Minería.

La Presidenta, señora Francisca Falcón Hernández; el Secretario señor Vlamir Muñoz y los Directores señores Rodrigo Beas y Enrique Lira.

-Por el Sindicato Unificado de Trabajadores de la División Andina de Codelco.

El Presidente, señor Manuel Cañas; el Director señor Nelson Soto Aguilera, y el Asesor Legal, señor Rodrigo Ruiz-Tagle.

-Por el Servicio Nacional de Geología y Minería.

El Director Nacional, señor Enrique Valdivieso.

-Por la Empresa Nacional de Minería.

El Vicepresidente Ejecutivo, señor Williams Díaz Román.

-Por la Asociación de Funcionarios de Cochilco.

La Presidenta, señora Andrea Romero; la Secretaria, señora Milena González y el Tesorero, señor Oscar Arce.

-Por la Asociación Minera de Catemu.

El Presidente, señor Luis Castillo Arancibia y el Consejero señor Luis Taucano Pereira.

-Por la Asociación Minera de San Felipe.

El Presidente, señor Gonzalo Bejarano Vargas.

-Por la Asociación Minera de Putaendo.

El Presidente, señor Valentín Salinas Urbina y el Consejero señor Martín Espíndola.

-Por la Asociación Minera de Rancagua.

El Presidente, señor José Parra.

-Por la Asociación Minera de Cabildo.

El Presidente, señor Nelson Saavedra Quiroz y el Vicepresidente señor Francisco Araya.

-Por la Asociación Minera de Petorca.

El Presidente, señor Mario Muñoz Salas, el Secretario señor Héctor Fuentes Cortes y el señor Patricio Gatica Rossi.

-Por la Corporación del Cobre de Chile, Codelco.

El Presidente del Directorio de Codelco, señor Gerardo Jofré Miranda y el Presidente Ejecutivo de Codelco, señor Diego Hernández Cabrera.

-Por la Corporación Chilena del Cobre, Cochilco.

El Vicepresidente Ejecutivo de Cochilco, señor Andrés Mac-Lean Vergara.

-Por la Federación de Trabajadores del Cobre.

El Presidente, señor Raimundo Espinoza Concha y el Director, señor Guillermo Lemaitre Salinas.

-Por la Sociedad Nacional de Minería.

El Presidente, señor Alberto Salas Muñoz y la Asesora Legal, señora Paulina Riquelme.

-Por las Asociación de Medianas y Pequeñas Mineras de la IV Región (CORMINCO).

El Gerente, señor Juan Carlos Sáez.

-Por la Asociación Minera La Higuera.

El Presidente, señor Luis Godoy Leyton.

-Por la Asociación Minera de La Serena.

El Presidente, señor Claudio Canut de Bon.

-Por la Confederación de Trabajadores del Cobre.

El Presidente, señor Cristian Cuevas Zambrano; el Vicepresidente, señor Manuel Ahumada Letelier; el Secretario General, señor Jedry Velis Palma; el Tesorero, señor Luciano Huerta Paillacar; el Director, señor Miguel Santana; el Asesor Jurídico, señor Luis Villazón, y el periodista del Departamento de Comunicaciones, señor Claudio Valenzuela.

-Por el Colegio de Profesionales Expertos en Seguridad Minera de Chile A.G., Copresem.

El Presidente, señor Jorge Fernando Ramírez Manzano; el Vicepresidente, señor Luís Loyola Irribarra; el Secretario Nacional Reginaldo Leverton González; el Tesorero Nacional, señor Víctor Peña Droguett; el Presidente del Consejo Antofagasta, señor Jorge Salina Torres, y el Tesorero del Consejo Antofagasta, señor Eladio Alvarado Fuentes.

-La Experta de la OIT, Especialista en Seguridad y Salud en el Trabajo.

Señora Carmen Bueno.

-El Asesor Legal del Directorio de la SONAMI.

Abogado señor Alfredo Gutiérrez.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

En el mensaje se indica que el Gobierno tiene una especial preocupación por los trabajadores de nuestro país, por lo cual, está en permanente búsqueda para encontrar los mecanismos adecuados, que mejoren las condiciones laborales y de seguridad en los lugares de trabajo, de forma tal, que la vida y la salud estén siempre protegidas y debidamente resguardadas.

Se agrega que la industria minera constituye para nuestro país, un desarrollo económico de la más alta importancia, y en razón de las especiales características en que se desarrolla dicha actividad, es necesario cuidar los aspectos de seguridad para los trabajadores que realizan sus faenas mineras, además deben tener una normativa especial de rango legal. También se hace necesario, establecer un ente especializado habilitado legalmente para fiscalizar y sancionar las infracciones a la normativa de seguridad minera.

Por otra parte, se busca dar un nuevo impulso a la normativa de seguridad minera, de forma que exista una institucionalidad específica dotada de facultades normativas, fiscalizadoras y sancionatorias, de acorde a los estándares técnicos que son de una alta complejidad y que deben estar en relación con la legislación actual. Lo anterior es del todo necesario para proteger eficazmente la seguridad de las personas que trabajan en la minería, así como de los terceros que pudieran verse afectados.

Se indica que la actividad minera se ejecuta, en su gran mayoría, bajo altos estándares de seguridad, creando y desarrollando permanentemente tecnologías y procesos que resguardan la integridad de sus trabajadores. Los riesgos inherentes a dicha actividad pueden implicar que una sola infracción, que se traduzca en un grave accidente.

Por otra parte es del caso señalar, que el accidente minero ocurrido en la mina San José en agosto del año pasado, y las conclusiones a las que llegaron tanto las Comisiones Asesora Presidencial en Materia de Minería, encabezada por el destacado profesor y abogado don Juan Luis Ossa, como la Comisión Investigadora que se formó en la Cámara de Diputados a causa de dicho accidente, reforzaron la perspectiva del Gobierno en cuanto a que existe una prioridad necesaria para efectuar las reformas necesarias para el sector minero.

En efecto, se hizo un detallado análisis del informe emitido por la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados, sobre las causas que produjeron el accidente, y la experiencia adquirida por las actuales autoridades durante el rescate de los 33 mineros, lo que permitió al Gobierno detectar la esencia de los problemas que deben superarse en forma urgente para evitar que lo sucedido en la mina San José no vuelva a ocurrir y para disminuir los niveles de accidentabilidad y fatalidades que presenta la actividad minera en nuestro país.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

Se plantea que a raíz de los accidentes mineros ocurridos últimamente, el gobierno ha determinado que es necesario perfeccionar la fiscalización de la actividad minera y establecer normas adecuadas que regulen la seguridad minera.

Institucionalidad que existe actualmente sobre la fiscalización de la actividad minera.

Se indica que el organismo público que tiene a su cargo la fiscalización de la seguridad minera, es el Servicio Nacional de Geología y Minería, el que no tiene en la actualidad las debidas atribuciones ni especificidad con que la legislación moderna dota a organismos técnicos con funciones similares. Se creó por decreto ley N°3.525, de 1980, mediante el cual, fusionó al Instituto de Investigaciones Geológicas, que dependía de la CORFO, y al Servicio de Minas del Estado, que dependía del Ministerio de Minería.

Este organismo fue creado con el objeto de asesorar al Ministerio de Minería en materias geológicas y mineras, en el área minera. Para lo cual, elabora cartas temáticas básicas, con su respectiva investigación; además, le corresponde velar por el cumplimiento de los reglamentos de policía y seguridad, y sancionar a sus infractores; proponer normas sobre seguridad; intervenir en los programas y cursos de capacitación a los trabajadores mineros; fiscalizar el uso de explosivos; efectuar informes dentro del procedimiento de constitución de concesiones mineras; llevar el catastro y la estadística minera, y efectuar estudios remunerados.

Se plantea que con el transcurso del tiempo, diversas leyes le fueron entregando al Sernageomín, otro tipo de funciones, como era lo relativo a materias ambientales, para ello, efectúa análisis de temas ambientales relacionados con la minería, la revisión de planes de cierre de faenas mineras abandonadas y paralizadas, incluyendo la actualización del catastro.

Sin embargo, también tiene atribuciones en materias de geología, cuyos fines son diferentes al tema de la seguridad de los trabajadores mineros. Esta es una razón más que suficiente para crear un nuevos organismos públicos, dedicados exclusivamente a velar por la vida y seguridad de las personas quienes dedican su vida a tan importante labor, como lo es la minería en nuestro país.

Esto tiene relación directa con las propuestas que contenía el informe efectuado por la Comisión Investigadora sobre el derrumbe de la mina San José, en el que se solicita la transformación de Sernageomín, para que se transforme en una Superintendencia de Minería, así como también que ciertas disposiciones contenidas en el Reglamento de Seguridad Minera adquieran rango legal, para que este nuevo organismo se dedique a efectuar una fiscalización total de las empresas mineras.

Es por ello, que el actual gobierno cree firmemente que la creación de una Superintendencia de Minería, implicará una mejora en la realidad cotidiana que afronta una gran cantidad de chilenos, que se dedican a la actividad minera. Junto con la creación de este organismo especializado e imparcial, se establecerá una normativa aplicable a estas materias, el que tendrá una estructura diseñada para cumplir con las metas propuestas y le permitirá aplicar sanciones disuasivas a quienes incumplan con las reglas necesarias para mantener la seguridad de los trabajadores en la actividad minera.

Actual normativa sobre seguridad minera.

Las normas sobre seguridad minera están contenidas actualmente en el Reglamento de Seguridad Minera, el que establece el marco regulatorio, al que deben someterse las faenas mineras, para proteger la vida e integridad física de las personas y las instalaciones e infraestructura minera.

Su campo de aplicación comienza en la exploración de los yacimientos y llega hasta la refinación de los minerales, además, se refiere a la parte relacionada con los residuos y las actividades de embarque.

Por otra parte, el mencionado Reglamento establece las condiciones de seguridad, respecto de la forma como deben operar las faenas mineras, en todos sus aspectos Además trata materias específicas como las operaciones de rajo abierto u operaciones subterráneas. También, contempla aspectos de seguridad minera, lamentablemente no cuenta con un rango legal, lo que debe corregirse, dada la importancia de la materia, así como por el peso que debe tener al momento de impartirse las sanciones. Es por ello, que se trasladan algunas de las normas de dicho Reglamento a este proyecto de ley.

Adicionalmente, es de gran importancia perfeccionar la regulación que contiene el actual Reglamento, con el objeto de contemplar sistemas más modernos y eficientes de fiscalización, como es la incorporación de expertos técnicos externos, que se encuentren acreditados por la Superintendencia, para que apoyen la labor fiscalizadora; los sistemas de auditorías especializadas en seguridad minera; además, se establecen mayores incentivos para el cumplimiento de las normas, incluyendo sanciones más rigurosas a quienes las infrinjan; implementación de una categorización de las empresas mineras con el objeto de que pueda conocerse fácilmente el nivel de cumplimiento de las normas de seguridad minera, por parte de cada una de las empresas mineras, entre otras materias.

III. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en el mensaje.

De acuerdo con esto último, la idea matriz es crear una Superintendencia de Minería y el Servicio Geológico de Chile.

Para ello, se perfeccionan dos ejes fundamentales de la actividad minera: la institucionalidad a cargo de la fiscalización y las normas que regulan la seguridad minera. A raíz de lo cual, se propone esta normativa sobre Seguridad e Institucionalidad Minera, en la que se incorpora en un solo texto las instituciones públicas que estarán relacionadas con dicha actividad, y que sean independientes del Ministerio de Minería.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

Los artículos 61, 78 y 79 son normas de carácter orgánico constitucional, por cuanto otorgan nuevas atribuciones a los tribunales de justicia.

Al respecto, la Comisión acordó solicitar el parecer de la Excma. Corte Suprema, respecto de estos artículos.


El artículo 60 debe ser votado como norma de quórum calificado, por cuanto establece el carácter de secreto a reservado de la denuncia anónima calificada, para los efectos de lo dispuesto en la ley N° 20.285.

V. ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

La Comisión estimó que los artículos 1°, 18 y 19 del Artículo Primero, y los artículos 1° y 9° del Artículo Segundo del proyecto, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

Cabe señalar que en este nuevo informe, las modificaciones efectuadas a los artículos ya individualizados, no irrogan nuevos gastos al erario nacional, por lo que no corresponde enviarlo a la Comisión de Hacienda nuevamente.

VI. INDICACIONES RECHAZADAS.

1.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar al artículo 5° del Artículo Primero, el siguiente numeral 8), nuevo, pasando los actuales numerales 8), 9) y 10), a ser 9), 10) y 11), respectivamente:

“8) Minería Artesanal: Aquella que en su actividad es amparada por la patente especial artesanal y cuya producción no supera las 2. 160 toneladas anuales y que mantiene menos de 12 trabajadores laborando en forma permanente,”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, planteó que el fijar las categorías por producción y número de trabajadores puede ser perjudicial para la pequeña minería. Además precisó que las faenas mineras pagan patente en atención al número de hectáreas.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward. Votan a favor los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Latorre y Lemus.

2.- El Diputado señor Rojas propone reemplazar en el número 8) del artículo 5° del Artículo Primero la frase “cuya capacidad de extracción, procesamiento o beneficio no excede las 5.000 toneladas mensuales de mineral, o que cuentan con no más de 60”, por “que cuenten con menos de 100”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward. Votan a favor los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Latorre y Lemus.

3.- El Diputado señor Carmona propone agregar el siguiente numeral 11), nuevo, al 
artículo 5° del Artículo Primero:

“11) Riesgo. Combinación de la probabilidad y las consecuencias de la ocurrencia de un evento peligroso específico.”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda y Lemus, y tres abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Núñez y Rivas.

4.- El Diputado señor Carmona propone agregar el siguiente numeral 12), nuevo, al artículo 5° del Artículo Primero:

“12) Peligro. Fuente o situación potencial de daño en términos de lesión, enfermedad, daño a la propiedad, daño al ambiente de trabajo o una combinación de éstos.”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda y Lemus, y tres abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Núñez y Rivas.

5.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen suprimir el artículo 16 del Artículo Primero.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, y cinco votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Harboe y Lemus.

6.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches proponen sustituir en el inciso primero del artículo 22 del Artículo Primero, la oración “Las empresas mineras deberán” por “El empleador deberá”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda y Lemus, y una abstención del Diputado señor Espinosa, don Marcos.

7.- El Diputado señor Carmona propone suprimir el artículo 22 del Artículo Primero.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Cerda.

8.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches formularon una indicación para sustituir en el inciso primero la oración “Las empresas mineras deberán”, por “El empleador deberá”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Bauer; Bertolino; Kort; Rojas y Ward, dos votos a favor de los Diputados señores Carmona y Lemus, y dos abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Núñez.

9.- Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen agregar el siguiente artículo 27 bis, nuevo, al Artículo Primero:

“Artículo 27 bis.- De los Empleadores y Trabajadores en General. El empleador deberá adoptar todas las gestiones necesarias para reducir al mínimo los riesgos laborales con el fin propender a la seguridad y salud de los trabajadores que se encuentren bajo su control, además deberá tomar todas las medidas necesarias para llevar a cabo planes de emergencia en caso de desastres naturales o industriales propios de la actividad minera.

Por su parte los trabajadores deberán acatar todas las medidas de seguridad y de salud prescritas, y deberán informar a su superior directo de cualquier situación que consideren que puede representar un riesgo para su salud o seguridad o para la de otras personas.”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Carmona; Kort; Núñez; Baltolu y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Delmastro; Espinosa, don Marcos, y Rojas, y una abstención del Diputado señor Lemus.

10.- Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen reemplazar en el inciso primero del artículo 32 del Artículo Primero la frase “el riesgo de accidentes mineros,”, por “la identificación de peligros y el control de los riesgos de accidentes mineros.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rivas; Velásquez y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Rojas.

11.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar el inciso segundo del artículo 35 del Artículo Primero, por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, se entenderá que las actas de fiscalización constituirán un medio iniciador de cargos.”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

12.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen intercalar en el inciso quinto del artículo 38 del Artículo Primero, luego de la palabra “comunicación”, la frase “a la empresa”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por ocho votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y dos abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus.

13.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar al artículo 39 del Artículo Primero, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Quedarán exentos de esta obligación la pequeña minería y la minería artesanal.”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, dos votos a favor de los Diputados señores Carmona y Cerda, y una abstención del Diputado señor Lemus.

14.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen suprimir el artículo 45 del Artículo Primero.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.


15.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen intercalar en el inciso primero del artículo 48 del Artículo Primero, entre las palabras “omisión” y “que”, la expresión “de la empresa”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Velásquez y Ward, y dos votos a favor de los Diputados señores Cerda y Lemus.

16.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen agregar en el N° 1) del artículo 48, entre la palabra “minera” y la conjunción “y”, las palabras “en aspectos sustanciales”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

17.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen suprimir el N° 2) del artículo 48.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

18.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen intercalar en el inciso primero del artículo 49 del Artículo Primero, entre las palabras “omisión” y “que”, la expresión “de la empresa”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Velásquez.

19.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen incorporar el siguiente numeral 5), nuevo, al artículo 52 del Artículo Primero:

“5) Denuncia colectiva presentada por cualquier persona jurídica vigente a través de su representante legal.”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cuatro votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas y Ward, y un voto a favor del Diputado señor Lemus.

20.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen eliminar el artículo 60 del Artículo Primero.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cuatro votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Velásquez y Ward, y tres votos a favor de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Lemus y Rojas.

21.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen eliminar el inciso tercero del artículo 61 del Artículo Primero.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward, y tres votos a favor de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Latorre y Lemus.

22.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar en el artículo 62 del Artículo Primero las palabras “incurrirán en las”, por la oración: “serán sancionadas con las”-

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Latorre; Velásquez y Ward, dos votos a favor de los Diputados señores Lemus y Rivas, y dos abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus.

23.- El Diputado señor Carmona formuló una indicación para intercalar en el inciso primero del artículo 76, entre el punto seguido (.) que sigue a la palabra “Minera” y la expresión “Aquellas”, la siguiente oración: “Las faenas mineras deberán cumplir con lo establecido en los artículos 66 y 66 bis de la ley N° 16.744.”.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Rivas y Sandoval, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles.

24.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches, formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 80, nuevo, al Artículo Primero:

“Artículo 80.- Todos los procedimientos y actos administrativos realizados al amparo de esta ley serán regidos especialmente por los artículos 64 y siguientes de la ley N°19.880.”.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Sandoval y Velásquez, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles.

VII. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

1.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches proponen reemplazar en el inciso primero del artículo 1° del Artículo Primero, la denominación “Superintendencia de Minería”, por “Superintendencia de Seguridad Minera”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

2.- El Diputado señor Robles formuló una indicación en la Comisión de Hacienda para reemplazar en el inciso segundo del artículo 1° del Artículo Primero, la palabra “Santiago”, por “Antofagasta”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

3.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para eliminar en el numeral 2) del 
artículo 7° del Artículo Primero, la frase “y cuando, por resolución fundada, considere que no es necesario u oportuno”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

4.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar al numeral 2) del artículo 7° del Artículo Primero, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Cuando las observaciones no fueren consideradas, se deberá dar respuesta a la parte que las realizó antes de la dictación de la normativa;”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

5.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar en el numeral 9) del artículo 7° del Artículo Primero la frase “Fomentar el desarrollo de”, por “Desarrollar”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

6.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen intercalar en el numeral 13) del artículo 7° del Artículo Primero, luego de la palabra “técnicos”, la siguiente oración: “y demás que la ley le encomiende,”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

7.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar el numeral 15) del artículo 7° del Artículo Primero, por el siguiente:

“15. Informar las solicitudes de patente minera especial que presenten la pequeña minería y la minería artesanal, y las solicitudes de rebaja de patente minera;”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

8.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar en el numeral 22) del artículo 7° del Artículo Primero la expresión “incluida', por “salvo”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

9.- El Diputado señor Carmona propone agregar los siguientes numerales 27 y 28, nuevos, al artículo 7° del Artículo Primero:

“27. Promover mecanismos de consulta con los trabajadores a través de sus organizaciones en materia de acciones preventivas y fomento de buenas prácticas.

28. Establecer mecanismos de participación de los trabajadores en materia preventiva que a lo menos signifique, una vez al año, proporcionar la asistencia técnica necesaria para promover el diálogo tripartito como buena práctica en seguridad minera.”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

10.- Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Latorre; Lemus y Rojas proponen agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 8° del Artículo Primero:

“Con el objetivo de apoyar y cumplir con lo exigido en el inciso anterior, se creará un panel técnico de expertos como un órgano consultivo especializado sobre materias mineras, el cual además deberá pronunciarse respecto a las decisiones resolutivas o provisorias tomadas por la Superintendencia en lo que dice relación con la paralización o cierre de faenas mineras.

Este panel estará integrado por cinco expertos, los cuales estará constituido por:

1.- Dos ingenieros con tres años de experiencia profesional en seguridad minera y hayan aprobado de seguridad minera categoría A.

2.- Dos profesores universitarios pertenecientes a las áreas de la Ingeniería Civil o Ingeniería Civil en Minas de Universidades reconocidas por el Estado que acreditaren cinco años de experiencia en el ejercicio de la docencia.

3.- Un abogado que acredite cinco años de experiencia en materias mineras.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

11.- Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen reemplazar en el inciso primero del artículo 9° del Artículo Primero la frase “con el título de Superintendente de Minería”, por “experto en prevención de riesgos en la actividad minera con categoría “A”, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 75° de esta ley”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

12.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar el numeral 4) del artículo 10 del Artículo Primero, por el siguiente:

“4. Establecer oficinas en otras ciudades o localidades del país donde exista actividad minera económicamente relevante;”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

13.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para agregar al artículo 12 del Artículo Primero, las siguientes letras d) y e), nuevas:

“d) Una Unidad de Permisos.

e) Una Unidad de Desarrollo y Fomento.”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

14.- Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen agregar al artículo 12 del Artículo Primero, la siguiente letra d), nueva:

“d) Una Unidad de Concesiones, Permisos y Cierre de Faenas Mineras que será la encargada de la administración del catastro minero y velar por el cumplimiento normativo para la constitución de concesiones mineras, permisos de funcionamiento y cierres de faenas e instalaciones mineras, según lo dispuesto en leyes y reglamentos.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

15.- Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen agregar al artículo 12 del Artículo Primero, la siguiente letra d), nueva:

“d) Una Unidad de Asistencia al Cumplimiento y de Análisis de Causas que se concentrará en otorgar asistencia al cumplimiento de la normativa sobre seguridad minera, entre otras, la capacitación, orientación y evaluación en la comprensión de las obligaciones relacionadas con la seguridad minera y colaboración para la presentación de programas de medidas correctivas, planes de regularización y planes de cumplimiento. Adicionalmente, estará encargada de analizar las causas de accidentes mineros de manera de identificarlos, informar de sus conclusiones a los entes fiscalizados, sistematizar las experiencias recogidas para los efectos de favorecer la comprensión y proponer prácticas eficaces de prevención de riesgos en seguridad minera.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

16.- El Diputado señor Carmona propone agregar al artículo 12 del Artículo Primero, la siguiente letra d), nueva:

“d) Unidad de Información, Estadísticas y Registros que estará a cargo de sistematizar y mantener actualizada la información sobre accidentes, fiscalizaciones y funciones semejantes.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

17.- El Diputado señor Carmona propone agregar al artículo 12 del Artículo Primero, la siguiente letra e), nueva:

“e) Registro Nacional de Concesiones Mineras. A cargo específicamente de esta función mandatada por el número 14 del artículo 7° de esta ley.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

18.- El Diputado señor Carmona propone agregar al artículo 12 del Artículo Primero, la siguiente letra f), nueva:

“f) Unidad de Capacitación a cargo de velar por la profesionalización en prevención de riesgos y capacitación del personal interno y externo en accidentabilidad minera.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

19.- El Diputado señor Carmona propone agregar al artículo 13 del Artículo Primero, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Cada una de estas delegaciones territoriales deberá supervisar en las mismas condiciones y debiendo cumplir las mismas obligaciones que establece esta ley debiendo el Superintendente poner especial atención en fortalecer la presencia de la superintendencia en las zonas mineras.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

20.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches proponen agregar en el artículo 14 del artículo Primero, a continuación del punto final, la siguiente oración: “En dicho caso, deberá cumplir con la normativa sobre probidad administrativa.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

21. Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen sustituir en el inciso tercero del artículo 21 del Artículo Primero la expresión “razonable”, por “no superior a seis meses”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

22.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar el inciso tercero del número 8 del artículo 28 del Artículo Primero, por el siguiente:

“Una copia del Reglamento Interno deberá remitirse a la Superintendencia, dentro de los cinco días siguientes a la vigencia del mismo. La Superintendencia podrá exigir que se incorporen las disposiciones que le son obligatorias de conformidad a este artículo.”
-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

23.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen sustituir el inciso primero del artículo 32 del Artículo Primero, por el siguiente:

“Artículo 32.- Permisos previos. La Superintendencia autorizará, basada en consideraciones técnicas que digan relación con la seguridad minera y tomando especialmente en cuenta el riesgo de accidentes mineros, la operación de los proyectos de explotación minera, las modificaciones significativas que éstos experimenten y los planes de cierre de las faenas mineras.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

24.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar en el inciso tercero del artículo 32 del Artículo Primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Respecto de las presentaciones formuladas por la pequeña minería y la minería artesanal, deberá pronunciarse dentro de 15 días siguientes, contados desde la presentación de los antecedentes.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

25.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen agregar en el inciso tercero del artículo 32 del Artículo Primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En el caso de no pronunciarse dentro de este plazo, deberá reiterarse la solicitud por parte de los interesados teniendo la Superintendencia un plazo de 30 días fatales para autorizar, plazo que una vez vencido, obligará a la Superintendencia a dictar una resolución aprobatoria de inmediato.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

26.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar en el artículo 33 del Artículo Primero, luego de la expresión “explotación”, la siguiente frase: “simplificado para el caso de la pequeña minería y minería artesanal”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

27.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar al número 1) del artículo 36 del Artículo Primero, el siguiente inciso final, nuevo, sustituyendo el punto y coma (;) del inciso primero, por un punto a parte (.):

“Dicha fiscalización deberá llevarse a cabo en la faena minera respectiva;”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

28.- Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 38 del Artículo Primero:

“Respecto de la pequeña minería y la minería artesanal, el profesional encargado de velar por la seguridad de las faenas será el monitor de seguridad capacitado por el Sernageomin y/o por la Superintendencia. Además, la Superintendencia tendrá a su disposición Expertos Técnicos Mineros para estos fines.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

29.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches proponen agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 38 del Artículo Primero:

“La designación de un número de expertos técnicos mineros debe ser registrado como “faltante de fiscalizadores”, cuyo porcentaje en relación al número total de fiscalizadores existentes en una región, deberá ser publicado como estadística de la fiscalización por parte de la Superintendencia al año siguiente de la designación de dichos expertos.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

30.- Los Diputados señores Carmona y Espinosa, don Marcos, proponen incorporar al artículo 47 el siguiente inciso segundo:

“En caso de encontrarse sanciones por los mismos hechos provenientes desde organismos con facultades fiscalizadores de las actividades mineras distintos a la Superintendencia, el inciso anterior será aplicable de la misma forma.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

31.- Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus formularon una indicación, para incorporar el siguiente numeral 9), nuevo, al Artículo Primero Transitorio:

“9) El número de funcionarios en la planta de fiscalizadores no podrá ser inferior al número de funcionarios a contrata, por la particular importancia de esta función en el cumplimiento de las metas que establece esta ley, reflejando el propósito del Estado de Chile de comprometerse con la seguridad en las faenas mineras. Para el logro de este objetivo, tendrán prioridad los actuales fiscalizadores del SERNAGEOMIN, con prescindencia de su actual condición contractual.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

32.- Los Diputados señores Araya, Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para incorporar el siguiente Artículo Décimo Transitorio, nuevo:

“Artículo Décimo.- Antes del 30 de septiembre del 2012, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional, uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se aborde la seguridad e institucionalidad de la pequeña minería y la minería artesanal.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

VIII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

A la discusión en general del proyecto de ley, habida en el seno de vuestra Comisión concurrió el Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, quien expuso el parecer del Ejecutivo respecto de la iniciativa en informe.

Explicó que la iniciativa en estudio, tuvo su fundamento a raíz del accidente ocurrido en la Mina San José. Por lo que, la estructura del proyecto se fundamenta en tres grandes ejes: medidas de seguridad, cambios en la institucionalidad y período de transición.

Señaló que luego del accidente minero, el Gobierno se comprometió a aumentar los recursos que se le asigna al Servicio de Geología y Minería, para así poder dotarlo de un mayor número de fiscalizadores, lo que ha significado una disminución considerable de la accidentabilidad en lo que va corrido del presente año.

Destacó que el proyecto mejora la seguridad minera, a través de tener una mejor gestión pública para fiscalizar, regularizar y capacitar, motivo por el que se crea una nueva institucionalidad. Agregó, que con éstas medidas se pretende que haya menos accidentes fatales, que exista un menor ausentismo derivados de los accidentes y que exista por último una verdadera cultura de la seguridad minera.

Informó que entre junio de 2010 y junio de 2011, las fiscalizaciones que efectuó Sernageomín aumentaron de 1.188 a 2.285, lo que equivale a un aumento de un 92%. El número de fiscalizadores se incrementó de 18 a 35, lo que significa un aumento de un 94%. Las personas capacitadas crecieron de 1.640 a 1.925, produciéndose un 17% de aumento. Los monitores de seguridad minera aumentaron de 154 a 671, produciéndose un 336%. Con motivo de lo anteriormente señalado, se redujo el número de accidentes fatales de 31 a 14, respecto del mismo período anterior. Y hubo 500 regularizaciones de pequeñas faenas. Agregó, que para reducir la fatalidad, se debe hacer un análisis de la accidentabilidad, para lo cual, se deben realizar observaciones en terreno, un aumento del personal informado, de las inspecciones, de las auditorías y de los simulacros realizados.

Planteó que para elaborar este proyecto de ley, el Ejecutivo se basó muy especialmente en el informe que elaboró la Comisión de Minería y Energía, constituida en Comisión Especial Investigadora, la que estudió el accidente minero ocurrido en la mina San José, en el informe elaborado por la Comisión Presidencial de Seguridad Minera, en la legislación comparada y en las opiniones entregada por una serie de expertos sobre la materia.

Además, señaló que junto con la nueva institucionalidad, se instalará un sistema de información de accidentes mineros entre el Ministerio de Minería y la Superintendencia de Seguridad Social; también habrá responsables y encargados mineros para planes y competencias específicas, con financiamiento estatal para faenas más pequeñas, y se establecerá un nuevo modelo de fiscalización, el cual, se aplicaría en tres etapas.

Por otra parte, la autoridad deberá categorizar a las empresas de acuerdo a su nivel de seguridad, para eso cada empresa deberá realizar un proceso de autoevaluación en diciembre de cada año. También se implementarán duras sanciones y multas, que se aumentarán en caso de reiteración, pudiendo incluso llegar a la clausura de la faena, distinto a los cierres totales y parciales, los que existen actualmente.

Asimismo, se establecerá la obligatoriedad de implementar en las empresas, planes de prevención de comercialización ilegal de materiales y de abuso de alcohol y drogas.

Por último, señaló que con esta iniciativa se pretende efectuar un cambio en la organización actual del Ministerio de Minería, radicando las tareas de estudios y políticas públicas, de evaluación y auditorías que realiza la Comisión Chilena del Cobre (Cochilco), en el Ministerio. Respecto del personal de Cochilco, éstos serían incorporados a los nuevos organismos que se crean, sin afectar la calidad funcionaria de ellos, ni su carrera ni el régimen estatutario de los funcionarios. Agregó que también se modifican las labores que realiza el Servicio de Geología y Minería, en dos organismos nuevos. Por una parte, se crea una Superintendencia de Seguridad Minera, la que se encargaría de la seguridad minera y de la propiedad minera, a través de direcciones regionales, y por otra parte, se instaura un nuevo Servicio Chileno de Geología, el que se ocuparía de hacer investigaciones geológicas, se establece además la Red Nacional de Vigilancia Volcánica, encargado del desarrollo de los planes geológicos y de los estudios ambientales geológicos.

-o-

El Presidente de la Asociación Minera de Petorca, señor Mario Muñoz, señaló que respecto del proyecto es del caso plantear, que los pirquineros son los que descubren la totalidad de los yacimientos existentes en Chile. Además, indicó que su Asociación Minera tuvo conocimiento 48 horas antes que ocurriera el derrumbe en la mina San José.

El Secretario de la Asociación Minera de Petorca, señor Héctor Fuentes, planteó no estar de acuerdo con el proyecto en estudio, por cuanto, a su juicio, lo que se pretende con esta iniciativa, es efectuar una privatización del Sernagoemín, dada la licitación de servicios que tiene. Para lo cual, propone que se modifique en Código de Minería.

-o-

El Presidente de la Asociación Minera de Cabildo, señor Nelson Saavedra, indicó estar plenamente de acuerdo con la necesidad de incorporar la seguridad en la idiosincrasia de la minería chilena, como, asimismo, es de vital importancia estructurar un cuerpo legal apropiado y moderno que influya directamente sobre la pequeña minería y la minería artesanal de Chile, lo que en muchas ocasiones es la única fuente laboral que existe en algunas comunas.

Hizo una fuerte crítica de la actual normativa de seguridad minera, la que se encuentra contenida en el Reglamento de Seguridad Minera, señalando que en él no se establece una diferenciación clara y precisa respecto de los distintos estamentos en que se desarrolla la minería en Chile, ya que, a su juicio, resulta imposible la aplicación de los parámetros o estándares de seguridad que tiene la gran minería, que cuenta con grandes recursos, mientras que la pequeña minería y a la minería artesanal, apenas cuentan con lo básico para operar. Por lo tanto, existe un desconocimiento de la realidad que afecta a los pequeños productores, que muchas veces trabajan en yacimientos de corta vida. Y lo que ocurre en la práctica, es que las resoluciones u observaciones de los proyectos de explotación que hace el Sernageomín, llegan muy tarde, a veces, cuando ya se ha cerrado la faena y han tenido que iniciar otra.

En relación con la creación de la Superintendencia de Minería, señaló que si bien puede destrabar las funciones que hoy ejerce el Sernageomín, no contempla ninguna acción de fomento en la conducta y funcionalidad de las normativas de seguridad. Por el contrario, se aprecia una fuerte acción punitiva hacia los eslabones más vulnerables de la cadena productiva: los pequeños mineros, que no tienen los recursos para dar respuesta a tantas exigencias de los distintos servicios y ministerios que tienen incidencia en la industria minera, como, por ejemplo, los ministerios de Agricultura, Medio Ambiente, Defensa, Minería, de Justicia, etcétera.

Además, planteó que le parece preocupante que muchas de las funciones que ejerce actualmente el Sernageomín, se deriven a empresas externas, que a veces pueden responder a intereses de grandes consorcios.

Por otra parte, manifestó su disconformidad con que se pretenda exigir un ingeniero de minas por cada faena, ya que, a su juicio, sería imposible que un pequeño productor pueda contratarlo. Por lo tanto, propone que el Estado, por medio de la ENAMI, disponga de los profesionales suficientes para atender determinados distritos mineros.

Respecto del tema sobre la categorización de las empresas que deba hacerse, según el número de infracciones y accidentes que presenten, señaló que puede resultar un estigma para las pequeñas faenas, que probablemente no den respuesta al ciento por ciento de las exigencias contenidas en la ley, y que eventualmente la ENAMI incluya como requisito para empadronar o no, a un productor.

En relación con el sistema de las denuncias ciegas, planteó que este tema le parece importante, debido a que el trabajador es el principal fiscalizador de su lugar de trabajo. Sin embargo, sugirió que se pueda contemplar la inclusión de una especie de “Contrato de Seguridad”, en el cual las partes, sobre todo los mismos trabajadores, se comprometan, vía sanciones por definir, que cumplan con las políticas de seguridad de la faena minera.

En lo que respecta sobre el incumplimiento de la normativa por parte de los pequeños productores y piensa que esta situación podría ocasionar el cierre de las faenas, lo que a su juicio, originaría un incremento de los índices de cesantía y de pobreza en las comunas mineras, así como el abandono de importantes distritos mineros, que posteriormente serían ocupados por las grandes empresas mineras.

Finalmente indicó que es absolutamente necesario generar mecanismos de financiamiento vía subsidios o créditos blandos a los pequeños mineros y mineros artesanales, para que puedan dar cumplimiento a los Programas de Explotación y Cierre. Es allí donde el Estado, a través de la Enami, debe generar formas de financiamiento, ya que en la actualidad esa empresa incluye ítems en sus tarifas, que podrían ser destinados a la creación de un fondo individual, destinado exclusivamente a implementar y desarrollar las medidas de seguridad.

-o-

El Vicepresidente de la Sonami, señor Patricio Céspedes Guzmán, señaló que la Sociedad Nacional de Minería (Sonami) comparte la necesidad de incrementar los recursos del Servicio Nacional de Geología y Minería, para que esta institución pudiera aumentar la contratación de profesionales y así cumplir de mejor forma con sus obligaciones.

Lamentablemente, sólo a partir del accidente minero ocurrido en la mina San José en agosto del año pasado, se generó la necesidad de estudiar la realidad del sector. Para ello, se creó la Comisión Asesora Presidencial en Materia de Minería, cuya conclusión derivó en la necesidad de reformar su institucionalidad, con la creación de una Superintendencia de Minería. Por lo tanto, una vez conocido el texto del proyecto, la Comisión Legal de la Sonami se reunió para conocer los diferentes comentarios al mismo.

Explicó que la Sonami comparte la idea de crear una Superintendencia, siempre que ésta tenga efectivamente competencias exclusivas en materia de seguridad, porque, si bien en los fundamentos del proyecto se resalta el carácter de ente especializado de la Superintendencia también se ratifica la competencia de otros organismos públicos en ese ámbito, con lo que se mantendría el conflicto de competencia existente entre Sernageomín, la Dirección del Trabajo, a través de sus inspecciones regionales, y el Ministerio de Salud.

El nombramiento del Superintendente se ejecutará a través del Sistema de Alta Dirección Pública, que es la fórmula más apropiada para la Sonami, pues permite la elección de los profesionales más idóneos, con independencia de cualquier criterio político o de otra naturaleza que no esté de acuerdo a ese objetivo.

Por otra parte, para la aplicación de multas, sugirió que se debe distinguir entre pequeña, mediana y gran minería, para así colocar un límite máximo de monto para cada estamento. Eso permitirá acotar la discrecionalidad de la autoridad en su aplicación. También, las multas deben ser graduales en lo relativo a materias medioambientales.

Hizo presente que en relación con el artículo 32, que se refiere a la autorización sobre los proyectos de explotación, sus modificaciones y los planes de cierre de las faenas la que tiene un plazo para pronunciarse de 60 días. Al respecto, sugirió agregar que si la Superintendencia no se pronunciara dentro de los 60 días, la solicitud se debiera tener por aprobada, conforme a la ley de silencio administrativo.

Criticó por otra parte, las amplias facultades que se le entrega a la Superintendencia, ya que con ello se podría transformar en juez y parte, es por ello que planteó que se le deben mantener las facultades señaladas en el artículo 7°, números 1 al 12 y 18 al 22, y que las funciones restantes se radiquen en el Servicio Geológico.

Señaló además, que la Superintendencia tiene la facultad de dictar normas de carácter general, lo que es natural a ella, pero sugiere mitigar sus efectos en relación a la categorización de las empresas, y que dichas normas distingan entre gran, pequeña y mediana minería, como lo hace la Superintendencia de Valores y Seguros y que éstas se publiquen previamente en la página web, para hacer las observaciones respectivas.

Respecto del tema relacionado con los técnicos mineros, debería establecerse expresamente que ellos no pueden ser fiscalizadores; especialmente, porque el artículo 35 señala que “los informes de los fiscalizadores constituirán una presunción cuya fuerza probatoria se apreciará de acuerdo a la sana critica”. También se propone que las actas de fiscalización constituyan una presunción simplemente legal, porque permite establecer una prueba en contrario.

Además, no queda claro que si los expertos técnicos se van a contratar para que concurran a una determinada faena, o van a ir desplazándose por varias de ellas. Eso podría provocar molestias en el proceso productivo.

En el tema sobre la obligación de informar, tal como lo establece el inciso primero del artículo 21, se debiera establecer que cuando los antecedentes se encuentran en poder de otros organismos públicos, la Superintendencia debiera solicitarlos directamente.

También se debieran establecer sanciones para el caso que la denuncia sea dolosamente falsa, porque existe el temor, que en épocas de negociación colectiva, sea mal utilizada.

Planteó que en el artículo 41 del proyecto, no se señala qué categoría y sello tendrán las empresas nuevas. Además, advierte de lo negativo que puede ser la existencia de ese sello para una industria que tiene internalizado que la seguridad para algunas empresas, es un valor, lo que se refleja ampliamente en las estadísticas de accidentabilidad.

Finalmente señaló que en el inciso cuarto del artículo 61, se dispone que el tribunal competente pueda conocer los apremios del infractor. Al respecto, no se especifica el tipo de tribunal, por lo que sugirió que sea el Juzgado de Policía Local del domicilio del infractor, el que conozca el hecho.

-o-

El Vicepresidente de la Asociación Minera de Taltal, señor Jorge Pavletic, señaló que en el proyecto se crea una Superintendencia de Minería, un Servicio de Geología, un nuevo Reglamento de Seguridad Minera y se efectúan reformas al Código de Minería. Al respecto, manifestó que habría que tener cuidado con las exigencias que se pretenden implementar, en razón de que con ello se podría producir la desaparición de la pequeña minería.

Por lo que hizo algunas observaciones al proyecto:

En el artículo 1°, se dispone la creación de la Superintendencia de Minería y se indica que será un órgano descentralizado, pero no se especifica el número de oficinas con que contará en las diferentes regiones.

Planteó que el artículo 4°, que se refiere a la actividad minera, a su juicio es discriminatorio, en especial lo que dice el N°5, porque trata sólo del embarque en tierra. Sin embargo, la gran minería transporta directamente en ductos a los barcos, en puertos privados y especiales. Por lo tanto, a su juicio, es una norma arbitraria, ya que se trataría de puertos que única y exclusivamente sirven a la gran minería.

Indicó que en el artículo 5°, se he dejado de lado lo que significa el concepto de faena minera y, por lo tanto, queda fuera la aplicación del reglamento a las refinerías y a las no metálicas, como las caleras. Además, se incorpora el concepto de empresa minera sin entenderse si se constituye o no una persona jurídica distinta de la natural. Por otra parte, reconoce en el proyecto la existencia de los tres sectores: pequeña, mediana y gran minería, ya que a la pequeña se la clasifica en productores de hasta 10.000 TMM.

Respecto del objeto de la Superintendencia, que señala el inciso segundo del artículo 6°, manifestó su interés de modificarlo, porque implicaría que dicho órgano podría aplicar multas, entrando directamente en la esfera de competencia de otros organismos que no necesariamente dicen relación con la seguridad; por ejemplo, respecto de la contratación individual y normas sanitarias. Además. las multas son muy altas y solicita que su aplicación sea menos discrecional, gradual y en relación a la reiteración, como ocurre en materia medioambiental; además, debiera diferenciarse entre gran, mediana, y pequeña minería para la determinación del monto.

En relación con el número 3 del artículo 7°, precisó que deben diferenciarse los requisitos para la presentación de denuncia o de reclamo.

El patrimonio de la Superintendencia, está tratado en los artículos 19 y siguientes, por lo que señaló que, a su juicio, se trataría de un órgano carente de recursos, tal cual como ocurrió con el Sernageomín antes de lo sucedido en la mina San José. Por lo que solicitó diseñar instrumentos de asignación de recursos que permitan a los pequeños mineros cumplir con las normativas de seguridad, como, por ejemplo, un fondo de seguridad minera con recursos del royalty.

Sobre la obligación de informar, contenida en el artículo 21, indicó que se debiera establecer que cuando los antecedentes se encuentren en poder de otros organismos públicos, la Superintendencia debiera pedirlos directamente, y no simplemente que pueda establecer los mecanismos para acceder a ellos, como lo señala el proyecto.

Explicó que para efectuar una modificación del reglamento interno de la empresa, dispuesta por el artículo 28, se requiere de la aprobación de la Dirección del Trabajo y del Ministerio de Salud, y no se aclara si el depósito del reglamento modificado en la Superintendencia debe hacerse antes o después de la aprobación de las autoridades referidas.

Sugirió agregar en el artículo 32, referido al plazo de 60 días para los proyectos de explotación, sus modificaciones y planes de cierre de faenas, la Superintendencia debiera pronunciase dentro de los 60 días siguientes y si no fuera así, la solicitud se debería dar por aprobada, conforme a la ley del silencio administrativo.

Planteó que el artículo 35 establece el valor probatorio de las fiscalizaciones, pero no se precisa de qué clase de presunción se trata, por lo que propone que debiera aplicarse una presunción simplemente legal, que admita prueba en contrario. Además no le queda claro si los fiscalizadores tendrán el rango de ministros de fe de los hechos que constaten.

Por otra parte, el artículo 36, dispone que se debe especificar que la pre-fiscalización sea en terreno.

Agregó que el artículo 38 se debe modificar para crear un registro de revisores independientes, que comparen y revisen informes emitidos por las empresas consultoras en seguridad, que apoyen a la Superintendencia.

Lo que se refiere al sello de categorización, solicitó no aplicarlo, dado que los mineros tienen internalizado que la seguridad es un valor y que los recursos destinados a seguridad no son un gasto, sino una inversión, lo que se refleja ampliamente en las estadísticas de accidentabilidad.

Respecto del al procedimiento sancionatorio del artículo 52 y siguientes, en especial de la denuncia por cualquier persona, puede ser un arma de doble filo, dado que no se menciona el procedimiento; por lo tanto, sugirió que se aplique el mismo artículo 52 y eliminar el 60.

En relación con el tema de los apremios y sanciones, señaló que sería bueno detenerse en el tema de los arrestos. Propuso considerar la sustitución de la multa, o su rebaja, por el hecho de someterse a una capacitación, en materia laboral. Debiera reglamentarse el valor de la atenuante. No puede ser de carácter genérico.

También se debería dar una nueva estructura al procedimiento de impugnación y a los recursos, contenidos en los artículos 78 y siguientes, dejando clara la competencia, evitando la sobrecarga de las cortes de apelaciones.

Finalmente, respecto del Servicio Geológico de Chile: señaló que ciertas facultades que se radican en la Superintendencia, deberían trasladarse a ese servicio, en especial las mencionadas en los números 13, 14, 15, 16, 17, 23 y 25 del artículo 7°.

-o-

El Presidente de la Asociación Minera de Pirquineros de Tierra Amarilla, señor Luciano Pinto Martínez, señaló que respecto del proyecto, la Sociedad Nacional de Minería, solo tocó el tema de las compañías transnacionales y que el proyecto no hace diferencias entre las grandes mineras, los medianos, los pequeños y los mineros artesanales. Por lo que el proyecto afecta a quienes trabajan en la pequeña minería.

-o-

El Directivo de la Asociación Minera de Illapel, señor Patricio Gatica, explicó que a su juicio este proyecto no hace diferencia entre los distintos sectores de la minería. Además, la Superintendencia que se crea, establece estándares demasiado altos para medianos y pequeños mineros.

Por otra parte, advirtió que los costos de los inspectores técnicos podrían ser muy altos para ellos; que en las actas de fiscalización se presume la falta; además, se estaría excluyendo a las industrias del cemento y del vidrio; tampoco se considera la instrucción ni la educación para el cumplimiento de la ley. Asimismo, pidió que se aumenten los estándares probatorios.

Planteó que las disposiciones del artículo 60 del proyecto se podrían prestar para posibles represalias por parte de trabajadores despedidos, al tener la denuncia un carácter anónimo.

Criticó el artículo 69, por cuanto, lo encuentra discriminatorio para la actividad, en relación con la regulación que otros sectores tienen. Además, que el proyecto exige planes de explotación y cierre, lo que atentaría contra la naturaleza nómade de la pequeña y la minería artesanal.

Concluyó que los fondos recaudados a través del royalty, se podrían destinar a la implementación de las medidas de seguridad.

-o-

La Presidenta de la Asociación de Funcionarios de Sernageomín, señora Francisca Falcón, señaló que desde hace bastante tiempo que vienen planteando la necesidad de efectuar profundas reformas a la ley orgánica que rige al Sernageomín, tendientes a reforzar el rol del Estado en materias de fiscalización en seguridad minera, así como también en materias geológicas y ambientales.

Indicó que sus peticiones han sido formalmente documentadas y las han expresado a las autoridades a través de diversas comisiones de trabajo temáticas, siendo la mas reciente la entrega a la Comisión Gubernamental presidida por el señor Juan Luis Ossa, al ex Ministro de Minería, señor Laurence Golborne y al Subsecretario de Minería señor Juan Pablo Wagner. En ellos se ha manifestado su principal preocupación, como funcionarios públicos, que es que el Estado cumpla efectivamente su rol de fiscalización en lo referente a las instalaciones e infraestructura mineras, las cuales deben tener estándares de seguridad que permitan proteger la vida e integridad física de los más de 130.000 trabajadores mineros del país y del cuidado del medio ambiente, de manera tal que la actividad minera sea sustentable.

Manifestó que una de las preocupaciones, es el tema de la dotación de personal, la cual, resulta insuficiente para cumplir las funciones permanentes del Servicio, sumado a que cerca del 90 por ciento del personal trabaja a contrata, con sueldos muy por debajo de los del mercado laboral minero y geológico, generándose una constante fuga de profesionales al mundo privado. Además, no tienen condiciones de estabilidad laboral ni de carrera funcionaria, debiendo enfrentar incluso despidos arbitrarios. Todo eso, a su juicio, constituye un riesgo institucional alto que amenaza el cumplimiento de las funciones y atribuciones que actualmente tiene el Sernageomín. Por lo tanto, deberían ser abordados en la definición de la institucionalidad propuesta por el proyecto de ley.

Planteó que a pesar de ser una asociación que tiene un alto porcentaje de afiliados profesionales, con conocimiento de sus competencias y con una opinión calificada sobre las mismas, no se les ha considerado para nada, en la elaboración del presente proyecto de ley.

El proyecto se focaliza principalmente, en la creación de la Superintendencia de Minería, estableciendo como pretensión avanzar en una legislación moderna. Pese a ello, su esfuerzo se limita principalmente a darle rango legal al Reglamento de Seguridad Minera, lo cual implicaría que cualquier modificación posterior de alguno de los aspectos técnicos del mismo, elevados a rango de ley, requeriría nuevamente de un proceso legislativo, lo cual rigidizaría la posibilidad de fortalecer continuamente el trabajo en seguridad. Por otra parte, en el proyecto no se toma en cuenta la existencia y eventual discusión del Convenio 176 de la OIT, lo que realmente sería un paso adelante en la materia.

Por otra parte, señaló que esta iniciativa crea dos organismos del Estado: La Superintendencia de Minería y el Servicio Geológico de Chile. Al respecto, observó que Sernageomín se transforma en la Superintendencia de Minería y en el Servicio Geológico de Chile, y según lo que dispone el artículo 2° del Título I, no se le otorga en su objeto ninguna tarea de fiscalización ni de seguridad, no obstante estar en un proyecto de ley que versa sobre seguridad minera. Además, al Servicio Geológico de Chile no se le entregan todas las funciones y atribuciones que actualmente le corresponden en materias geológicas al Sernageomín. Agregó, que tampoco se define lo que se entiende por seguridad minera, lo que a su juicio, se trataría de un vacío conceptual que no ocurre, por ejemplo, tratándose de otras definiciones, como “faena minera” u “operación minera”, rescatados desde el Reglamento de Seguridad Minera.

Indicó que en materia de servicios externos, se propone la creación de un Registro de “Expertos Técnicos Mineros”, quienes deberán acreditar sólo un año de experiencia en el área, sin ser expertos en prevención de riesgos acreditados por el Servicio Nacional de Salud y sin contar con el curso de Experto en Seguridad Minera, como el que realiza actualmente el Sernageomín. Además, se les exige que emitan informes de seguridad minera y realicen labores de fiscalización, mientras que actualmente las exigencias para desarrollar las funciones de un fiscalizador en materia de seguridad minera, exigen una experiencia mínima de 5 años en faenas mineras. Se plantea además la labor del Experto Técnico Minero para apoyar la tarea de la Superintendencia, pero estos expertos parecieran no cumplir en la fiscalización con una función subsidiaria, lo cual, no tiene sentido cuando de lo que se trata es fortalecer la capacidad fiscalizadora del Estado; por lo tanto, debiesen ser funcionarios de la Superintendencia.

También destacó, que las labores que se le entregan a la Superintendencia de Minería se reducen principalmente a la fiscalización, sin dar cobertura a las materias mineras que le competen actualmente al Sernageomín. Tampoco cubre las necesidades sobre las oficinas regionales que deben haber en las diferentes zonas mineras de Chile, ni se especifica la dotación mínima necesaria de fiscalizadores, en razón de la cantidad de faenas mineras de cada región. Por ejemplo, en la Tercera Región, de Atacama, existen más de 2.000 faenas mineras y para cubrirlas se necesita, probablemente, una dotación mínima de 10 fiscalizadores, además de una logística apropiada para la ejecución de dicha tarea.

Planteó que el proyecto tiene otro tipo de debilidades, como es el caso de no estar definida la estructura de las nuevas instituciones y sus plantas de personal, situación que es absolutamente insuficiente, la precarización laboral de las nuevas instituciones se incrementa, pero está ausente la relación multisectorial que debe tener la nueva institucionalidad, en temas relacionados con trabajo y con salud, y también las relaciones que deben existir con la Oficina Nacional de Emergencia y con el medioambiente, entre otros.

Finalmente, en el ámbito laboral plantea traspasar parte de los funcionarios del actual Sernageomín a la Superintendencia. Sin embargo, el articulado transitorio faculta al Presidente de la República para nombrar al personal en el plazo de un año, y le obliga nombrar al Superintendente. Tampoco le parece razonable, que conforme lo establece el proyecto en su artículo 16, que el Superintendente pueda despedir funcionarios o sencillamente no emplearlos, dejando en letra muerta la declaratoria de intención de traspasar los funcionarios, lo que se encontraría en contraposición con el Estatuto Administrativo.

-o-

El Director del Sindicato Unificado de Trabajadores de la División Andina de Codelco, señor Nelson Soto, planteó que a su juicio, deben existir mayores instancias participativas de análisis y discusión del proyecto, para lograr incorporar todos los elementos y materias que ayuden a generar una ley potenciada, amplia, sólida e integral, que permita al país contar con un cuerpo legal y una estructura organizacional acorde a la realidad y los riesgos asociados que tiene nuestro país en materia de minería, dadas las características geopolíticas y económicas que tiene el país.

-o-

El Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería, señaló que a raíz del accidente ocurrido en la mina San José, se concluyó que Sernageomín debería separar sus roles de fiscalización y prevención; por lo tanto, se hacía necesario separar las áreas de Geología y Minería, a través de la creación de una Superintendencia de Minería y un Servicio Geológico; para lo cual, se requiere establecer una descentralización administrativa; también hay que ampliar las facultades fiscalizadoras, estableciendo los procedimientos, atribuciones y competencias; también es preciso hacer un mayor seguimiento del cumplimiento de las exigencias dictadas, y mejorar la calidad docente de los cursos de capacitación.

Indicó que los ejes sobre los cuales se estructuran las funciones de la nueva Superintendencia de Minería, dependiente del Ministerio de Minería, son Seguridad Minera, Propiedad Minera, Ingeniería y Gestión Ambiental y Servicios de Minería.

Planteó que la seguridad minera tiene como función fiscalizar y aprobar proyectos de explotación. Para el tema de la fiscalización se ha aumentado el número de fiscalizadores de 18 a 33, labor que se realiza a través de inspecciones. Pero, se pretende llegar a 75 fiscalizadores en el 2013. Además, destacó que desde el año pasado la accidentabilidad se ha reducido a la mitad. Sin embargo, con la creación de la Superintendencia se pondrá un mayor énfasis en el auto cuidado y la autoevaluación, a través de auditorías, y en la delegación de funciones de control. En relación a la aprobación de proyectos de explotación, se contempla un plan de acción que permitirá reforzar la capacitación y soporte a profesionales que preparan los proyectos; asignar cinco personas a la revisión y aprobación de proyectos, uniformar los procesos de aprobación, y generar equipos multidisciplinarios. Eso les permitirá lograr, como meta, mantener regularizadas las más de 8 mil faenas existentes y regularizar a razón de 1.000 faenas anuales.

Explicó que el Departamento de Propiedad Minera desarrollaría su función a través de dos áreas: mensuras y explotación y pedimentos de exploración. Respecto de ambas se considera un aumento flexible de dotación.

El Departamento de Ingeniería y Gestión Ambiental tendrá que realizar un desafío para agilizar las declaraciones y estudios de impacto ambiental; también apoyar la dictación y aplicación de normas asociadas a la minería, sobre todo para la aplicación de la nueva Ley de Cierre de Faenas Mineras, que les significará una dotación de 18 funcionarios más, además se enfocarían en la implementación de una plataforma informática minero ambiental.

Expresó que los Servicios de Minería, para la futura Superintendencia, se traducen en cursos y capacitación, que se realizarán a través de los programas que desarrollan actualmente, como el de Experto en Prevención, Monitor de Seguridad, PAMMA, y programas básicos. También, en la elaboración de informes estadísticos, función que se verá mejorada.

Señaló que el proyecto innova con la creación del Servicio Geológico de Chile, fundamental para separar los actuales roles del Sernageomín, manteniendo ese Servicio Geológico las funciones que hoy competen a la Subdirección de Geología. Así le corresponderá efectuar investigaciones geológicas en el territorio nacional (exploración); desarrollar planes geológicos para fomentar el desarrollo sustentable; elaborar estadísticas de recursos y reservas de minerales; estudiar y administrar los peligros, ordenamiento territorial y riesgos geológicos, y, en general, prestar asesoría técnica especializada al Gobierno en materia geológica. Para desarrollar esas tareas, se crean los departamentos de Plan Nacional de Geología, Red Nacional de Vigilancia Volcánica, Servicios Geológicos y Laboratorio.

Indicó que para el Plan Nacional de Geología, se considera el fomento a la exploración, el apoyo al ordenamiento territorial y peligros, además del soporte al desarrollo sustentable.

Por otra parte, la Red Nacional de Vigilancia Volcánica (RNVV), priorizará la creación de mapas de peligro, en coordinación con la Oficina Nacional de Emergencia.

Explicó que para el desarrollo de Servicios Geológicos, el Servicio cuenta con una excelente y gran biblioteca, que proporciona documentos y materiales para el desarrollo de personas y empresas, incluye más de 45.000 documentos, tiene más de 6.000 visitas anuales, y actualmente se encuentra migrando a documentación digitalizada.

Por último, señaló que Sernageomín cuenta con un laboratorio de calidad mundial. Además planteó que en el Servicio, el promedio de permanencia en el servicio de sus funcionarios es de 25 años, por lo que, a su juicio, constituye una interesante plaza de trabajo y un equipo humano especializado y escaso.

-o-

El Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería, señor Williams Díaz, planteó que para la Enami el proyecto en estudio es el cambio más profundo e importante que se realiza para la pequeña y mediana minería de los últimos 30 años, ya que, el marco legislativo actual no reconoce las particularidades de ese tipo de faenas, de producción de muy baja escala.

Agregó que la implementación de un nuevo marco jurídico se hace urgente, porque complementa el trabajo técnico de mejoramiento del DS 132 y es fundamental para su implementación, además, viene a facilitar la prevención y capacitación institucionalizada, ya que la mayoría de los accidentes de pequeña minería son producidos por productores nuevos, que inmigran desde otras actividades productivas.


Destacó que esta nueva legislación radicaría los temas de seguridad minera en la superintendencia respectiva. Eso agregaría valor a la función de policía minera que debe tener la superintendencia.

Señaló que también es un fuerte respaldo a la labor de trazabilidad comercial que le compete a la Enami, porque aplica multas ejemplificadoras, que inhibirán las transacciones informales de mineral, debido a que la extracción de minerales en yacimientos no certificados constituye un riesgo para la seguridad minera. Además, permitirá tener productores más estables y seguros. Ello da sustentabilidad de largo plazo a la pequeña minería, toda vez que aumenta la regularización de las faenas. Todo eso, consolida la institucionalidad y le permite a Enami ser un eslabón fundamental en la cadena de valor del negocio minero.

Precisó que en año 2010, nuestro país exportó 5,4 millones de toneladas de cobre fino, lo que representa el 30% de la producción mundial, y que hasta julio de 2011 han entregado 1.994 padrones; también que el total de empleos que aporta la pequeña minería es de 25.173, de los cuales, 15.043 son empleos directos en faenas mineras; 5.373 son empleos indirectos de contratistas, y 4.757 equivalen a empleos indirectos en transporte.

Planteó que hay aspectos relevantes en el proyecto, como es el caso de las características geocientíficas de los yacimientos, cuando se trate de vetas, mantos o brechas; también las características morfológicas de los mismos, como potencia, corrida o manteo; el tipo de labores mineras, cuando sea realizada en piques, socavones o rajos; el método de explotación; la escala de producción; el promedio del sector (175 toneladas mensuales); la producción máxima del sector (5.000 toneladas mensuales), y el nivel de mecanización.

Por otra parte, existen como principales características de los accidentes ocurridos en la pequeña minería, el planchoneo, que son las caídas que se producen desde distintos niveles, deficiente manipulación de explosivos y falta de capacitación.

Finalmente señaló que es necesario modificar el reglamento sobre Seguridad Minera, para incorporar un nuevo capítulo que establezca normas de seguridad minera aplicables a los productores de hasta 5.000 toneladas mensuales, o su equivalente en productos mineros; con la obligatoriedad de contar con manuales y guías de operación de las principales operaciones unitarias; la adecuación, consolidación y simplificación de artículos; también la eliminación de artículos que no se aplican a la pequeña minería, y el realce de la importancia de la capacitación de todos los trabajadores.

-o-

La Presidenta de la Asociación de Funcionarios de Cochilco, señora Andrea Romero, solicitó que se excluya a la Comisión Chilena del Cobre, Cochilco, del proyecto, por cuanto, esta institución no tiene injerencia sobre la seguridad minera. Sin perjuicio de ello, planteó que Cochilco debe tener un mayor fortalecimiento del rol fiscalizador sobre Codelco y Enami.

Destacó que a su juicio, el proyecto vulnera los derechos de los funcionarios garantizados en el Estatuto Administrativo, ya que el número 9 de artículo 10 del proyecto faculta al Superintendente a remover al personal, de acuerdo a la ley. A su vez, el artículo 16 le permite despedir trabajadores por necesidades de la Superintendencia una vez al año. Por lo tanto, el traspaso de funcionarios de Cochilco a cumplir funciones en el Ministerio de Minería, en la Superintendencia o incluso en el Servicio de Geológico, evidencia claramente que el destino laboral de los funcionarios es incierto. En ese sentido, actualmente la Comisión cuenta con 84 funcionarios, 58% en condición de contrata, 35% planta y 7% directivos, y se ha producido una pérdida de funcionarios calificados. Tampoco se define cómo se ejercen las funciones traspasadas al Ministerio de Minería.

Por último recordó, que en el marco de la discusión del proyecto sobre el Gobierno Corporativo de Codelco en el año 2009, los ministros de Hacienda y de Minería destacaron la necesidad de fortalecer el rol fiscalizador de Cochilco. Además, Chile, como país minero, con un gran y diverso potencial geológico, necesita de una empresa que reúna y gestione sus yacimientos (Codelco) y una institución autónoma (Cochilco) que fiscalice a las empresas mineras del Estado (Codelco y Enami); asesore al Gobierno en temas mineros; participe en la generación de políticas públicas e iniciativas legales; registre e informe la producción y exportación del cobre y subproductos; defienda los intereses del país en la minería ante organismos internacionales; promueva el uso de cobre; elabore y difunda información estadística sectorial, y apoye al Estado y al Gobierno en el estudio y análisis de los recursos minerales.

-o-

El Presidente de la Asociación Minera de Cabildo, señor Nelson Saavedra, planteó que comparece en representación de las asociaciones mineras de Catemu, Cabildo, San Felipe, Putaendo, Rancagua, y Petorca. Explicó que no está de acuerdo con el proyecto, por cuanto, la actividad minera ya está regulada a cabalidad en el Reglamento de Seguridad Minera. Además, esta iniciativa no establece ninguna fuente de financiamiento, para que los pequeños y medianos mineros puedan implementar las medidas de seguridad, en sus respectivas faenas.

-o-

El Director de la Asociación Minera de Petorca, señor Patricio Gatica, planteó que el actual Reglamento de Seguridad Minera, cumple plenamente con el rol fiscalizador del sector. Además, el proyecto en estudio no hace ninguna diferencia entre la gran minería, la mediana, la pequeña y la artesanal. También hizo presente, que aproximadamente el 90% de las faenas mineras no cuenta con una certificación para trabajar en la minería. Por último señaló, que por todas estas razones, se opone a legislar sobre la materia, sin embargo, explicó que lo más razonable sería reformular el actual Reglamento sobre Seguridad Minera.

-o-

El Presidente del Directorio de Codelco, señor Gerardo Jofré, señaló estar de acuerdo con él proyecto, en términos generales, y a la vez, es prioritario para que Codelco mantenga los estándares de liderazgo mundial.

Centró sus comentarios en algunos aspectos del proyecto que, a su juicio, tienen mayor injerencia en el quehacer de Codelco, como es el cambio en la institucionalidad y la gestión de la cuprífera estatal. Por ejemplo, con el régimen de gobierno corporativo, establecido por la Ley N°20.392, se produjo un cambio trascendental en la manera de gestionar la empresa, destacándose con ello, la necesidad de mantener la posición de liderazgo de Codelco en el mundo, pero teniendo presente las recomendaciones de la OCDE, en torno a que las empresas estatales se gestionen como sociedades anónimas abiertas.

Explicó que los entes que fiscalizan a Codelco son Cochilco y la Contraloría General de la República, además de las facultades que tiene la Cámara de Diputados. Sin embargo, el proyecto propone la supresión de Cochilco, transfiriendo al Ministerio de Minería el régimen de fiscalización.

Al respecto, indicó que tal situación podría producir algún tipo de inconveniente. Por lo tanto, propone que siga existiendo un organismo autónomo que fiscalice y no involucrar al Ministerio de Minería, ya que con eso se podría desvirtuar la función natural de dicha cartera.

Además, señaló que la Contraloría General de la República tendría que ejercer su función a través del Ministerio de Minería, en lugar de hacerlo por medio de un organismo especializado, tal como sucede ahora, con Cochilco. Por lo tanto, tal situación podría afectar los objetivos y la gestión de Codelco.

Otra facultad que establece el proyecto, es que le entrega al Ministerio de Minería la elaboración de los informes de gestión y de auditorías, función que le corresponde al gobierno corporativo. Por lo que es necesario explicar que dichas disposiciones, se apartan del espíritu para el cual fue creado el gobierno corporativo. Recordó que en la ley sobre el gobierno corporativo, se establece que los directores deben responder, incluso con su patrimonio por los negocios que realizan, debiendo emplear el máximo de diligencia para ello. Así mismo, las auditorías financieras realizadas por terceros que establece el proyecto, se transformarían en auditorías paralelas, lo que podría complicar las cosas, en vez de mejorarlas.

Concluyó que se podrían producir los siguientes inconvenientes, si se le entregara la función fiscalizadora que realiza Cochilco al Ministerio de Minería:

En primer lugar, habría que explicar que actualmente los proyectos de Codelco, son evaluados por Mideplan y Cochilco, por lo que no sería conveniente que lo hiciese el Ministerio de Minería, por tratarse del órgano rector del sector. Por lo tanto, se perdería la instancia de árbitro que éste ejerce entre el órgano autónomo fiscalizador y la empresa.

En segundo lugar, tampoco sería bueno radicar el registro que hace Cochilco de los contratos de venta de cobre, porque un organismo que ejerce una función global sobre el sector, no debiese tener una función de carácter operativo.

En tercer lugar, respecto del traspaso de concesiones que Codelco haga, por ejemplo a Enami, es mejor que siga tal cual está, porque como lo plantea el proyecto, el Ministerio estaría certificando el traspaso y, a su vez, dando la orden.

Por último manifestó su preocupación por lo que dispone el artículo 3° del proyecto, que le estaría obligando a Codelco a entregar toda la información que le requiera el Ministerio. Sin embargo, de acuerdo a la Ley de Transparencia, el Ministerio de Minería debe hacer pública toda la información. Esa situación los podría perjudicar, por ejemplo, con informaciones reservadas o con fines estratégicos, o por tratarse de convenios de confidencialidad.

-o-

El Presidente Ejecutivo de Codelco, señor Diego Hernández, manifestó que comparte plenamente, lo manifestado por el Presidente del Directorio, señor Gerardo Jofré, respecto de lo señalado en la sesión anterior, sobre el proyecto de ley en estudio.

-o-

El Vicepresidente Ejecutivo de Cochilco, señor Andrés Mac-Lean, señaló que la Comisión Chilena del Cobre, Cochilco, asesora al Gobierno en materias relacionadas con la producción de cobre y sus subproductos, además, de todas las sustancias minerales metálicas y no metálicas, exceptuando el carbón y los hidrocarburos. También, resguarda los intereses del Estado en sus empresas mineras, mediante la fiscalización y evaluación de la gestión e inversiones de éstas; y asesora a los ministerios de Hacienda y Minería en la elaboración y seguimiento de sus presupuestos.

Por otra parte, explicó que el proyecto en estudio, radica en el Ministerio de Minería, las funciones que realiza Cochilco, lo que no parece convincente.

-o-

El Director de la Federación de Trabajadores del Cobre, señor Guillermo Lemaitre, señaló que en el mensaje se plantea la preocupación especial por encontrar mecanismos que mejoren las condiciones laborales y de seguridad en los lugares de trabajo, de forma que la vida y la salud estén siempre protegidas y debidamente resguardadas. Sin embargo, a su juicio, nada se dice en las ideas matrices de la supresión de la Comisión Chilena del Cobre, traspasando sus atribuciones de fiscalización para con Codelco y la Enami, al Ministerio de Minería.

Indicó, que el proyecto es contrario a la Constitución, por cuanto la entrega al Ministerio de Minería las facultades de fiscalización sobre Codelco y su gobierno corporativo. En ese sentido, señaló que no es adecuado entregarle facultades de auditoría y de fiscalización al Ministerio de Minería, lo cual pugna con el principio de la OCDE para los gobiernos corporativos, que instruye la autonomía de la gestión de las empresas del Estado.

Planteó que tampoco comparte que el Ministerio de Minería adopte funciones de ejecución propias de un servicio público que debe fiscalizar, desconociendo sus funciones, como la definición de políticas y regulación. Esa alteración al sistema de administración del Estado le parece cuestionable, en la forma y en el fondo.

Explicó que la eliminación de Cochilco del sistema de control de Codelco, lo lleva a preguntarse sobre cuáles serían los efectos respecto de las facultades de fiscalización, que debe ejercer la Contraloría General de la República. Se indica que la fiscalización que realiza Cochilco, se transferirán directamente al Ministerio de Minería, pasando esa cartera a ser el fiscalizador directo de Codelco. Agregó, que a su juicio, Codelco quedaría en una situación de alta vulnerabilidad, viendo amenazada su eficiencia y competitividad.

Por otra parte, retrotraer a Codelco a un régimen asimilable a un servicio público, implicaría un enorme retroceso, y se alejaría radicalmente del acuerdo de dotar a la Corporación de un sistema de fiscalización, asimilable al que se le aplica a las sociedades anónimas abiertas, manteniendo el ciento por ciento de la propiedad estatal, tal como se acordó a fines del año 2009, lo cual, contaba con un alto grado de consenso de todos los sectores políticos.

Expresó que para la Federación, lo planteado en el mensaje es muy grave, ya que implicaría darle ventaja a sus competidores, y, en definitiva, los conduciría por un camino de ineficiencia y lentitud en sus decisiones, que, a su juicio, crearía ciertas condiciones para la privatización de empresa.

Concluyó que sería necesario eliminar del proyecto aquellas normas relativas a la supresión de Cochilco, reformulando el régimen de fiscalización que rige para Codelco. Además, le parece fundamental que el Estado de Chile proceda con la mayor celeridad a ratificar el Convenio 176 de la OIT, sobre seguridad y salud en las minas.

Planteó, que tampoco es recomendable imponer condiciones y estándares por mandato de la ley a los sectores de la pequeña minería y la minería artesanal, que no están en condiciones prácticas de cumplir, lo que traería como consecuencia el cierre de faenas, en la Tercera, Cuarta y Quinta regiones. Por lo tanto, se debe asegurar un mecanismo eficaz de subsidio del Estado para que esas exigencias se puedan cumplir, armonizando mejores estándares en seguridad y salud para los trabajadores de sector minero y asegurando la viabilidad del negocio de pequeña escala. En ese sentido, Enami, conforme a su rol de fomento, debería estar llamado a jugar un papel relevante en esa materia.

También parece fundamental, potenciar y dotar de mayores facultades al Servicio Nacional de Geología, particularmente en lo que respecta a la información que poseen las empresas que llevan a cabo la exploración minera en el país, porque a través de la información geología básica, el Estado aseguraría que la misma esté a disposición de los agentes productivos, potenciando el desarrollo del sector minero. Agregó que para tal situación, es recomendable reformar y mejorar el artículo 21 del Código de Minería.

-o-

El Presidente de la Sociedad Nacional de Minería, Sonami, señor Alberto Salas Muñoz, explicó que en relación con el proyecto, es del caso señalar que la ley N°20.416 ya contiene normas especiales para las empresas de menor tamaño, adecuadas a su realidad.

Destacó que la minería es la industria que tiene los menores índices de accidentabilidad de todas las actividades productivas del país.

Por otra parte, manifestó que le preocupa que en el proyecto se le asigne a la Superintendencia temas que no son del ámbito de la seguridad minera. Al respecto, tampoco parece acertado asignarle funciones relativas al otorgamiento de permisos.

Por último, señaló que no le parece conveniente que se elimine la Cochilco, como organismo fiscalizador de Codelco y que se le asigne al Ministerio de Minería el rol de control de comercialización de productos mineros. Adicionalmente, se podrían presentar conflictos de interés en el directorio de Enami, al asumir el Ministerio funciones de Cochilco. Tampoco parece razonable el plazo que establece el proyecto para la dictación de un nuevo Reglamento de Seguridad Minera, por lo que sugiere que se le otorgue un plazo de un año.

La Asesora Legal de la Sociedad Nacional de Minería, Sonami, señora Paulina Riquelme, explicó que para preservar la especialización y agilidad de la Superintendencia de Minería, según el objetivo central del proyecto de ley en estudio, se requiere: liberarla de cargas administrativas, tales como concesiones mineras y permisos, que pueden ser ejercidas por otro organismo, además de pronunciamientos vinculantes en temas técnicos de seguridad minera; evitar superposición de competencias; contemplar una regulación que contemple estrategias regulatorias que reconozcan las realidades de los diferentes estamentos de la minería chilena: pequeña, mediana y gran minería; promover un enfoque positivo de incentivo al cumplimiento; garantizar el debido proceso para los regulados; aclarar el rol de los Expertos Técnicos Mineros; perfeccionar sistema de infracciones y sanciones; establecer reparos a mecanismo de penalización de la comercialización de mineral sin sello de certificación, conforme lo dispone el artículo 69 del proyecto.

-o-

El Gerente de la Asociación de Medianas y Pequeñas Mineras de la IV Región (Corminco), señor Juan Carlos Sáez, planteó que es necesario revisar el proyecto más profundamente, por cuanto, a su juicio, el título que se refiere a la Superintendencia de Minería se confunde con el tema relativo a la seguridad minera. Tal como está en la iniciativa, pareciera que dicho organismo sería juez y parte.

Agregó que el proyecto podría atentar contra el número 1° del artículo 19 de la Constitución, al pretender, en su artículo 20, que la Superintendencia deberá velar por la seguridad minera para contribuir a la protección de la vida e integridad de las personas que se desempeñan en esa actividad. También, esa situación podría atentar en contra de lo que dispone el número 2° del artículo 19 de la Carta Fundamental, que establece la igualdad ante la ley, al colocar a los trabajadores de la minería en un estatus distinto. Asimismo, el proyecto infringiría, a su juicio, la libertad de trabajo, la privacidad de las personas y la facultad de catar y cavar.

-o-

El Presidente de la Confederación de Trabajadores del Cobre señor Cristián Cuevas, planteó que se deben fortalecer las áreas de fiscalización y prevención en el proyecto. Además, solicitó expresamente la ratificación del Convenio 176 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), para que sirva de marco regulatorio a la legislación chilena, en materia de seguridad laboral minera.

-o-

El Presidente del Colegio de Profesionales Expertos en Seguridad Minera de Chile A.G., Copresem, señor Jorge Fernando Ramírez Manzano, señaló que es necesario que el proyecto amplíe las exigencias en materia de fiscalización, así como los años de experiencia que les debe exigir a los profesionales que realicen dichas labores.

Advirtió que es necesario tener cuidado con el hecho de abrir a terceros materias que debieran ser fiscalizadas por la Superintendencia de Minería, que crea el proyecto, por lo que sugiere que se debe acotar dicho margen de acción.

Indicó que el proyecto debe contemplar una mayor exigencia para los profesionales que se encargarían tanto de la fiscalización como de elaborar las normas que las empresas deberán ejecutar en materia de prevención de riesgos. Además, es necesario que los ingenieros tengan a lo menos cinco años de experiencia y deben tener también por lo menos, cinco años de experiencia, en trabajos relacionados con la prevención de riesgo, en materias mineras.

Hizo hincapié en que es indispensable fiscalizar el proceso completo de las faenas mineras, desde sus fases iniciales, dado que en dichas etapas también pueden ocurrir accidentes. Además se le debe exigir a cada empresa, que debe contar con la presencia de un experto en prevención de riesgos, salvo a la minería artesanal.

Finalmente, solicitó evaluar el impacto económico que tendría en cada empresa, con la aplicación del sistema de semaforización que contempla el proyecto en materia de seguridad. Además, habría que considerar normas para abordar, en forma especial, el trabajo en altura.

-o-

La Especialista Principal en Seguridad y Salud en el Trabajo de la OIT, señora Carmen Bueno, señaló que el proyecto de ley en estudio, incluye avances institucionales significativos, para garantizar la seguridad y salud de los trabajadores en las faenas mineras.

Planteó que algunos elementos mencionados en el Convenio N° 176 de la OIT, se encuentran reflejados en el texto del proyecto, tales como la necesidad de control de los explosivos y la preparación y continua actualización de planos, así como la recopilación de estadísticas de los accidentes mineros, pero no así lo relativo a los incidentes.

Destacó la prohibición que se contempla en el proyecto, respecto de comercialización de minerales que no respondan a determinadas condiciones, lo cual ayudaría a combatir las minas que operan sin la adecuada seguridad.

Sin embargo, planteó que el proyecto podría avanzar más aún en lo relativo a seguridad minera, e incluir obligaciones, responsabilidades y el deber último de seguridad y salud del empresario, incorporando expresamente que éste ha de adoptar todas las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y la seguridad de los trabajadores, haciéndolo concordante con el artículo 184 del Código del Trabajo, y con los Convenios numero 155, 176 y 187 de la OIT.

Hizo una crítica, respecto que no se menciona expresamente en el proyecto los derechos básicos del trabajador en el ámbito de la seguridad y la salud, reconocidos en los Convenios numero 155 y 176 de la OIT, particularmente el derecho de retiro de su lugar de trabajo cuando haya motivos razonablemente fundados para pensar que la situación representa un riesgo grave para su seguridad o su salud, como lo ocurrido en el accidente de la Mina San José. Además, que el texto prescinde de incluir cualquier referencia a los mecanismos de consulta y participación de los trabajadores en materia preventiva, por ejemplo, a través de comités paritarios. En ese sentido, resalta la importancia de fortalecer el papel de los trabajadores y sus representantes en materia de seguridad y salud en las minas.

Explicó que el proyecto deposita funciones en las autoridades gubernamentales y otra parte en los empleadores, mientras que el Convenio N° 176 de la OIT se basa en una clara atribución de competencias y colaboración entre las autoridades, empleadores y trabajadores.

Finalmente sugirió que es necesario considerar en el proyecto, una regulación específica para trabajadores pertenecientes a grupos vulnerables o especialmente sensibles dentro de la actividad minera, tales como trabajadores jóvenes, discapacitados y trabajadoras embarazadas o en periodo de lactancia.

-o-

El Asesor Legal del Directorio de la Sonami, abogado señor Alfredo Gutiérrez, explicó que la SONAMI apoya la iniciativa en estudio, sobre todo porque aborda y perfecciona las normas relativas a seguridad de la actividad minera. Sin embargo, recalca que el proyecto debe adecuarse al tamaño y magnitud de las compañías, ya que, a su juicio, éste se encuentra enfocado mayormente hacia los estándares de la gran y mediana minerías, siendo prácticamente imposible para los pequeños mineros y los artesanales el cumplir sus exigencias, ya que no cuentan con recursos suficientes para ello, dados sus altos requisitos.

Por lo que se refirió a los siguientes artículos del proyecto, en los cuales dichas diferencias, a su juicio, se hacen más notorias.

Señaló en primer lugar, los artículos 32 y 33 del proyecto en estudio, se establece como requisito la obtención de permisos previos. Agregó que en ese aspecto, se considera grave dicha exigencia, además es contraria a la “libertad de minas”, que es un principio rector de la actividad minera, en el que se expresa, entre otras cosas, en la libertad de catar y cavar en terrenos de cualquier dominio, donde el Estado reconoce la supremacía del recurso minero, para explorar y explotar yacimientos que se encuentran en el subsuelo. Por lo tanto, no es procedente que a la pequeña minería y a la minería artesanal se le exijan permisos previos para desarrollar su actividad. Sólo se le debe considerar la obligación de informar dentro de plazos breves a la Superintendencia, con las debidas sanciones para la contravención.

Indicó que la segunda observación se refiere a los artículos 48 y 49, que tipifican las infracciones gravísimas y graves, las que, a su juicio, son demasiado amplias. Además dichos artículos señalan que la transgresión a la norma de seguridad minera, que produzca como consecuencia la muerte, lesiones graves u otras, genera la infracción. Sin embargo, advirtió que con una descripción tan vaga, se estaría contraviniendo el principio de la legalidad, que establece que la conducta a sancionar debe encontrarse claramente descrita, además de su sanción. Por lo que sugirió que es necesario revisar la redacción de dichos artículos para que no se contamine el proyecto con normas del Código Penal.

En tercer lugar, se refirió al artículo 61, por el que se establecen apremios, como el arresto de hasta por 15 días para el representante legal de la empresa minera. Señaló que en tal sentido, se debe definir claramente al responsable de la infracción y al de la faena, por ejemplo, para el caso de personas que actúan a nombre propio. Además advirtió, que de conservarse la redacción tal como se encuentra, se podría llegar al absurdo de generar temor para asumir la asesoría y defensa legal de una faena, por parte de abogados y procuradores.

En cuarto lugar, planteó que respecto del artículo 63, que establece y cuantifica las multas, sobre los montos contemplados, los que serían fatales para la pequeña minería y la minería artesanal, ya que algunos se fijan hasta en 10.000 Unidades de Fomento. En tal sentido, propuso que éstas se fijen de acuerdo a la producción de la faena o al número de trabajadores, por ejemplo, podría ser la vigésima parte de una tonelada, manteniendo el tope y la facultad del Superintendente para rebajarlas, porque además, de mantenerse tal cual está redactado en el proyecto, resultaría muy difícil de acreditar la capacidad económica del pequeño minero para pagar la multa, ya que no se encuentran obligados a llevar contabilidad.

En quinto lugar, se refirió al artículo 66, por el que se establece la implementación de un panel técnico, conformado por personas de alto nivel, que entregue una opinión técnica para ser considerada por el Superintendente. Además, se debe aplicar la tasa de interés corriente y no los establecidos en el artículo 53 del Código Tributario, en forma lineal o corrida, sin anatocismos, conforme a la ley N° 18.010.

En sexto lugar el artículo 69, establece que quien adquiriere minerales, a cualquier título, deberá informar mensualmente a la Superintendencia respecto de su procedencia. Al respecto, manifestó que los pequeños mineros se oponen a la imposición de dicha obligación, ya que atenta contra el principio de libertad de minas, y para eso, está la Ley del IVA. Además, los pequeños mineros entregan su producción a ENAMI. Además, los errores que se cometan en dichos informes se sancionan penalmente y para eso se requiere actuar con dolo o con culpa.

Finalmente se refirió al reglamento que se establece en el artículo 81 del proyecto de ley. Al respecto, sugirió que en la introducción del proyecto se incorpore una disposición que establezca que las normas del mismo, o de cualesquiera otra que impongan requisitos, exigencias, plazos, entrega de información y de documentos, sanciones y en general, cualesquiera otras obligaciones que tengan por objeto la seguridad de las faenas mineras, y que alcancen o afecten a las actividades y faenas mineras de la minería artesanal y de la pequeña minería, se entenderán, aplicarán e interpretarán de la manera y alcance que resulten más adecuadas a la magnitud, tipología y características de esas labores y empresarios, debiendo ser expresamente reconocidas en los reglamentos y cualesquiera otras normas aplicables a ellas, considerando necesariamente, las enormes y sustanciales diferencias que existen entre el volumen de ellos con los de la mediana y gran minerías, así como entre los recursos económicos, financieros, técnicos, administrativos y otros de que disponen y aplican esas empresas para el desarrollo de sus actividades, y también las condiciones socio económicas que tienen y presentan ancestralmente los mineros artesanales y los pequeños mineros y la técnicas y usos que aplican en sus faenas de exploración y explotación de recursos mineros.

-o-

-Puesto el proyecto en votación en general, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Carmona, Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, Marinovic, Rojas y Ward.

-o-

IX. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

El proyecto en informe consta de cuatro artículos permanentes y ocho artículos transitorios.

Mediante el Artículo Primero, se propone crear la Superintendencia de Seguridad Minera y se divide en tres Títulos, a saber:

El Título I, “De la Superintendencia de Minería”, se divide a su vez en cuatro párrafos:

El párrafo 1°, “De la Naturaleza y Funciones”, se dispone la creación de la Superintendencia, se establece la normativa, las referencias, los alcances, las definiciones, las atribuciones y los criterios técnicos. El párrafo 2°, “De la Organización”, contiene las atribuciones del Superintendente, inhabilidades y organización interna. El párrafo 3°, “Del Personal”, se refiere al régimen jurídico, deber de reserva, causales de cesación en el cargo, obligación de dedicación exclusiva, y de las remuneraciones del personal, y el párrafo 4°, “Del Patrimonio”, trata lo relativo a la Superintendencia sobre los aportes, los diferentes bienes, las donaciones y los ingresos que se perciban.

El Título II, “De la fiscalización y control de la Seguridad Minera”, se divide en 11 párrafos:

El párrafo 1°, “Seguridad Minera”, establece el objetivo de la seguridad. El párrafo 2°, “Obligación de Informar”, dispone la obligación de informar los accidentes, de la confección de estadísticas y medidas correctivas. El párrafo 3°, “Normas Generales de Seguridad Minera”, contiene las normas generales de seguridad minera respecto de los profesionales y planes de prevención. El párrafo 4°, “Del Inicio de la Actividad Minera”, trata del inicio de la actividad minera, permisos previos e inicio de operación. El párrafo 5°, “Del procedimiento de Fiscalización”, establece y regula el procedimiento de fiscalización. El párrafo 6°, “De los efectos de la Fiscalización”, en este párrafo se establecen categorías de empresas y formas de denuncias. El párrafo 7°, “De las Infracciones”, se establecen tres graduaciones: gravísimas, graves y menos grave. El párrafo 8°, “Del procedimiento administrativo sancionatorio”, en este párrafo se trata sobre el procedimiento administrativo sancionatorio. El párrafo 9°, “De los Apremios y Sanciones”, trata en general sobre los apremios y las sanciones. Párrafo 10, “De los Registros”, se refiere a los registros de los expertos técnicos mineros, y el párrafo 11, “De la Prevención de Riesgos”, en este párrafo se dispone la normativa relativa a la prevención de los riesgos.

El Título III, “De la impugnación y los recursos.

Este Título trata lo relativo a los recursos de reposición; al recurso de reclamación y a las resoluciones de la Superintendencia.

Mediante el Artículo Segundo del proyecto, se propone la creación del Servicio Geológico de Chile y se estructura en tres títulos: Título I, “Disposiciones generales”, que se refiere al servicio propiamente tal y al objeto del servicio. Título II, “Funciones y Atribuciones”, que trata lo relativo a las funciones y atribuciones del servicio; y Título III, “Organización Interna”, por el que trata respecto de las funciones y atribuciones del director Nacional, lo referente a la memoria, también trata lo relativo al personal, de la obligación de reserva que debe tener el personal y lo que se refiere al patrimonio.

Por el Artículo Tercero se proponen modificaciones al artículo 5º del Decreto con Fuerza de Ley Nº 302, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que Aprueba Disposiciones Orgánicas y Reglamentarias del Ministerio de Minería.

Mediante el Artículo Cuarto, se consagra una sucesión de servicios actualmente vigentes, que se traspasan a los nuevos que se crean, entre ellos está la Comisión Chilena del Cobre.

Finalmente se crean ocho Artículos Transitorios.

-o-

Artículo Primero.

Aprueba el texto de la Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, la que contiene la siguiente normativa:

“Título I

“De la Superintendencia de Minería”.

Párrafo 1º

De la Naturaleza y Funciones.
Artículo 1º.- La Superintendencia. Créase la Superintendencia de Minería, como servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, la que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Minería.

Su domicilio será la ciudad de Santiago, y se desconcentrará territorialmente de conformidad a lo que establezca el Superintendente, quien podrá establecer oficinas en otras ciudades del país.mmm

*El Ejecutivo propone agregar la siguiente oración final, nueva, al inciso segundo:

“En todo caso, deberá existir una oficina de la Superintendencia en todas aquellas regiones cuyo indicador de importancia de la actividad minera sea superior a 2,5%. Dicho indicador equivale al cociente entre el producto interno bruto minero regional, incluyendo la minería del petróleo y gas natural, y el producto interno bruto regional, ambas cifras de acuerdo a la última estadística reportada por el Banco Central de Chile.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches proponen reemplazar en el inciso primero del artículo 1° del Artículo Primero, la denominación “Superintendencia de Minería”, por “Superintendencia de Seguridad Minera”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que al cambiar la denominación de la Superintendencia de Minería, por Superintendencia de Seguridad Minera, se desnaturaliza dicha institución, ya que ésta no sólo se abocará a velar por la seguridad minera, sino que además su giro contempla la producción minera, procesos ambientales y supervigilar procesos de cierre de faenas mineras y la aplicación de la respectiva ley.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Diputado señor Robles formuló una indicación en la Comisión de Hacienda para reemplazar en el inciso segundo la palabra “Santiago”, por “Antofagasta”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, recordó que el Ejecutivo formuló una indicación para ampliar el abanico de posibilidades, para abrir sedes de la Superintendencia en distintos distritos mineros del país, de acuerdo a parámetros técnicos.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Ejecutivo propuso reemplazar en el inciso segundo, la oración “quien podrá establecer oficinas en otras ciudades del país.”, por la siguiente: “quien podrá ubicar oficinas en otras ciudades del país, de conformidad a criterios técnicos de localización que garanticen una adecuada cobertura territorial y se encuentren contenidos en una norma de carácter general.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, indicó que el Ejecutivo acogió los planteamientos surgidos en el seno de la Comisión y a través de la presente indicación se abre la posibilidad de abrir oficinas de la Superintendencia en otras ciudades del país, de acuerdo a criterios técnicos.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones sancionadas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 2º.- Normativa. La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del Decreto Ley Nº 3.551, de 1981, estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882, y estará sometida al Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 3º.- Referencias. Cada vez que las disposiciones de esta ley se refieran a la Superintendencia o al Superintendente, deberá entenderse que aluden a la Superintendencia de Minería y al Jefe Superior de dicho servicio, respectivamente.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 4°.- Alcance. Para efectos de la presente ley, se entenderá que se encuentran comprendidas dentro de la actividad minera, las siguientes:

1) Exploración y prospección de yacimientos minerales, incluidos los depósitos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, así como también labores relacionadas con el desarrollo de proyectos mineros;

2) Explotación, extracción y transporte de minerales, estériles, productos y subproductos dentro del área donde se desarrollen las actividades mineras;

3) Procesos de obtención, concentración y refinación de sustancias minerales y sus subproductos;

4) Disposición de estériles, desechos y residuos provenientes de las actividades mineras;

5) Embarque en tierra de sustancias minerales y sus productos, y

6) Apertura y desarrollo de túneles, excavaciones, construcciones y otras obras civiles que se realicen por y para la industria minera y que tengan estrecha relación con las actividades indicadas en los números anteriores.

*Los Diputados señores Bertolino; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Marinovic; Vilches y Ward formularon una indicación para introducir las siguientes modificaciones:

a) Reemplazar el número 1), por el siguiente:

“1) Exploración y prospección de yacimientos minerales, incluidos los depósitos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, perforación que se realice en el marco de labores de exploración, y todas aquellas actividades relacionadas con el desarrollo de proyectos mineros;”.

b) Incorporar el siguiente numeral 2), nuevo, pasando los actuales números 2), 3), 4), 5) y 6), a ser 3), 4), 5), 6) y 7), respectivamente:

“2) Acopio y transporte de hidrocarburos líquidos o gaseosos, y mantención de pozos de hidrocarburos líquidos;”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward proponen introducir las siguientes modificaciones:

a) Reemplazar en el número 5) la coma (,) y la conjunción “y”, por un punto y coma (;).

b) Reemplazar en el número 6) el punto final (.) por una coma (,) y agregar la conjunción “y”, a continuación de la coma (,). 

c) Incorporar el siguiente numeral 8):

“8) Cierre de faenas mineras, de conformidad a lo establecido en la normativa aplicable.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones incluidas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 5°.- Definiciones. Para efectos de la presente ley, se entenderá por:

1) Faena Minera. Conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la actividad minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, campamentos, bodegas, lugares de acopios, pilas de lixiviación, depósitos de residuos masivos mineros, depósitos de relaves, de estériles, ripios de lixiviación y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura que existen respecto a una mina o establecimiento de beneficio para asegurar el funcionamiento de las operaciones mineras.

No se considerarán faenas mineras, las refinerías de petróleo, las industrias metalúrgicas no extractivas, las fabricas de vidrio, cemento, ladrillos, cerámica o similares, ni aquellas expresamente excluidas por el Código de Minería.

2) Exploración. Conjunto de acciones y trabajos que permiten identificar, mediante la aplicación de una o más técnicas de reconocimiento geológico, zonas de características favorables para la presencia de acumulaciones de minerales y yacimientos.

3) Prospección. Conjunto de obras y acciones que se desarrollan con posterioridad a la exploración, sirven a la caracterización requerida por el respectivo proyecto de desarrollo minero y tienen como finalidad establecer los planes mineros en los cuales se basa la explotación programada de un yacimiento.

4) Operación Minera. Exploración, construcción, desarrollo, producción, beneficio y cierre de faenas mineras.

5) Obras Civiles. Trabajos desarrollados tanto para los estudios preliminares como para la construcción misma de una faena minera.

6) Empresa Minera. Persona natural o jurídica que, por cuenta propia o en representación de otra, ejecuta las acciones, faenas y trabajos de la actividad minera respecto de una concesión minera determinada.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon las siguientes indicaciones:

a) Intercalar en el número 1) el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Para todos los efectos legales, se entenderá que el perímetro de la faena minera corresponde al indicado en los planos a que se refiere el artículo 31 de la presente ley.”.

b) Intercalar en el número 4), a continuación de la expresión “construcción”, la expresión “explotación”.

c) Agregar los siguientes números 7), 8), 9) y 10:

“7) Seguridad Minera. Conjunto de acciones, normas, medidas, conocimientos y precauciones tendientes a evitar la ocurrencia de accidentes en la actividad minera y el riesgo o daño para quienes se desempeñen en ella.

8) Pequeña Minería. Actividad productora que se realiza en minas o plantas de beneficio mineral cuya capacidad de extracción, procesamiento o beneficio no excede las 5.000 toneladas mensuales de mineral, o que cuentan con no más de 60 trabajadores.

9) Mediana Minería. Actividad productora que se realiza en minas o plantas de beneficio mineral cuya capacidad de extracción, procesamiento o beneficio es superior a las 5.000 toneladas mensuales de mineral y no excede las 20.000, o que cuentan con más de 60 y no más de 150 trabajadores.

10) Gran Minería. Actividad productora que se realiza en minas o plantas de beneficio mineral cuya capacidad de extracción, procesamiento o beneficio excede las 20.000 toneladas mensuales de mineral, o que cuentan con más de 150 trabajadores.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar el siguiente numeral 8), nuevo, pasando los actuales numerales 8), 9) y 10), a ser 9), 10) y 11), respectivamente:

“8) Minería Artesanal: Aquella que en su actividad es amparada por la patente especial artesanal y cuya producción no supera las 2. 160 toneladas anuales y que mantiene menos de 12 trabajadores laborando en forma permanente,”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, planteó que el fijar las categorías por producción y número de trabajadores puede ser perjudicial para la pequeña minería. Además precisó que las faenas mineras pagan patente en atención al número de hectáreas.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada .por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward. Votan a favor los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Latorre y Lemus.

*El Diputado señor Rojas formuló una indicación para reemplazar en el número 8) la frase “cuya capacidad de extracción, procesamiento o beneficio no excede las 5.000 toneladas mensuales de mineral, o que cuentan con no más de 60”, por “que cuenten con menos de 100”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, explicó que el fijar las categorías por producción y número de trabajadores puede ser perjudicial para la pequeña minería.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward. Votan a favor los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Latorre y Lemus.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar el número 8) por el siguiente:

“8) Pequeña Minería. Actividad productora que se realiza en minas o plantas de beneficio mineral que cuentan con no más de 100 trabajadores. Dentro de ella, se considerará, además, como Minería Artesanal aquella que en su actividad sea amparada por la patente especial artesanal, y que cuente con no más de 12 trabajadores.”.

Los patrocinantes de la indicación plantearon que con esta modificación, se mejora sustancialmente la redacción de las propuestas anteriores.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por diez votos a favor de los Diputados señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward. Se abstuvo el Diputado señor Rivas.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar en el número 9) la frase “cuya capacidad de extracción, procesamiento o beneficio es superior a las 5.000 toneladas mensuales de mineral y no excede las 20.000, o que cuentan con más de 60 y no más de 150”, por “que cuentan con más de 100 y no más de 1.000”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, manifestó que el Ejecutivo apoya la indicación, puesto que es mejor para que la futura Superintendencia pueda efectuar el control de las empresas por el número de sus trabajadores. Además, es coherente con la indicación anterior al número 8), en relación a la producción de la mediana y pequeña minería.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por diez votos a favor de los Diputados señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Núñez; Rivas; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, y un voto en contra del Diputado señor Lemus.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar en el número 10) la frase “cuya capacidad de extracción, procesamiento o beneficio excede las 20.000 toneladas mensuales de mineral, o que cuentan con más de 150”, por “que cuentan con más de 1.000”.

Los patrocinantes de la indicación manifestaron que con la modificación que se propone es coherente y se encuentra en concordancia con la indicación recientemente aprobada.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus; Núñez; Rivas; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward.

*El Diputado señor Carmona propone agregar el siguiente numeral 11), nuevo, al artículo 5° del Artículo Primero:

“11) Riesgo. Combinación de la probabilidad y las consecuencias de la ocurrencia de un evento peligroso específico.”.

El Diputado señor Carmona defendió la indicación, señalando que a través de ella, se pretende introducir en la legislación una definición más simple y genérica de “Riesgo”, lo que podría significar mecanismos de evacuación más eficaces ante eventuales emergencias, con la consecuente prevención de accidentes, como el ocurrido en la mina San José.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda y Lemus, y tres abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Núñez y Rivas.

*El Diputado señor Carmona formuló una indicación para agregar el siguiente numeral 12), nuevo:

“12) Peligro. Fuente o situación potencial de daño en términos de lesión, enfermedad, daño a la propiedad, daño al ambiente de trabajo o una combinación de éstos.”.

El Diputado señor Carmona fundamentó su indicación, señalando que ésta recoge las recomendaciones sugeridas por el Convenio 176 de la OIT.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda y Lemus, y tres abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Núñez y Rivas.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones sancionadas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 6º.- Objeto. La Superintendencia tendrá por objeto principal velar por el cumplimiento de la normativa de seguridad en la actividad minera, sin perjuicio de las atribuciones que la legislación confiera a otros organismos fiscalizadores en sus respectivos ámbitos de competencia.

Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en esta ley, serán igualmente aplicables a los sujetos fiscalizados aquellas normas de seguridad y salud contenidas en el resto del ordenamiento jurídico.

*El Ejecutivo formula una indicación para sustituir la expresión “velar por”, por la palabra “supervigilar”.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 7º.- Funciones y atribuciones. La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1. Fiscalizar el cumplimiento de la normativa relativa a seguridad minera e imponer sanciones en caso de incumplimiento, de conformidad a lo dispuesto en esta ley. En el ejercicio de esta función podrá interpretar administrativamente dicha normativa;

2. Dictar las circulares, instrucciones, normas de carácter general, resoluciones y demás normas que sean necesarias para el ejercicio de las funciones y atribuciones que le confiere esta ley. La Superintendencia, antes de la dictación de las mismas, deberá dar a conocer la versión borrador de la misma, publicándola en su página web, y establecer mecanismos para recibir las observaciones que se formulen a su respecto. Estará eximida de este procedimiento cuando se trate de normativa de organización interna y cuando, por resolución fundada, considere que no es necesario u oportuno;

3. Absolver las consultas y peticiones, e investigar las denuncias o reclamos en materias de su competencia, que se formulen de conformidad a esta ley, el reglamento y las circulares e instrucciones que dicte la Superintendencia;

4. Requerir de los sujetos sometidos a su fiscalización y de los organismos públicos sectoriales que ejerzan otras atribuciones de fiscalización en relación a la actividad minera, las informaciones y datos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, de conformidad a lo señalado en la presente ley;

5. Fijar mediante norma de carácter general las normas y procedimientos para la presentación de la información que los sujetos fiscalizados están obligados a entregar de conformidad a lo establecido en esta ley;

6. Investigar los accidentes mineros y aplicar las sanciones correspondientes;

7. Ordenar la ejecución de medidas preventivas de accidentes mineros, y verificar su realización de conformidad a la ley;

8. Confeccionar y mantener un catastro con las estadísticas de accidentes mineros;

9. Fomentar el desarrollo de programas de capacitación y de difusión de buenas prácticas en materias de seguridad minera;

10. Efectuar las evaluaciones, fiscalizaciones y demás actividades relacionadas con el Plan de Cierre de Faenas Mineras, de conformidad a lo establecido en la legislación vigente;

11. Fiscalizar la idoneidad del personal que manipula explosivos en faenas mineras y de los encargados de trabajos específicos al interior de las mismas, de conformidad con las disposiciones contenidas en la Ley Nº 17.798, sobre control de armas, y en las demás normas legales y reglamentarias;

12. Fiscalizar, de conformidad a lo establecido en las disposiciones legales y reglamentarias el abastecimiento, distribución, almacenamiento y utilización de los explosivos destinados a las actividades mineras, y fiscalizar el almacenamiento, transporte y utilización de explosivos, combustibles y otras sustancias peligrosas en las faenas mineras;

13. Informar a los Tribunales de Justicia acerca de los aspectos técnicos relacionados con la operación de mensura de las concesiones de explotación y respecto de las solicitudes de sentencia constitutiva de las concesiones de exploración. Para el ejercicio de esta función podrá interpretar administrativamente la normativa correspondiente;

14. Constituir y mantener actualizado el Catastro Nacional y el Registro Nacional de Concesiones Mineras, de acuerdo a lo establecido en el artículo 241 del Código de Minería. Ambos tendrán carácter público, velando la Superintendencia por facilitar el acceso a ellos. Para el cumplimiento de esta función, los Conservadores de Minas deberán remitir mensualmente a la Superintendencia la información correspondiente;

15. Informar las solicitudes de patente minera especial que presenten pequeños mineros o artesanales, y las solicitudes de rebaja de patente minera;

16. Elaborar la propuesta para el nombramiento de los Peritos Mensuradores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 71 del Código de Minería;

17. Cumplir con las funciones que le asigna el ordenamiento jurídico en la aprobación del proyecto de diseño, construcción, operación y cierre de los depósitos de relaves;

18. Fiscalizar la disposición de estériles, desechos y residuos, y la apertura y desarrollo de túneles, excavaciones, construcciones y obras civiles, que se realicen por y para la actividad minera y que tengan estrecha relación con ella, en materias relativas a la seguridad minera;

19. Otorgar asistencia técnica en materia de seguridad minera a la Superintendencia de Seguridad Social y a la Dirección del Trabajo;

20. Proporcionar la asistencia técnica y la colaboración que fueran necesarias en la investigación de infracciones a la legislación minera cuando le sean requeridas por los organismos públicos competentes o en virtud de convenios de cooperación celebrados con entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales;

21. Celebrar convenios con otros organismos del Estado, instituciones nacionales o extranjeras, públicas o privadas, para el cumplimiento de sus funciones;

22. Contratar de terceros, sean públicos o privados, la prestación de servicios necesarios para el cumplimiento de sus funciones, incluida la inspección técnica de las faenas mineras;

23. Elaborar y difundir información estadística y de interés relativa a la actividad minera en Chile;

24. Proponer al Ministerio de Minería la dictación de normas legales o reglamentarias que considere necesarias para el mejoramiento de la actividad minera, y

25. Las demás que le confieran las leyes.

Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de las facultades de fiscalización que disposiciones legales otorguen a otros organismos públicos cuya competencia alcance a las faenas mineras.

*El Ejecutivo formuló la siguiente indicación:

a) Agregar en el número 4 el siguiente inciso final, nuevo:

“La Superintendencia, tomando en consideración la naturaleza de la información y los datos solicitados, y los demás factores que puedan incidir en los tiempos necesarios para su producción, otorgará a los sujetos sometidos a su fiscalización un plazo razonable para dar cumplimiento al requerimiento señalado en el inciso precedente;”.

b) Sustituir el párrafo final del número 14, por el siguiente: “Para el cumplimiento de esta función, los Conservadores de Minas deberán remitir, en el plazo establecido en el artículo 106 del Código de Minería al Superintendencia la información correspondiente;”.

c) Reemplazar en el número 24, la coma (,) y la conjunción “y”, por un punto y coma (;).

d) Incorporar el siguiente numeral 25, nuevo, pasando el actual numeral 25 a ser 26:

“25. Proporcionar asistencia en el conocimiento y aplicación de la normativa de seguridad minera a los sujetos sometidos a su fiscalización. Para ello, deberá absolver consultas y difundir guías que faciliten la comprensión de las exigencias establecidas por la normativa vigente en materia de seguridad minera.

Asimismo, proporcionarles asistencia en la presentación de Programas de Medidas Correctivas y de Planes de Regularización de conformidad a lo establecido en la presente ley, y”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para eliminar en el numeral 2), la frase “y cuando, por resolución fundada, considere que no es necesario u oportuno”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar al numeral 2) del artículo 7° del Artículo Primero, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Cuando las observaciones no fueren consideradas, se deberá dar respuesta a la parte que las realizó antes de la dictación de la normativa;”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Ejecutivo propone reemplazar el número 8. del artículo 7° del Artículo Primero, por el siguiente:

“8. Recopilar, analizar y sistematizar antecedentes referidos a las causas de los accidentes mineros, difundir conclusiones que surjan a partir de los mismos y, en base a ello, proponer buenas prácticas en materia de prevención de riesgos en la actividad minera, favoreciendo su comprensión a través de actividades de difusión.

Asimismo, confeccionar y mantener un catastro con las estadísticas de los referidos accidentes;”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, manifestó que el espíritu de la indicación es fortalecer, a través de la Superintendencia, la seguridad y la difusión de un sistema de las buenas prácticas, de manera pública.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus; Núñez; Rivas; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar en el numeral 9) del artículo 7° del Artículo Primero la frase “Fomentar el desarrollo de”, por “Desarrollar”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar en el numeral 13, luego de la palabra “técnicos”, la siguiente oración: “y demás que la ley le encomiende”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que la indicación recoge los planteamientos surgidos de las audiencias de la Comisión con los gremios mineros, por eso es similar a otra presentada por los señores Diputados, la que sería inadmisible.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus; Núñez; Rivas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para intercalar en el numeral 13), luego de la palabra “técnicos”, la siguiente oración: “y demás que la ley le encomiende,”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para reemplazar el numeral 15), por el siguiente:

“15. Informar las solicitudes de patente minera especial que presenten la pequeña minería y la minería artesanal, y las solicitudes de rebaja de patente minera;”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para reemplazar en el numeral 22), la expresión “incluida', por “salvo”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Diputado señor Carmona formuló una indicación para agregar los siguientes numerales 27 y 28, nuevos:

“27. Promover mecanismos de consulta con los trabajadores a través de sus organizaciones en materia de acciones preventivas y fomento de buenas prácticas.

28. Establecer mecanismos de participación de los trabajadores en materia preventiva que a lo menos signifique, una vez al año, proporcionar la asistencia técnica necesaria para promover el diálogo tripartito como buena práctica en seguridad minera.”.

El Diputado señor Carmona señaló que aunque tiene claridad que la esta indicación es inadmisible. Sin embargo, ésta recoge las recomendaciones del Convenio 176 de la OIT, y, de establecerse sus preceptos, se podrían prevenir situaciones como la ocurrida en la mina San José. Por lo tanto, le solicita al Ejecutivo que recoja su espíritu y formule una indicación en tal sentido, durante los trámites legislativos restantes de este proyecto de ley.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, planteó que la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, y el decreto supremo N° 54, que crea los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad, establecen variados y eficaces mecanismos de participación de los trabajadores.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 8º.- Criterios técnicos. Los organismos públicos que tengan facultades de fiscalización cuya competencia alcance aspectos que incidan directamente en la seguridad minera, deberán adoptar los criterios técnicos que establezca la Superintendencia en dicha materia. En caso de estimarlo necesario, los mencionados organismos públicos podrán solicitarle a la Superintendencia profundizar respecto de los criterios técnicos que se tuvieron en cuenta para emitir su pronunciamiento.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Latorre; Lemus y Rojas formularon una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Con el objetivo de apoyar y cumplir con lo exigido en el inciso anterior, se creará un panel técnico de expertos como un órgano consultivo especializado sobre materias mineras, el cual además deberá pronunciarse respecto a las decisiones resolutivas o provisorias tomadas por la Superintendencia en lo que dice relación con la paralización o cierre de faenas mineras.

Este panel estará integrado por cinco expertos, los cuales estará constituido por:

1.- Dos ingenieros con tres años de experiencia profesional en seguridad minera y hayan aprobado de seguridad minera categoría A.

2.- Dos profesores universitarios pertenecientes a las áreas de la Ingeniería Civil o Ingeniería Civil en Minas de Universidades reconocidas por el Estado que acreditaren cinco años de experiencia en el ejercicio de la docencia.

3.- Un abogado que acredite cinco años de experiencia en materias mineras.

El Diputado señor Espinosa, don Marcos, manifestó que tiene presente la inadmisibilidad de la indicación. Sin embargo, solicitó al Ejecutivo que la haga suya, para los futuros trámites legislativos del proyecto de ley, dada la importancia que, a su juicio, tiene un órgano que supervise a la Superintendencia de Minería.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, hizo presente que las demás figuras de paneles de expertos contempladas por la legislación nacional, se establecen para materias propias del negocio para lo que fue creada, como, por ejemplo, la fijación de tarifas. Por lo tanto, no se puede crear un organismo que tenga por objeto visar las resoluciones de la Superintendencia. Además, explicó que el Ejecutivo recogió estos planteamientos, los que se plasman en la indicación que se formula al artículo 78.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 2º

De la Organización.
Artículo 9º.- Superintendente. Un funcionario con el título de Superintendente de Minería será el jefe superior de la Superintendencia y tendrá la representación legal, judicial y extrajudicial de la misma.

El Superintendente de Minería será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la Ley Nº 19.882.

El Superintendente tiene la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a su calidad de Jefe Superior del Servicio.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen reemplazar en el inciso primero la frase “con el título de Superintendente de Minería”, por “experto en prevención de riesgos en la actividad minera con categoría “A”, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 75° de esta ley”.

El Presidente de la Comisión, Diputado señor Hasbún, solicitó al Ejecutivo que tiene presente la inadmisibilidad de la indicación formulada. Sin embargo, le solicitó que pudiera el Ejecutivo patrocinar esta norma, en atención a que, a su juicio, no existe en la legislación el título de Superintendente; por tanto, se debiese establecer como requisito un título profesional acorde con las exigencias del cargo.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner explicó que todas las superintendencias establecidas por la legislación chilena se fija el mismo requisito. Junto con ello, los requisitos específicos para el cargo de Superintendente de Minería, los determinará el Sistema de la Alta Dirección Pública.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 10.- Atribuciones del Superintendente. Corresponderá especialmente al Superintendente:

1. Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia, y ejercer respecto de su personal las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior de Servicio;

2. Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento de la Superintendencia;

3. Velar por el cumplimiento de las normas aplicables a la Superintendencia y adoptar las medidas necesarias para asegurar su eficiente funcionamiento;

4. Establecer oficinas en otras ciudades del país cuando el buen funcionamiento de la Superintendencia así lo exija y existan las disponibilidades presupuestarias;

5. Designar a los funcionarios que participarán en el proceso de evaluación y seguimiento de los proyectos y actividades que se someten al sistema de evaluación de impacto ambiental;

6. Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia;

7. Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia;

8. Facultar a funcionarios de su dependencia para absolver posiciones ante los tribunales correspondientes;

9. Nombrar y remover al personal de la Superintendencia en conformidad a la normativa legal;

10. Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos mediante la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia;

11. Aplicar las sanciones que señala la presente ley, y

12. En general, ejercer todas las atribuciones que ésta u otras leyes le confieran a él o a la Superintendencia.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar el numeral 4), por el siguiente:

“4. Establecer oficinas en otras ciudades o localidades del país donde exista actividad minera económicamente relevante;”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, explicó que lo establecido en esta indicación ya se recogió en la que se aprobó al artículo 1° del Artículo Primero del proyecto.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 11.- Inhabilidades. Sin perjuicio de las inhabilidades que establezcan otras leyes, serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente, Intendente y de Jefe de Unidad, las personas que estén relacionadas, en los términos indicados en el artículo 100 de la Ley Nº 18.045, con entidades sometidas a la fiscalización de la Superintendencia.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 12.- Organización Interna. De conformidad a lo establecido en la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Superintendente, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Superintendencia y determinará las denominaciones y tareas que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

En todo caso, dicha organización deberá contemplar, a lo menos:

a) Una Unidad de Fiscalización, que estará encargada de desarrollar las actividades de tal naturaleza respecto de toda faena minera. En caso que los fiscalizadores de esta unidad constaten que una empresa minera ha incurrido en conductas que pudieren constituir infracciones gravísimas o graves, deberán poner los respectivos antecedentes en conocimiento de la Unidad de Investigación a la brevedad posible;

b) Una Unidad de Investigación que se concentrará exclusivamente en investigar las infracciones en que puedan haber incurrido las empresas mineras. Su informe de investigación será remitido a la Unidad Sancionatoria.

c) Una Unidad Sancionatoria que se concentrará exclusivamente en proponer al Superintendente las sanciones que correspondan a partir de las investigaciones realizadas por la Unidad de Investigación.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para agregar, las siguientes letras d) y e), nuevas:

“d) Una Unidad de Permisos.

 e) Una Unidad de Desarrollo y Fomento.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formuló una indicación para agregar, la siguiente letra d), nueva:

“d) Una Unidad de Concesiones, Permisos y Cierre de Faenas Mineras que será la encargada de la administración del catastro minero y velar por el cumplimiento normativo para la constitución de concesiones mineras, permisos de funcionamiento y cierres de faenas e instalaciones mineras, según lo dispuesto en leyes y reglamentos.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formuló una indicación para agregar, la siguiente letra d), nueva:

“d) Una Unidad de Asistencia al Cumplimiento y de Análisis de Causas que se concentrará en otorgar asistencia al cumplimiento de la normativa sobre seguridad minera, entre otras, la capacitación, orientación y evaluación en la comprensión de las obligaciones relacionadas con la seguridad minera y colaboración para la presentación de programas de medidas correctivas, planes de regularización y planes de cumplimiento. Adicionalmente, estará encargada de analizar las causas de accidentes mineros de manera de identificarlos, informar de sus conclusiones a los entes fiscalizados, sistematizar las experiencias recogidas para los efectos de favorecer la comprensión y proponer prácticas eficaces de prevención de riesgos en seguridad minera.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Diputado señor Carmona formula una indicación para agregar, la siguiente letra d), nueva:

“d) Unidad de Información, Estadísticas y Registros que estará a cargo de sistematizar y mantener actualizada la información sobre accidentes, fiscalizaciones y funciones semejantes.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Diputado señor Carmona formula una indicación para agregar, la siguiente letra e), nueva:

“e) Registro Nacional de Concesiones Mineras. A cargo específicamente de esta función mandatada por el número 14 del artículo 7° de esta ley.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Diputado señor Carmona formuló una indicación para agregar, la siguiente letra f), nueva:

“f) Unidad de Capacitación a cargo de velar por la profesionalización en prevención de riesgos y capacitación del personal interno y externo en accidentabilidad minera.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 13.- Delegación. A las oficinas que establezca el Superintendente en otras ciudades del país, en conformidad a lo dispuesto en el número 4 del artículo 10 de esta ley, les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que les sean delegadas por el Superintendente.

*El Diputado señor Carmona formula una indicación para agregar, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Cada una de estas delegaciones territoriales deberá supervisar en las mismas condiciones y debiendo cumplir las mismas obligaciones que establece esta ley debiendo el Superintendente poner especial atención en fortalecer la presencia de la superintendencia en las zonas mineras.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 3º

Del Personal.
Artículo 14.- Régimen Jurídico. El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y por las de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches formularon una indicación para agregar, a continuación del punto final, la siguiente oración: “En dicho caso, deberá cumplir con la normativa sobre probidad administrativa.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 15.- Deber de Reserva. El Superintendente, el personal de la Superintendencia, así como las personas que le presten servicios de cualquier naturaleza y bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva y secreto absolutos de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la Ley Nº 18.834, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por nueve votos a favor de los Diputados señores Bertolino; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward, un voto en contra del Diputado señor Harboe y una abstención del Diputado señor Carmona.

Artículo 16.- Causales de cesación en el cargo. Sin perjuicio de las causales previstas en la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, para la cesación en el cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:

1) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II Nivel Jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de Diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución, en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este número. Un reglamento fijará los procedimientos que se adoptarán, y la forma y oportunidad en que serán recepcionadas la información y los antecedentes requeridos al efecto, y

2) Evaluación de desempeño en lista condicional.

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el número 1) de este artículo, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus formulan una indicación para suprimir el artículo.

-Puesta en votación la indicación es rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, y cinco votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Harboe y Lemus.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 17.- Dedicación Exclusiva. El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos, deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos contemplados en el artículo 8º de la Ley Nº 19.863.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 18.- Remuneraciones del Personal. El sistema de remuneraciones del personal de planta y a contrata de la Superintendencia de Minería corresponderá al de las instituciones fiscalizadoras, en los términos establecidos en el título I del decreto ley N° 3.551, de 1981, y sus modificaciones, incluyendo las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 8, 9, 12 y 13 de la ley N° 20.212; en el artículo 17 de la ley N° 18.091 sustituido por el artículo décimo de la ley N° 19.301, y en el artículo 5° de la ley N° 19.528, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 4º

Del Patrimonio.
Artículo 19.- Patrimonio. El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

1) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales;

2) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le asignen, transfieran o adquiera, a cualquier título, y los frutos de tales bienes;

3) Con las donaciones que se le hagan, las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;

4) El producto de la venta de bienes o servicios que realice, como asimismo de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, y

5) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.

*El Ejecutivo formuló una indicación para agregar en el número 4), a continuación de la palabra “atribuciones”, sustituyendo la coma (,) por un punto seguido (.), la siguiente frase: “La determinación de los respectivos montos será hecha por el Superintendente a partir de criterios técnicos y objetivos,”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*El Ejecutivo propone intercalar en el número 5) del artículo 19 del Artículo Primero, entre la expresión “los aportes de” y “cooperación internacional”, las palabras “programas de”.

-Puesta en votación la indicación es aprobada por siete votos a favor de los Diputados señores Bertolino; Carmona; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, y tres abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Cerda y Lemus.

-Puesto en votación el artículo incorporadas las indicaciones, fue aprobado por siete votos a favor de los Diputados señores Bertolino; Carmona; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, y tres abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Cerda y Lemus.

Título II

“De la fiscalización y control de la Seguridad Minera”.

Párrafo 1º

Seguridad Minera.
Artículo 20.- Objetivo. La Superintendencia velará por la seguridad minera para contribuir a la protección de la vida e integridad de las personas que se desempeñan en dicha actividad, así como de los terceros que pudieren verse afectados.

Lo dispuesto en el inciso anterior no obsta a las atribuciones en materia de seguridad y salud en el trabajo que corresponden a otros organismos con facultades de fiscalización.

*El Ejecutivo propone intercalar en el inciso segundo del artículo 20 del Artículo Primero, entre la palabra “fiscalización” y el punto final (.) que la sigue, la frase “en sus respectivos ámbitos de competencia”.

-Puesta en votación la indicación es aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward.

Párrafo 2º

Obligación de Informar.
Artículo 21.- Obligación de informar antecedentes relevantes. Las empresas mineras que se encuentren realizando trabajos de explotación o de beneficio de sustancias minerales deberán entregar a la Superintendencia, semestralmente, los antecedentes relevantes sobre sus actividades mineras.

Para estos efectos, se entenderá que son antecedentes relevantes:

a.- Las estadísticas de producción minera y metalúrgica necesarias para determinar aspectos relativos a la seguridad minera;

b.- Los informes sobre depósitos de residuos masivos mineros;

c.- La estadística mensual de accidentes, y

d.- Aquellos que sean necesarios, desde una perspectiva técnica, para efectos de la seguridad minera, y que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.

La Superintendencia deberá, asimismo, determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere este artículo, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.

En caso que dichos antecedentes se encuentren en poder de otros organismos públicos, la Superintendencia procurará establecer los mecanismos para acceder a ellos. 

La información señalada en las letras a), b) y d) de este artículo, será considerada información de carácter comercial o económico para las empresas, a menos que señalen expresamente lo contrario.

*El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar en el inciso primero, a continuación de la expresión “trabajos de” y antes de la palabra “explotación”, que la sigue, la frase “exploración, cuando así lo determine la Superintendencia mediante norma de carácter general, de”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen intercalar en el inciso primero del artículo 21 del Artículo Primero, después de la expresión “norma de carácter general,” y antes de la expresión “de explotación o beneficio” que la sigue, la frase “de construcción de proyectos mineros,”.

 -Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para sustituir en el inciso tercero, la expresión “razonable”, por “no superior a seis meses”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones incluidas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward.

Artículo 22.- Obligación de informar accidentes mineros. Las empresas mineras deberán informar a la Superintendencia, tan pronto le sea posible, los accidentes mineros que ocurran en sus faenas, a consecuencia de los cuales se produzca alguno de los resultados señalados en el Nº 1 del artículo 48 y en el Nº 1 del artículo 49, ambos de esta ley, debiendo informar, además, a los organismos con facultades de fiscalización en materias de seguridad y salud en el trabajo.

En el caso de accidentes que hayan generado consecuencias para la salud de uno o más trabajadores, la institución de salud que hubiere recibido al accidentado deberá remitir a la Superintendencia, tan pronto sea posible, una copia del informe que hubiere emitido, el que será considerado información sensible o de carácter personal para todos los efectos legales. 

Los organismos administradores de la Ley Nº 16.744 y las entidades que fiscalicen las normas de seguridad y salud en los lugares de trabajo entregarán mensualmente a la Superintendencia, de acuerdo al procedimiento que establezca el Reglamento, la información relacionada con seguridad minera de la que tomen conocimiento en el cumplimiento de sus funciones.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para sustituir en el inciso primero la frase “tan pronto le sea posible”, por “dentro del plazo de veinticuatro horas contados desde su ocurrencia”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches formularon una indicación para sustituir en el inciso primero, la oración “Las empresas mineras deberán” por “El empleador deberá”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, explicó que el concepto de empleador es más restrictivo aún, y que la figura de “las empresas” no se vería alterada si opera el arrendamiento de una faena.

-Puesta en votación la indicación es rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda y Lemus, y una abstención del Diputado señor Espinosa, don Marcos.

*El Diputado señor Carmona formuló una indicación para suprimir el artículo 22.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Cerda.

Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por seis votos a favor de los Diputados señores Bertolino; Rojas; Rosales; Velásquez; Van Rysselberghe y Ward, tres votos en contra de los Diputados señores Carmona; Cerda y Lemus, y una abstención del Diputado señor Espinosa, don Marcos.

Artículo 23.- Información específica sobre accidentes mineros. Las empresas mineras deberán informar específicamente a la Superintendencia cada accidente que ocurra en sus faenas, a consecuencia del cual alguno de los trabajadores afectados deba ausentarse al menos un día de sus labores, sin perjuicio de las denuncias que deban realizarse de los accidentes del trabajo ante los organismos administradores de la Ley Nº 16.744.

El plazo para informar será de 24 horas, contado desde la ocurrencia del respectivo accidente, y la información deberá remitirse siguiendo el procedimiento que establezca al efecto la Superintendencia mediante norma de carácter general.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para introducir las siguientes modificaciones:

a) Reemplazar en el inciso primero la frase “a consecuencia del cual alguno de los trabajadores afectados deba ausentarse al menos un día de sus labores”, por “a consecuencia del cual cualquiera de los trabajadores involucrados, incluidos los del contratista y subcontratista, deban ausentarse al menos un día de sus labores”.

b) Intercalar el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Asimismo, deberán informar a la Superintendencia sobre cualquier accidente ocurrido dentro de la faena minera que hubiere afectado o pudiere afectar a terceros.”.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches formularon una indicación para sustituir en el inciso primero la oración “Las empresas mineras deberán”, por “El empleador deberá”.

El Diputado señor Carmona, planteó que en algunas ocasiones las empresas arriendan y subarriendan una determinada pertenencia, por lo tanto, lo lógico sería que el empleador directo sea responsable de los trabajadores.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, explicó que el concepto de empresa es más global que el de empleador y, por lo tanto, permite ejercer la función fiscalizadora de la Superintendencia de Minería de mejor forma, ya que la empresa debe responder. Por ejemplo, de todas las personas que ingresen a una faena minera, aunque sean visitas, deben ser fiscalizadas mientras que, por el contrario, el concepto de empleador es más restrictivo y no permitiría hacer cumplir la ley a la Superintendencia en todos los escenarios.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Bauer; Bertolino; Kort; Rojas y Ward, dos votos a favor de los Diputados señores Carmona y Lemus, y dos abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Núñez.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 24.- Confección de estadísticas. La Superintendencia deberá confeccionar estadísticas mensuales de accidentes en la actividad minera en general, y en las distintas faenas en particular.

Para efectos de lo señalado en el inciso precedente, la Superintendencia determinará, mediante una norma de carácter general, las categorías de faenas mineras, según el número de trabajadores que laboran en ellas, las toneladas de material bruto extraído, la región en la que se ubican, y los demás criterios que resulten técnicamente relevantes.

La Superintendencia deberá establecer un sistema de información pública de las estadísticas de accidentes que confeccione en cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

*El Ejecutivo formuló una indicación para agregar en el inciso final, a continuación de la expresión “este artículo”, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido(.), la oración: “Dicho sistema deberá incluir la publicación en la página web de la Superintendencia o por otros medios tecnológicos que aseguren el libre acceso al público, de estadísticas de accidentes en la actividad minera, que especifiquen sus causas y factores de riesgo, e incluyan recomendaciones para prevenir su ocurrencia.”.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 25.- Obligación de informar sobre la adopción de medidas correctivas. Las empresas mineras deberán remitir a la Superintendencia, en conformidad al procedimiento establecido por norma de carácter general, informes técnicos referidos al estado de avance de las medidas correctivas, ordenadas por los fiscalizadores de la Superintendencia o recomendadas por los Expertos Técnicos Mineros a que hace referencia el artículo 38 que se hayan consignado en el Libro de Seguridad Minera y ratificadas por un fiscalizador. El Reglamento regulará la forma y contenido de dichos informes, así como los medios a través de los cuales deberán ser remitidos a la Superintendencia.

El primero de los señalados informes deberá enviarse dentro de los 30 días contados desde la consignación de la medida o de su ratificación, en conformidad a lo señalado en el inciso anterior. Los demás, deberán remitirse cada 30 días hasta la total ejecución de las medidas. 


Los informes a que se refieren los incisos precedentes deberán ser enviados, asimismo, al Instituto de Seguridad Laboral o a las Mutuales de Empleadores a las que se encuentren adheridas las entidades empleadoras, según corresponda, y a la Inspección del Trabajo respectiva.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 3°

Normas Generales de Seguridad Minera.
Artículo 26.- Profesionales Responsables de los Proyectos Mineros. Cada faena minera deberá contar con la dirección o asesoría profesional de uno o más ingenieros de minas o metalurgistas, quienes serán responsables de la correcta elaboración, presentación y desarrollo de los proyectos mineros sometidos a la aprobación de la Superintendencia.

El número de Profesionales Responsables que deberán existir en cada faena minera se determinará de conformidad a los criterios técnicos que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, en atención al número de trabajadores de la faena, el volumen de producción, el nivel de reservas, y otros aspectos geológicos y mineros de similar importancia a los antes indicados.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen intercalar en el inciso primero del artículo 26 del Artículo Primero, luego de la frase “Cada faena minera”, la siguiente frase “de la gran y mediana minería”.

El Diputado señor Lemus fundamentó la indicación señalando que es necesario hacer una diferencia respecto de lo que plantea este artículo 26, lo que debe hacerse de acuerdo al tamaño de la industria y también es necesario liberar a la pequeña minería, de las exigencias que plantea el artículo 26.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que no se puede someter a las exigencias que hace este artículo, sólo a un grupo, ya que ello podría atentar incluso contra los intereses de los pequeños mineros, puesto que aun con la legislación vigente, ellos tienen que cumplir con ciertos requisitos para obtener su padrón. Además, las asesorías exigidas pueden ser parciales o colectivas.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por 6 votos a favor, de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Rojas; Rivas, y Vilches, y un voto en contra del Diputado Bertolino.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar en el artículo 26 del Artículo Primero, el siguiente inciso final, nuevo:

“La pequeña minería y la minería artesanal deberán contar con asesoría profesional prestada a lo menos por un Experto en Prevención de Riesgos de Categoría C. La referida asesoría deberá ser provista una vez cada seis meses.”.

El Diputado señor Lemus planteó que actualmente no se dan las condiciones como para que los pequeños mineros, y menos los mineros artesanales, cuenten con la dirección o asesoría de profesionales ingenieros o metalurgistas de manera permanente en cada faena. Lo que podría ser es que cuenten con un experto, como lo propone la indicación. Eso prácticamente terminaría con su actividad. De lo contrario, se requeriría algún tipo de fomento de parte del Estado.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, explicó que las asesorías exigidas pueden ser totales o parciales, individuales o colectivas.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Rojas, y Vilches.

- Puesto en votación el artículo con las indicaciones incorporadas, fue aprobado. por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Rojas, y Vilches.

*El Diputado señor Carmona formuló una indicación para agregar el siguiente artículo 26 bis A, nuevo:

“Artículo 26 bis A.- Cuando los trabajadores se encuentren expuestos a riesgos físicos, químicos o biológicos, el empleador deberá:

a) Informar a los trabajadores de manera comprensible de los riesgos relacionados con su trabajo, de los peligros que éstos implican para su salud y de las medidas de prevención y protección aplicables;

b) Tomar las medidas necesarias para eliminar o reducir al mínimo los peligros derivados de la exposición a dichos riesgos;

c) Proporcionar y mantener, sin ningún costo para los trabajadores, el equipo, la ropa según sea necesario y otros dispositivos de protección adecuados que se definan en la legislación nacional, cuando la protección contra los riesgos de accidente o daño para la salud, incluida la exposición a condiciones adversas, no pueda garantizarse por otros medios, y

d) Proporcionar a los trabajadores que han sufrido una lesión o enfermedad en el lugar de trabajo primeros auxilios in situ, un medio adecuado de transporte desde el lugar de trabajo y el acceso a servicios médicos adecuados.”.

El Diputado señor Carmona fundamentó la indicación, para lo cual, señaló que en ella se recogen las recomendaciones establecidas en el artículo 9° del Convenio N°176 de la OIT.

-La Comisión acordó lo siguiente:

a) Sustituir la frase “Cuando los trabajadores se encuentren expuestos a riesgos físicos, químicos o biológicos, el empleador deberá:” por “La empresa deberá:”, y

b) Votar las letras a) b) y c) separadamente de la letra d).

-Puesta en votación las letras a), b) y c) fueron aprobadas por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bauer; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Núñez; Rivas; Rojas y Velásquez.

-Puesta en votación la letra d) fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Bauer; Bertolino; Kort; Rojas y Velásquez, cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus y Núñez, y dos abstenciones de los Diputados señores Cerda y Rivas.

*El Diputado señor Carmona formuló una indicación para agregar el siguiente artículo 26 bis B, nuevo:

“Artículo 26 bis B.- El empleador deberá velar por que:

a) Los trabajadores dispongan, sin ningún costo para ellos, de programas apropiados de formación y readaptación y de instrucciones comprensibles en materia de seguridad y salud, así como en relación con las tareas que se les asignen;

b) Se lleven a cabo, de acuerdo con la legislación nacional, la vigilancia y el control adecuados en cada turno que permitan garantizar que la explotación de la mina se efectúe en condiciones de seguridad;

c) Se establezca un sistema que permita saber con precisión y en cualquier momento los nombres de todas las personas que están bajo tierra, así como la localización probable de las mismas;

d) Se investiguen todos los accidentes e incidentes peligrosos, según se definan en la legislación nacional, y se adopten las medidas correctivas apropiadas, y

e) Se presente a la autoridad competente, un informe sobre los accidentes e incidentes peligrosos, de conformidad con lo que disponga la legislación nacional.”.

El Diputado señor Carmona señaló que la indicación tiene por objeto obligar a las mineras, a mantener una nómina de las personas que se encuentran bajo tierra. En tal sentido, esta norma recoge las recomendaciones del Convenio 176 de la OIT, que de haberse encontrado ratificado por Chile, se habría sabido con certeza e inmediatamente la nómina de trabajadores que se encontraban al interior de la Mina San José, al momento de ocurrido el accidente. Además, agrega que la actividad minera es una de las pocas que se desarrollan bajo tierra.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, sugirió lo siguiente:

1.- Cambiar en el encabezado la frase “El empleador”, por “La empresa”, dado que se trata de un concepto más amplio.

2.- Sustituir en la letra b) el concepto de “legislación nacional”, por “legislación vigente”.

3.- Aclaró que en la letra c) se establece que la denominación de faena involucra a todas las personas que se encuentren al interior de un yacimiento, conforme a la legislación, ya sea uno bajo tierra o a rajo abierto, y

4.- Propuso eliminar las letras d) y e), en razón que lo que se dispone, se encuentra contenido en la letra b).

La Comisión acordó eliminar las letras d) y e) y modificar la redacción del artículo 26 bis B, nuevo, por el siguiente:

“Artículo 26 bis B.- La empresa deberá velar por:

a) Los trabajadores dispongan de programas apropiados de formación y de instrucciones comprensibles en materia de seguridad y salud laboral asociada a la minería, así como tareas que se les asignen en función de los programas disponibles;

b) Se lleven a cabo, de acuerdo con la legislación vigente, la vigilancia y el control adecuados en cada turno que permitan garantizar que la explotación de la mina se efectúe en condiciones de seguridad, y

c) Saber con precisión y en cualquier momento los nombres de todas las personas que están en turno y dentro de la faena, así como la localización probable de las mismas.”.

-Puesta en votación la indicación con la nueva redacción, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Delmastro; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Núñez; Rojas y Ward.

Artículo 27.- Encargados con competencias específicas. Los encargados de los explosivos, la electrificación, la fortificación, los combustibles y las instalaciones que utilicen fuentes radioactivas u otras sustancias peligrosas en la faena minera, deberán contar con conocimientos específicos en la respectiva materia, los que serán determinados por la Superintendencia mediante norma de carácter general, considerando el tonelaje de extracción, el número de trabajadores empleados, el tipo de faena minera, y otros criterios de similar relevancia técnica. 

El reglamento podrá establecer un sistema de acreditación de dichas competencias.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para agregar el siguiente artículo 27 bis, nuevo:

“Artículo 27 bis.- De los Empleadores y Trabajadores en General. El empleador deberá adoptar todas las gestiones necesarias para reducir al mínimo los riesgos laborales con el fin propender a la seguridad y salud de los trabajadores que se encuentren bajo su control, además deberá tomar todas las medidas necesarias para llevar a cabo planes de emergencia en caso de desastres naturales o industriales propios de la actividad minera.

Por su parte los trabajadores deberán acatar todas las medidas de seguridad y de salud prescritas, y deberán informar a su superior directo de cualquier situación que consideren que puede representar un riesgo para su salud o seguridad o para la de otras personas.”
El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, advirtió que las obligaciones que señala la indicación, ya se encuentran contempladas en la legislación vigente.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Carmona; Kort; Núñez; Baltolu y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Delmastro; Espinosa, don Marcos, y Rojas, y una abstención del Diputado señor Lemus.

Artículo 28.- Estatutos Internos de Operaciones en Faenas Mineras. Las empresas mineras estarán obligadas a incluir dentro del Reglamento Interno de Higiene y Seguridad el tratamiento de las siguientes materias:

1. Tránsito de equipos, vehículos y personas;

2. Carguío y transporte de material;

3. Fortificación;

4. Perforación y tronadura;

5. Emergencias;

6. Uso, almacenamiento y transporte, al interior de la faena minera, de explosivos, combustibles y demás sustancias peligrosas;

7. Operación del método de explotación aprobado, y

8. Operaciones criticas de acuerdo a la evaluación de riesgos que haga la empresa.

El tratamiento de las materias señaladas deberá contemplar, al menos, los aspectos que la Superintendencia indique mediante norma de carácter general, dentro de los cuales se incluirán la delimitación de zonas peligrosas, los sistemas de seguridad de las instalaciones, la iluminación, los elementos de protección del personal y los procedimientos de emergencia y de evacuación.

El Reglamento Interno deberá ser depositado en la Superintendencia, y si en él no se diere cumplimiento a lo señalado en este artículo, serán aplicables las sanciones contempladas en el artículo 63 de esta ley, sin perjuicio de las demás obligaciones o sanciones que corresponda en virtud del cumplimiento de otras normas.

El incumplimiento de las obligaciones contenidas en este artículo será sancionado por la Superintendencia de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de esta ley.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para reemplazar el inciso tercero del número 8 del artículo 28, por el siguiente:

“Una copia del Reglamento Interno deberá remitirse a la Superintendencia, dentro de los cinco días siguientes a la vigencia del mismo. La Superintendencia podrá exigir que se incorporen las disposiciones que le son obligatorias de conformidad a este artículo.”
-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.


*El Diputado señor Carmona propone agregar el siguiente artículo 28 bis, nuevo, al 
Artículo Primero:

“Artículo 28 bis.- El empleador deberá adoptar todas las disposiciones necesarias para eliminar o reducir al mínimo los riesgos para la seguridad y la salud presentes en las minas que están bajo su control, y en particular:

a) Asegurarse de que la mina se diseña, se construye y se dota de equipos eléctricos, mecánicos y de otra índole, incluido un sistema de comunicación, de tal manera que se garantice una explotación segura y un medio ambiente de trabajo salubre;

b) Asegurarse de que la mina se pone en servicio, se explota, se mantiene y se clausura de modo que los trabajadores puedan realizar las tareas encomendadas sin poner en peligro su seguridad y salud ni la de terceras personas;

c) Adoptar medidas para mantener la estabilidad del terreno en las áreas a las que las personas tengan acceso por razones de trabajo;

d) Establecer, siempre que sea posible, dos vías de salida desde cualquier lugar subterráneo de trabajo, cada una de ellas comunicada con una vía independiente de salida a la superficie;

e) Asegurar la vigilancia, la evaluación y la inspección periódica del medio ambiente de trabajo para identificar los diferentes riesgos a que puedan estar expuestos los trabajadores, y evaluar el grado de exposición a dichos riesgos;

f) Asegurar un sistema de ventilación adecuado en todas las explotaciones subterráneas a las que esté permitido el acceso;

g) En las zonas expuestas a riesgos especiales, preparar y aplicar un plan de explotación y procedimientos que garanticen la seguridad del sistema de trabajo y la protección de los trabajadores;

h) Adoptar medidas y precauciones adecuadas a la índole de la explotación minera para prevenir, detectar y combatir el inicio y la propagación de incendios y explosiones, y

i) Garantizar la interrupción de las actividades y la evacuación de los trabajadores a un lugar seguro en caso de peligro grave para la seguridad y la salud de los mismos.”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que las disposiciones contempladas en las letras a), b), c), d), e), f), g) y h) de la indicación ya se encuentran previstas por el Reglamento de Seguridad Minera.

-La Comisión acordó modificar la redacción del artículo 28 bis, nuevo, de la siguiente forma:

“Artículo 28 bis.- La empresa minera deberá adoptar todas las disposiciones necesarias para eliminar o reducir los riesgos para la seguridad y la salud presentes en las faenas mineras.

En particular, deberá garantizar la interrupción de las actividades y la evacuación de los trabajadores del yacimiento a un lugar seguro en caso de peligro grave para la seguridad y la salud de los mismos, cuando así sea determinado por el experto en seguridad, de acuerdo a lo establecido en el Párrafo 11 de esta ley.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Delmastro; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Núñez; Rojas y Ward.

Artículo 29.- Prevención de consumo de alcohol y drogas estupefacientes. La Superintendencia velará por que en cada empresa minera exista una política de prevención de consumo de alcohol y del uso indebido de sustancias o drogas estupefacientes. Para cumplir dicho objetivo, la Superintendencia actuará en coordinación con los organismos públicos que tengan competencia en la materia.

*El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir la expresión “velará por”, por la palabra “supervigilará”.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 30.- Libro de Seguridad Minera. En cada faena minera habrá un Libro de Seguridad Minera, el que será llevado siempre por escrito y, adicionalmente, en caso que la empresa minera lo estime conveniente, por medios electrónicos. 

En el Libro de Seguridad Minera se consignarán las actuaciones de fiscalización que se realicen en terreno, y las medidas correctivas ordenadas por el fiscalizador de la Superintendencia o recomendadas por los Expertos Técnicos Mineros.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 31.- Planos de la Faena Minera. Las empresas mineras deberán contar con planos actualizados de la faena minera, los que deberán incluir, a lo menos, la siguiente información:

1) Ubicación geográfica de la faena minera, con sus respectivas coordenadas, curvas de nivel, deslindes de pertenencias e indicación de las faenas vecinas o colindantes;

2) Ubicación de las distintas instalaciones de servicios y de apoyo, y de las vías fluviales, y características geográficas de la zona;

3) Plano general de la explotación de la mina con indicaciones de avances, accesos, instalaciones de servicios y de emergencia, y

4) Disposición de los circuitos eléctricos, sistemas de ventilación y salidas de emergencia, tratándose de minas subterráneas.

Los planos se dibujaran a una escala adecuada a la magnitud de la faena minera, en conformidad a las reglas que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.

La orientación se hará según el norte U.T.M., con la indicación de la declinación local en cada año.

*El Ejecutivo propone reemplazar el inciso primero del artículo 31 del Artículo Primero, por el siguiente:

“Artículo 31.- Las empresas mineras deberán contar con copias de los planos aprobados como parte del método de explotación que se mantendrán actualizadas con la periodicidad que determine el Superintendente en una Norma de Carácter General. Dichas copias deberán contener, a lo menos, la siguiente información:”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, puntualizó que esta es una de las obligaciones previas a la autorización de una faena minera, además de la mensura, y que se encuentra vigente desde 1982. Con esto el proyecto estaría en concordancia con el Código de Minería y el Reglamento de Seguridad Minera.

-Puesta en votación la indicación es aprobada por seis votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Delmastro; Kort; Rojas y Ward, dos votos en contra de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Carmona.

*El Ejecutivo propone reemplazar en el número 1) del artículo 31 del Artículo Primero la coma (,) que sigue a la expresión “coordenadas” por la letra “y”, y eliminar coma (,) que sigue a la palabra “nivel”, además de la frase “deslindes de pertenencias e indicación de las faenas vecinas o colindantes”.

-Puesta en votación la indicación es aprobada por seis votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Delmastro; Kort; Rojas y Ward, dos votos en contra de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Carmona.

*El Ejecutivo propone eliminar en el número 2) del artículo 31 del Artículo Primero, la coma (,) que sigue a la palabra “apoyo”, y la frase “y de las vías fluviales, y características geográficas de la zona”.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por seis votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Delmastro; Kort; Rojas y Ward, dos votos en contra de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Carmona.

*El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente inciso final:

“En caso que los planos no den cumplimiento a lo señalado en este artículo o no se hayan entregado oportunamente, el Superintendente podrá hacerlos ejecutar por un tercero a costa de la respectiva empresa minera, sin perjuicio de las sanciones que fueren procedentes.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

-Puesto en votación el artículo con las indicación incluidas, fue aprobado por seis votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Delmastro; Kort; Rojas y Ward, dos votos en contra de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Carmona.

Párrafo 4°

Del Inicio de la Actividad Minera.
Artículo 32.- Permisos previos. La Superintendencia autorizará, basada en consideraciones técnicas que digan relación con la seguridad minera y tomando especialmente en cuenta el riesgo de accidentes mineros, la operación de los proyectos de explotación minera, las modificaciones significativas que éstos experimenten y los planes de cierre de las faenas mineras. 

Asimismo, siempre que la aplicación de nuevas tecnologías modifique significativamente los métodos de explotación, dichas modificaciones deberán ser sometidas a la aprobación de la Superintendencia para efectos de seguridad minera.

La Superintendencia se pronunciará dentro de los 60 días siguientes a la presentación de los antecedentes que hicieren los interesados. 

La correspondiente resolución aprobatoria contendrá los elementos esenciales de los proyectos aprobados, en concordancia con las exigencias y disposiciones que, para cada tipo de faena, establezca el Reglamento.

*El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir en el inciso primero la palabra “autorizará”, por la expresión “se pronunciará”, y la expresión “la operación”, por la expresión “respecto de la solicitud de autorización de la operación”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar en el inciso primero del artículo 32 la frase “el riesgo de accidentes mineros,”, por “la identificación de peligros y el control de los riesgos de accidentes mineros,”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, puntualizó que los peligros y los riesgos, ya se encuentran descritos detalladamente en la legislación vigente.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rivas; Velásquez y Ward, tres votos a favor de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Rojas.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen sustituir el inciso primero del artículo 32 del Artículo Primero, por el siguiente:

“Artículo 32.- Permisos previos. La Superintendencia autorizará, basada en consideraciones técnicas que digan relación con la seguridad minera y tomando especialmente en cuenta el riesgo de accidentes mineros, la operación de los proyectos de explotación minera, las modificaciones significativas que éstos experimenten y los planes de cierre de las faenas mineras.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para agregar en el inciso primero del artículo 32, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Respecto de la pequeña minería y la minería artesanal, sólo será necesario informar a la Superintendencia de la modificación de planos del proyecto, sin esperar pronunciamiento alguno.”.

La Comisión acordó suprimir la frase “, sin esperar pronunciamiento alguno”, modificándose la redacción de la indicación de la siguiente forma:

“Respecto de la pequeña minería y la minería artesanal, sólo será necesario informar a la Superintendencia de la modificación de planos del proyecto.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rivas; Rojas; Velásquez y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar en el inciso tercero del artículo 32 del Artículo Primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Respecto de las presentaciones formuladas por la pequeña minería y la minería artesanal, deberá pronunciarse dentro de 15 días siguientes, contados desde la presentación de los antecedentes.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen agregar en el inciso tercero del artículo 32 del Artículo Primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En el caso de no pronunciarse dentro de este plazo, deberá reiterarse la solicitud por parte de los interesados teniendo la Superintendencia un plazo de 30 días fatales para autorizar, plazo que una vez vencido, obligará a la Superintendencia a dictar una resolución aprobatoria de inmediato.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones incluidas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rivas; Rojas; Velásquez y Ward.

Artículo 33.- Inicio de la operación. Una vez aprobado el método de explotación y el plan de cierre de faenas mineras, la respectiva empresa minera comunicará por escrito a la Superintendencia, con no menos de quince días de anticipación, la fecha de inicio de las operaciones.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formula una indicación para agregar en el artículo 33, luego de la expresión “explotación”, la siguiente frase: “simplificado para el caso de la pequeña minería y minería artesanal”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 5º

Del Procedimiento de Fiscalización.
Artículo 34.- Programa de Fiscalización. La Superintendencia establecerá un Programa General Indicativo de Fiscalización de las faenas mineras del territorio nacional. El programa se fijará en el mes de Octubre de cada año para ser desarrollado en el año calendario siguiente.

El programa se determinará a partir de la cantidad de faenas existentes en las distintas áreas geográficas, considerando su distribución por región, provincia y comuna. En él se priorizarán las faenas mineras que, de acuerdo a criterios técnicos, presenten complejidades, altos porcentajes de operaciones críticas o incumplimientos regulatorios, y aquellas respecto de las cuales existan antecedentes que puedan causar alarma pública.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, las faenas mineras en que se incurra en infracciones gravísimas o en las que se produzcan accidentes a consecuencia de los cuales se generen los resultados señalados en el Nº 1 del artículo 48 y en el Nº 1 del artículo 49, ambos de esta ley, serán objeto de fiscalización prioritaria.

La Superintendencia podrá siempre ordenar fiscalizaciones aleatorias.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 35.- Valor Probatorio de las Fiscalizaciones. Los atestados de los funcionarios de la Superintendencia designados como fiscalizadores, referidos a hechos que hayan constatado en el ejercicio de sus funciones y que consten en las actas de fiscalización respectivas, constituirán una presunción cuya fuerza probatoria se apreciará de conformidad a las reglas de la sana crítica. 

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, se entenderá que los atestados suscritos por dos fiscalizadores de la Superintendencia que se hayan constituido en la respectiva faena minera, han sido emitidos por un ministro de fe.

*El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir el inciso segundo, por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, se entenderá que dos atestados referidos a los mismos hechos y suscritos en el mismo año calendario por fiscalizadores que se hayan constituido en la respectiva faena minera, tienen la fuerza probatoria de un testimonio emitido por un ministro de fe.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen reemplazar el inciso segundo del artículo 35 del Artículo Primero, por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, se entenderá que las actas de fiscalización constituirán un medio iniciador de cargos.”.

El Diputado señor Espinosa, don Marcos, señaló que la presente indicación recoge los planteamientos expuestos por los pequeños mineros, durante el estudio del proyecto respecto del las atribuciones de la Superintendencia de Minería.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner San Martín, señala que la indicación confunde normas probatorias con la formulación de cargos.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 36.- Etapas de Fiscalización. La fiscalización comprenderá las siguientes etapas:

1) Etapa de Pre–Fiscalización. Corresponde a la revisión documental de las autorizaciones otorgadas, de los antecedentes relevantes, tales como las observaciones consignadas en el Libro de Seguridad Minera, de los actos de comunicación relativos a la faena, de los reglamentos, estatutos y procedimientos de trabajo, de las políticas de seguridad de la empresa, y de los programas de salud y seguridad.

2) Etapa de Fiscalización en terreno. Comprende las siguientes fases:

a) Reunión con la máxima autoridad de la faena para indicar los lugares que serán inspeccionados y designación de los encargados de dichas actuaciones;

b) Inspección de los elementos consignados en las aprobaciones de la faena y las demás ordenadas por la ley y sus reglamentos, y

c) Consignación en el acta de fiscalización, de la cual se dejará copia íntegra, en el Libro de Seguridad Minera, de las órdenes y recomendaciones, con indicación de las observaciones y acciones a cumplir, los plazos para cumplirlas y los responsables. 

Asimismo, si durante la fiscalización en terreno el fiscalizador se percatare de un peligro grave e inminente para la seguridad dentro de la faena minera, podrá por la vía más expedita solicitar que el Superintendente determine el cierre total o parcial de la faena como medida preventiva, indicando expresamente el plazo o la condición que pondrá fin a dicho cierre.

3) Etapa de Post–Fiscalización. Corresponde a la verificación del cumplimiento de las órdenes y recomendaciones efectuadas en la etapa anterior.

Cada proceso de fiscalización deberá considerar como antecedentes iniciales los resultados de la etapa de Post – Fiscalización del proceso anterior.

*El Ejecutivo formuló una indicación para introducir las siguientes modificaciones:

a) Intercalar en la letra a) del número 2), a continuación de la palabra “para”, la expresión “dar a conocer el objeto de la fiscalización,”, y sustituir la expresión “designación de”, por la expresión “designar a”.

b) Reemplazar la letra c) del número 2), por la siguiente:

“c) Consignación en el acta de fiscalización, de la cual se dejará copia íntegra en el Libro de Seguridad Minera, de las órdenes y recomendaciones, con indicación de las observaciones y acciones a cumplir, los fundamentos técnicos de la medida, la normativa aplicable, los plazos para cumplirla y los responsables.”.

c) Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, en el número 2), pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Los fiscalizadores de la Superintendencia en el ejercicio de sus funciones podrán inspeccionar todas las instalaciones de la faena minera, procurando que dicha inspección no perjudique indebidamente el normal funcionamiento de la respectiva faena.”.

d) Reemplazar en el inciso tercero del número 2) la palabra “podrá” por la palabra “deberá”, y la palabra “preventiva” por “provisional”, e intercalar, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:

“La resolución del Superintendente deberá ser fundada y la medida se adoptará de conformidad a lo dispuesto en el artículo 53 de esta ley.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para agregar al número 1) del artículo 36, el siguiente inciso final, nuevo, sustituyendo el punto y coma (;) del inciso primero, por un punto a parte (.):

“Dicha fiscalización deberá llevarse a cabo en la faena minera respectiva;”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*El Ejecutivo propone incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, a la letra c) del número 2) del artículo 36 del Artículo Primero:

“El fiscalizado podrá formular, dentro del plazo de 10 días, observaciones técnicas o legales respecto de las órdenes y recomendaciones del fiscalizador. La Superintendencia deberá pronunciarse fundadamente sobre cada una de dichas observaciones, e indicará las medidas que deban adoptarse y el plazo para su cumplimiento.”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, destacó que la formulación de la presente indicación, obedece particularmente a las peticiones efectuadas por los pequeños mineros en las audiencias públicas celebradas por la Comisión, durante la tramitación del proyecto.

-Puesta en votación la indicación es aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

*El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar la siguiente oración del inciso final del número 2) del artículo 36: “La resolución del Superintendente deberá ser fundada y la medida se adoptará de conformidad a lo dispuesto en el artículo 53 de esta ley.”.


El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que esta indicación tiene relación con las peticiones que hicieron presente en esta Comisión los pequeños mineros.

-Puesta en votación la indicación es aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

*El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente inciso final, nuevo, al número 2) del artículo 36:

“Las medidas señaladas en el inciso precedente deberán ser decretadas mediante resolución fundada, serán esencialmente temporales, su duración no podrá exceder los 30 días, y no podrán renovarse en tanto no se haya dado inicio al procedimiento sancionatorio establecido en la presente ley.”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, destacó que la indicación, obedece particularmente a las peticiones efectuadas por los pequeños mineros, en las audiencias públicas celebradas por la Comisión, durante la tramitación del proyecto.

-Puesta en votación la indicación es aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

Artículo 37.- Ejecución del Programa de Fiscalización. La Superintendencia ejecutará el Programa de Fiscalización a través de sus propios fiscalizadores, quienes podrán acceder a las faenas mineras en cualquier tiempo.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 38.- Los Expertos Técnicos Mineros. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Superintendente podrá encomendar la supervisión de los aspectos técnicos referidos a la seguridad minera de los proyectos, a técnicos acreditados en conformidad a esta ley, que se denominarán Expertos Técnicos Mineros.

El Superintendente designará anualmente, a uno o más de estos Expertos Técnicos Mineros para que concurran periódicamente a una determinada faena minera, de acuerdo al Programa de Fiscalización de la Superintendencia y con el objeto de comprobar el cumplimiento de las reglas establecidas por la presente ley y las normas dictadas conforme a ella, en materias de seguridad minera.

El Informe que elaborare el Experto Técnico Minero constituirá un elemento de juicio en los procesos de fiscalización, de investigación y sancionatorio.

Los Expertos Técnicos Mineros podrán recomendar la adopción de medidas correctivas, las que se consignarán en el Libro de Seguridad Minera en forma clara y precisa. Dichas medidas sólo podrán referirse a aspectos técnicos relativos a la seguridad minera. La empresa deberá dar cuenta a la Superintendencia, para efectos de lo dispuesto en el número 3) del artículo 36 de esta ley, sobre la forma en que se han cumplido esas medidas.

El Experto Técnico Minero que detecte antecedentes de la existencia de un peligro inminente para la integridad y seguridad de las personas en una faena minera, deberá ponerlos en conocimiento de la Superintendencia a la brevedad, para que ésta resuelva, en un plazo de 24 horas contado desde la comunicación, sobre las medidas provisorias para dicha faena. Asimismo, deberá remitir una copia de la referida comunicación a los organismos con facultades de fiscalización en materias de seguridad y salud en el trabajo.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formulan las siguientes modificaciones:

a) Intercalar como inciso segundo el actual inciso cuarto, pasando los actuales incisos segundo, tercero y quinto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente.

b) Reemplazar, en el inciso quinto la palabra “para”, que sigue a la expresión “medidas provisorias”, por la frase “que estime procedente aplicar en”.

c) Incorporar el siguiente inciso final:

“Los Expertos Técnicos Mineros no tendrán el carácter de fiscalizadores o de ministros de fe, ni ejercerán potestades públicas.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso segundo del artículo 38, por el siguiente:

“Los Expertos Técnicos Mineros podrán recomendar la adopción de medidas correctivas, que sólo podrán referirse a aspectos técnicos relativos a la seguridad minera. Los Expertos consignarán dichas medidas en un informe que remitirán a la Superintendencia y del cual entregarán copia a la máxima autoridad de la faena, siguiendo el procedimiento que establezca el Superintendente a través de una norma de carácter general.”.

El Diputado señor Lemus señaló que reconociendo que con la indicación se mejora la situación, aún continua siendo muy limitante el artículo para los pequeños mineros. 

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por ocho votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, un voto en contra del Diputado señor Carmona, y una abstención del Diputado señor Lemus.

*El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el fiscalizado podrá formular, dentro del plazo de 10 días, observaciones fundamentadas técnicamente respecto de las medidas correctivas recomendadas por el Experto. La Superintendencia resolverá fundadamente, indicando las medidas que deban adoptarse y el plazo para su cumplimiento.

En caso de ordenarse la adopción de medidas por la Superintendencia en virtud de lo establecido en el inciso precedente, la empresa deberá dar cuenta del cumplimiento de ellas a la Superintendencia para efectos de lo dispuesto en el número 3) del artículo 36 de la presente ley.”.

El Diputado señor Lemus, reiteró que con esta modificaciones no se mejora la limitante, con que quedan los pequeños mineros.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por ocho votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, un voto en contra del Diputado señor Carmona, y una abstención del Diputado señor Lemus.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen intercalar en el inciso quinto del artículo 38 del Artículo Primero, luego de la palabra “comunicación”, la frase “a la empresa”.


El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que en este caso, la comunicación a la que hace referencia la indicación en realidad es a la Superintendencia, no a la empresa

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por ocho votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y dos abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 38 del Artículo Primero:

“Respecto de la pequeña minería y la minería artesanal, el profesional encargado de velar por la seguridad de las faenas será el monitor de seguridad capacitado por el Sernageomin y/o por la Superintendencia. Además, la Superintendencia tendrá a su disposición Expertos Técnicos Mineros para estos fines.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Lemus, y Vilches proponen agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 38 del Artículo Primero:

“La designación de un número de expertos técnicos mineros debe ser registrado como “faltante de fiscalizadores”, cuyo porcentaje en relación al número total de fiscalizadores existentes en una región, deberá ser publicado como estadística de la fiscalización por parte de la Superintendencia al año siguiente de la designación de dichos expertos.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones fue aprobado por ocho votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, un voto en contra del Diputado señor Carmona, y una abstención del Diputado señor Lemus.

Artículo 39.- Auditoría Externa de Seguridad Minera. Las empresas mineras que efectuaren explotación o beneficio de minerales superior a 10.000 toneladas mensuales de producción bruta deberán contratar, a su costa, cada tres años, una auditoría externa de gestión de seguridad, efectuada por una Empresa de Auditoría Externa de Seguridad Minera, inscrita en el registro que al efecto llevará la Superintendencia de acuerdo a lo establecido en la presente ley.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formulan una indicación para modificar el artículo de la siguiente forma:

a) Reemplazar la expresión “Las empresas mineras que efectuaren explotación”, por “Para efectos de obtener información sobre la gestión en seguridad de los sujetos regulados, las empresas mineras que efectuaren explotación”, y

b) Reemplazar la expresión “de producción bruta”, por la frase “de mineral o que cuenten con más de 150 trabajadores, incluidos los trabajadores del contratista y del subcontratista,”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen reemplazar en el artículo 39 del Artículo Primero el número “150”, por el guarismo “100”.

El Diputado señor Kort señaló que la indicación es coherente con indicaciones aprobadas.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formuló una indicación para agregar al artículo 39 del Artículo Primero, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Quedarán exentos de esta obligación la pequeña minería y la minería artesanal.”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que la situación planteada en la indicación, ya se encontraría resuelta por las modificaciones recientemente aprobadas.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, dos votos a favor de los Diputados señores Carmona y Cerda, y una abstención del Diputado señor Lemus.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones incluidas, fue aprobado por seis votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, dos votos en contra de los Diputados señores Carmona y Cerda, y una abstención del Diputado señor Lemus.

Párrafo 6º

De los efectos de la Fiscalización.
Artículo 40.- Publicidad de los resultados de la fiscalización. En el mes de Diciembre de cada año, la Superintendencia dará a conocer, por medios digitales, las estadísticas relativas a los actos de fiscalización, las medidas correctivas y los demás antecedentes relevantes correspondientes al respectivo período anual que señale el Reglamento.

La información referida en el inciso precedente deberá ser enviada, asimismo, a los organismos públicos con facultades de fiscalización en materias de seguridad y salud en el trabajo.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 41.- Categorización. Anualmente, y a partir de los resultados objetivos de los procesos de fiscalización y de las Auditorías Externas de Seguridad Minera, la Superintendencia ubicará a las distintas empresas mineras en la categoría que les corresponda para efectos de seguridad minera, de conformidad a lo establecido en este párrafo.

El listado correspondiente será publicado en el mes de enero de cada año y se mantendrá inalterado por todo el transcurso del mismo, a menos que una empresa minera solicite su re – categorización de conformidad a lo establecido en el artículo 44 de esta ley.

Además, la Superintendencia ordenará la colocación de los sellos correspondientes, de conformidad a lo señalado en el artículo siguiente, en un lugar visible al público a la entrada de la faena minera de que se trate.

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, la Superintendencia podrá modificar la categorización de aquella empresa minera en la que ocurra un accidente como consecuencia del cual se produzca alguno de los resultados señalados en el Nº 1 del artículo 48 de esta ley.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formulan una indicación para eliminar el inciso tercero del artículo 41.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

Artículo 42.- Categorías. La Superintendencia ubicará a las empresas mineras en una de las siguientes categorías de conformidad a su comportamiento en relación a la seguridad minera:

a) Excelente. Se identificará con un sello de color azul;

b) Bueno. Se identificará con un sello de color verde;

c) Suficiente. Se identificará con un sello de color amarillo, y

d) Condicional. Se identificará con un sello de color rojo.

Los factores que considerará la Superintendencia para proceder a la ubicación referida en el inciso precedente serán los siguientes:

1) La tasa de accidentes con tiempo perdido calculada en relación al número de accidentes que generen incapacidad sobre cada millón de horas trabajadas en la respectiva faena minera;

2) El número de accidentes graves y gravísimos que se produzcan en el año calendario respectivo;

3) El número de sanciones aplicadas a la faena minera, según tipo de sanción; 

4) El incumplimiento de las medidas correctivas ordenadas y los casos de reincidencias, y

5) El cumplimiento de la obligación de informar en tiempo y forma.

La ponderación de los factores indicados en el inciso precedente será determinada por el Reglamento.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para introducir las siguientes modificaciones:

a) Reemplazar la letra d) del inciso primero, por la siguiente:

“d) En Regularización. Se identificará con un sello de color blanco que incluirá las palabras “En regularización”.

b) Reemplazar, en el número 4) del inciso segundo la palabra “incumplimiento”, por la expresión “cumplimiento o incumplimiento”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen eliminar en la letra a) del artículo 42 del Artículo Primero la frase “Se identificará con un sello de color azul;”.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward proponen eliminar en la letra b) del artículo 42 la frase “Se identificará con un sello de color verde;”.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formulan una indicación para eliminar en la letra c) del artículo 42 la frase “Se identificará con un sello de color amarillo, y”.

-Puesta en votación la indicación es aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formulan una indicación para eliminar en la letra d) del artículo 42 la frase “Se identificará con un sello de color blanco que incluirá las palabras “En regularización”.”.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones incluidas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

Artículo 43.- Programa de Medidas Correctivas y Plan de Regularización. Sin perjuicio de la multa que fuere procedente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de esta ley, las empresas mineras que se encuentren en Categoría Condicional, deberán acogerse al Programa de Medidas Correctivas determinado por la Superintendencia, el cual deberá ser implementado en los plazos y forma que ésta indique. En caso de incumplimiento, la Superintendencia podrá aplicar las sanciones contempladas en el artículo 63 de la presente ley.

Una vez cumplido el Programa de Medidas Correctivas antes señalado, la empresa minera acordará con la Superintendencia un Plan de Regularización que contemplará todas las medidas correctivas necesarias para mejorar su categorización. Dicho Plan será evaluado en los plazos y forma que establezca la Superintendencia, la que, una vez cumplido, resolverá sobre la nueva categorización de la empresa minera.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para sustituir en el inciso primero la expresión “Categoría Condicional”, por “Categoría En Regularización”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar los siguientes incisos finales, nuevos:

“Cumplido el Plan de Regularización referido en el inciso precedente, la Superintendencia otorgará a la respectiva empresa minera un Certificado de Cumplimiento.

La Superintendencia deberá publicar por medios digitales y mantener actualizado el listado de empresas mineras que hubieren obtenido el certificado indicado en el inciso precedente.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 43, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:

“Cuando una empresa minera se acoja, por primera vez, al Programa de Medidas Correctivas señalado en el inciso anterior, podrá solicitar a la Superintendencia la suspensión del pago de la multa que se hubiere estimado procedente de conformidad a lo dispuesto en dicho inciso. La referida multa será dejada sin efecto por la Superintendencia cuando se haya dado íntegro cumplimiento por la empresa al referido programa.”.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones incluidas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

Artículo 44.- Solicitud de Re–Categorización. Sin perjuicio de lo señalado en los artículos precedentes, las empresas mineras que adoptaren medidas específicas tendientes a mejorar la categoría en que se encuentran ubicadas para efectos de la seguridad minera, podrán solicitar, hasta dos veces por año calendario, que la Superintendencia revise la categorización vigente. El rechazo de esta solicitud deberá hacerse mediante resolución fundada.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 45.- Auto–Evaluación. Toda empresa minera deberá, empleando al efecto los medios que establezca la Superintendencia en coordinación con la Superintendencia de Seguridad Social en una norma de carácter general, realizar una autoevaluación de su comportamiento en materia de seguridad minera. La periodicidad de dicha auto-evaluación será determinada por la Superintendencia mediante una norma de carácter general.

El resultado de la auto-evaluación indicada en el inciso precedente deberá ser dado a conocer por la respectiva empresa dentro de los plazos que señale la Superintendencia en una norma de carácter general. El incumplimiento de esta obligación será considerado infracción grave y sancionado con multa por la Superintendencia, de conformidad a lo que se establece en el artículo 63 de esta ley.

*El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, las empresas mineras que hubieren dado a conocer un comportamiento excelente en seguridad minera, en conformidad a lo establecido en este artículo, y estuvieren ubicadas en la categoría excelente, según lo preceptuado en el artículo 42, podrán postular a la Certificación de Excelencia en Seguridad que otorgará la Superintendencia. Para estos efectos, deberán presentar la respectiva solicitud a la Superintendencia en el mes de marzo de cada año, acompañando los antecedentes que indique el Reglamento.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen suprimir el artículo 45 del Artículo Primero.


El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que la autoevaluación que se establece en esta norma, es uno de los procesos importantes que instaura en el proyecto, y permite conocer fehacientemente por parte del evaluado, lo que encuentra crítico de su entorno de trabajo, además de juntar la visión del evaluador con quien se encuentra a cargo de la faena.

Destacó que se trata de un sistema que se está incorporando en todas las leyes laborales del país. Por lo tanto, sugirió que es necesario meditar la indicación.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 46.- Auto–Denuncia. Quedará exento de multa el infractor que concurra a las oficinas de la Superintendencia y denuncie, por primera vez, estar cometiendo cualquiera de las infracciones establecidas en la presente ley.

En caso que un infractor ya hubiese empleado este mecanismo, su utilización por segunda o tercera vez se traducirá en una rebaja de hasta un 75% y de hasta un 50% de la multa, respectivamente.

La exención y las rebajas señaladas en los incisos precedentes sólo procederán cuando el respectivo infractor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción, y haya cesado en la ejecución de los mismos, adoptando todas las medidas necesarias para reducir o eliminar sus efectos negativos.

El infractor deberá presentar, asimismo, dentro de los 10 días siguientes a la interposición de la auto–denuncia, un programa de cumplimiento de medidas correctivas, el que estará sujeto a la aprobación de la Superintendencia de conformidad a lo establecido en el artículo 43 de esta ley.

No habrá lugar a lo establecido en los incisos precedentes si la Superintendencia hubiese iniciado formalmente una investigación respecto de los mismos hechos, con anterioridad a la interposición de la auto–denuncia.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 47.- Concurso de sanciones. Cuando por unos mismos hechos se le pudieren aplicar, de conformidad a la legislación vigente, varias sanciones al infractor, sólo se aplicará la más grave de ellas.

*Los Diputados señores Carmona y Espinosa, don Marcos, proponen incorporar al artículo 47 el siguiente inciso segundo:

“En caso de encontrarse sanciones por los mismos hechos provenientes desde organismos con facultades fiscalizadores de las actividades mineras distintos a la Superintendencia, el inciso anterior será aplicable de la misma forma.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 7º

De las Infracciones.
Artículo 48.- Infracciones Gravísimas. Para efectos de esta ley constituyen infracciones gravísimas, los hechos, actos u omisiones que:

1) Contravengan la normativa de seguridad minera y, como consecuencia de lo anterior, se produzcan accidentes mineros que causen la muerte, o alguna de las lesiones previstas en el Nº 1 del artículo 397 del Código Penal, o una explosión en una operación minera, sin importar en este último caso, si se han producido o no lesiones;

2) Contravengan grave o reiteradamente las resoluciones aprobatorias del funcionamiento de una faena minera, o los estatutos de operación de la misma; 

3) Constituyan reincidencia o reiteración de infracciones graves.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus formulan una indicación para intercalar en el inciso primero del artículo 48, entre las palabras “omisión” y “que”, la expresión “de la empresa”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, aclaró que las infracciones pueden ser de todo tipo. Por eso es necesario dirigirse de manera genérica, a quien contravenga.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Velásquez y Ward, y dos votos a favor de los Diputados señores Cerda y Lemus.

*Los Diputados señores Bertolino y Rojas formulan una indicación para intercalar en el N° 1) del artículo 48 después de la palabra “explosión” y antes de la expresión “en una operación minera” que la sigue, la expresión “no controlada”.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus formulan una indicación para agregar en el N° 1) del artículo 48, entre la palabra “minera” y la conjunción “y”, las palabras “en aspectos sustanciales”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, aclaró que cualquier normativa que sea contravenida y que cause fatalidad, tiene el efecto establecido en esta normativa.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus formuló una indicación para suprimir el N° 2) del artículo 48.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Kort; Lemus; Rojas; Velásquez y Ward.

Artículo 49.- Infracciones Graves. Para efectos de esta ley constituyen infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que:

1) Contravengan la normativa de seguridad minera y, como consecuencia de lo anterior, se produzcan accidente mineros que causen alguna de las lesiones previstas en el Nº 2 del artículo 397 del Código Penal, o un incendio que produzca la evacuación de personas o genere daño significativo a las estructuras de la faena minera o a su equipamiento, o una inundación, golpe o caída de materiales o equipos que produzcan lesiones a personas o evacuación de un área significativa de la faena minera, o un accidente que produzca daño grave en las instalaciones de las faenas mineras;

2) Contravengan la normativa de seguridad minera y representen un peligro grave e inminente para la salud o seguridad de las personas;

3) Contravengan las resoluciones de la Superintendencia que recaigan sobre aspectos relevantes en materias de seguridad minera;

4) Representen el incumplimiento de los procedimientos de emergencia;

5) Nieguen el ingreso de los fiscalizadores de la Superintendencia a una faena minera;

6) Representen la omisión falsedad o entrega maliciosamente incompleta, de información relevante para el cumplimiento de las funciones de la Superintendencia, y

7) Constituyan reincidencia o reiteración de infracciones menos graves, dentro del mismo año calendario.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para agregar en el número 5), a continuación de la palabra “Superintendencia”, la frase “o de los expertos técnicos mineros”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus formulan una indicación para intercalar en el inciso primero del artículo 49, entre las palabras “omisión” y “que”, la expresión “de la empresa”.

El Diputado señor Carmona precisó que no afecta en nada cambiar la nomenclatura. Por lo tanto, lo que se pretende es que la empresa se haga responsable de las infracciones que cometa.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, aclaró que no sólo la empresa puede cometer una infracción, también lo pueden cometer los trabajadores. Por lo que, al aprobar una indicación en ese sentido, podría restringir la responsabilidad a un solo grupo, y no a cualquiera que ingrese a una faena.

-Puesta en votación la indicación es rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Velásquez.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen agregar en el N° 1) del artículo 48, entre la palabra “minera” y la conjunción “y”, las palabras “en aspectos sustanciales”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner San Martín, aclara que cualquier normativa que sea contravenida y que cause fatalidad, tiene ese efecto.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Kort; Rojas; Velásquez y Ward, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 50.- Infracciones Menos Graves. Son infracciones menos graves todos aquellos hechos, actos u omisiones que contravengan la normativa vigente en materia de seguridad minera y no estén incluidos en los dos artículos anteriores.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 51.- Incumplimiento de medida ordenada por fiscalizador. El incumplimiento por parte de la empresa minera de una medida ordenada por el fiscalizador de conformidad a lo dispuesto en esta ley, constituirá una infracción grave o menos grave, según la magnitud del riesgo que dicho incumplimiento genere.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 8º

Del procedimiento administrativo sancionatorio.
Artículo 52.- Inicio del procedimiento. El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse por:

1) El aviso que diere la respectiva empresa minera de la ocurrencia en sus faenas de un accidente;

2) La denuncia que formule cualquier persona ante las autoridades de la Superintendencia;

3) La denuncia formulada empleando el mecanismo contemplado en el artículo 60 de esta ley, y

4) De oficio, cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna de las infracciones señaladas en esta ley.

Las denuncias de infracciones administrativas deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o mediante apoderado en conformidad al artículo 22 de la Ley Nº 19.880. Asimismo, ellas deberán contener una descripción de los hechos específicos que se estiman constitutivos de la infracción que se denuncia, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor.

La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio en la medida que, a juicio de la Superintendencia, ella esté revestida de seriedad y tenga mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor o el archivo de la denuncia por resolución fundada, notificando de ello al denunciante. La resolución que ordene el archivo de la denuncia, podrá impugnarse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 79 y siguientes de esta ley.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus proponen incorporar el siguiente numeral 5), nuevo, al artículo 52 del Artículo Primero:

“5) Denuncia colectiva presentada por cualquier persona jurídica vigente a través de su representante legal.”.

El Diputado señor Lemus señaló que la presente indicación, se encuentra orientada hacia los sindicatos de trabajadores.

El Diputado señor Bertolino hizo presente que podría ser que la denuncia colectiva podría efectuarla cualquier persona jurídica.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que la indicación carece de sentido, dado que el proyecto contempla un estricto y serio sistema de denuncias.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por cuatro votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas y Ward, y un voto a favor del Diputado señor Lemus.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 53.- Adopción de medidas provisionales. Iniciado el procedimiento administrativo sancionatorio, su instructor podrá solicitar fundadamente al Superintendente, y con el único fin de evitar riesgos graves para la seguridad minera, la adopción, en carácter de provisional, de una o más medidas correctivas de aquellas mencionadas en el artículo 63 de esta ley.

Las medidas que se decreten en conformidad a lo indicado en el inciso precedente, serán esencialmente temporales y su duración no excederá de 30 días. Su renovación deberá ser solicitada fundadamente por el instructor al Superintendente quien, si accede a ello, deberá hacerlo por resolución fundada.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 54.- Instructor del procedimiento. La instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio se realizará por un funcionario de la Unidad de Investigación de la Superintendencia que recibirá el nombre de Instructor. El Instructor será designado por el Superintendente, dictará resoluciones en su nombre, y no podrá delegar sus funciones y atribuciones.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 55.- Desarrollo de la instrucción del procedimiento. La instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio comenzará con la notificación al presunto infractor de una formulación precisa de cargos por parte del Instructor, confiriéndole un plazo de 10 días para formular sus descargos. Dicha notificación se hará, personalmente o por cédula.

La formulación de cargos contendrá una descripción precisa y clara de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, de la norma, circular, instrucción o resolución eventualmente infringida, de la disposición legal que contempla la respectiva infracción y de las sanciones que la ley le asigna.

Salvo el caso de la notificación de la formulación de cargos señalado en el inciso primero de este artículo, las demás resoluciones podrán ser notificadas personalmente, por cédula, por carta certificada al domicilio que las partes hayan señalado en su respectiva presentación, o por medios electrónicos, cuando así lo hayan solicitado expresamente. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada.

En el caso de las notificaciones por carta certificada, se entenderá perfeccionada transcurridos tres días desde la fecha de recepción de la carta en la oficina de Correos de Chile.

El Superintendente podrá encomendar la notificación personal y por cédula a funcionarios de la Superintendencia, quienes, para estos efectos, tendrán el carácter de ministros de fe.

En todo lo no previsto por esta ley, se aplicará supletoriamente la Ley Nº 19.880.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 56.- Diligencias probatorias. Recibidos los descargos del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Instructor podrá ordenar, a costa de la Superintendencia, la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes. También podrá ordenar la recepción de los demás medios probatorios que procedan.

En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, se las rechazará mediante resolución fundada.

El término probatorio será de ocho días. Podrá ser ampliado mediante resolución fundada, pero en caso alguno podrá exceder de 15 días.

En el caso de rendirse prueba testimonial, el Instructor podrá fijar, mediante resolución fundada, un número máximo de testigos por punto de prueba. En la audiencia testimonial las partes podrán formular preguntas de credibilidad, interrogar y contrainterrogar directamente a los testigos, y podrán solicitar al instructor la objeción de determinadas preguntas. En todo caso, el Instructor tendrá en dicha audiencia la facultad de formular, por sí mismo, preguntas de credibilidad a los testigos, de interrogarlos y contrainterrogarlos. El testimonio será dado bajo juramento o promesa de decir verdad ante el Instructor.

En caso de recibirse prueba confesional, el Instructor ordenará acompañar pliego de posiciones en sobre cerrado al menos un día hábil con anterioridad a la audiencia. El Instructor abrirá el sobre en la audiencia y leerá las posiciones. El Instructor y las partes podrán pedir que el declarante aclare sus dichos. Si el citado a declarar no comparece o si, compareciendo, se niega a responder o da respuestas evasivas, se le dará por confeso, a petición de parte, en todos aquellos hechos que estén categóricamente afirmados en el pliego de posiciones.

Para los efectos de las pruebas testimonial y confesional señaladas en los incisos precedentes, el Instructor tendrá carácter de ministro de fe.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 57.- Medios de prueba. Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquiera de los medios de prueba admisibles en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 58.- Dictamen del Instructor. Concluidas las diligencias señaladas en los artículos precedentes, el Instructor emitirá, dentro de cinco días, un dictamen que deberá contener la individualización del o de los presuntos infractores, la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, y la proposición a la Unidad Sancionatoria de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución, en caso que la considerase procedente.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 59.- Propuesta de la Unidad Sancionatoria. Emitido el dictamen, el Instructor elevará los antecedentes a la Unidad Sancionatoria, la que propondrá al Superintendente, dentro de 10 días, las sanciones o absoluciones que a su juicio correspondan. El Superintendente resolverá en el plazo de 15 días, dictando al efecto una resolución fundada.

No obstante lo indicado en los artículos precedentes, tanto el Superintendente como la Unidad Sancionatoria, podrán ordenar al Instructor la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos, y dando audiencia al presunto infractor.

Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos distintos de aquellos contemplados en la formulación de cargos.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 60.- Denuncia ciega. Cualquier trabajador o contratista podrá denunciar ante la Superintendencia el incumplimiento de las normas sobre seguridad en una faena minera, que amenace de forma grave e inminente a las personas que se desempeñan en ella. La individualización de quien efectuare la denuncia tendrá el carácter de información secreta o reservada para los efectos de lo dispuesto en la Ley Nº 20.285.

El respectivo expediente administrativo de investigación se iniciará con los antecedentes proporcionados por el denunciante, sin la indicación de su identidad, la que será mantenida en reserva por el Superintendente.

La Superintendencia resolverá sobre el mérito de la denuncia y adoptará las acciones que estime procedentes.

A quien efectuare una denuncia en los términos establecidos en este artículo, de mala fe y con el propósito de lesionar la reputación de la empresa minera denunciada, se le aplicará una multa de entre 50 y 500 Unidades Tributarias Mensuales. En caso que la denuncia ciega hubiere sido efectuada, además, con el objeto de obtener un beneficio para sí o para terceros, la multa se podrá elevar hasta 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar la denominación del artículo 60, por la siguiente: “Denuncia Anónima Calificada”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen eliminar el artículo 60 del Artículo Primero.

El Diputado señor Rojas (Presidente), manifestó su preocupación respecto al mal uso, o uso antojadizo que se le pudiese dar ante una denuncia anónima calificada, y que no sea utilizada de buena manera por motivos de seguridad.

El Diputado señor Lemus, también hizo presente su preocupación respecto a que alguna empresa pudiese sabotear a otra, a través de una denuncia anónima calificada, con fines meramente comerciales. Añadió que, a su juicio, este tipo de denuncia no estimula la seguridad.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que la denuncia anónima calificada, hace que los trabajadores puedan entregar una información valiosa, respecto de la seguridad de la faenas en las cuales de desempeñan. Además, es lo que se está implementando en muchos países, como Suecia.

Aclaró además, que una vez recibida la denuncia es procesada por la Superintendencia, a través de un sistema de preguntas y repuestas, para detectar si tiene asidero. Luego, se efectúa una visita inspectiva y finalmente se resuelve en base al mérito y debe ser fundada.

-Puesta en votación la indicación es rechazada por cuatro votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Velásquez y Ward, y tres votos a favor de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Lemus y Rojas.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 9º

De los Apremios y Sanciones.
Artículo 61.- Apremios. Respecto de la infracción señalada en el número 5 del artículo 49, la Superintendencia podrá aplicar las sanciones establecidas en los números 1), 2) y 3) del artículo 63 de esta ley.

Si luego de la aplicación de al menos dos sanciones por la infracción señalada en el inciso anterior, la empresa minera impidiera u obstaculizare nuevamente el ejercicio de las funciones de fiscalización, la Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria arresto de hasta por 15 días renovables, a fin de obtener el cumplimiento y ejecución de dichas funciones en la forma descrita por la presente ley.

Procederá igualmente este apremio en contra de las personas que, habiendo sido citadas bajo apercibimiento por la Superintendencia, sin causa justificada no concurran a declarar, y respecto de los Conservadores que no dieren oportuno cumplimiento a las obligaciones establecidas en el Nº 15 del artículo 7º de esta ley y en el artículo 106 del Código de Minería.

El tribunal competente para conocer de estos apremios, a requerimiento de la Superintendencia, será el del domicilio del infractor.

En caso que fuera estrictamente necesario para los efectos de resguardar la vida e integridad física de las personas, en cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia podrá solicitar directamente al Juez de Garantía que corresponda, el auxilio de la fuerza pública.

*El Ejecutivo propuso eliminar en el inciso segundo la expresión “al menos”, y reemplazar la expresión “arresto de” por la frase “el arresto del representante legal”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formuló una indicación para eliminar el inciso tercero del artículo 61.

El Diputado señor Lemus, señaló que le parece un exceso los apremios contemplados, ya que en el inciso segundo, ya se sanciona al representante legal, y eso sólo lo debiese hacer un tribunal.

-Puesta en votación la indicación fue rechazada por seis votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward, y tres votos a favor de los Diputados señores Espinosa, don Marcos; Latorre y Lemus.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso tercero del artículo 61 y agregar un inciso cuarto, nuevo, pasando los incisos cuarto y quinto, a ser quinto y sexto, respectivamente:

“Respecto de las personas que, habiendo sido citadas a declarar bajo apercibimiento por la Superintendencia, no concurran a prestar declaración sin causa justificada, procederá lo establecido en los incisos 2º y siguientes del artículo 380 del Código de Procedimiento Civil.

En caso que los Conservadores de Minas no dieren oportuno cumplimiento a las obligaciones establecidas en el Nº 15) del artículo 7º de la presente ley, y en el artículo 106 del Código de Minería, se aplicará lo dispuesto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales, considerándose siempre la referida omisión como una infracción grave.”.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por seis votos a favor de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward, dos votos en contra de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Latorre.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por seis votos a favor de los Diputados señores Bertolino; Kort; Rojas; Rivas; Velásquez y Ward, dos votos en contra de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus, y una abstención del Diputado señor Latorre.

Artículo 62.- Declaraciones falsas. Las personas que rindan declaraciones falsas ante la Superintendencia incurrirán en las penas que establece el artículo 210 del Código Penal.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para reemplazar en el artículo 62, las palabras “incurrirán en las”, por la oración: “serán sancionadas con las”.

-Puesta en votación la indicación es rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Bertolino; Kort; Latorre; Velásquez y Ward, dos votos a favor de los Diputados señores Lemus y Rivas, y dos abstenciones de los Diputados señores Espinosa, don Marcos, y Lemus.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar en el artículo 62, la frase “incurrirán en las penas que establece”, por la siguiente: “serán sancionadas conforme a lo dispuesto en”.

El Diputado señor Rivas, señaló que a través de la presente indicación, se mejora la redacción y el léxico del artículo, ya que las personas no incurren en penas, sino en conductas.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rivas; Rojas; Velásquez y Ward.

-Puesto en votación el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rivas; Rojas; Velásquez y Ward.


Artículo 63.- Sanciones. De acuerdo a lo establecido en esta ley, la Superintendencia podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones:

1) Amonestación;

2) Censura por escrito;

3) Multa a beneficio fiscal de hasta 10.000 Unidades Tributarias Mensuales.

Para efectos de lo dispuesto en los artículos 48 a 50 de esta ley, las infracciones gravísimas se sancionarán con multa de hasta 10.000 Unidades Tributarias Mensuales, las infracciones graves con multa de hasta 5.000 Unidades Tributarias Mensuales, y las infracciones menos graves, con multa de hasta 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.

En todo caso, la reiteración de un mismo tipo de infracción, entre las cuales no medie un período superior a 12 meses, permitirá elevar hasta el doble los límites señalados en este numeral;

4) Ordenar el cierre temporal del todo o parte de una faena minera, en caso de infracciones gravísimas o graves por un plazo máximo de 30 días, prorrogable hasta dos veces por el mismo período por resolución fundada. La Superintendencia podrá poner sellos de forma de hacer efectiva esta sanción.

Para la calificación de las infracciones se estará a lo dispuesto en los artículos 48 a 50 de esta ley.

El monto específico de la multa a que se refiere el número 3), se determinará apreciando fundadamente la gravedad y las consecuencias del hecho, el número de personas que fueron puestas en riesgo y si el infractor hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en los últimos veinticuatro meses. Esta última circunstancia no se tomará en consideración en aquellos casos en que la reiteración haya determinado por sí sola el aumento del monto de la multa básica.

Para los efectos de lo establecido en el numeral 4) del presente artículo, la Superintendencia podrá interponer sellos.

Si decretado el cierre temporal de la faena, de acuerdo a lo dispuesto en el número 4) de este artículo, se realizaren actividades productivas en la faena minera, quien estuviere a cargo de dichas actividades será castigado con multas de hasta 3.000 Unidades Tributarias Mensuales si la hubiere motivado una infracción grave, o de hasta 6.000 Unidades Tributarias Mensuales, si la hubiere motivado una infracción gravísima.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso tercero por los siguientes, pasando los actuales incisos cuarto y quinto a ser incisos sexto y séptimo, respectivamente:

“El monto específico de la multa a que se refiere el número 3), se determinará apreciando fundadamente los siguientes factores:

a) La gravedad y consecuencias del hecho;

b) El número de personas que fueron puestas en riesgo;

c) La categoría en que corresponda clasificar a la respectiva actividad de conformidad a lo señalado en los números 8), 9) y 10) del artículo 5º de la presente ley;

d) Si el infractor hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en los últimos veinticuatro meses;

e) La capacidad económica del infractor, y

f) El cumplimiento de las medidas correctivas aplicadas con anterioridad.

La circunstancia descrita en la letra d) no se tomará en consideración en aquellos casos en que la reiteración haya determinado, por sí sola el aumento del monto de la multa básica.

Los factores indicados en las letras e) y f) precedentes, así como el mejoramiento de la categorización de la respectiva empresa minera de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 41 y siguientes de la presente ley, deberán considerarse a efectos de disminuir el monto específico de la multa.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar en el inciso final la frase “quien estuviere a cargo de dichas actividades será castigado”, por “la respectiva empresa minera será castigada”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches proponen agregar en el inciso segundo del artículo 63 del Artículo Primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, la minería artesanal sólo podrá ser sancionada con una multa de hasta 10 UTM y la pequeña minería con una multa de hasta 30 UTM.”.

-El Presidente de la Comisión declara inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

El Diputado señor Velásquez sugirió que el Ejecutivo pudiera patrocinar la indicación, ya que se trata de un gesto muy esperado por los pequeños mineros y, sobre todo, por los mineros artesanales.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, manifestó que la indicación además de ser inadmisible, a su juicio, reviste el carácter de inconstitucional, dado que atenta contra la igualdad ante la ley, ya que no puede ser que se fije el monto de una multa en atención a la pertenencia a determinado grupo y no por la gravedad de la infracción cometida.

Además, precisó que el Superintendente nunca podría sancionar arbitrariamente a una empresa.

La Diputada señora Adriana Muñoz, señaló que es necesario defender al sector productivo de los pequeños mineros, quienes prácticamente desaparecerían si se les aplicaran multas tan elevadas, la quienes se les haría imposible pagar dichas multas.

Por lo que solicitó al Ejecutivo, que pudiera patrocinar una indicación o que formule una nueva en el mismo sentido, que establezca un techo respecto del monto de las multas que se apliquen a las empresas de la pequeña minería y de la minería artesanal.

El Diputado señor Lemus, solicitó que se vote la admisibilidad de la indicación, por cuanto, a su juicio debe haber un trato diferenciado para los pequeños mineros y los artesanales, ya que la aplicación de una multa de hasta 10.000 UTM es absolutamente imposible de pagar para ellos. Arguyó al respecto, que la ley N° 20.416, de Pymes, establece expresamente diferencias entre las empresas de acuerdo a su tamaño.

-Puesta en votación la inadmisibilidad de la indicación fue aprobada por seis votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Sandoval; Velásquez y Ward, y cinco votos en contra de los Diputados señores Carmona; Cerda; Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles 

-Puesto en votación el artículo con ambas indicaciones, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 64.- Clausura de la Faena. Sin perjuicio de las sanciones contempladas en el 
artículo anterior, la Superintendencia podrá ordenar la clausura de la faena minera en caso que ella presente deficiencias de seguridad que pongan en riesgo grave la vida, la salud o la integridad física de las personas, siempre que se le hubiere impuesto al menos por una vez, por infracción gravísimas, la sanción de cierre total o parcial, y que ésta se encuentre firme o ejecutoriada. Dicha clausura se materializará mediante la interposición de sellos.

Para poder optar a la reapertura de la Faena, la empresa minera deberá someterse a un Programa de Medidas Correctivas y un Plan de Regularización, determinado por la Superintendencia, en el cual se establecerán, con claridad y precisión los requisitos y etapas en las que podrá reanudarse total o parcialmente la actividad dentro de la faena minera clausurada.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 65.- Determinación y pago de las multas. El monto de las multas aplicables de conformidad a esta ley será fijado por el Superintendente y deberá ser enterado en las oficinas de la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde que quede firme o ejecutoriada la resolución de la Superintendencia que las fije, ingresándose los comprobantes respectivos en sus oficinas dentro de quinto día de efectuado el pago.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar en el artículo 65 la frase “contado desde que quede firme o ejecutoriada la resolución de la Superintendencia que las fije” por la frase “contados desde la fecha de la notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 80 de la presente ley”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que esta indicación obedece a uno de los compromisos adquiridos con las organizaciones, para que el debido proceso se encuentre contemplado desde la notificación y no desde la decisión del regulador.

-Puesta en votación la indicación fe aprobada por ocho votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Rojas; Sandoval; Velásquez y Ward, y tres abstenciones de los Diputados señores Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por ocho votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Rojas; Sandoval; Velásquez y Ward, y tres abstenciones de los Diputados señores Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles.

Artículo 66.- Retardo en el pago de las multas. El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, en conformidad a la ley, devengará los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 67.- Prescripción. Transcurridos tres años de cometida una infracción determinada, sin que la Superintendencia haya impuesto alguna de las sanciones contempladas en el artículo 63 de esta ley, se entenderá, para todos los efectos, que éstas han prescrito. Esta prescripción se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.

Las sanciones administrativas aplicadas de conformidad a esta ley, prescribirán a los tres años desde la fecha en que se certifique que la respectiva resolución sancionatoria ha quedado firme y ejecutoriada.

Esta prescripción se suspenderá por la notificación del respectivo procedimiento de ejecución o de la formulación de cargos por incumplimiento, según la naturaleza de la sanción aplicada.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para sustituir en el inciso primero del artículo 67 la coma (,) que sigue a la expresión “infracción determinada”, por la conjunción “y”, y agregar a continuación de la siguiente frase: “cinco años en el caso de infracciones gravísimas,”
-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval; Velásquez y Ward.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval; Velásquez y Ward.

Artículo 68.- Agravante. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 53 de esta ley, el incumplimiento de una medida ordenada por el fiscalizador o la negativa a cumplir las medidas correctivas recomendadas por los Expertos Técnicos Mineros de conformidad a lo dispuesto en esta ley, y en caso de ser procedente la aplicación de sanciones, será un antecedente que deberá tomarse en cuenta para efectos de aumentar la sanción que correspondería aplicar.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para suprimir en el artículo 68 la siguiente frase: “o la negativa a cumplir las medidas correctivas recomendadas por los Expertos Técnicos Mineros de conformidad a lo dispuesto en esta ley”.

-Puesta la indicación en votación la indicación, fue es aprobada por diez votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval; Velásquez, y uno en contra del Diputado señor Ward.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por diez votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Cerda; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval; Velásquez, y uno en contra del Diputado señor Ward.

Artículo 69.- Comercialización de material extraído sin autorización. Quien participare en la compra o cualquier otra forma de comercialización de minerales cuyo origen sea una faena minera que no cuente con el sello que, de acuerdo a lo establecido en el reglamento, certifique las aprobaciones requeridas por la legislación vigente, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y la multa correspondiente a una infracción grave de acuerdo a lo establecido en el artículo 49 de esta ley.

Para aquel de los partícipes señalados en el inciso precedente que denunciare los hechos a la Superintendencia, se estimará un antecedente que deberá tomarse en cuenta para efectos de atenuar la sanción específica que correspondería aplicar.

El reglamento establecerá los criterios según los cuales se entregarán los sellos de certificación, los que deberán contemplar, entre otros, la existencia de algún título habilitante para la extracción de mineral y, la aprobación del método de explotación. Asimismo, establecerá la tramitación específica para la obtención de dicho sello de certificación ante la Superintendencia.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para introducir las siguientes modificaciones:

a) Agregar el siguiente inciso primero, nuevo, pasando los actuales incisos primero, segundo y tercero, a ser incisos segundo, tercero y cuarto, respectivamente:

“Quien adquiriere minerales, a cualquier título, deberá informar mensualmente a la Superintendencia respecto de su procedencia. Para estos efectos, la Superintendencia mantendrá a disposición del público un formulario electrónico de acuerdo a lo que establezca el Reglamento. El incumplimiento de esta obligación impedirá la realización de gestiones ante la Superintendencia, en tanto se mantenga dicho incumplimiento. La reiteración será entendida como infracción grave de conformidad a lo establecido en el artículo 49 número 6) de la presente ley.”.

b) Reemplazar el inciso tercero por el siguiente:

“Aquel de los partícipes señalados en el inciso precedente que denunciare los hechos a la Superintendencia gozará de una atenuante de responsabilidad que se apreciará de conformidad a lo dispuesto en el artículo 68 bis del Código Penal.

c) Agregar el siguiente inciso final, nuevo:

“En todo caso, se entenderá que cuentan con el sello referido en el inciso segundo de este artículo, quienes hayan obtenido de la Superintendencia la aprobación de los permisos previos indicados en el artículo 32 de esta ley.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward. Se deje constancia que al aprobar la eliminación de este artículo 69, esta indicación queda sin efecto.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para eliminar el artículo 69.

* Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus formularon una indicación para suprimir el artículo 69.

El Diputado señor Carmona, señaló que el motivo de la indicación es eliminar este artículo porque, a su juicio, pareciera que es una persecución que se hace a los pirquineros, quienes trabajan sólo en pequeños piques o vetas donde aflora el mineral y no tienen posibilidad de regularizar su situación. Es más, muchas veces venden su extracción a otros .pirquineros con los que incluso, deben arrendar camionetas para trasladar el material a los centros de compra. Indicó que estos mineros son una parte importante de la fuerza de trabajo y que han estado siempre presentes, independiente del precio del mineral y de las crisis económicas que pudieron haber ocurrido. Incluso se los pretende castigar con penas de presidio.

El Diputado señor Bertolino, expresó que a su juicio es necesario legalizar este tipo de actividad, , lo que sería muy favorable para ellos mismos y su seguridad. Además, se trata de una buena manera de poner coto, a la actividad de los denominados “chuculleros”, que son aquellas personas que ingresan de forma ilegal a una mina, con el objeto de hurtar oro, principalmente.

La señora Muñoz, doña Adriana, manifestó que de aprobarse este artículo, se produciría un verdadero atentado a la libertad de trabajo.

Precisó además, que el costo de mantener un ingeniero en una mina, tiene un costo de, por lo menos, dos millones de pesos mensuales, lo que es imposible de sufragar para los mineros artesanales.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que todo proyecto de exploración se encuentra normado por el Reglamento de Seguridad Minera, decreto supremo N° 132, y los requisitos para operar son, por ejemplo, contar con un plan minero, la constitución de la propiedad minera, además de los sistemas de fortificación. Eso es así actualmente y cualquier faena debe cumplirlo. Por lo tanto, lo que se pretende con el artículo es que las personas que se encuentren en situación ilegal, la regularicen a la brevedad. En eso ya hay programas existentes y el proceso es rápido

-Puestas en votación ambas indicaciones fueron aprobadas por seis votos a favor de los Diputados señores Carmona; Cerda; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles y Velásquez, y cuatro votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas y Sandoval. Por lo tanto, se da por rechazado el artículo 69.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso primero del artículo 69, por el siguiente:

“Artículo 69.- Quien adquiriere minerales o productos mineros, a cualquier título, deberá exigir de quien los adquiera el formulario de origen de los mismos, y remitir mensualmente a la Superintendencia los formularios correspondientes a las transacciones en que haya participado en el mes respectivo. Para estos efectos, la Superintendencia mantendrá a disposición del público formularios y sistemas de entrega electrónicos, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento. El incumplimiento de esta obligación impedirá la realización de gestiones ante la Superintendencia, en tanto dicho incumplimiento se mantenga. La reiteración será entendida como infracción grave de conformidad a lo establecido en el artículo 49 número 6) de la presente ley.”.

-Por haber sido eliminado este artículo 69, esta indicación se da por rechazada la indicación.

*El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 69, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:

“A quien entregare información falsa en el formulario de origen referido en el inciso precedente, le serán aplicables las penas establecidas en el artículo 62 de la presente ley.”.

-Por haber sido eliminado este artículo 69, esta indicación se da por rechazada la indicación.

*El Ejecutivo propone reemplazar en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la frase “Quien participare en la compra o cualquier otra forma de comercialización de”, por la siguiente: “Quien transfiriere a cualquier título”.

-Por haber sido eliminado este artículo 69, esta indicación se da por rechazada la indicación.

*Los Diputados señores Bertolino y Rojas proponen reemplazar en el inciso segundo del artículo 69 la frase “pena de presidio menor en su grado mínimo”, por “sanción establecida en el artículo 64 de la presente ley”.

-Por haber sido eliminado este artículo 69, esta indicación se da por rechazada la indicación.

*Los Diputados señores Cerda y Espinosa, don Marcos, proponen reemplazar el artículo 69, por el siguiente (texto contenido en originalmente en el Mensaje):

“Artículo 69.- Comercialización de material extraído sin autorización. Quien participare en la compra o cualquier otra forma de comercialización de minerales cuyo origen sea una faena minera que no cuente con el sello que, de acuerdo a lo establecido en el reglamento, certifique las aprobaciones requeridas por la legislación vigente, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y la multa correspondiente a una infracción grave de acuerdo a lo establecido en el artículo 49 de esta ley.

Para aquel de los partícipes señalados en el inciso precedente que denunciare los hechos a la Superintendencia, se estimará un antecedente que deberá tomarse en cuenta para efectos de atenuar la sanción específica que correspondería aplicar.

El reglamento establecerá los criterios según los cuales se entregarán los sellos de certificación, los que deberán contemplar, entre otros, la existencia de algún título habilitante para la extracción de mineral y, la aprobación del método de explotación. Asimismo, establecerá la tramitación específica para la obtención de dicho sello de certificación ante la Superintendencia.

Por haber sido eliminado este artículo 69, esta indicación se da por rechazada la indicación.

Artículo 70, (69).- Informe Técnico. El Superintendente, a requerimiento de la autoridad competente, emitirá el informe técnico de que trata el artículo 8 de la presente ley, el que deberá ser considerado al momento de resolver sobre la reanudación de una faena minera o parte de ella cuando la misma haya sido paralizada a consecuencia de un accidente por aplicación de lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley Nº 16.744. 

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 10º

De los Registros.
Artículo 71, (70)-
 Registro Público de Expertos Técnicos Mineros. Los Expertos Técnicos Mineros deberán estar inscritos en el Registro Público que a tal efecto llevará la Superintendencia.

La persona que desee inscribirse en el Registro de Expertos Técnicos Mineros deberá:

1) Contar con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera, tales como ingeniería en minas, ingeniería de ejecución en minas o geología, y

2) Acreditar experiencia en el área por al menos un año.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para sustituir en el número 2) la expresión “un año”, por “tres años”.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 72, (71)- Registro Público de Auditores Externos de Seguridad Minera. La Superintendencia deberá mantener un Registro Público de Auditores Externos de Seguridad Minera, en el cual deberá inscribir a todos aquellos que así lo soliciten y que cumplan con los siguientes requisitos:

1) Contar con un título profesional calificado para estos efectos, el que será determinado por la Superintendencia mediante norma de carácter general, de una carrera universitaria o técnica de duración no inferior a 8 semestres, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional reconocida por el Estado y, asimismo, con más de 3 años de experiencia en materias relacionadas con la actividad minera.

En caso de estar constituido como persona jurídica, deberá indicar la o las personas naturales facultadas para efectuar la correspondiente auditoría externa de seguridad minera, las que deberán contar con los requisitos antes indicados, y

2) Acompañar en la solicitud copia de las normas de procedimiento, control y análisis de auditoría; las normas de confidencialidad; el manejo de la información privilegiada o reservada, la solución de conflictos de intereses, y la forma de garantizar la independencia de sus informes. En caso de estar constituido como persona jurídica, deberá entregar copia del reglamento interno de la persona jurídica que establezca las normas y procedimientos indicados.

En los demás aspectos relativos a las Empresas de Auditoría Externa de Seguridad Minera se aplicarán, en lo que no sean contrarias a las disposiciones de esta ley, las normas contenidas en los artículos 239 a 249 de la Ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar en el inciso final del artículo 72, la frase “239 a 249”, por la siguiente: “243, 244, 245, 247 y 249”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que el Ejecutivo apoya la indicación, dado que acota los artículos a los que sólo dicen relación con lo pertinente de la Ley de Mercado de Valores.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cinco votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Sandoval y Velásquez, un voto en contra de la Diputada señora Muñoz, doña Adriana, y tres abstenciones de los Diputados señores Carmona; Robles y Lemus.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por cinco votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Sandoval y Velásquez, un voto en contra de la Diputada señora Muñoz, doña Adriana, y tres abstenciones de los Diputados señores Carmona; Robles y Lemus.

Artículo 73, (72).-
Inhabilidad. No podrán actuar como Expertos Técnicos Mineros ni como Auditores Externos de Seguridad Minera respecto de una determinada empresa quienes carezcan de independencia de juicio respecto de la misma, en los términos establecidos en la Ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores, para las Empresas de Auditoría Externa.

Los Expertos Técnicos Mineros y los Auditores Mineros que ejerzan sus funciones con negligencia manifiesta o dolosamente, serán eliminados del Registro y no podrán reinscribirse en él, sino transcurrido el plazo de 5 años, sin perjuicio de las acciones civiles y penales que fueren procedentes.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 73, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Asimismo, tampoco podrán haber trabajado en la empresa minera, sus filiales, coligantes o coligadas durante los últimos 5 años, ni podrán tener interés patrimonial en las mismas. Las inhabilidades establecidas en el presente inciso se extienden al cónyuge y a los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

Artículo 74, (73).- Sanciones. Tratándose de Expertos Técnicos Mineros, Auditores Externos y otras personas nombradas o autorizadas por la Superintendencia para ejercer determinadas funciones o actuaciones en virtud de lo establecido en la presente ley, que incurrieren en faltas graves al debido cumplimiento de sus deberes, les podrán ser aplicadas las siguientes sanciones en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 52 y siguientes en lo que le fuere aplicable:

1) Suspensión de su cargo hasta por un año, y

2) Revocación de su autorización o nombramiento.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Párrafo 11º

De la Prevención de Riesgos.
Artículo 75, (74).-
Expertos en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera. Para tener la calidad de Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera se requerirá aprobar un curso dictado al efecto por la Superintendencia.

Los Expertos en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera se clasificarán en las siguientes categorías:

1) Categoría A. Corresponderá a quienes tengan el título profesional de Ingeniero Civil, Constructor Civil, Ingeniero en Ejecución en Minas o Geólogo y acrediten al menos 3 años de experiencia profesional en operaciones de la industria minera o de hidrocarburos;

2) Categoría B. Corresponderá a quienes tengan uno de los títulos profesionales indicados en el numeral anterior, o el título de técnico en prevención de riesgos, y acrediten un año de experiencia profesional en operaciones de la industria minera o de hidrocarburos, y

3) Categoría C. Corresponderá a quienes hayan aprobado el curso correspondiente dictado por la Superintendencia de acuerdo a lo señalado en el inciso primero de este artículo.

La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, el curso específico que deberá aprobar cada Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera, según cada categoría.


*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para intercalar en el número 1), a continuación de la frase “Ingeniero en Ejecución en Minas” y antes de la expresión “o Geólogo”, la frase “, Ingeniero en Prevención de Riesgos, otro profesional de la ingeniería con mención en mecánica o metalurgia”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Bertolino; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Marinovic; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar el número 2), por el siguiente:

“2) Categoría B. Corresponderá a quienes tengan uno de los títulos profesionales indicados en el numeral anterior y acrediten al menos un año de experiencia profesional en operaciones de la industria minera o de hidrocarburos, y a quienes tengan el título de técnico en prevención de riesgos y acrediten al menos tres años de la referida experiencia, y”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Lemus; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para sustituir en el número 1) del artículo 75 el guarismo “3” por “5”.

El Diputado señor Rojas (Presidente) señaló que la indicación obedece a una solicitud efectuada en una audiencia pública, por la Asociación Gremial de Prevencionistas de Riesgos, para elevar las exigencias requeridas a estos profesionales. De esa manera, se pretende mejorar el proyecto y sobre todo lo relacionado con la seguridad.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

*Los Diputados señores Cerda; Espinosa, don Marcos; Kort; Latorre; Rojas; Sandoval; Vilches y Ward formularon una indicación para intercalar en el número 3) del artículo 75, a continuación de la expresión “de este artículo” y antes del punto aparte (.) que la sigue, la frase “, obteniendo el título de Monitor en Seguridad Minera”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones incluidas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

Artículo 76, (75).- Obligación de contar con un Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera. Aquellas faenas mineras que cuenten con más de 100 trabajadores, o cuya producción sea superior a 10.000 toneladas mensuales de extracción o beneficio, deberán contar con un Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para reemplazar el artículo 76, por el siguiente:

“Artículo 76. Obligación de contar con un Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera. Aquellas faenas mineras cuya producción sea superior a 20.000 toneladas mensuales de extracción o beneficio de mineral, deberán contar, a lo menos, con un Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera de Categoría A.

Asimismo, aquellas faenas mineras cuya producción no sea superior a 20.000 toneladas mensuales de extracción o beneficio de mineral y exceda las 5.000, deberán contar, a lo menos, con un Experto en Prevención de riesgos en la Actividad Minera de Categoría B.

Por su parte, las faenas mineras cuya producción no supere las 5.000 toneladas mensuales de extracción o beneficio de mineral, deberán contar, a lo menos, con la asesoría, que podrá ser externa, de un Experto en Prevención de riesgos en la Actividad Minera de Categoría C.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*El Diputado señor Carmona formuló una indicación para intercalar en el inciso primero del artículo 76, entre el punto seguido (.) que sigue a la palabra “Minera” y la expresión “Aquellas”, la siguiente oración: “Las faenas mineras deberán cumplir con lo establecido en los artículos 66 y 66 bis de la ley N°16.744.”.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Rivas y Sandoval, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 77, (76).-
 De la capacitación minera. La Superintendencia fomentará la existencia de cursos periódicos de capacitación en prevención de riesgos en la actividad minera, incluyendo materias como fortificaciones, riesgos eléctricos, explosivos y las demás que se consideren necesarias. Para ello, la Superintendencia podrá encargar a terceros, vía licitación, la dictación de tales cursos, asociarse con terceros al objeto o dictarlos directamente.

La Superintendencia podrá determinar que trabajadores que se desempeñen en faenas mineras deben asistir a los cursos de inducción referidos en el inciso anterior, en cuyo caso, dichos cursos serán gratuitos.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso primero del artículo 77, por el siguiente:

“Artículo 77.- De la capacitación minera. La Superintendencia fomentará La existencia de cursos periódicos de capacitación en prevención de riesgos en la actividad minera especialmente dirigidos a la Pequeña Minería. Para ello, la Superintendencia podrá encargar a terceros, a través de un proceso de licitación, la dictación de tales cursos, o bien, impartirlos directamente. Una norma de carácter general reglamentará los procesos de postulación y asignación de los referidos cursos.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

*El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 77:

“El Ministerio de Minería generará anualmente programas de liderazgo y prevención, con el objeto de disminuir accidentes en las faenas mineras.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

-Puesto en votación el artículo con las indicaciones incluidas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

Título III

“De la Impugnación y los Recursos.”
Artículo 78, (77).- Recurso de Reposición. En contra de las resoluciones o instrucciones que dicte el Superintendente podrá deducirse recurso de reposición ante esa misma autoridad, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la fecha de la notificación de la respectiva resolución o instrucción.

La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el recurso en el plazo de cinco días hábiles contados desde su interposición.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso segundo del artículo 78, por el siguiente:

“La Superintendencia deberá pronunciarse sobre cada uno de los argumentos que se hubieren planteado y fundamentado independientemente en el recurso en el plazo de 15 días hábiles contados desde su interposición.”.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

Artículo 79, (78).- Recurso de Reclamación. En contra de la resolución que deniegue la reposición señalada en el artículo precedente, el afectado podrá deducir recurso de reclamación, dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente, la que deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del reclamo y si éste ha sido interpuesto dentro del término legal. Admitida la reclamación, la Corte dará traslado por quince días hábiles a la Superintendencia.

Evacuado el traslado, la Corte ordenará traer los autos en relación, agregándose la causa en forma extraordinaria a la tabla del día siguiente, previo sorteo de Sala cuando corresponda. Si el tribunal no decretare medidas para mejor resolver, dictará sentencia dentro del plazo de treinta días, y si las ordenare, en el plazo de diez días de evacuadas ellas.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para intercalar en el inciso primero, a continuación de la expresión “ante la Corte de Apelaciones correspondiente” y antes de la coma (,), la frase “al domicilio del infractor”.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 80, (79).- Resoluciones de la Superintendencia. Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multas tendrán mérito ejecutivo.

La notificación de la interposición del recurso indicado en el artículo 79 no suspende los efectos de lo ordenado por la Superintendencia, sin perjuicio de la facultad del tribunal para decretar una orden de no innovar. Las resoluciones que apliquen multa, cancelen o denieguen el registro de una Institución, solo deberán cumplirse una vez ejecutoriada la resolución respectiva.

La Superintendencia estará exenta de la obligación de efectuar consignaciones judiciales.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar en el inciso segundo del artículo 80, la frase “solo deberán cumplirse una vez ejecutoriada la resolución respectiva.”, por la siguiente: “no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación o ésta no haya sido resuelta.”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que esta indicación tiene por objeto mejorar el proyecto, estableciendo que las resoluciones de la Superintendencia de Minería deben ser fundadas.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

-Puesto en votación el artículo incluida la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

*Los Diputados señores Araya; Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches, formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo 80, nuevo, al Artículo Primero:

“Artículo 80.- Todos los procedimientos y actos administrativos realizados al amparo de esta ley serán regidos especialmente por los artículos 64 y siguientes de la ley N°19.880.”.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, señaló que el espíritu de la indicación, ya se encuentra incluido en el artículo 55 del proyecto. Aprobarlo, a su juicio, sería redundar sobre la materia.

-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por cinco votos en contra de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Sandoval y Velásquez, y cuatro votos a favor de los Diputados señores Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles. 

*El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar a continuación del artículo 79, el siguiente “Título IV. De la Pequeña Minería.”.

“Título IV

De la Pequeña Minería.
Artículo 80. Del reconocimiento de la especialidad de la Pequeña Minería. El reglamento de la presente ley contemplará un título específico que reconozca, en la medida que ello sea procedente, las particularidades y características de la Pequeña Minería al referirse a las exigencias, contenidos y requisitos aplicables a ella en materia de seguridad minera. Para estos efectos, se ponderará el principio de proporcionalidad respecto de los recursos y capacidades técnicas del sector, resguardando en todo momento la vida y salud de quienes se desempeñan en las faenas de la Pequeña Minería.

Asimismo, el reglamento procurará que los trámites a realizar sean simples y breves, e incorporará programas de asistencia al cumplimiento de la normativa de seguridad enfocados especialmente a la Pequeña Minería.

*Los Diputados señores Bertolino y Rojas formularon una indicación para eliminar en el inciso primero la frase “, en la medida que ello sea procedente,”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

-Puesto en votación el artículo incluida la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

Artículo 81. De las Guías. Para facilitar el cumplimiento de las exigencias en materia de seguridad minera establecidas por la presente ley y su reglamento, la Superintendencia elaborará Guías de Operación, las que contendrán las especificaciones técnicas aplicables a la Pequeña Minería en diversas materias relativas a la seguridad minera.

De igual manera, la Superintendencia podrá elaborar Guías de Reporte que tengan por objeto facilitar a la Pequeña Minería la entrega de información o la realización de presentaciones ante dicho organismo público.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Baltolu; Bertolino; Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Robles Rojas; Sandoval y Velásquez.

Artículo 82. De los Representantes Legales. En aquellos casos en que sea imposible identificar al representante legal de una faena de la Pequeña Minería, la referencias efectuadas al mismo por la presente ley y su reglamento se entenderán realizadas a la máxima autoridad que se encuentre materialmente operando en dicha faena, quién será para todos los efectos legales el responsable de dar cumplimiento a las disposiciones establecidas por la presente ley y su reglamento.”.

*Los Diputados señores Bertolino y Rojas formularon una indicación para reemplazar la expresión “a la máxima autoridad”, por la expresión “al encargado o máxima autoridad”.

El Diputado señor Velásquez, señaló que la experiencia indica, que muchas de las empresas pertenecientes a la pequeña minería no tienen máxima autoridad, pero sí un encargado. Además, esto viene a llenar un vacío legal, porque a veces las empresas subcontratistas desaparecen y es imposible realizar una notificación. Por lo tanto, a su juicio, esta indicación es muy favorable para la pequeña minería.

El Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, destacó que el presente título, y en particular el artículo en debate, es el reflejo de las conversaciones celebradas con las organizaciones de los pequeños mineros.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cinco votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Sandoval y Velásquez, y cuatro votos en contra de los Diputados señores Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por cinco votos a favor de los Diputados señores Baltolu; Bertolino; Rojas; Sandoval y Velásquez, y cuatro votos en contra de los Diputados señores Carmona; Lemus; Muñoz, doña Adriana, y Robles.

Artículo Segundo.

Mediante este artículo se aprueba el siguiente texto de la Ley del Servicio Geológico de Chile.

Título I

“Disposiciones Generales.”
Artículo 1º. El Servicio. Créase el Servicio Geológico de Chile, en adelante “El Servicio”, como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Minería.

Su domicilio será la ciudad de Santiago, y se desconcentrará territorialmente de conformidad a lo que establezca su Director Nacional, quien podrá establecer oficinas en una o más de las regiones del país, según lo estime conveniente a las necesidades del Servicio.

El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la Ley 
Nº 19.882 y estará sometido al Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

*El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

“En todo caso, deberán existir oficinas del Servicio en aquellas regiones que revistan una mayor importancia geológica, lo que se determinará a partir de criterios técnicos.”.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 2º. Objeto del Servicio. El Servicio Geológico de Chile tendrá por objeto principal la realización de las siguientes tareas:

1) Efectuar investigación geológica en el territorio nacional;

2) Desarrollar planes geológicos;

3) Elaborar estadísticas de recursos y reservas minerales;

4) Estudiar riesgos geológicos;

5) Efectuar análisis científicos y técnicos en el ámbito de su competencia, y 

6) Servir de asesor técnico especializado del Gobierno en materia geológica.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Título II

“Funciones y Atribuciones.”
Artículo 3º. Funciones y atribuciones del Servicio. Corresponderán al Servicio Geológico de Chile las siguientes funciones y atribuciones:

1) Elaborar la Carta Geológica de Chile y las Cartas Temáticas Básicas, tales como Tectónica, Metalogénica y otras, de acuerdo a las políticas fijadas por la autoridad competente, atendidos los recursos económicos y la tecnología disponible, y efectuando para ello la investigación geológica que sea necesaria;

2) Generar, mantener y difundir información geológica sobre la existencia, desarrollo y conservación de los recursos minerales del país;

3) Confeccionar, actualizar y publicar el inventario de las reservas minerales nacionales;

4) Recopilar los datos geológicos disponibles de uso general y mantener actualizado un Archivo Geológico Nacional;

5) Requerir de los sujetos que obtengan información geológica relevante y de los organismos públicos que ejerzan atribuciones de fiscalización en relación a la actividad geológica, las informaciones, datos y antecedentes que sean necesarios para el debido cumplimiento de sus funciones, de conformidad a lo señalado en la presente ley;

6) Realizar, coordinar e incentivar el desarrollo de estudios e investigaciones geológicas para los procesos de planificación de uso del suelo, y para las acciones de prevención de riesgos geológicos, tales como inundaciones, remociones en masa, sismos y erupciones volcánicas;

7) Mantener y difundir información sobre los factores geológicos que condicionan el almacenamiento, escurrimiento y conservación de las aguas, vapores y gases subterráneos a lo largo del territorio nacional;

8) Desarrollar el Programa de Red Nacional de Vigilancia Volcánica, a través de la generación y divulgación de información sobre volcanes activos, y del monitoreo instrumental de los mismos;

9) Mantener y actualizar el catastro de fuentes termales del país;

10) Realizar, por si o a través de terceros, análisis científicos o técnicos en materias geológicas;

11) Emitir informes técnicos para colaborar con el Ministerio de Energía en el proceso de otorgamiento de las concesiones de energía geotérmica de conformidad a lo dispuesto en la Ley Nº 19.657;

12) Dar asistencia técnica a los órganos públicos que lo requieran en casos de emergencias derivadas de riesgos geológicos;

13) Asesorar a las autoridades competentes en la formulación de políticas públicas y proponer la dictación de normas jurídicas o técnicas en el ámbito geológico;


14) Celebrar convenios de asistencia técnica y efectuar estudios, investigaciones y asesorías en materias de su competencia, y

15) Las demás facultades que otras leyes le confieran.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Título III

“Organización interna.”
Artículo 4º. Director Nacional. El Director Nacional del Servicio será el jefe superior del mismo y tendrá su representación legal. Su designación corresponderá al Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la Ley Nº 19.882.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 5º. Atribuciones del Director Nacional. Corresponderá especialmente al Director Nacional del Servicio:

1) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio;

2) Establecer la organización interna del Servicio para el logro de los objetivos planteados para el mismo;

3) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios del Servicio;

4) Establecer oficinas regionales con el objetivo de cumplir los fines del Servicio;

5) Aprobar el Programa Anual de Trabajo del Servicio y publicar su contenido;

6) Proponer anualmente, a través del Ministerio de Minería, el presupuesto del Servicio;

7) Designar, contratar al personal del Servicio y asignarle sus funciones. Asimismo, podrá contratar profesionales, técnicos o expertos, a honorarios, cuando las necesidades del Servicio así lo requieran;

8) Ejecutar toda clase de actos y convenciones que sean necesarios para el cumplimiento de los fines del Servicio;

9) Convenir con el Ministerio de Minería, la Superintendencia de Minería y los demás órganos de la Administración del Estado, la transferencia de información y antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones, y

10) En general, dictar las resoluciones y ejercer facultades legales necesarias para su adecuado funcionamiento.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 6º. Memoria. El primer trimestre de cada año, el Director Nacional presentará una Memoria y Cuenta Anual de las actividades desarrolladas por el Servicio el año calendario anterior. Ella contendrá la comparación del Programa Anual de Trabajo indicado en el número 5) del artículo precedente y los resultados efectivamente obtenidos en el período. La Memoria deberá ser publicada por los medios que determine el Director Nacional y aseguren su circulación a nivel nacional.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 7º. Personal. El personal del Servicio se regulará por las normas de esta ley y por las de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El personal a contrata del Servicio podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Director Nacional.

De conformidad a lo establecido en la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director Nacional, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

Las remuneraciones del Servicio Geológico de Chile se fijarán de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 8º. Obligación de reserva. Los funcionarios del Servicio y las personas que le presten servicios de cualquier naturaleza y bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva de los documentos y antecedentes de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de las sanciones administrativas que sean procedentes.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo 9. Patrimonio. El patrimonio del Servicio Geológico de Chile estará constituido por:

1) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

2) Los recursos que otras leyes generales o especiales le otorguen;

3) Los bienes raíces y muebles, corporales o incorporales, que se le asignen, transfieran o adquiera, a cualquier título, y los frutos de tales bienes;

4) Los aportes que reciba en virtud de programas cooperación internacional;

5) Con las donaciones que se le hagan, las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


6) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Director Nacional, y 


7) El producto de la venta de bienes o servicios que realice, como asimismo de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.”.


-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo Tercero.

Por medio de este artículo se agrega al artículo 5º del Decreto con Fuerza de Ley Nº 302, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que aprueba las disposiciones orgánicas y reglamentarias del Ministerio de Minería, los siguientes literales:

“j) Pronunciarse acerca del traspaso o la constitución de derechos a favor de terceros en concesiones mineras de la Corporación Chilena del Cobre, para efectos de lo dispuesto en la Ley Nº 19.137.

k) Elaborar un informe referido a la gestión financiera de la Corporación Nacional del Cobre o en las empresas mineras del cobre en que ésta tenga participación, debiendo remitir una copia del mismo al Ministro de Hacienda. Para ello, el Ministerio deberá realizar, por sí o a través de terceros, auditorías financieras a dichas empresas. Se entenderá que el informe contiene información de carácter comercial o económico para dichas empresas, a menos que señalen expresamente lo contrario.

l) Requerir de la Corporación Nacional del Cobre o en las empresas mineras del cobre en que ésta tenga participación, la información que considere indispensable para realizar la evaluación a que se refiere el numeral precedente, fijando un plazo para la entrega de la misma.”.

*El Ejecutivo formulo una indicación para eliminar el Artículo Tercero.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo Cuarto, ( Pasó a ser Artículo Tercero)


Mediante este artículo se le confiere a la Superintendencia de Minería, en el ámbito de las funciones y atribuciones, se establece que será considerada para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Servicio Nacional de Geología y Minería, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que, en dicho ámbito, hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Servicio Nacional de Geología y Minería se entenderán efectuadas a la Superintendencia de Minería.

El Servicio Geológico de Chile, en el ámbito de las funciones y atribuciones que se le confieren, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal del Servicio Nacional de Geología y Minería, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que, en dicho ámbito, hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Servicio Nacional de Geología y Minería se entenderán efectuadas al Servicio Geológico de Chile.

El Ministerio de Minería será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal de Comisión Chilena del Cobre, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas, a la Comisión Chilena del Cobre se entenderán efectuadas al Ministerio de Minería.

*El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar el inciso final.

-Puesto en votación el artículo con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículos Transitorios.

Artículo Primero.

Este artículo faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Minería, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Minería. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Servicio Nacional de Geología y Minería y proveniente de la Comisión Chilena del Cobre. En todo caso deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que son titulares de cargos de planta de las referidas instituciones. La planta que se fije podrá consultar una o más Intendencias.

2) Fijar la planta de personal del Servicio Geológico de Chile. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal del Servicio Nacional de Geología y Minería.

En todo caso deberán encasillarse en primer lugar a los funcionarios que sean titulares de cargos de planta del Servicio Nacional de Geología.

3) Disponer el traspaso, sin solución de continuidad, y en la misma calidad jurídica, de funcionarios de planta y a contrata desde el Servicio Nacional de Geología y Minería y de la Comisión Chilena del Cobre a la Superintendencia de Minería y al Servicio Geológico de Chile. Del mismo modo, se podrá traspasar personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, desde la Comisión Chilena del Cobre a la Secretaría y Administración General del Ministerio de Minería de Minería, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata, se efectuará en el mismo nivel o categoría de remuneraciones que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado, nivel o categoría cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado.

En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Minería. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

5) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 5º de la Ley Nº 19.528 y del artículo 17 de la Ley Nº 18.091, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la Ley Nº 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8º de la Ley Nº 18.834. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a los numerales 3) y 4) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier causal.

6) El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones. Con todo, sólo podrá incrementar hasta en 24 cargos, la suma de las dotaciones máxima de personal de las instituciones antes señaladas no podrá exceder a la suma de las dotaciones máximas de personal del Ministerio de Minería y las instituciones y servicios dependientes o relacionados con éste, que se contemplen en la Ley de Presupuestos del Sector Público del año en que se ejerza la facultad.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento;

b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa, y

c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento;

8) El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile. Además, determinará la fecha de supresión de la Comisión Chilena del Cobre y del Servicio Nacional de Geología y Minería.

9) El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Servicio Nacional de Geología y Minería y de la Comisión Chilena del Cobre a la Superintendencia de Minería o al Servicio Geológico de Chile, en su caso.

*El Ejecutivo formuló una indicación para introducir las siguientes modificaciones:

a) Reemplazar los números 1) y 2) por el siguiente número 1), pasando los números 3), 4), 5), 6), 7), 8) y 9) a ser 2), 3), 4), 5), 6), 7) y 8), respectivamente:

“1) Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile. El encasillamiento en estas plantas deberá incluir personal del Servicio Nacional de Geología y Minería. En todo caso, deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que son titulares de cargos de planta de la referida institución. La planta que se fije para la Superintendencia de Minería podrá consultar una o más Intendencias.”.

b) Efectuar las siguientes modificaciones al número 3), que ha pasado a ser número 2):

(i) Eliminar la frase “y de la Comisión Chilena del Cobre”, y eliminar la oración final que es del siguiente tenor: “Del mismo modo, se podrá traspasar personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, desde la Comisión Chilena del Cobre a la Secretaría y Administración General del Ministerio de Minería, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.”.

(ii) Agregar el siguiente inciso segundo:

“Al personal titular de planta de la Superintendencia de Minería que provenga del Servicio Nacional de Geología y Minería, que haya sido traspasado bajo cualquiera de las modalidades que fija esta ley, no le será aplicable las disposiciones contenidas en el artículo 16 de la Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, contenida en el Artículo Primero de esta ley.”.

c) Reemplazar el número 6) (número 5), nuevo) por el siguiente:

“5) El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones. Con todo, durante el año en que se ejerza dicha facultad sólo podrá incrementarse en 24 cargos la suma de las dotaciones máxima de personal del Ministerio de Minería y las instituciones y servicios dependientes o relacionados con éste, que se contemplen en la Ley de Presupuestos del Sector Público para dicho año.”.

d) Eliminar en el número 8) (número 7), nuevo) la frase “de la Comisión Chilena del Cobre y”.

e) Eliminar en el número 9) (número 8), nuevo), la frase “y de la Comisión Chilena del Cobre”.

-o-

En relación con este artículo primero transitorio, se deja expresa constancia que durante su discusión, se acordó formar una Subcomisión, integrada por el Subsecretario de Minería y los Diputados señores Lemus, Harboe, Marinovic, Vilches y Ward, cuya finalidad fue estudiar la calidad jurídica y la estabilidad laboral de la dotación de personal del Servicio Nacional de Geología y Minería, afecto al encasillamiento a la futura Superintendencia de Minería y al Servicio Geológico de Chile.

Con motivo de dicho estudio se acordó redactar un protocolo de acuerdo, cuyo texto se incorpora a continuación:
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PROTOCOLO DE ACUERDO
Proyecto de Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera

(Boletin N° 7848.8)

Protocolo de acuerdo susarito entre los partidos politicos con representacion
parlamentaria, los diputados independientes y el Poder Ejecutivo representado por
&l Ministerio de Mineria

Los firmantes del presente Protocolo, durante la discusion en particular del
Proyecto de Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, gracias a la activa
participacion de la ciudadania y el proljo estudio que de dicho proyecto han hecho
los Honorables Diputados miembros de la Comision de Mineria y Energia de la
Camara de Diputados, identificaron un conjunto de materias a ser perfeccionadas
en el referido proyecto, las que fueron resueltas mediante la incorporacion de
indicaciones presentadas tanto por el Ejecutivo como por los miembros de la
Comision

En este contexto, hoy Miércoles 14 de Diciembre del afio 2011 y segin lo
acordado entre la Comision de Mineria y Energia de la Camara de Diputados y el
Ejecutivo representado por el Ministerio de Mineria, en la sesion N° 79 celebrada
con fecha 23 de noviembre de 2011, los abajo firmantes convienen en suscribir el
presente Protocolo de Acuerdo, y asumen compromisos respecto de la dotacion
del personal de la Superintendencia de Mineria y del Servicio Geologico de Chile,
por una parte y, por otra, de procurar el respaldo de sus respectivas bancadas
para obtener las necesarias aprobaciones parlamentarias del referido Proyecto de
Ley.

Conforme lo anterior, con el objeto de adaptar la actual dotacion del
Senvicio Nacional de Geologia y Mineria a la futura Superintendencia de Mineria y
al Senvicio Geologico de Chile, los Decretos con Fuerza de Ley que en la materia
dicte S.E. el Presidente de la Republica, se cefiiran a los siguientes criterios:

a. Reglas Generales.-
+ Producir el traspaso, sin solucion de continuidad, en la misma

calidad juridica y reconociendo la antiguedad de los funcionarios
para todos los efectos legales, del personal de planta y a contrata
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desde el Servicio Nacional de Geologia y Mineria a la
Superintendencia de Mineria y al Servicio Geolégico de Chile
respectivamente.

El traspaso no podrd_tener como consecuencia ni ser considerado
como causal de término de servicios, supresion de cargos, cese de
funciones o término de la relacion laboral del personal. Tampoco
importar cambio de Ia residencia habitual de los funcionarios fuera de
la region en que estén prestando servicios, salvo con su
consentimiento

Asimismo, tampoco podra significar cesacion de  funciones,
disminucion de remuneraciones ni modificacion de derechos
previsionales del personal

Los concursos que se realicen para llenar las vacantes que se
produzcan respecto de los cargos de planta, se realizaran de forma
peritdica, de acuerdo a lo que se haya establecido en la Ley de
Presupuestos respectiva.

Se crea la Superintendencia de Mineria y el cargo de
Superintendente de Mineria, cuyas funciones y atribuciones estan
definidas en el Proyecto de Ley.

La estuctura orgénica de la Superintendencia de Mineria
contemplaré, al menos, la misma dotacién, que actualmente tiene la
Subdireccion de Mineria, conforme se detalla en el Anexo N° 1, que
forma parte del presente Protocolo para todos los efectos legales

Parte de la dotacion del area de gestion del actual Servicio Nacional
de Geologia y Mineria pasara a formar parte de la estructura
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organica de la Superintendencia, conforme se detalla en el Anexo N*
1 del presente Protocolo.

« La dotacién méxima proyectada para la nueva Superintendencia de
Mineria sera de 338 personas.

« Los detalles de las dotaciones de la Superintendencia de Mineria se
consignan en el Anexo N°1 del presente Protocolo.

io Geolégico de Chile.-

« Se crea el Senicio Geologico de Chile y el cargo de Director
Nacional, cuyas funciones y atribuciones estan definidas en el
Proyecto de Ley.

« La estructura organica del Servicio Geologico de Chile contemplar,
al menos, la misma dotacion, que la que actualmente tiene la
Subdireccién de Geologia del Servicio Nacional de Geologia y
Mineria, conforme se detalla en el Anexo N° 2, que forma parte del
presente Protocolo para todos los efectos legales.

« La parte de la dotacion del drea de gestion del actual Servicio
Nacional de Geologia y Mineria que o haya sido traspasada a la
Superintendencia de Mineria, pasard a formar parte de la estructura
orgénica del Servicio Geologico de Chile. conforme se detalla en el
Anexo N° 2 del presente Protocolo.

« La dotacion méxima proyectada para el Servicio Geologico de Chile
sera de 274 personas.
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El Diputado señor Lemus, manifestó su discrepancia respecto del protocolo de acuerdo redactado por el Ministerio de Minería, por cuanto persisten sus preocupaciones respecto del traspaso de los trabajadores del Servicio Nacional de Geología y Minería a los nuevos servicios que se crean. Agregó que no queda claro respecto de las remuneraciones y traspasos de dicho personal. En ese sentido, plantea que aún se puede hacer un esfuerzo mayor en beneficio de los trabajadores.

El Diputado señor Carmona, argumentó su voto en contra, manifestando que, a su juicio, es posible aumentar los cargos de planta proyectados en dicho protocolo, en beneficio del bienestar de los trabajadores.

El Diputado señor Espinosa, don Marcos, planteó que es necesario, para la generación de una nueva institucionalidad, revisar los aspectos legislativos y las atribuciones y facultades de las instituciones que se crean, así como la opinión de las organizaciones afectadas por los cambios. De no ser así, señaló que se verá obligado a votar en contra de este artículo.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por ocho votos a favor de los Diputados señores Bertolino, Harboe, Kort, Marinovic, Núñez, Rojas, Vilches y Ward, y tres votos en contra de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

*Los Diputados señores Carmona; Cerda; Espinosa, don Marcos, y Lemus formularon una indicación, para incorporar el siguiente numeral 9), nuevo, al Artículo Primero Transitorio:

“9) El número de funcionarios en la planta de fiscalizadores no podrá ser inferior al número de funcionarios a contrata, por la particular importancia de esta función en el cumplimiento de las metas que establece esta ley, reflejando el propósito del Estado de Chile de comprometerse con la seguridad en las faenas mineras. Para el logro de este objetivo, tendrán prioridad los actuales fiscalizadores del SERNAGEOMIN, con prescindencia de su actual condición contractual.”.

El Diputado señor Carmona destacó que la presente indicación obedece a un tema de fondo y compartido en las audiencias públicas. Agregó, que incluso se celebró un protocolo de acuerdo al respecto, entre el Ejecutivo y la Comisión, para proteger la continuidad y la estabilidad laboral de los trabajadores del SERNAGEOMIN.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por ocho votos a favor de los Diputados señores Bertolino, Harboe, Kort, Marinovic, Núñez, Rojas, Vilches y Ward, y tres votos en contra de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

Artículo Segundo.-

Mediante este artículo se establece que los altos directivos públicos del Servicio Nacional de Geología y Minería y de la Comisión Chilena del Cobre que estuvieren ejerciendo un cargo en dichas instituciones y que sean traspasados a la Superintendencia de Minería o al Servicio Geológico de Chile, en su caso, continuarán sometidos a la misma normativa que los rige.

*El Ejecutivo formuló una indicación para eliminar la frase “y de la Comisión Chilena del Cobre”.

-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo Tercero.-

Este artículo dispone que el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile, y transferirá a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

-o-

Se deja expresa constancia, que este Artículo Tercero Transitorio, también fue objeto de la discusión y estudio que efectuó la Subcomisión, por involucrar la modificación respectiva de la Ley de Presupuestos del Sector Público, referida al aumento de las plantas de los servicios que se crean.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por ocho votos a favor de los Diputados señores Bertolino, Harboe, Kort, Marinovic, Núñez, Rojas, Vilches y Ward, y tres votos en contra de los Diputados señores Carmona; Espinosa, don Marcos, y Lemus.

Artículo Cuarto.-

Por medio de este artículo se dispone que a partir de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar, transitoria y provisionalmente, conforme a lo dispuesto en el Título VI de la Ley Nº 19.882, al Superintendente de Minería, quien asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública. En tanto no inicie sus actividades dicha Superintendencia, la remuneración del Superintendente será el equivalente a la que corresponda al cargo Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería, ésta se financiará con cargo al presupuesto correspondiente del Ministerio de Minería y/o de sus servicios dependientes o relacionados.

*El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el Artículo Cuarto Transitorio, por el siguiente:


“Artículo Cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar, transitoria y provisionalmente, conforme a lo dispuesto en el Título VI de la Ley Nº 19.882, al Superintendente de Minería y al Director Nacional del Servicio Geológico de Chile, quienes asumirán de inmediato y mientras se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública. En tanto no inicien sus actividades la Superintendencia y el Servicio Geológico de Chile, según corresponda, la remuneración del Superintendente y la del Director Nacional del Servicio Geológico de Chile será equivalente a la que corresponda al Director Nacional y al Subdirector Nacional Geología, respectivamente, ambos del Servicio Nacional de Geología y Minería. Ésta se financiará con cargo al presupuesto correspondiente al Ministerio de Minería o de sus servicios dependientes o relacionados.”.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo Quinto,-

Este artículo establece que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley durante el año 2012, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Minería y de sus servicios dependientes y/o relacionados.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo Sexto.-

Mediante este artículo se plantea que la disposición contenida en el artículo 69 de la Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, cuyo texto se establece mediante el Artículo Primero de esta ley, comenzará a regir dos años después de la publicación de la misma en el Diario Oficial.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo Séptimo.-

Este artículo establece que eentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley, deberá dictarse el nuevo Reglamento sobre Seguridad Minera. Durante dicho período se mantendrá vigente el Reglamento de Seguridad Minera contenido en el Decreto Supremo N° 132, de 2002, del Ministerio de Minería, en todo lo que no se oponga a lo establecido en la presente ley.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

Artículo Octavo.-

Por medio de este artículo se establece que los procedimientos de fiscalización y los sancionatorios iniciados con anterioridad a la supresión del Servicio Nacional de Geología y Minería, seguirán tramitándose conforme a las normas de dichos procedimientos.

-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Bertolino; Cerda; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Vilches y Ward formularon una indicación para incorporar el siguiente artículo noveno transitorio, nuevo:

“Artículo Noveno. Las disposiciones de los párrafos 2°, 3°, 5°, 6°, 7°, 8° y 10° del Título II de la Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, contenida en el Artículo Primero de esta Ley, comenzarán a regir para la Pequeña Minería transcurridos dos años desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino; Carmona; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe; Kort; Lemus; Marinovic; Núñez; Rojas; Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Araya, Carmona; Espinosa, don Marcos; Lemus; Muñoz, doña Adriana; Rojas y Vilches formularon una indicación para incorporar el siguiente Artículo Décimo Transitorio, nuevo:

“Artículo Décimo.- Antes del 30 de septiembre del 2012, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional, uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se aborde la seguridad e institucionalidad de la pequeña minería y la minería artesanal.”.

-El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, en virtud de lo preceptuado en los artículos 24 y 25 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

X. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.

En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Minería y Energía os recomienda la aprobación del siguiente

“PROYECTO DE LEY.

Artículo Primero. Apruébase el siguiente texto de la Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera.

“Título I

“De la Superintendencia de Minería”
Párrafo 1º

De la Naturaleza y Funciones
Artículo 1º.- La Superintendencia. Créase la Superintendencia de Minería, como servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, la que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Minería.

Su domicilio será la ciudad de Santiago, y se desconcentrará territorialmente de conformidad a lo que establezca el Superintendente, quien podrá ubicar oficinas en otras ciudades del país, de conformidad a criterios técnicos de localización que garanticen una adecuada cobertura territorial y se encuentren contenidos en una norma de carácter general. En todo caso, deberá existir una oficina de la Superintendencia en todas aquellas regiones cuyo indicador de importancia de la actividad minera sea superior a 2,5%. Dicho indicador equivale al cociente entre el producto interno bruto minero regional, incluyendo la minería del petróleo y gas natural, y el producto interno bruto regional, ambas cifras de acuerdo a la última estadística reportada por el Banco Central de Chile.

Artículo 2º.- Normativa. La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del Decreto Ley Nº 3.551, de 1981, estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882, y estará sometida al Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

Artículo 3º.- Referencias. Cada vez que las disposiciones de esta ley se refieran a la Superintendencia o al Superintendente, deberá entenderse que aluden a la Superintendencia de Minería y al Jefe Superior de dicho servicio, respectivamente.

Artículo 4°.- Alcance. Para efectos de la presente ley, se entenderá que se encuentran comprendidas dentro de la actividad minera, las siguientes:

1) Exploración y prospección de yacimientos minerales, incluidos los depósitos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, perforación que se realice en el marco de labores de exploración, y todas aquellas actividades relacionadas con el desarrollo de proyectos mineros;

2) Acopio y transporte de hidrocarburos líquidos o gaseosos, y mantención de pozos de hidrocarburos líquidos;

3) Explotación, extracción y transporte de minerales, estériles, productos y subproductos dentro del área donde se desarrollen las actividades mineras;

4) Procesos de obtención, concentración y refinación de sustancias minerales y sus subproductos;


5) Disposición de estériles, desechos y residuos provenientes de las actividades mineras;

6) Embarque en tierra de sustancias minerales y sus productos;

7) Apertura y desarrollo de túneles, excavaciones, construcciones y otras obras civiles que se realicen por y para la industria minera y que tengan estrecha relación con las actividades indicadas en los números anteriores, y

8) Cierre de faenas mineras, de conformidad a lo establecido en la normativa aplicable.

Artículo 5°.- Definiciones. Para efectos de la presente ley, se entenderá por:

1) Faena Minera. Conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la actividad minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, campamentos, bodegas, lugares de acopios, pilas de lixiviación, depósitos de residuos masivos mineros, depósitos de relaves, de estériles, ripios de lixiviación y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura que existen respecto a una mina o establecimiento de beneficio para asegurar el funcionamiento de las operaciones mineras.

Para todos los efectos legales, se entenderá que el perímetro de la faena minera corresponde al indicado en los planos a que se refiere el artículo 31 de la presente ley.

No se considerarán faenas mineras, las refinerías de petróleo, las industrias metalúrgicas no extractivas, las fabricas de vidrio, cemento, ladrillos, cerámica o similares, ni aquellas expresamente excluidas por el Código de Minería.

2) Exploración. Conjunto de acciones y trabajos que permiten identificar, mediante la aplicación de una o más técnicas de reconocimiento geológico, zonas de características favorables para la presencia de acumulaciones de minerales y yacimientos.

3) Prospección. Conjunto de obras y acciones que se desarrollan con posterioridad a la exploración, sirven a la caracterización requerida por el respectivo proyecto de desarrollo minero y tienen como finalidad establecer los planes mineros en los cuales se basa la explotación programada de un yacimiento.

4) Operación Minera. Exploración, construcción, explotación, desarrollo, producción, beneficio y cierre de faenas mineras.

5) Obras Civiles. Trabajos desarrollados tanto para los estudios preliminares como para la construcción misma de una faena minera.

6) Empresa Minera. Persona natural o jurídica que, por cuenta propia o en representación de otra, ejecuta las acciones, faenas y trabajos de la actividad minera respecto de una concesión minera determinada.

7) Seguridad Minera. Conjunto de acciones, normas, medidas, conocimientos y precauciones tendientes a evitar la ocurrencia de accidentes en la actividad minera y el riesgo o daño para quienes se desempeñen en ella.

8) Pequeña Minería. Actividad productora que se realiza en minas o plantas de beneficio mineral que cuentan con no más de 100 trabajadores. Dentro de ella, se considerará, además, como Minería Artesanal aquella que en su actividad sea amparada por la patente especial artesanal, y que cuente con no más de 12 trabajadores.


9) Mediana Minería. Actividad productora que se realiza en minas o plantas de beneficio mineral que cuentan con más de 100 y no más de 1.000 trabajadores.

10) Gran Minería. Actividad productora que se realiza en minas o plantas de beneficio mineral que cuentan con más de 1.000 trabajadores.

Artículo 6º.- Objeto. La Superintendencia tendrá por objeto principal supervigilar el cumplimiento de la normativa de seguridad en la actividad minera, sin perjuicio de las atribuciones que la legislación confiera a otros organismos fiscalizadores en sus respectivos ámbitos de competencia.

Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en esta ley, serán igualmente aplicables a los sujetos fiscalizados aquellas normas de seguridad y salud contenidas en el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 7º.- Funciones y atribuciones. La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1. Fiscalizar el cumplimiento de la normativa relativa a seguridad minera e imponer sanciones en caso de incumplimiento, de conformidad a lo dispuesto en esta ley. En el ejercicio de esta función podrá interpretar administrativamente dicha normativa;

2. Dictar las circulares, instrucciones, normas de carácter general, resoluciones y demás normas que sean necesarias para el ejercicio de las funciones y atribuciones que le confiere esta ley. La Superintendencia, antes de la dictación de las mismas, deberá dar a conocer la versión borrador de la misma, publicándola en su página web, y establecer mecanismos para recibir las observaciones que se formulen a su respecto. Estará eximida de este procedimiento cuando se trate de normativa de organización interna y cuando, por resolución fundada, considere que no es necesario u oportuno.

3. Absolver las consultas y peticiones, e investigar las denuncias o reclamos en materias de su competencia, que se formulen de conformidad a esta ley, el reglamento y las circulares e instrucciones que dicte la Superintendencia;

4. Requerir de los sujetos sometidos a su fiscalización y de los organismos públicos sectoriales que ejerzan otras atribuciones de fiscalización en relación a la actividad minera, las informaciones y datos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, de conformidad a lo señalado en la presente ley.

La Superintendencia, tomando en consideración la naturaleza de la información y los datos solicitados, y los demás factores que puedan incidir en los tiempos necesarios para su producción, otorgará a los sujetos sometidos a su fiscalización un plazo razonable para dar cumplimiento al requerimiento señalado en el inciso precedente;

5. Fijar mediante norma de carácter general las normas y procedimientos para la presentación de la información que los sujetos fiscalizados están obligados a entregar de conformidad a lo establecido en esta ley;

6. Investigar los accidentes mineros y aplicar las sanciones correspondientes;

7. Ordenar la ejecución de medidas preventivas de accidentes mineros, y verificar su realización de conformidad a la ley.

8. Recopilar, analizar y sistematizar antecedentes referidos a las causas de los accidentes mineros, difundir conclusiones que surjan a partir de los mismos y, en base a ello, proponer buenas prácticas en materia de prevención de riesgos en la actividad minera, favoreciendo su comprensión a través de actividades de difusión. 

Asimismo, confeccionar y mantener un catastro con las estadísticas de los referidos accidentes;

9. Fomentar el desarrollo de programas de capacitación y de difusión de buenas prácticas en materias de seguridad minera;

10. Efectuar las evaluaciones, fiscalizaciones y demás actividades relacionadas con el Plan de Cierre de Faenas Mineras, de conformidad a lo establecido en la legislación vigente;

11. Fiscalizar la idoneidad del personal que manipula explosivos en faenas mineras y de los encargados de trabajos específicos al interior de las mismas, de conformidad con las disposiciones contenidas en la Ley Nº 17.798, sobre control de armas, y en las demás normas legales y reglamentarias;

12. Fiscalizar, de conformidad a lo establecido en las disposiciones legales y reglamentarias el abastecimiento, distribución, almacenamiento y utilización de los explosivos destinados a las actividades mineras, y fiscalizar el almacenamiento, transporte y utilización de explosivos, combustibles y otras sustancias peligrosas en las faenas mineras;

13. Informar a los Tribunales de Justicia acerca de los aspectos técnicos y demás que la ley le encomiende relacionados con la operación de mensura de las concesiones de explotación y respecto de las solicitudes de sentencia constitutiva de las concesiones de exploración. Para el ejercicio de esta función podrá interpretar administrativamente la normativa correspondiente;

14. Constituir y mantener actualizado el Catastro Nacional y el Registro Nacional de Concesiones Mineras, de acuerdo a lo establecido en el artículo 241 del Código de Minería. Ambos tendrán carácter público, velando la Superintendencia por facilitar el acceso a ellos. Para el cumplimiento de esta función, los Conservadores de Minas deberán remitir, en el plazo establecido en el artículo 106 del Código de Minería al Superintendencia la información correspondiente;

15. Informar las solicitudes de patente minera especial que presenten pequeños mineros o artesanales, y las solicitudes de rebaja de patente minera;

16. Elaborar la propuesta para el nombramiento de los Peritos Mensuradores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 71 del Código de Minería;

17. Cumplir con las funciones que le asigna el ordenamiento jurídico en la aprobación del proyecto de diseño, construcción, operación y cierre de los depósitos de relaves;

18. Fiscalizar la disposición de estériles, desechos y residuos, y la apertura y desarrollo de túneles, excavaciones, construcciones y obras civiles, que se realicen por y para la actividad minera y que tengan estrecha relación con ella, en materias relativas a la seguridad minera;

19. Otorgar asistencia técnica en materia de seguridad minera a la Superintendencia de Seguridad Social y a la Dirección del Trabajo;

20. Proporcionar la asistencia técnica y la colaboración que fueran necesarias en la investigación de infracciones a la legislación minera cuando le sean requeridas por los organismos públicos competentes o en virtud de convenios de cooperación celebrados con entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales;

21. Celebrar convenios con otros organismos del Estado, instituciones nacionales o extranjeras, públicas o privadas, para el cumplimiento de sus funciones;

22. Contratar de terceros, sean públicos o privados, la prestación de servicios necesarios para el cumplimiento de sus funciones, incluida la inspección técnica de las faenas mineras;

23. Elaborar y difundir información estadística y de interés relativa a la actividad minera en Chile;

24. Proponer al Ministerio de Minería la dictación de normas legales o reglamentarias que considere necesarias para el mejoramiento de la actividad minera;

25. Proporcionar asistencia en el conocimiento y aplicación de la normativa de seguridad minera a los sujetos sometidos a su fiscalización. Para ello, deberá absolver consultas y difundir guías que faciliten la comprensión de las exigencias establecidas por la normativa vigente en materia de seguridad minera.

Asimismo, proporcionarles asistencia en la presentación de Programas de Medidas Correctivas y de Planes de Regularización de conformidad a lo establecido en la presente ley, y

26. Las demás que le confieran las leyes.

Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de las facultades de fiscalización que disposiciones legales otorguen a otros organismos públicos cuya competencia alcance a las faenas mineras.

Artículo 8º.- Criterios técnicos. Los organismos públicos que tengan facultades de fiscalización cuya competencia alcance aspectos que incidan directamente en la seguridad minera, deberán adoptar los criterios técnicos que establezca la Superintendencia en dicha materia. En caso de estimarlo necesario, los mencionados organismos públicos podrán solicitarle a la Superintendencia profundizar respecto de los criterios técnicos que se tuvieron en cuenta para emitir su pronunciamiento.

Párrafo 2º

De la Organización
Artículo 9º.- Superintendente. Un funcionario con el título de Superintendente de Minería será el jefe superior de la Superintendencia y tendrá la representación legal, judicial y extrajudicial de la misma.

El Superintendente de Minería será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la Ley Nº 19.882.

El Superintendente tiene la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a su calidad de Jefe Superior del Servicio.

Artículo 10.- Atribuciones del Superintendente. Corresponderá especialmente al Superintendente:

1. Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia, y ejercer respecto de su personal las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior de Servicio;

2. Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento de la Superintendencia;

3. Velar por el cumplimiento de las normas aplicables a la Superintendencia y adoptar las medidas necesarias para asegurar su eficiente funcionamiento;

4. Establecer oficinas en otras ciudades del país cuando el buen funcionamiento de la Superintendencia así lo exija y existan las disponibilidades presupuestarias;

5. Designar a los funcionarios que participarán en el proceso de evaluación y seguimiento de los proyectos y actividades que se someten al sistema de evaluación de impacto ambiental;

6. Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Superintendencia;

7. Celebrar los convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines de la Superintendencia;

8. Facultar a funcionarios de su dependencia para absolver posiciones ante los tribunales correspondientes;

9. Nombrar y remover al personal de la Superintendencia en conformidad a la normativa legal;

10. Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos mediante la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por la Superintendencia;

11. Aplicar las sanciones que señala la presente ley, y

12. En general, ejercer todas las atribuciones que ésta u otras leyes le confieran a él o a la Superintendencia.

Artículo 11.- Inhabilidades. Sin perjuicio de las inhabilidades que establezcan otras leyes, serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente, Intendente y de Jefe de Unidad, las personas que estén relacionadas, en los términos indicados en el artículo 100 de la Ley Nº 18.045, con entidades sometidas a la fiscalización de la Superintendencia.

Artículo 12.- Organización Interna. De conformidad a lo establecido en la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Superintendente, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Superintendencia y determinará las denominaciones y tareas que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

En todo caso, dicha organización deberá contemplar, a lo menos:

a) Una Unidad de Fiscalización, que estará encargada de desarrollar las actividades de tal naturaleza respecto de toda faena minera. En caso que los fiscalizadores de esta unidad constaten que una empresa minera ha incurrido en conductas que pudieren constituir infracciones gravísimas o graves, deberán poner los respectivos antecedentes en conocimiento de la Unidad de Investigación a la brevedad posible;

b) Una Unidad de Investigación que se concentrará exclusivamente en investigar las infracciones en que puedan haber incurrido las empresas mineras. Su informe de investigación será remitido a la Unidad Sancionatoria.

c) Una Unidad Sancionatoria que se concentrará exclusivamente en proponer al Superintendente las sanciones que correspondan a partir de las investigaciones realizadas por la Unidad de Investigación.

Artículo 13.- Delegación. A las oficinas que establezca el Superintendente en otras ciudades del país, en conformidad a lo dispuesto en el número 4 del artículo 10 de esta ley, les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que les sean delegadas por el Superintendente.

Párrafo 3º

Del Personal
Artículo 14.- Régimen Jurídico. El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y por las de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.

Artículo 15.- Deber de Reserva. El Superintendente, el personal de la Superintendencia, así como las personas que le presten servicios de cualquier naturaleza y bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva y secreto absolutos de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores. Asimismo, deberán abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la Ley Nº 18.834, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Artículo 16.- Causales de cesación en el cargo. Sin perjuicio de las causales previstas en la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, para la cesación en el cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:

1) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II Nivel Jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de Diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución, en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este número. Un reglamento fijará los procedimientos que se adoptarán, y la forma y oportunidad en que serán recepcionadas la información y los antecedentes requeridos al efecto, y

2) Evaluación de desempeño en lista condicional.

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el número 1) de este artículo, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 17.- Dedicación Exclusiva. El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos, deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos contemplados en el artículo 8º de la Ley Nº 19.863.

Artículo 18.- Remuneraciones del Personal. El sistema de remuneraciones del personal de planta y a contrata de la Superintendencia de Minería corresponderá al de las instituciones fiscalizadoras, en los términos establecidos en el título I del decreto ley N° 3.551, de 1981, y sus modificaciones, incluyendo las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 8, 9, 12 y 13 de la ley N° 20.212; en el artículo 17 de la ley N° 18.091 sustituido por el artículo décimo de la ley N° 19.301, y en el artículo 5° de la ley N° 19.528, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes.

Párrafo 4º

Del Patrimonio
Artículo 19.- Patrimonio. El patrimonio de la Superintendencia estará formado por:

1) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos de la Nación y los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales;

2) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le asignen, transfieran o adquiera, a cualquier título, y los frutos de tales bienes;

3) Con las donaciones que se le hagan, las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;

4) El producto de la venta de bienes o servicios que realice, como asimismo de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones y atribuciones. La determinación de los respectivos montos será hecha por el Superintendente a partir de criterios técnicos y objetivos, y

5) Los aportes de programas de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades.

Título II

“De la fiscalización y control de la Seguridad Minera”
Párrafo 1º

Seguridad Minera
Artículo 20.- Objetivo. La Superintendencia velará por la seguridad minera para contribuir a la protección de la vida e integridad de las personas que se desempeñan en dicha actividad, así como de los terceros que pudieren verse afectados.

Lo dispuesto en el inciso anterior no obsta a las atribuciones en materia de seguridad y salud en el trabajo que corresponden a otros organismos con facultades de fiscalización en sus respectivos ámbitos de competencia.

Párrafo 2º

Obligación de Informar
Artículo 21.- Obligación de informar antecedentes relevantes. Las empresas mineras que se encuentren realizando trabajos de exploración, cuando así lo determine la Superintendencia mediante norma de carácter general, de explotación o de beneficio de sustancias minerales deberán entregar a la Superintendencia, semestralmente, los antecedentes relevantes sobre sus actividades mineras.

Para estos efectos, se entenderá que son antecedentes relevantes:

a. Las estadísticas de producción minera y metalúrgica necesarias para determinar aspectos relativos a la seguridad minera;

b. Los informes sobre depósitos de residuos masivos mineros;

c. La estadística mensual de accidentes, y

d. Aquellos que sean necesarios, desde una perspectiva técnica, para efectos de la seguridad minera, y que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.

La Superintendencia deberá, asimismo, determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere este artículo, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.

En caso que dichos antecedentes se encuentren en poder de otros organismos públicos, la Superintendencia procurará establecer los mecanismos para acceder a ellos. 

La información señalada en las letras a), b) y d) de este artículo, será considerada información de carácter comercial o económico para las empresas, a menos que señalen expresamente lo contrario.


Artículo 22.- Obligación de informar accidentes mineros. Las empresas mineras deberán informar a la Superintendencia, dentro del plazo de veinticuatro horas contados desde su ocurrencia, los accidentes mineros que ocurran en sus faenas, a consecuencia de los cuales se produzca alguno de los resultados señalados en el Nº 1 del artículo 48 y en el Nº 1 del artículo 49, ambos de esta ley, debiendo informar, además, a los organismos con facultades de fiscalización en materias de seguridad y salud en el trabajo.

En el caso de accidentes que hayan generado consecuencias para la salud de uno o más trabajadores, la institución de salud que hubiere recibido al accidentado deberá remitir a la Superintendencia, tan pronto sea posible, una copia del informe que hubiere emitido, el que será considerado información sensible o de carácter personal para todos los efectos legales. 

Los organismos administradores de la Ley Nº 16.744 y las entidades que fiscalicen las normas de seguridad y salud en los lugares de trabajo entregarán mensualmente a la Superintendencia, de acuerdo al procedimiento que establezca el Reglamento, la información relacionada con seguridad minera de la que tomen conocimiento en el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 23.- Información específica sobre accidentes mineros. Las empresas mineras deberán informar específicamente a la Superintendencia cada accidente que ocurra en sus faenas, a consecuencia del cual cualquiera de los trabajadores involucrados, incluidos los del contratista y subcontratista, deban ausentarse al menos un día de sus labores, sin perjuicio de las denuncias que deban realizarse de los accidentes del trabajo ante los organismos administradores de la Ley Nº 16.744.

Asimismo, deberán informar a la Superintendencia sobre cualquier accidente ocurrido dentro de la faena minera que hubiere afectado o pudiere afectar a terceros.

El plazo para informar será de 24 horas, contado desde la ocurrencia del respectivo accidente, y la información deberá remitirse siguiendo el procedimiento que establezca al efecto la Superintendencia mediante norma de carácter general.

Artículo 24.- Confección de estadísticas. La Superintendencia deberá confeccionar estadísticas mensuales de accidentes en la actividad minera en general, y en las distintas faenas en particular.

Para efectos de lo señalado en el inciso precedente, la Superintendencia determinará, mediante una norma de carácter general, las categorías de faenas mineras, según el número de trabajadores que laboran en ellas, las toneladas de material bruto extraído, la región en la que se ubican, y los demás criterios que resulten técnicamente relevantes.

La Superintendencia deberá establecer un sistema de información pública de las estadísticas de accidentes que confeccione en cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. Dicho sistema deberá incluir la publicación en la página web de la Superintendencia o por otros medios tecnológicos que aseguren el libre acceso al público, de estadísticas de accidentes en la actividad minera, que especifiquen sus causas y factores de riesgo, e incluyan recomendaciones para prevenir su ocurrencia.

Artículo 25.- Obligación de informar sobre la adopción de medidas correctivas. Las empresas mineras deberán remitir a la Superintendencia, en conformidad al procedimiento establecido por norma de carácter general, informes técnicos referidos al estado de avance de las medidas correctivas, ordenadas por los fiscalizadores de la Superintendencia o recomendadas por los Expertos Técnicos Mineros a que hace referencia el artículo 38 que se hayan consignado en el Libro de Seguridad Minera y ratificadas por un fiscalizador. El Reglamento regulará la forma y contenido de dichos informes, así como los medios a través de los cuales deberán ser remitidos a la Superintendencia.

El primero de los señalados informes deberá enviarse dentro de los 30 días contados desde la consignación de la medida o de su ratificación, en conformidad a lo señalado en el inciso anterior. Los demás, deberán remitirse cada 30 días hasta la total ejecución de las medidas. 

Los informes a que se refieren los incisos precedentes deberán ser enviados, asimismo, al Instituto de Seguridad Laboral o a las Mutuales de Empleadores a las que se encuentren adheridas las entidades empleadoras, según corresponda, y a la Inspección del Trabajo respectiva.

Párrafo 3°

Normas Generales de Seguridad Minera
Artículo 26.- Profesionales Responsables de los Proyectos Mineros. Cada faena minera de la gran y mediana minería deberá contar con la dirección o asesoría profesional de uno o más ingenieros de minas o metalurgistas, quienes serán responsables de la correcta elaboración, presentación y desarrollo de los proyectos mineros sometidos a la aprobación de la Superintendencia.

El número de Profesionales Responsables que deberán existir en cada faena minera se determinará de conformidad a los criterios técnicos que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general, en atención al número de trabajadores de la faena, el volumen de producción, el nivel de reservas, y otros aspectos geológicos y mineros de similar importancia a los antes indicados.

La pequeña minería y la minería artesanal deberán contar con asesoría profesional prestada a lo menos por un Experto en Prevención de Riesgos de Categoría C. La referida asesoría deberá ser provista una vez cada seis meses.

Artículo 26 bis A.- la empresa deberá:

a) informar a los trabajadores de manera comprensible de los riesgos relacionados con su trabajo, de los peligros que éstos implican para su salud y de las medidas de prevención y protección aplicables;

b) tomar las medidas necesarias para eliminar o reducir al mínimo los peligros derivados de la exposición a dichos riesgos;

c) proporcionar y mantener, sin ningún costo para los trabajadores, el equipo, la ropa según sea necesario y otros dispositivos de protección adecuados que se definan en la legislación nacional, cuando la protección contra los riesgos de accidente o daño para la salud, incluida la exposición a condiciones adversas, no pueda garantizarse por otros medios.

Artículo 26 bis B.- La empresa deberá velar por:

a) Los trabajadores dispongan de programas apropiados de formación y de instrucciones comprensibles en materia de seguridad y salud laboral asociada a la minería, así como tareas que se les asignen en función de los programas disponibles;

b) Se lleven a cabo, de acuerdo con la legislación vigente, la vigilancia y el control adecuados en cada turno que permitan garantizar que la explotación de la mina se efectúe en condiciones de seguridad, y

c) Saber con precisión y en cualquier momento los nombres de todas las personas que están en turno y dentro de la faena, así como la localización probable de las mismas.

Artículo 27.- Encargados con competencias específicas. Los encargados de los explosivos, la electrificación, la fortificación, los combustibles y las instalaciones que utilicen fuentes radioactivas u otras sustancias peligrosas en la faena minera, deberán contar con conocimientos específicos en la respectiva materia, los que serán determinados por la Superintendencia mediante norma de carácter general, considerando el tonelaje de extracción, el número de trabajadores empleados, el tipo de faena minera, y otros criterios de similar relevancia técnica. 

El reglamento podrá establecer un sistema de acreditación de dichas competencias.

Artículo 28.- Estatutos Internos de Operaciones en Faenas Mineras. Las empresas mineras estarán obligadas a incluir dentro del Reglamento Interno de Higiene y Seguridad el tratamiento de las siguientes materias:

1. Tránsito de equipos, vehículos y personas;

2. Carguío y transporte de material;

3. Fortificación;

4. Perforación y tronadura;

5. Emergencias;

6. Uso, almacenamiento y transporte, al interior de la faena minera, de explosivos, combustibles y demás sustancias peligrosas;

7. Operación del método de explotación aprobado, y

8. Operaciones criticas de acuerdo a la evaluación de riesgos que haga la empresa.

El tratamiento de las materias señaladas deberá contemplar, al menos, los aspectos que la Superintendencia indique mediante norma de carácter general, dentro de los cuales se incluirán la delimitación de zonas peligrosas, los sistemas de seguridad de las instalaciones, la iluminación, los elementos de protección del personal y los procedimientos de emergencia y de evacuación.

El Reglamento Interno deberá ser depositado en la Superintendencia, y si en él no se diere cumplimiento a lo señalado en este artículo, serán aplicables las sanciones contempladas en el artículo 63 de esta ley, sin perjuicio de las demás obligaciones o sanciones que corresponda en virtud del cumplimiento de otras normas.

El incumplimiento de las obligaciones contenidas en este artículo será sancionado por la Superintendencia de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de esta ley.

Artículo 28 bis.- La empresa minera deberá adoptar todas las disposiciones necesarias para eliminar o reducir los riesgos para la seguridad y la salud presentes en las faenas mineras.

En particular, deberá garantizar la interrupción de las actividades y la evacuación de los trabajadores del yacimiento a un lugar seguro en caso de peligro grave para la seguridad y la salud de los mismos, cuando así sea determinado por el experto en seguridad, de acuerdo a lo establecido en el Párrafo 11° de esta ley.

Artículo 29.- Prevención de consumo de alcohol y drogas estupefacientes. La Superintendencia supervigilará que en cada empresa minera exista una política de prevención de consumo de alcohol y del uso indebido de sustancias o drogas estupefacientes. Para cumplir dicho objetivo, la Superintendencia actuará en coordinación con los organismos públicos que tengan competencia en la materia.

Artículo 30.- Libro de Seguridad Minera. En cada faena minera habrá un Libro de Seguridad Minera, el que será llevado siempre por escrito y, adicionalmente, en caso que la empresa minera lo estime conveniente, por medios electrónicos.

En el Libro de Seguridad Minera se consignarán las actuaciones de fiscalización que se realicen en terreno, y las medidas correctivas ordenadas por el fiscalizador de la Superintendencia o recomendadas por los Expertos Técnicos Mineros.

Artículo 31.- Planos de la Faena Minera. Las empresas mineras deberán contar con copias de los planos aprobados como parte del método de explotación que se mantendrán actualizadas con la periodicidad que determine el Superintendente en una Norma de Carácter General. Dichas copias deberán contener, a lo menos, la siguiente información:

1) Ubicación geográfica de la faena minera, con sus respectivas coordenadas y curvas de nivel;

2) Ubicación de las distintas instalaciones de servicios y de apoyo;

3) Plano general de la explotación de la mina con indicaciones de avances, accesos, instalaciones de servicios y de emergencia, y

4) Disposición de los circuitos eléctricos, sistemas de ventilación y salidas de emergencia, tratándose de minas subterráneas.

Los planos se dibujaran a una escala adecuada a la magnitud de la faena minera, en conformidad a las reglas que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.

La orientación se hará según el norte U.T.M., con la indicación de la declinación local en cada año.

En caso que los planos no den cumplimiento a lo señalado en este artículo o no se hayan entregado oportunamente, el Superintendente podrá hacerlos ejecutar por un tercero a costa de la respectiva empresa minera, sin perjuicio de las sanciones que fueren procedentes.

Párrafo 4°

Del Inicio de la Actividad Minera
Artículo 32.- Permisos previos. La Superintendencia se pronunciará, basada en consideraciones técnicas que digan relación con la seguridad minera y tomando especialmente en cuenta el riesgo de accidentes mineros, respecto de la solicitud de autorización de la operación de los proyectos de explotación minera, las modificaciones significativas que éstos experimenten y los planes de cierre de las faenas mineras. Respecto de la pequeña minería y la minería artesanal, sólo será necesario informar a la Superintendencia de la modificación de planos del proyecto.

Asimismo, siempre que la aplicación de nuevas tecnologías modifique significativamente los métodos de explotación, dichas modificaciones deberán ser sometidas a la aprobación de la Superintendencia para efectos de seguridad minera.

La Superintendencia se pronunciará dentro de los 60 días siguientes a la presentación de los antecedentes que hicieren los interesados. 

La correspondiente resolución aprobatoria contendrá los elementos esenciales de los proyectos aprobados, en concordancia con las exigencias y disposiciones que, para cada tipo de faena, establezca el Reglamento.

Artículo 33.- Inicio de la operación. Una vez aprobado el método de explotación y el plan de cierre de faenas mineras, la respectiva empresa minera comunicará por escrito a la Superintendencia, con no menos de quince días de anticipación, la fecha de inicio de las operaciones.

Párrafo 5º

Del Procedimiento de Fiscalización
Artículo 34.- Programa de Fiscalización. La Superintendencia establecerá un Programa General Indicativo de Fiscalización de las faenas mineras del territorio nacional. El programa se fijará en el mes de Octubre de cada año para ser desarrollado en el año calendario siguiente.

El programa se determinará a partir de la cantidad de faenas existentes en las distintas áreas geográficas, considerando su distribución por región, provincia y comuna. En él se priorizarán las faenas mineras que, de acuerdo a criterios técnicos, presenten complejidades, altos porcentajes de operaciones críticas o incumplimientos regulatorios, y aquellas respecto de las cuales existan antecedentes que puedan causar alarma pública.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, las faenas mineras en que se incurra en infracciones gravísimas o en las que se produzcan accidentes a consecuencia de los cuales se generen los resultados señalados en el Nº 1 del artículo 48 y en el Nº 1 del artículo 49, ambos de esta ley, serán objeto de fiscalización prioritaria.

La Superintendencia podrá siempre ordenar fiscalizaciones aleatorias.

Artículo 35.- Valor Probatorio de las Fiscalizaciones. Los atestados de los funcionarios de la Superintendencia designados como fiscalizadores, referidos a hechos que hayan constatado en el ejercicio de sus funciones y que consten en las actas de fiscalización respectivas, constituirán una presunción cuya fuerza probatoria se apreciará de conformidad a las reglas de la sana crítica.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, se entenderá que dos atestados referidos a los mismos hechos y suscritos en el mismo año calendario por fiscalizadores que se hayan constituido en la respectiva faena minera, tienen la fuerza probatoria de un testimonio emitido por un ministro de fe.

Artículo 36.- Etapas de Fiscalización. La fiscalización comprenderá las siguientes etapas:

1) Etapa de Pre–Fiscalización. Corresponde a la revisión documental de las autorizaciones otorgadas, de los antecedentes relevantes, tales como las observaciones consignadas en el Libro de Seguridad Minera, de los actos de comunicación relativos a la faena, de los reglamentos, estatutos y procedimientos de trabajo, de las políticas de seguridad de la empresa, y de los programas de salud y seguridad;

2) Etapa de Fiscalización en terreno. Comprende las siguientes fases:

a) Reunión con la máxima autoridad de la faena para dar a conocer el objeto de la fiscalización, indicar los lugares que serán inspeccionados y designar a los encargados de dichas actuaciones;

b) Inspección de los elementos consignados en las aprobaciones de la faena y las demás ordenadas por la ley y sus reglamentos, y

c) Consignación en el acta de fiscalización, de la cual se dejará copia íntegra en el Libro de Seguridad Minera, de las órdenes y recomendaciones, con indicación de las observaciones y acciones a cumplir, los fundamentos técnicos de la medida, la normativa aplicable, los plazos para cumplirla y los responsables.

El fiscalizado podrá formular, dentro del plazo de 10 días, observaciones técnicas o legales respecto de las órdenes y recomendaciones del fiscalizador. La Superintendencia deberá pronunciarse fundadamente sobre cada una de dichas observaciones, e indicará las medidas que deban adoptarse y el plazo para su cumplimiento.

Los fiscalizadores de la Superintendencia en el ejercicio de sus funciones podrán inspeccionar todas las instalaciones de la faena minera, procurando que dicha inspección no perjudique indebidamente el normal funcionamiento de la respectiva faena.


Asimismo, si durante la fiscalización en terreno el fiscalizador se percatare de un peligro grave e inminente para la seguridad dentro de la faena minera, deberá por la vía más expedita solicitar que el Superintendente determine el cierre total o parcial de la faena como medida provisional, indicando expresamente el plazo o la condición que pondrá fin a dicho cierre.


Las medidas señaladas en el inciso precedente deberán ser decretadas mediante resolución fundada, serán esencialmente temporales, su duración no podrá exceder los 30 días, y no podrán renovarse en tanto no se haya dado inicio al procedimiento sancionatorio establecido en la presente ley.

3) Etapa de Post–Fiscalización. Corresponde a la verificación del cumplimiento de las órdenes y recomendaciones efectuadas en la etapa anterior.

Cada proceso de fiscalización deberá considerar como antecedentes iniciales los resultados de la etapa de Post – Fiscalización del proceso anterior.

Artículo 37.- Ejecución del Programa de Fiscalización. La Superintendencia ejecutará el Programa de Fiscalización a través de sus propios fiscalizadores, quienes podrán acceder a las faenas mineras en cualquier tiempo.

Artículo 38.- Los Expertos Técnicos Mineros. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Superintendente podrá encomendar la supervisión de los aspectos técnicos referidos a la seguridad minera de los proyectos, a técnicos acreditados en conformidad a esta ley, que se denominarán Expertos Técnicos Mineros.

Los Expertos Técnicos Mineros podrán recomendar la adopción de medidas correctivas, que sólo podrán referirse a aspectos técnicos relativos a la seguridad minera. Los Expertos consignarán dichas medidas en un informe que remitirán a la Superintendencia y del cual entregarán copia a la máxima autoridad de la faena, siguiendo el procedimiento que establezca el Superintendente a través de una norma de carácter general.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el fiscalizado podrá formular, dentro del plazo de 10 días, observaciones fundamentadas técnicamente respecto de las medidas correctivas recomendadas por el Experto. La Superintendencia resolverá fundadamente, indicando las medidas que deban adoptarse y el plazo para su cumplimiento.

En caso de ordenarse la adopción de medidas por la Superintendencia en virtud de lo establecido en el inciso precedente, la empresa deberá dar cuenta del cumplimiento de ellas a la Superintendencia para efectos de lo dispuesto en el número 3) del artículo 36 de la presente ley.

El Superintendente designará anualmente, a uno o más de estos Expertos Técnicos Mineros para que concurran periódicamente a una determinada faena minera, de acuerdo al Programa de Fiscalización de la Superintendencia y con el objeto de comprobar el cumplimiento de las reglas establecidas por la presente ley y las normas dictadas conforme a ella, en materias de seguridad minera.

El Informe que elaborare el Experto Técnico Minero constituirá un elemento de juicio en los procesos de fiscalización, de investigación y sancionatorio.

El Experto Técnico Minero que detecte antecedentes de la existencia de un peligro inminente para la integridad y seguridad de las personas en una faena minera, deberá ponerlos en conocimiento de la Superintendencia a la brevedad, para que ésta resuelva, en un plazo de 24 horas contado desde la comunicación, sobre las medidas provisorias que estime procedente aplicar en dicha faena. Asimismo, deberá remitir una copia de la referida comunicación a los organismos con facultades de fiscalización en materias de seguridad y salud en el trabajo.

Los Expertos Técnicos Mineros no tendrán el carácter de fiscalizadores o de ministros de fe, ni ejercerán potestades públicas.

Artículo 39.- Auditoría Externa de Seguridad Minera. Para efectos de obtener información sobre la gestión en seguridad de los sujetos regulados, las empresas mineras que efectuaren explotación o beneficio de minerales superior a 10.000 toneladas mensuales de mineral o que cuenten con más de 100 trabajadores, incluidos los trabajadores del contratista y del subcontratista, deberán contratar, a su costa, cada tres años, una auditoría externa de gestión de seguridad, efectuada por una Empresa de Auditoría Externa de Seguridad Minera, inscrita en el registro que al efecto llevará la Superintendencia de acuerdo a lo establecido en la presente ley.

Párrafo 6º

De los efectos de la Fiscalización
Artículo 40.- Publicidad de los resultados de la fiscalización. En el mes de Diciembre de cada año, la Superintendencia dará a conocer, por medios digitales, las estadísticas relativas a los actos de fiscalización, las medidas correctivas y los demás antecedentes relevantes correspondientes al respectivo período anual que señale el Reglamento. 

La información referida en el inciso precedente deberá ser enviada, asimismo, a los organismos públicos con facultades de fiscalización en materias de seguridad y salud en el trabajo.

Artículo 41.- Categorización. Anualmente, y a partir de los resultados objetivos de los procesos de fiscalización y de las Auditorías Externas de Seguridad Minera, la Superintendencia ubicará a las distintas empresas mineras en la categoría que les corresponda para efectos de seguridad minera, de conformidad a lo establecido en este párrafo.

El listado correspondiente será publicado en el mes de enero de cada año y se mantendrá inalterado por todo el transcurso del mismo, a menos que una empresa minera solicite su re – categorización de conformidad a lo establecido en el artículo 44 de esta ley.

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, la Superintendencia podrá modificar la categorización de aquella empresa minera en la que ocurra un accidente como consecuencia del cual se produzca alguno de los resultados señalados en el Nº 1 del artículo 48 de esta ley.

Artículo 42.- Categorías. La Superintendencia ubicará a las empresas mineras en una de las siguientes categorías de conformidad a su comportamiento en relación a la seguridad minera:

a) Excelente.

b) Bueno.

c) Suficiente.

d) En Regularización.

Los factores que considerará la Superintendencia para proceder a la ubicación referida en el inciso precedente serán los siguientes:

1) La tasa de accidentes con tiempo perdido calculada en relación al número de accidentes que generen incapacidad sobre cada millón de horas trabajadas en la respectiva faena minera;

2) El número de accidentes graves y gravísimos que se produzcan en el año calendario respectivo;

3) El número de sanciones aplicadas a la faena minera, según tipo de sanción;

4) El cumplimiento o incumplimiento de las medidas correctivas ordenadas y los casos de reincidencias, y

5) El cumplimiento de la obligación de informar en tiempo y forma.

La ponderación de los factores indicados en el inciso precedente será determinada por el Reglamento.

Artículo 43.- Programa de Medidas Correctivas y Plan de Regularización. Sin perjuicio de la multa que fuere procedente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de esta ley, las empresas mineras que se encuentren en Categoría En Regularización, deberán acogerse al Programa de Medidas Correctivas determinado por la Superintendencia, el cual deberá ser implementado en los plazos y forma que ésta indique. En caso de incumplimiento, la Superintendencia podrá aplicar las sanciones contempladas en el artículo 63 de la presente ley.

Cuando una empresa minera se acoja, por primera vez, al Programa de Medidas Correctivas señalado en el inciso anterior, podrá solicitar a la Superintendencia la suspensión del pago de la multa que se hubiere estimado procedente de conformidad a lo dispuesto en dicho inciso. La referida multa será dejada sin efecto por la Superintendencia cuando se haya dado íntegro cumplimiento por la empresa al referido programa.


Una vez cumplido el Programa de Medidas Correctivas antes señalado, la empresa minera acordará con la Superintendencia un Plan de Regularización que contemplará todas las medidas correctivas necesarias para mejorar su categorización. Dicho Plan será evaluado en los plazos y forma que establezca la Superintendencia, la que, una vez cumplido, resolverá sobre la nueva categorización de la empresa minera.

Cumplido el Plan de Regularización referido en el inciso precedente, la Superintendencia otorgará a la respectiva empresa minera un Certificado de Cumplimiento.

La Superintendencia deberá publicar por medios digitales y mantener actualizado el listado de empresas mineras que hubieren obtenido el certificado indicado en el inciso precedente.

Artículo 44.- Solicitud de Re–Categorización. Sin perjuicio de lo señalado en los artículos precedentes, las empresas mineras que adoptaren medidas específicas tendientes a mejorar la categoría en que se encuentran ubicadas para efectos de la seguridad minera, podrán solicitar, hasta dos veces por año calendario, que la Superintendencia revise la categorización vigente. El rechazo de esta solicitud deberá hacerse mediante resolución fundada.

Artículo 45.- Auto–Evaluación. Toda empresa minera deberá, empleando al efecto los medios que establezca la Superintendencia en coordinación con la Superintendencia de Seguridad Social en una norma de carácter general, realizar una autoevaluación de su comportamiento en materia de seguridad minera. La periodicidad de dicha auto-evaluación será determinada por la Superintendencia mediante una norma de carácter general.

El resultado de la auto-evaluación indicada en el inciso precedente deberá ser dado a conocer por la respectiva empresa dentro de los plazos que señale la Superintendencia en una norma de carácter general. El incumplimiento de esta obligación será considerado infracción grave y sancionado con multa por la Superintendencia, de conformidad a lo que se establece en el artículo 63 de esta ley.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, las empresas mineras que hubieren dado a conocer un comportamiento excelente en seguridad minera, en conformidad a lo establecido en este artículo, y estuvieren ubicadas en la categoría excelente, según lo preceptuado en el artículo 42, podrán postular a la Certificación de Excelencia en Seguridad que otorgará la Superintendencia. Para estos efectos, deberán presentar la respectiva solicitud a la Superintendencia en el mes de marzo de cada año, acompañando los antecedentes que indique el Reglamento.

Artículo 46.- Auto–Denuncia. Quedará exento de multa el infractor que concurra a las oficinas de la Superintendencia y denuncie, por primera vez, estar cometiendo cualquiera de las infracciones establecidas en la presente ley.

En caso que un infractor ya hubiese empleado este mecanismo, su utilización por segunda o tercera vez se traducirá en una rebaja de hasta un 75% y de hasta un 50% de la multa, respectivamente.

La exención y las rebajas señaladas en los incisos precedentes sólo procederán cuando el respectivo infractor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción, y haya cesado en la ejecución de los mismos, adoptando todas las medidas necesarias para reducir o eliminar sus efectos negativos.

El infractor deberá presentar, asimismo, dentro de los 10 días siguientes a la interposición de la auto–denuncia, un programa de cumplimiento de medidas correctivas, el que estará sujeto a la aprobación de la Superintendencia de conformidad a lo establecido en el artículo 43 de esta ley.

No habrá lugar a lo establecido en los incisos precedentes si la Superintendencia hubiese iniciado formalmente una investigación respecto de los mismos hechos, con anterioridad a la interposición de la auto–denuncia.

Artículo 47.- Concurso de sanciones. Cuando por unos mismos hechos se le pudieren aplicar, de conformidad a la legislación vigente, varias sanciones al infractor, sólo se aplicará la más grave de ellas.

Párrafo 7º

De las Infracciones
Artículo 48.- Infracciones Gravísimas. Para efectos de esta ley constituyen infracciones gravísimas, los hechos, actos u omisiones que:

1) Contravengan la normativa de seguridad minera y, como consecuencia de lo anterior, se produzcan accidentes mineros que causen la muerte, o alguna de las lesiones previstas en el Nº 1 del artículo 397 del Código Penal, o una explosión no controlada en una operación minera, sin importar en este último caso, si se han producido o no lesiones;

2) Contravengan grave o reiteradamente las resoluciones aprobatorias del funcionamiento de una faena minera, o los estatutos de operación de la misma; 

3) Constituyan reincidencia o reiteración de infracciones graves.

Artículo 49.- Infracciones Graves. Para efectos de esta ley constituyen infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que:

1) Contravengan la normativa de seguridad minera y, como consecuencia de lo anterior, se produzcan accidente mineros que causen alguna de las lesiones previstas en el Nº 2 del artículo 397 del Código Penal, o un incendio que produzca la evacuación de personas o genere daño significativo a las estructuras de la faena minera o a su equipamiento, o una inundación, golpe o caída de materiales o equipos que produzcan lesiones a personas o evacuación de un área significativa de la faena minera, o un accidente que produzca daño grave en las instalaciones de las faenas mineras;

2) Contravengan la normativa de seguridad minera y representen un peligro grave e inminente para la salud o seguridad de las personas;

3) Contravengan las resoluciones de la Superintendencia que recaigan sobre aspectos relevantes en materias de seguridad minera;

4) Representen el incumplimiento de los procedimientos de emergencia;

5) Nieguen el ingreso de los fiscalizadores de la Superintendencia o de los expertos técnicos mineros a una faena minera;

6) Representen la omisión falsedad o entrega maliciosamente incompleta, de información relevante para el cumplimiento de las funciones de la Superintendencia, y

7) Constituyan reincidencia o reiteración de infracciones menos graves, dentro del mismo año calendario.

Artículo 50.- Infracciones Menos Graves. Son infracciones menos graves todos aquellos hechos, actos u omisiones que contravengan la normativa vigente en materia de seguridad minera y no estén incluidos en los dos artículos anteriores.

Artículo 51.- Incumplimiento de medida ordenada por fiscalizador. El incumplimiento por parte de la empresa minera de una medida ordenada por el fiscalizador de conformidad a lo dispuesto en esta ley, constituirá una infracción grave o menos grave, según la magnitud del riesgo que dicho incumplimiento genere.

Párrafo 8º

Del procedimiento administrativo sancionatorio
Artículo 52.- Inicio del procedimiento. El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse por:

1) El aviso que diere la respectiva empresa minera de la ocurrencia en sus faenas de un accidente;

2) La denuncia que formule cualquier persona ante las autoridades de la Superintendencia;

3) La denuncia formulada empleando el mecanismo contemplado en el artículo 60 de esta ley, y

4) De oficio, cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna de las infracciones señaladas en esta ley.

Las denuncias de infracciones administrativas deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o mediante apoderado en conformidad al artículo 22 de la Ley Nº 19.880. Asimismo, ellas deberán contener una descripción de los hechos específicos que se estiman constitutivos de la infracción que se denuncia, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor.

La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio en la medida que, a juicio de la Superintendencia, ella esté revestida de seriedad y tenga mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor o el archivo de la denuncia por resolución fundada, notificando de ello al denunciante. La resolución que ordene el archivo de la denuncia, podrá impugnarse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 79 y siguientes de esta ley.

Artículo 53.- Adopción de medidas provisionales. Iniciado el procedimiento administrativo sancionatorio, su instructor podrá solicitar fundadamente al Superintendente, y con el único fin de evitar riesgos graves para la seguridad minera, la adopción, en carácter de provisional, de una o más medidas correctivas de aquellas mencionadas en el artículo 63 de esta ley.

Las medidas que se decreten en conformidad a lo indicado en el inciso precedente, serán esencialmente temporales y su duración no excederá de 30 días. Su renovación deberá ser solicitada fundadamente por el instructor al Superintendente quien, si accede a ello, deberá hacerlo por resolución fundada.

Artículo 54.- Instructor del procedimiento. La instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio se realizará por un funcionario de la Unidad de Investigación de la Superintendencia que recibirá el nombre de Instructor. El Instructor será designado por el Superintendente, dictará resoluciones en su nombre, y no podrá delegar sus funciones y atribuciones.

Artículo 55.- Desarrollo de la instrucción del procedimiento. La instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio comenzará con la notificación al presunto infractor de una formulación precisa de cargos por parte del Instructor, confiriéndole un plazo de 10 días para formular sus descargos. Dicha notificación se hará, personalmente o por cédula.

La formulación de cargos contendrá una descripción precisa y clara de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, de la norma, circular, instrucción o resolución eventualmente infringida, de la disposición legal que contempla la respectiva infracción y de las sanciones que la ley le asigna.

Salvo el caso de la notificación de la formulación de cargos señalado en el inciso primero de este artículo, las demás resoluciones podrán ser notificadas personalmente, por cédula, por carta certificada al domicilio que las partes hayan señalado en su respectiva presentación, o por medios electrónicos, cuando así lo hayan solicitado expresamente. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada.

En el caso de las notificaciones por carta certificada, se entenderá perfeccionada transcurridos tres días desde la fecha de recepción de la carta en la oficina de Correos de Chile.

El Superintendente podrá encomendar la notificación personal y por cédula a funcionarios de la Superintendencia, quienes, para estos efectos, tendrán el carácter de ministros de fe. 

En todo lo no previsto por esta ley, se aplicará supletoriamente la Ley Nº 19.880.

Artículo 56.- Diligencias probatorias. Recibidos los descargos del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Instructor podrá ordenar, a costa de la Superintendencia, la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes. También podrá ordenar la recepción de los demás medios probatorios que procedan.

En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, se las rechazará mediante resolución fundada.

El término probatorio será de ocho días. Podrá ser ampliado mediante resolución fundada, pero en caso alguno podrá exceder de 15 días.

En el caso de rendirse prueba testimonial, el Instructor podrá fijar, mediante resolución fundada, un número máximo de testigos por punto de prueba. En la audiencia testimonial las partes podrán formular preguntas de credibilidad, interrogar y contrainterrogar directamente a los testigos, y podrán solicitar al instructor la objeción de determinadas preguntas. En todo caso, el Instructor tendrá en dicha audiencia la facultad de formular, por sí mismo, preguntas de credibilidad a los testigos, de interrogarlos y contrainterrogarlos. El testimonio será dado bajo juramento o promesa de decir verdad ante el Instructor.

En caso de recibirse prueba confesional, el Instructor ordenará acompañar pliego de posiciones en sobre cerrado al menos un día hábil con anterioridad a la audiencia. El Instructor abrirá el sobre en la audiencia y leerá las posiciones. El Instructor y las partes podrán pedir que el declarante aclare sus dichos. Si el citado a declarar no comparece o si, compareciendo, se niega a responder o da respuestas evasivas, se le dará por confeso, a petición de parte, en todos aquellos hechos que estén categóricamente afirmados en el pliego de posiciones.

Para los efectos de las pruebas testimonial y confesional señaladas en los incisos precedentes, el Instructor tendrá carácter de ministro de fe.

Artículo 57.- Medios de prueba. Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquiera de los medios de prueba admisibles en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

Artículo 58.- Dictamen del Instructor. Concluidas las diligencias señaladas en los artículos precedentes, el Instructor emitirá, dentro de cinco días, un dictamen que deberá contener la individualización del o de los presuntos infractores, la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, y la proposición a la Unidad Sancionatoria de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución, en caso que la considerase procedente.

Artículo 59.- Propuesta de la Unidad Sancionatoria. Emitido el dictamen, el Instructor elevará los antecedentes a la Unidad Sancionatoria, la que propondrá al Superintendente, dentro de 10 días, las sanciones o absoluciones que a su juicio correspondan. El Superintendente resolverá en el plazo de 15 días, dictando al efecto una resolución fundada.

No obstante lo indicado en los artículos precedentes, tanto el Superintendente como la Unidad Sancionatoria, podrán ordenar al Instructor la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos, y dando audiencia al presunto infractor.

Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos distintos de aquellos contemplados en la formulación de cargos.

Artículo 60.- Denuncia Anónima Calificada. Cualquier trabajador o contratista podrá denunciar ante la Superintendencia el incumplimiento de las normas sobre seguridad en una faena minera, que amenace de forma grave e inminente a las personas que se desempeñan en ella. La individualización de quien efectuare la denuncia tendrá el carácter de información secreta o reservada para los efectos de lo dispuesto en la Ley Nº 20.285. 

El respectivo expediente administrativo de investigación se iniciará con los antecedentes proporcionados por el denunciante, sin la indicación de su identidad, la que será mantenida en reserva por el Superintendente. 

La Superintendencia resolverá sobre el mérito de la denuncia y adoptará las acciones que estime procedentes. 

A quien efectuare una denuncia en los términos establecidos en este artículo, de mala fe y con el propósito de lesionar la reputación de la empresa minera denunciada, se le aplicará una multa de entre 50 y 500 Unidades Tributarias Mensuales. En caso que la denuncia ciega hubiere sido efectuada, además, con el objeto de obtener un beneficio para sí o para terceros, la multa se podrá elevar hasta 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.

Párrafo 9º

De los Apremios y Sanciones
Artículo 61.- Apremios. Respecto de la infracción señalada en el número 5 del artículo 49, la Superintendencia podrá aplicar las sanciones establecidas en los números 1), 2) y 3) del artículo 63 de esta ley. 

Si luego de la aplicación de dos sanciones por la infracción señalada en el inciso anterior, la empresa minera impidiera u obstaculizare nuevamente el ejercicio de las funciones de fiscalización, la Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria el arresto del representante legal hasta por 15 días renovables, a fin de obtener el cumplimiento y ejecución de dichas funciones en la forma descrita por la presente ley.

Respecto de las personas que, habiendo sido citadas a declarar bajo apercibimiento por la Superintendencia, no concurran a prestar declaración sin causa justificada, procederá lo establecido en los incisos 2º y siguientes del artículo 380 del Código de Procedimiento Civil.

En caso que los Conservadores de Minas no dieren oportuno cumplimiento a las obligaciones establecidas en el Nº 15) del artículo 7º de la presente ley, y en el artículo 106 del Código de Minería, se aplicará lo dispuesto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales, considerándose siempre la referida omisión como una infracción grave.

El tribunal competente para conocer de estos apremios, a requerimiento de la Superintendencia, será el del domicilio del infractor.

En caso que fuera estrictamente necesario para los efectos de resguardar la vida e integridad física de las personas, en cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia podrá solicitar directamente al Juez de Garantía que corresponda, el auxilio de la fuerza pública.

Artículo 62.- Declaraciones falsas. Las personas que rindan declaraciones falsas ante la Superintendencia incurrirán en las penas que establece el artículo 210 del Código Penal.

Artículo 63.- Sanciones. De acuerdo a lo establecido en esta ley, la Superintendencia podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones: 

1) Amonestación;

2) Censura por escrito;

3) Multa a beneficio fiscal de hasta 10.000 Unidades Tributarias Mensuales.

Para efectos de lo dispuesto en los artículos 48 a 50 de esta ley, las infracciones gravísimas se sancionarán con multa de hasta 10.000 Unidades Tributarias Mensuales, las infracciones graves con multa de hasta 5.000 Unidades Tributarias Mensuales, y las infracciones menos graves, con multa de hasta 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.

En todo caso, la reiteración de un mismo tipo de infracción, entre las cuales no medie un período superior a 12 meses, permitirá elevar hasta el doble los límites señalados en este numeral;

4) Ordenar el cierre temporal del todo o parte de una faena minera, en caso de infracciones gravísimas o graves por un plazo máximo de 30 días, prorrogable hasta dos veces por el mismo período por resolución fundada. La Superintendencia podrá poner sellos de forma de hacer efectiva esta sanción.

Para la calificación de las infracciones se estará a lo dispuesto en los artículos 48 a 50 de esta ley.

El monto específico de la multa a que se refiere el número 3), se determinará apreciando fundadamente los siguientes factores:

a) La gravedad y consecuencias del hecho;

b) El número de personas que fueron puestas en riesgo;

c) La categoría en que corresponda clasificar a la respectiva actividad de conformidad a lo señalado en los números 8), 9) y 10) del artículo 5º de la presente ley;

d) Si el infractor hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en los últimos veinticuatro meses;

e) La capacidad económica del infractor, y

f) El cumplimiento de las medidas correctivas aplicadas con anterioridad.

La circunstancia descrita en la letra d) no se tomará en consideración en aquellos casos en que la reiteración haya determinado, por sí sola el aumento del monto de la multa básica.

Los factores indicados en las letras e) y f) precedentes, así como el mejoramiento de la categorización de la respectiva empresa minera de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 41 y siguientes de la presente ley, deberán considerarse a efectos de disminuir el monto específico de la multa.

Para los efectos de lo establecido en el numeral 4) del presente artículo, la Superintendencia podrá interponer sellos. 

Si decretado el cierre temporal de la faena, de acuerdo a lo dispuesto en el número 4) de este artículo, se realizaren actividades productivas en la faena minera, la respectiva empresa minera será castigada con multas de hasta 3.000 Unidades Tributarias Mensuales si la hubiere motivado una infracción grave, o de hasta 6.000 Unidades Tributarias Mensuales, si la hubiere motivado una infracción gravísima.

Artículo 64.- Clausura de la Faena. Sin perjuicio de las sanciones contempladas en el artículo anterior, la Superintendencia podrá ordenar la clausura de la faena minera en caso que ella presente deficiencias de seguridad que pongan en riesgo grave la vida, la salud o la integridad física de las personas, siempre que se le hubiere impuesto al menos por una vez, por infracción gravísimas, la sanción de cierre total o parcial, y que ésta se encuentre firme o ejecutoriada. Dicha clausura se materializará mediante la interposición de sellos.

Para poder optar a la reapertura de la Faena, la empresa minera deberá someterse a un Programa de Medidas Correctivas y un Plan de Regularización, determinado por la Superintendencia, en el cual se establecerán, con claridad y precisión los requisitos y etapas en las que podrá reanudarse total o parcialmente la actividad dentro de la faena minera clausurada.

Artículo 65.- Determinación y pago de las multas. El monto de las multas aplicables de conformidad a esta ley será fijado por el Superintendente y deberá ser enterado en las oficinas de la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contados desde la fecha de la notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 80 de la presente ley, ingresándose los comprobantes respectivos en sus oficinas dentro de quinto día de efectuado el pago.

Artículo 66.- Retardo en el pago de las multas. El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, en conformidad a la ley, devengará los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Artículo 67.- Prescripción. Transcurridos tres años de cometida una infracción determinada y cinco años en el caso de infracciones gravísimas, sin que la Superintendencia haya impuesto alguna de las sanciones contempladas en el artículo 63 de esta ley, se entenderá, para todos los efectos, que éstas han prescrito. Esta prescripción se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.

Las sanciones administrativas aplicadas de conformidad a esta ley, prescribirán a los tres años desde la fecha en que se certifique que la respectiva resolución sancionatoria ha quedado firme y ejecutoriada.

Esta prescripción se suspenderá por la notificación del respectivo procedimiento de ejecución o de la formulación de cargos por incumplimiento, según la naturaleza de la sanción aplicada.

Artículo 68.- Agravante. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 53 de esta ley, el incumplimiento de una medida ordenada por el fiscalizador, y en caso de ser procedente la aplicación de sanciones, será un antecedente que deberá tomarse en cuenta para efectos de aumentar la sanción que correspondería aplicar.

Artículo 69.- Informe Técnico. El Superintendente, a requerimiento de la autoridad competente, emitirá el informe técnico de que trata el artículo 8 de la presente ley, el que deberá ser considerado al momento de resolver sobre la reanudación de una faena minera o parte de ella cuando la misma haya sido paralizada a consecuencia de un accidente por aplicación de lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley Nº 16.744.

Párrafo 10º

De los Registros
Artículo 70.- Registro Público de Expertos Técnicos Mineros. Los Expertos Técnicos Mineros deberán estar inscritos en el Registro Público que a tal efecto llevará la Superintendencia. 

La persona que desee inscribirse en el Registro de Expertos Técnicos Mineros deberá:

1) Contar con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera, tales como ingeniería en minas, ingeniería de ejecución en minas o geología, y

2) Acreditar experiencia en el área por al menos tres años.

Artículo 71.- Registro Público de Auditores Externos de Seguridad Minera. La Superintendencia deberá mantener un Registro Público de Auditores Externos de Seguridad Minera, en el cual deberá inscribir a todos aquellos que así lo soliciten y que cumplan con los siguientes requisitos:

1) Contar con un título profesional calificado para estos efectos, el que será determinado por la Superintendencia mediante norma de carácter general, de una carrera universitaria o técnica de duración no inferior a 8 semestres, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional reconocida por el Estado y, asimismo, con más de 3 años de experiencia en materias relacionadas con la actividad minera.

En caso de estar constituido como persona jurídica, deberá indicar la o las personas naturales facultadas para efectuar la correspondiente auditoría externa de seguridad minera, las que deberán contar con los requisitos antes indicados, y

2) Acompañar en la solicitud copia de las normas de procedimiento, control y análisis de auditoría; las normas de confidencialidad; el manejo de la información privilegiada o reservada, la solución de conflictos de intereses, y la forma de garantizar la independencia de sus informes. En caso de estar constituido como persona jurídica, deberá entregar copia del reglamento interno de la persona jurídica que establezca las normas y procedimientos indicados.

En los demás aspectos relativos a las Empresas de Auditoría Externa de Seguridad Minera se aplicarán, en lo que no sean contrarias a las disposiciones de esta ley, las normas contenidas en los artículos 243, 244, 245, 247 y 249 de la Ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.

Artículo 72.- Inhabilidad. No podrán actuar como Expertos Técnicos Mineros ni como Auditores Externos de Seguridad Minera respecto de una determinada empresa quienes carezcan de independencia de juicio respecto de la misma, en los términos establecidos en la Ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores, para las Empresas de Auditoría Externa.

Asimismo, tampoco podrán haber trabajado en la empresa minera, sus filiales, coligantes o coligadas durante los últimos 5 años, ni podrán tener interés patrimonial en las mismas. Las inhabilidades establecidas en el presente inciso se extienden al cónyuge y a los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.

Los Expertos Técnicos Mineros y los Auditores Mineros que ejerzan sus funciones con negligencia manifiesta o dolosamente, serán eliminados del Registro y no podrán reinscribirse en él, sino transcurrido el plazo de 5 años, sin perjuicio de las acciones civiles y penales que fueren procedentes.

Artículo 73.- Sanciones. Tratándose de Expertos Técnicos Mineros, Auditores Externos y otras personas nombradas o autorizadas por la Superintendencia para ejercer determinadas funciones o actuaciones en virtud de lo establecido en la presente ley, que incurrieren en faltas graves al debido cumplimiento de sus deberes, les podrán ser aplicadas las siguientes sanciones en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 52 y siguientes en lo que le fuere aplicable:

1) Suspensión de su cargo hasta por un año, y

2) Revocación de su autorización o nombramiento.

Párrafo 11

De la Prevención de Riesgos
Artículo 74.- Expertos en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera. Para tener la calidad de Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera se requerirá aprobar un curso dictado al efecto por la Superintendencia. 

Los Expertos en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera se clasificarán en las siguientes categorías:

1) Categoría A. Corresponderá a quienes tengan el título profesional de Ingeniero Civil, Constructor Civil, Ingeniero en Ejecución en Minas, Ingeniero en Prevención de Riesgos, otro profesional de la ingeniería con mención en mecánica o metalurgia o Geólogo y acrediten al menos 5 años de experiencia profesional en operaciones de la industria minera o de hidrocarburos;

2) Categoría B. Corresponderá a quienes tengan uno de los títulos profesionales indicados en el numeral anterior y acrediten al menos un año de experiencia profesional en operaciones de la industria minera o de hidrocarburos, y a quienes tengan el título de técnico en prevención de riesgos y acrediten al menos tres años de la referida experiencia, y

3) Categoría C. Corresponderá a quienes hayan aprobado el curso correspondiente dictado por la Superintendencia de acuerdo a lo señalado en el inciso primero de este artículo, obteniendo el título de Monitor en Seguridad Minera. 

La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, el curso específico que deberá aprobar cada Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera, según cada categoría.

Artículo 75. Obligación de contar con un Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera. Aquellas faenas mineras cuya producción sea superior a 20.000 toneladas mensuales de extracción o beneficio de mineral, deberán contar, a lo menos, con un Experto en Prevención de Riesgos en la Actividad Minera de Categoría A.

Asimismo, aquellas faenas mineras cuya producción no sea superior a 20.000 toneladas mensuales de extracción o beneficio de mineral y exceda las 5.000, deberán contar, a lo menos, con un Experto en Prevención de riesgos en la Actividad Minera de Categoría B.

Por su parte, las faenas mineras cuya producción no supere las 5.000 toneladas mensuales de extracción o beneficio de mineral, deberán contar, a lo menos, con la asesoría, que podrá ser externa, de un Experto en Prevención de riesgos en la Actividad Minera de Categoría C.

Artículo 76.- De la capacitación minera. La Superintendencia fomentará La existencia de cursos periódicos de capacitación en prevención de riesgos en la actividad minera especialmente dirigidos a la Pequeña Minería. Para ello, la Superintendencia podrá encargar a terceros, a través de un proceso de licitación, la dictación de tales cursos, o bien, impartirlos directamente. Una norma de carácter general reglamentará los procesos de postulación y asignación de los referidos cursos.

La Superintendencia podrá determinar que trabajadores que se desempeñen en faenas mineras deben asistir a los cursos de inducción referidos en el inciso anterior, en cuyo caso, dichos cursos serán gratuitos.

El Ministerio de Minería generará anualmente programas de liderazgo y prevención, con el objeto de disminuir accidentes en las faenas mineras.

Título III

“De la Impugnación y los Recursos”
Artículo 77.- Recurso de Reposición. En contra de las resoluciones o instrucciones que dicte el Superintendente podrá deducirse recurso de reposición ante esa misma autoridad, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la fecha de la notificación de la respectiva resolución o instrucción.

La Superintendencia deberá pronunciarse sobre cada uno de los argumentos que se hubieren planteado y fundamentado independientemente en el recurso en el plazo de 15 días hábiles contados desde su interposición.

Artículo 78.- Recurso de Reclamación. En contra de la resolución que deniegue la reposición señalada en el artículo precedente, el afectado podrá deducir recurso de reclamación, dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del infractor, la que deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del reclamo y si éste ha sido interpuesto dentro del término legal. Admitida la reclamación, la Corte dará traslado por quince días hábiles a la Superintendencia.

Evacuado el traslado, la Corte ordenará traer los autos en relación, agregándose la causa en forma extraordinaria a la tabla del día siguiente, previo sorteo de Sala cuando corresponda. Si el tribunal no decretare medidas para mejor resolver, dictará sentencia dentro del plazo de treinta días, y si las ordenare, en el plazo de diez días de evacuadas ellas.

Artículo 79.- Resoluciones de la Superintendencia. Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multas tendrán mérito ejecutivo.

La notificación de la interposición del recurso indicado en el artículo 78 no suspende los efectos de lo ordenado por la Superintendencia, sin perjuicio de la facultad del tribunal para decretar una orden de no innovar. Las resoluciones que apliquen multa, cancelen o denieguen el registro de una Institución, no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación o ésta no haya sido resuelta. 

La Superintendencia estará exenta de la obligación de efectuar consignaciones judiciales.”.

“Título IV

De la Pequeña Minería
Artículo 80.- Del reconocimiento de la especialidad de la Pequeña Minería. El reglamento de la presente ley contemplará un título específico que reconozca las particularidades y características de la Pequeña Minería al referirse a las exigencias, contenidos y requisitos aplicables a ella en materia de seguridad minera. Para estos efectos, se ponderará el principio de proporcionalidad respecto de los recursos y capacidades técnicas del sector, resguardando en todo momento la vida y salud de quienes se desempeñan en las faenas de la Pequeña Minería.

Asimismo, el reglamento procurará que los trámites a realizar sean simples y breves, e incorporará programas de asistencia al cumplimiento de la normativa de seguridad enfocados especialmente a la Pequeña Minería.

Artículo 81.- De las Guías. Para facilitar el cumplimiento de las exigencias en materia de seguridad minera establecidas por la presente ley y su reglamento, la Superintendencia elaborará Guías de Operación, las que contendrán las especificaciones técnicas aplicables a la Pequeña Minería en diversas materias relativas a la seguridad minera.

De igual manera, la Superintendencia podrá elaborar Guías de Reporte que tengan por objeto facilitar a la Pequeña Minería la entrega de información o la realización de presentaciones ante dicho organismo público.

Artículo 82.- De los Representantes Legales. En aquellos casos en que sea imposible identificar al representante legal de una faena de la Pequeña Minería, las referencias efectuadas al mismo por la presente ley y su reglamento se entenderán realizadas al encargado o máxima autoridad que se encuentre materialmente operando en dicha faena, quien será para todos los efectos legales el responsable de dar cumplimiento a las disposiciones establecidas por la presente ley y su reglamento.

Artículo Segundo. Apruébase el siguiente texto de la Ley del Servicio Geológico de Chile.

“Título I

“Disposiciones Generales”
Artículo 1º.- El Servicio. Créase el Servicio Geológico de Chile, en adelante “El Servicio”, como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Minería.

Su domicilio será la ciudad de Santiago, y se desconcentrará territorialmente de conformidad a lo que establezca su Director Nacional, quien podrá establecer oficinas en una o más de las regiones del país, según lo estime conveniente a las necesidades del Servicio.

En todo caso, deberán existir oficinas del Servicio en aquellas regiones que revistan una mayor importancia geológica, lo que se determinará a partir de criterios técnicos.

El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la Ley 
Nº 19.882 y estará sometido al Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

Artículo 2º.- Objeto del Servicio. El Servicio Geológico de Chile tendrá por objeto principal la realización de las siguientes tareas:

1) Efectuar investigación geológica en el territorio nacional; 

2) Desarrollar planes geológicos;

3) Elaborar estadísticas de recursos y reservas minerales;

4) Estudiar riesgos geológicos; 

5) Efectuar análisis científicos y técnicos en el ámbito de su competencia, y 

6) Servir de asesor técnico especializado del Gobierno en materia geológica.

Título II

“Funciones y Atribuciones”
Artículo 3º.- Funciones y atribuciones del Servicio. Corresponderán al Servicio Geológico de Chile las siguientes funciones y atribuciones:

1) Elaborar la Carta Geológica de Chile y las Cartas Temáticas Básicas, tales como Tectónica, Metalogénica y otras, de acuerdo a las políticas fijadas por la autoridad competente, atendidos los recursos económicos y la tecnología disponible, y efectuando para ello la investigación geológica que sea necesaria;

2) Generar, mantener y difundir información geológica sobre la existencia, desarrollo y conservación de los recursos minerales del país;

3) Confeccionar, actualizar y publicar el inventario de las reservas minerales nacionales; 

4) Recopilar los datos geológicos disponibles de uso general y mantener actualizado un Archivo Geológico Nacional;

5) Requerir de los sujetos que obtengan información geológica relevante y de los organismos públicos que ejerzan atribuciones de fiscalización en relación a la actividad geológica, las informaciones, datos y antecedentes que sean necesarios para el debido cumplimiento de sus funciones, de conformidad a lo señalado en la presente ley;

6) Realizar, coordinar e incentivar el desarrollo de estudios e investigaciones geológicas para los procesos de planificación de uso del suelo, y para las acciones de prevención de riesgos geológicos, tales como inundaciones, remociones en masa, sismos y erupciones volcánicas;

7) Mantener y difundir información sobre los factores geológicos que condicionan el almacenamiento, escurrimiento y conservación de las aguas, vapores y gases subterráneos a lo largo del territorio nacional;

8) Desarrollar el Programa de Red Nacional de Vigilancia Volcánica, a través de la generación y divulgación de información sobre volcanes activos, y del monitoreo instrumental de los mismos;

9) Mantener y actualizar el catastro de fuentes termales del país;

10) Realizar, por si o a través de terceros, análisis científicos o técnicos en materias geológicas;

11) Emitir informes técnicos para colaborar con el Ministerio de Energía en el proceso de otorgamiento de las concesiones de energía geotérmica de conformidad a lo dispuesto en la Ley Nº 19.657;

12) Dar asistencia técnica a los órganos públicos que lo requieran en casos de emergencias derivadas de riesgos geológicos;

13) Asesorar a las autoridades competentes en la formulación de políticas públicas y proponer la dictación de normas jurídicas o técnicas en el ámbito geológico;

14) Celebrar convenios de asistencia técnica y efectuar estudios, investigaciones y asesorías en materias de su competencia, y

15) Las demás facultades que otras leyes le confieran.

Título III

“Organización interna”
Artículo 4º.- Director Nacional. El Director Nacional del Servicio será el jefe superior del mismo y tendrá su representación legal. Su designación corresponderá al Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la Ley Nº 19.882.

Artículo 5º.- Atribuciones del Director Nacional. Corresponderá especialmente al Director Nacional del Servicio:

1) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio;

2) Establecer la organización interna del Servicio para el logro de los objetivos planteados para el mismo;

3) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios del Servicio;

4) Establecer oficinas regionales con el objetivo de cumplir los fines del Servicio;

5) Aprobar el Programa Anual de Trabajo del Servicio y publicar su contenido;

6) Proponer anualmente, a través del Ministerio de Minería, el presupuesto del Servicio;

7) Designar, contratar al personal del Servicio y asignarle sus funciones. Asimismo, podrá contratar profesionales, técnicos o expertos, a honorarios, cuando las necesidades del Servicio así lo requieran;

8) Ejecutar toda clase de actos y convenciones que sean necesarios para el cumplimiento de los fines del Servicio;

9) Convenir con el Ministerio de Minería, la Superintendencia de Minería y los demás órganos de la Administración del Estado, la transferencia de información y antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones;

10) En general, dictar las resoluciones y ejercer facultades legales necesarias para su adecuado funcionamiento.

Artículo 6º.- Memoria. El primer trimestre de cada año, el Director Nacional presentará una Memoria y Cuenta Anual de las actividades desarrolladas por el Servicio el año calendario anterior. Ella contendrá la comparación del Programa Anual de Trabajo indicado en el número 5) del artículo precedente y los resultados efectivamente obtenidos en el período. La Memoria deberá ser publicada por los medios que determine el Director Nacional y aseguren su circulación a nivel nacional.

Artículo 7º.- Personal. El personal del Servicio se regulará por las normas de esta ley y por las de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El personal a contrata del Servicio podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Director Nacional.

De conformidad a lo establecido en la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director Nacional, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

Las remuneraciones del Servicio Geológico de Chile se fijarán de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.

Artículo 8º.- Obligación de reserva. Los funcionarios del Servicio y las personas que le presten servicios de cualquier naturaleza y bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva de los documentos y antecedentes de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de las sanciones administrativas que sean procedentes.

Artículo 9°.- Patrimonio. El patrimonio del Servicio Geológico de Chile estará constituido por:

1) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

2) Los recursos que otras leyes generales o especiales le otorguen;

3) Los bienes raíces y muebles, corporales o incorporales, que se le asignen, transfieran o adquiera, a cualquier título, y los frutos de tales bienes;

4) Los aportes que reciba en virtud de programas cooperación internacional;

5) Con las donaciones que se le hagan, las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;

6) El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución del Director Nacional, y 

7) El producto de la venta de bienes o servicios que realice, como asimismo de los aranceles, derechos e intereses y otros ingresos propios que perciba en el ejercicio de sus funciones.”.

Artículo Tercero. La Superintendencia de Minería, en el ámbito de las funciones y atribuciones que se le confieren, será considerada para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Servicio Nacional de Geología y Minería, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que, en dicho ámbito, hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Servicio Nacional de Geología y Minería se entenderán efectuadas a la Superintendencia de Minería.

El Servicio Geológico de Chile, en el ámbito de las funciones y atribuciones que se le confieren, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal del Servicio Nacional de Geología y Minería, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que, en dicho ámbito, hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al Servicio Nacional de Geología y Minería se entenderán efectuadas al Servicio Geológico de Chile.

Artículos Transitorios

Artículo Primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Minería, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile. El encasillamiento en estas plantas deberá incluir personal del Servicio Nacional de Geología y Minería. En todo caso, deberá encasillarse en primer lugar a los funcionarios que son titulares de cargos de planta de la referida institución. La planta que se fije para la Superintendencia de Minería podrá consultar una o más Intendencias.

2) Disponer el traspaso, sin solución de continuidad, y en la misma calidad jurídica, de funcionarios de planta y a contrata desde el Servicio Nacional de Geología y Minería a la Superintendencia de Minería y al Servicio Geológico de Chile. 

Al personal titular de planta de la Superintendencia de Minería que provenga del Servicio Nacional de Geología y Minería, que haya sido traspasado bajo cualquiera de las modalidades que fija esta ley, no le será aplicable las disposiciones contenidas en el artículo 16 de la Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, contenida en el Artículo Primero de esta ley.

3) El traspaso del personal titular de planta y a contrata, se efectuará en el mismo nivel o categoría de remuneraciones que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado, nivel o categoría cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado.

En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” por intermedio del Ministerio de Minería. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 5º de la Ley Nº 19.528 y del artículo 17 de la Ley Nº 18.091, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la Ley Nº 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8º de la Ley Nº 18.834. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a los numerales 3) y 4) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier causal.

5) El Presidente de la República determinará la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará las dotaciones máximas de personal de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluidos en estas dotaciones. Con todo, durante el año en que se ejerza dicha facultad sólo podrá incrementarse en 24 cargos la suma de las dotaciones máxima de personal del Ministerio de Minería y las instituciones y servicios dependientes o relacionados con éste, que se contemplen en la Ley de Presupuestos del Sector Público para dicho año.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento;

b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa;

c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento;


7) El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile. Además, determinará la fecha de supresión del Servicio Nacional de Geología y Minería.

8) El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Servicio Nacional de Geología y Minería a la Superintendencia de Minería o al Servicio Geológico de Chile, en su caso.

Artículo Segundo.- Los altos directivos públicos del Servicio Nacional de Geología y Minería que estuvieren ejerciendo un cargo en dichas instituciones y que sean traspasados a la Superintendencia de Minería o al Servicio Geológico de Chile, en su caso, continuarán sometidos a la misma normativa que los rige.

Artículo Tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Minería y del Servicio Geológico de Chile, y transferirá a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo Cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar, transitoria y provisionalmente, conforme a lo dispuesto en el Título VI de la Ley Nº 19.882, al Superintendente de Minería y al Director Nacional del Servicio Geológico de Chile, quienes asumirán de inmediato y mientras se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública. En tanto no inicien sus actividades la Superintendencia y el Servicio Geológico de Chile, según corresponda, la remuneración del Superintendente y la del Director Nacional del Servicio Geológico de Chile será equivalente a la que corresponda al Director Nacional y al Subdirector Nacional Geología, respectivamente, ambos del Servicio Nacional de Geología y Minería. Ésta se financiará con cargo al presupuesto correspondiente al Ministerio de Minería o de sus servicios dependientes o relacionados.

Artículo Quinto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley durante el año 2012, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Minería y de sus servicios dependientes y/o relacionados.

Artículo Sexto.- La disposición contenida en el artículo 69 de la Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, cuyo texto se establece mediante el Artículo Primero de esta ley, comenzará a regir dos años después de la publicación de la misma en el Diario Oficial.

Artículo Séptimo.- Dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley, deberá dictarse el Nuevo Reglamento sobre Seguridad Minera. Durante dicho período se mantendrá vigente el Reglamento de Seguridad Minera contenido en el Decreto Supremo N° 132 de 2002, en todo lo que no se oponga a lo establecido en la presente ley.

Artículo Octavo.- Los procedimientos de fiscalización y los sancionatorios iniciados con anterioridad a la supresión del Servicio Nacional de Geología y Minería, seguirán tramitándose conforme a las normas de dichos procedimientos.

Artículo Noveno. Las disposiciones de los párrafos 2°, 3°, 5°, 6°, 7°, 8° y 10 del Título II de la Ley de Seguridad e Institucionalidad Minera, contenida en el Artículo Primero de esta Ley, comenzarán a regir para la Pequeña Minería transcurridos dos años desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Sala de la Comisión, a 29 de agosto de 2012.

Se acordó designar diputado informante al señor Manuel Rojas Molina.

Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de fechas 10, 17 y 31 de agosto; 7, 14 y 28 de septiembre; 5, 12 y 19 de octubre; 2, 9,16, 23 y 30 de noviembre, y 14 de diciembre de 2011 y de 23 de mayo; 6, 11, 13, y 20 de junio; 4 y 11 de julio; 1, 6,13, 27 y 29 de agosto de 2012, con la asistencia de los Diputados señores Rojas, don Manuel, (Presidente); Bertolino, don Mario; Carmona, don Lautaro; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Harboe, don Felipe; Kort, don Issa; Latorre, don Juan Carlos Lemus, don Luis; Marinovic, don Miodrag; Núñez, don Marco Antonio; Rivas, don Gaspar; Velásquez, don Pedro; Vilches, don Carlos, y Ward, don Felipe.

Se hace constar que en algunas sesiones, asistieron por la vía del reemplazo, la Diputada Muñoz D’Albora, doña Adriana y los Diputados señores Baltolu Rasera, don Nino; Bauer Jouanne, don Eugenio; Cerda García, don Eduardo; Delmastro Naso, don Roberto; Robles Pantoja, don Alberto; Rosales Guzmán, don Joel; Sandoval Plaza, don David, y Van Rysselberghe Herrera, don Enrique.

Se adjunta comparado, que contiene texto del mensaje y el texto aprobado por la Comisión de Minería y Energía.

(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión.”
10. Informe sobre la participación del Diputado Gabriel Ascencio XLI Periodo Ordinario de Sesiones - Parlamento Andino días 26, 27, 28, 29 y 30 de agosto de 2012, Quito, Ecuador.

“Honorable Cámara:

Tengo a honra informar sobre la participación que me correspondió en el XLI Período Ordinario de Sesiones que celebró el Parlamento Andino, entre los días 26 y 30 de Agosto en las ciudades de Quito y Guayaquil.

Informe:

Durante los días 26, 27, 28, 29 y 30 de Agosto se realizó en la ciudad de Quito y la ciudad de Guayaquil, Ecuador, la XLI sesión del Período Ordinario de Sesiones del Parlamento Andino, a la cual asistieron los parlamentarios Gabriel Ascencio, Joel Rosales y Manuel Monsalve.

Se acompaña a este informe la agenda que se llevó a cabo íntegramente en los salones de la Asamblea Parlamentaria de Ecuador, al igual que la agenda de la reunión de la mesa directiva a la cual asistí.

También se acompañan las resoluciones que se adoptaron en la asamblea plenaria del Parlamento Andino que se efectuó en la ciudad de Guayaquil, y que además fueron entregadas a la comisión de Relaciones Exteriores de la Honorable Cámara de Diputados. Se hace presente que como parlamentario chileno, me correspondió contestar las denuncias que parlamentarios andinos del Perú habían hecho en contra de Chile, por una supuesta discriminación a hijos de inmigrantes peruanos en el sistema educacional chileno y otra supuesta discriminación de inmigrantes peruanos cuyas inscripciones para participar como candidatos en la elección municipal de Octubre fueron rechazadas por el Servel por no cumplir los requisitos constitucionales que se exigen.

XLI PERIODO ORDINARIO DE SESIONES

AGENDA GENERAL

26, 27, 28, 29 Y 30 DE AGOSTO DE 2012

Quito, Ecuador
	
	Impreso 24 de agosto de 2012.

	DOMINGO 26 DE AGOSTO DE 2012.

	
	

	
	Llegada de las Delegaciones Parla mentarías a Quito

	
	

	LUNES 27 DE AGOSTO DE 2012 - QUITO

	
	

	
	SESIÓN PARLAMENTO ANDINO

	08H00 - 09H00
	Sesión Mesa Directiva

Agenda Propia

	
	Lugar: Oficina de la Presidencia de Asamblea Nacional

	09H00 - 10H00
	Sesión de Instalación

- Palabras de Bienvenida H. Raúl Patino Aroca, Vicepresidente del Parlamento Andino

- Palabras del Parlamentario Héctor Helí Rojas Jiménez, Presidente del Parlamento Andino.

- Palabras Socióloga Marcela Miranda, Presidenta del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social

- Intervención del Canciller Ricardo Patino Aroca, Ministro de Relaciones Exteriores

	10H00 – 10H30
	Rueda de Prensa

	10H30 – 10H50
	BRINDIS

	
	SIMPOSIO: “LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA CONSTRUCCIÓN DE POLÍTICAS DE CONVIVENCIA Y SEGURIDAD CIUDADANA”

	
	Lugar: Sala del Ex Senado de la Asamblea Nacional.

	10H50 – 11H00
	Expositor: Raúl Leiva Carvajal - Chile, Alcalde del Municipio de Talagante

	11H00 – 11H10
	Expositor: Dr. José Serrano, Ministro del Interior del Ecuador.

	11H10 – 11H20
	Expositor: Andrés Molano Rojas – Colombia

Director Académico Observatorio de Política y Estrategia en América

Latina OPEAL - Instituto de Ciencia Política Hernán Echavarría

	11H20 – 11H30
	Coffee break

	11H30 – 11H40
	Ab. Ana Isabel Morales, Nicaragua, Ministra de Gobernación

	11H40 – 11H50
	Expositora: Rocío Alonso Ríos, Coordinadora del Instituto de Profesionalización de la Secretaría de Seguridad Ciudadana del Estado de México.

	11H50 – 12H00
	Dr. David Quinto Castro, Profesor de la Universidad Católica de Perú

	12H00 – 12H45
	Intercambio de Puntos de Vista y Debate

	13H00 – 15H30
	Almuerzo ofrecido por la Cancillería

Lugar: Hotel Hilton Colón

	
	SESIÓN PLENARIA DEL PARLAMENTO ANDINO

	15H30 – 18H00
	Debate sobre Seguridad Ciudadana con participación de la ciudadanía

	
	Lugar: Sala del Ex Senado de la Asamblea Nacional.

	20H00 – 22H00
	Cena ofrecida por el Ministerio del Interior.

Lugar: Hotel Hilton Colón

	
	

	MARTES 28 DE AGOSTO 2012- QUITO

	
	

	08H00 – 09H00
	Desayuno con Autoridades de Gobierno - ofrece el Ministro de Defensa

Lugar: Hotel Quito

	
	SIMPOSIO: SIMPOSIO: “Retos y Perspectivas Democráticas de la Integración Suramericana (Parlamento de Unasur)”

	
	Lugar: Sala del Ex Senado de la Asamblea Nacional

	09H30 – 09h40
	Diputado Aníbal Pereyra, Diputado de la República Oriental de Uruguay

	09H40 – 09H50
	Diputado Javier Zavaleta, Asamblea Plurinacional de Bolivia.

	09H50 – 10H00
	Parlamentario Ricardo Gañese, MERCOSUR

	10H00 – 10H10
	Asambleísta Fernando Cordero Cueva, Presidente de la Asamblea Nacional del Ecuador

	10H20 – 10H30
	Receso - Coffe break

	10H30 – 12H45
	Intercambio de Puntos de Vista y Debate

	13H00 – 15H30
	Almuerzo ofrecido por la Presidencia de la Asamblea Nacional

Lugar: Terraza de la Asamblea (piso 2)

	
	SESIÓN PLENARIA DEL PARLAMENTO ANDINO

	15H30 – 18H00
	Tema: La Visión Parlamentaria sobre la Construcción de la Integración Suramericana: Iniciativas para sobre el Órgano Legislativo de UNASUR

	
	Lugar: Sala del Ex Senado de la Asamblea Nacional.

	19H00 – 21H00
	Coctel ofrecido por la Embajada de Colombia en Ecuador

Lugar: Sede de la Embajada de Colombia en Ecuador

	21H00 – 24H00
	Noche de integración latinoamericana

Lugar: Domicilio Parlamentario Patricio Zambrano

	
	

	MIÉRCOLES 29 DE AGOSTO DE 2012 – GUAYAQUIL

	
	

	
	

	07H30
	Desplazamiento a la ciudad de Guayaquil

	
	SESIÓN PLENARIA DEL PARLAMENTO ANDINO

	10H00 – 13H00
	Reunión de las Comisiones Permanentes:

- Evaluación del Plan de Acción 2011 - 2012

- Aprobación del Plan de Acción 2012 - 2013

- Seguimiento de Agendas Propias

	13H30 – 15H00
	Almuerzo ofrecido por la Vicepresidencia del Parlamento Andino Con Autoridades de la Provincia del Guayas (Restaurante Caracol Azul)

	16H00 – 17H00
	RUEDA DE PRENSA

	
	Lugar: Museo Banco Central (Nahim Isaías)

	
	SIMPOSIO: “LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA CONSTRUCCIÓN DE POLÍTICAS DE CONVIVENCIA Y SEGURIDAD CIUDADANA”

	18H00 – 20H00
	EVENTO PÚBLICO SOBRE PARTICIPACIÓN Y SEGURIDAD CIUDADANA

	
	Lugar: Guayaquil - Auditorio Simón Bolívar – MAAC

	
	

	JUEVES 30 DE AGOSTO DE 2012- GUAYAQUIL

	
	

	RETORNO DE LAS DELEGACIONES


“PARLAMENTO

PROYECTO BORRADOR ORDEN DEL DÍA

SESIÓN DE MESA DIRECTIVA

LUNES 27 DE AGOSTO DE 2012

QUITO- ECUADOR

1. Verificación del Quorum.

2. Lectura y aprobación del Orden del Día

3. Lectura y aprobación del acta anterior

- Sesión Extraordinaria 26 de julio de 2012

4. Conocimiento y aprobación de la agenda tentativa para las Sesiones Reglamentarias del mes de Agosto- República de Ecuador

5. Conocimiento de oficios recibidos y enviados

6. Posesión y Juramentación del Señor Vicepresidente de la Representación Parlamentaria Boliviana Diputado Jorge Choquetarqui Jahuircata

7. Estructuración de las Comisiones Permanentes- De Ética y Acreditaciones y Representaciones Internacionales (Eurolat).

8. Proposiciones y varios

“XVIII PERIODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES

REUNIÓN DE MESA DIRECTIVA EXTRAORDINARIA

26 DE JULIO DE 2012

BOGOTÁ - COLOMBIA

En la ciudad de Bogotá República de Colombia, siendo las 9:50 a.m. del día jueves 26 de julio del año 2012, se reúne la Mesa Directiva del Parlamento Andino en Sesión Extraordinaria; bajo la Presidencia del Honorable Parlamentario Héctor Helí Rojas Jiménez, y la participación de los Honorables Parlamentarios Raúl Patino Aroca Vicepresidente por la República de Ecuador, e Hildebrando Tapia Samaniego Vicepresidente por la República de Perú. Asi mismo se encuentra presente el Secretario General Dr. Rubén Vélez Núñez. Actúa como Secretaria de Actas e Instrumentos la funcionaría de la Oficina Central Irene Londoño, con el fin de desarrollar el siguiente orden del día:

1. Verificación del Quorum.

2. Lectura y aprobación del Orden del Día

3. Conocimiento y aprobación Agenda Sesiones Reglamentarias Agosto 2012- Ecuador

4. Conocimiento sobre las propuestas de candidaturas para la elección de Dignidades, designación de Comisiones Permanentes y Comisión de Ética/ Acreditaciones; así como de las delegaciones y Misiones Oficiales

5. Aprobación del cronograma de Sesiones - XLI Periodo Ordinario (Septiembre- Octubre- Noviembre), eventos y actividades:

- Asamblea Parlamentaria Euro latinoamericana- Eurolat

- Unión ínter Parlamentaria - UIP

- Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura - FAO

Instalada la Sesión por Secretaria de Actas se da lectura al primer punto del orden del día que corresponde a la verificación de Quorum. Se certifica por Secretaria Quorum reglamentario para deliberar y decidir, con la presencia de tres (03) Parlamentarios Andinos miembros de la Mesa Directiva y el Secretario General.

Posteriormente el Señor Presidente solicita que por Secretaria se de lectura al orden del día, el mismo que es puesto a consideración de los señores Vicepresidentes y aprobado sin ninguna modificación u observación.

Continuando con el tercer punto del orden del día, el cual es el conocimiento y aprobación de la Agenda de Sesiones Reglamentarias para el mes de agosto, en la República del Ecuador por secretaria se informa que en el marco de las sesiones reglamentarias del mes de junio, la Plenaria aprobó para la realización de dichas sesiones los días 26, 27, 28, 29 y 30.

Se establece tras varias deliberaciones por los miembros de la Mesa Directiva que el señor Vicepresidente Raúl Patino sea quien coordine todas las actividades temáticas y logísticas en la República del Ecuador para el desarrollo de las citadas sesiones.

El Vicepresidente Hildebrando Tapia solicita que todas fechas que sean aprobadas por la Mesa Directiva para la realización de sesiones y diferentes eventos, se maneje un grado de flexibilidad frente a una eventualidad o emergencia, para que en determinado caso los Señores Vicepresidentes puedan viajar uno o dos días antes de las fechas previstas, es decir que las fechas aprobadas sean con flexibilidad a la Mesa Directiva.

En el uso de la palabra el Vicepresidente Raúl Patino propone a los miembros de la Mesa Directiva viajar a Guayaquil el día sábado 25 de agosto para llevar a cabo una sesión informal y preparatoria de Mesa Directiva, para conversar sobre diferentes temas y perspectivas que se quieren realizar como nueva directiva en el Parlamento Andino, y propone que en las horas de la noche se viaje como el resto de las delegaciones a la ciudad de Quito para iniciar las sesiones reglamentarias del día lunes 27 de agosto.

Se establece que por parte de la Secretaria General se convoque a partir del día sábado 25 de agosto a una sesión formal preparatoria a los miembros de la Mesa Directiva en Guayaquil, y al resto de Parlamentarios Andino a partir del 26 para iniciar el lunes 27. Así mismo se encarga al Vicepresidente Raúl Patino coordinar todo el tema de ecuador e informar a la Secretaria General y Presidencia sobre las actividades y tareas en las cuales necesite apoyo para la realización de las Sesiones.

El señor Vicepresidente Raúl Patino manifiesta que se deben definir las prioridades en relación a las reuniones políticas y de alto nivel, manejando como primera prioridad la reunión con el Presidente de la Asamblea Nacional, tratando temas en conjunto a nivel regional y de interés público.

Así mismo propone que, posteriormente se lleve a cabo una reunión con el Canciller de la República del Ecuador, para todo ío concerniente al tema transnacional contenido en la agenda. Manifiesta de igual manera que como prioridad numero tres está la reunión con el Dr. Fernando Bustamante Presidente de la comisión de Relaciones Internacionales de la Asamblea Nacional del Ecuador.

Por último plantea que desde su despacho se gestionaría para lograr reuniones con el Presidente Rafael Correa o con el Vicepresidente Lennin Moreno Garcés.

El Señor Vicepresidente Raúl Patino insta a los demás miembros de la Mesa Directiva manifestar que otras reuniones consideran que son importantes para gestionar en el marco de las sesiones de agosto.

Solicita el uso de la palabra el Secretario General Dr. Rubén Vélez indicando como sugerencia a la Mesa Directiva, la importancia de priorízar una reunión con el Presidente de la Asamblea Nacional, en virtud a la firma en el año 2006 en la ciudad de Quito de un convenio con la Asamblea Nacional para que los Parlamentarios Andinos Ecuatorianos pudieran participar con derecho a voz en las diferentes comisiones existentes y en los diversos temas relacionados con la integración adelantados por estas.

En virtud de lo anterior el Secretario General manifiesta que se buscara este convenio suscrito con el fin de aprovechar la mencionada reunión en el marco de las Sesiones reglamentarias del mes de agosto y de esta manera proceder con su actualización y renovación.

El Señor Presidente manifiesta que es importante buscar un espacio en el marco de estas sesiones para una reunión conjunta con los representantes de la Universidad Andina Simón Bolívar en Quito. Frente a lo manifestado por el Señor Presidente, el Vicepresidente Raúl Patino expresa que en el Ecuador se ha producido una disputa entre la Universidad Andina y el Gobierno Ecuatoriano, por la publicación de un documento de carácter académico al interior de la Universidad que resultó ser un documento elaborado y publicado por un partido de oposición del Gobierno Ecuatoriano Ante lo expresado por el Señor Vicepresidente Raúl Patino, se acuerda por la Mesa Directiva invitar a los representantes de la Universidad Andina Simón Bolívar sede Ecuador en las próximas semanas a la ciudad de Bogotá para llevar a cabo una sesión conjunta.

En el uso de la palabra el Vicepresidente Hildebrando Tapia manifiesta estar de acuerdo de postergar dicha reunión con la Universidad Andina, y propone que para darle mayor relevancia al desarrollo de las sesiones en Quito Ecuador se deben tener dos o tres reuniones con las principales autoridades, para que de esta manera se tenga un mayor impacto en los medios de comunicación en general.

En el uso de la palabra el Secretario General manifestó que actualmente la Cancillería Ecuatoriana está manejando dos temas sobre política exterior y comercio, es por esto que expresa la importancia de llevar a cabo una reunión conjunta con esta instancia, ya que el Parlamento Andino está manejando actualmente el tema de la reingeniería y de esta manera se haría la entrega oficial a este Ministerio del pronunciamiento oficial adoptado por el Parlamento Andino el mismo que fue entregado a la Cancillería Colombiana el año pasado.

El señor Presidente propone a la Mesa Directiva que también sería importante sostener una sesión conjunta con los diferentes Embajadores del área andina en Ecuador.

El Vicepresidente Hildebrando Tapia manifiesta que, ya para ir visualizando las cosas y temas para las diferentes agendas de sesiones, se debe mirar la posibilidad de coordinar reuniones con los cuatro (04) Cancilleres Andinos, así como retomar las visitas protocolarias a los cuatro (4) Presidentes Andinos con el fin de darle mayor fortaleza al trabajo del Parlamento Andino; ya que considera que lo que le ha faltado al organismo es el acercamiento con los Gobiernos, ya que en política las cosas se solucionan mas por los gestos que se tengan.

En el uso de la palabra el Dr. Rubén Vélez informa que por parte de la Secretaría General se tiene como propuesta retomar el Periplo de visitas a las diferentes autoridades tanto Diplomáticas como de Gobierno de la región.

El Señor Vicepresidente Raúl Patino sugiere que lo propuesto por el Secretario General se realice de manera urgente y con agilidad con los Cancilleres y Presidentes de los Congresos de los países de América del Sur, ya que conseguir cita con los diferentes Presidentes es una tarea complicada debido al tiempo en sus agendas Así mismo establece que de no ser posible con los dichos Presidentes, se gestionen como prioritarias las reuniones con los Cancilleres y Presidentes de Congresos de la región andina.

Así mismo propone como tema importante para trabajar en el marco de las Sesiones Reglamentarias del mes de agosto, el relacionado con la Segundad Ciudadana, ya que en la mayoría de los países la ciudadanía piensa que este tema no mejora y que cada día se enfrenta a una mayor inseguridad.

El Vicepresidente Patino pone como ejemplo la situación presentada en Colombia con la implementación del programa de la Policía Nacional en relación al tema de los cuadrantes. Manifiesta que este es un tema de ía Segundad es muy importante tanto en la República del Ecuador como en los demás países no solo del área andina. El Señor Vicepresidente propone la invitación de expertos especiales sobre el tema para que expongan y debatan sobre cómo conseguir resultados en seguridad ciudadana, ya que esto tendría y generaría un muy buen impacto. Por otro lado plantea como tema importante para el debate el relacionado con la integración, pero no de forma general y amplia ya que esto es un abstracto, si no plantear la integración hacia la parte suramericana, integración del Parlamento Andino con el Parlamento del Mercosur y los doce (12) Parlamentos de América del Sur.

El señor Presidente manifiesta que se debe buscar una cita con el Presidente del Mercosur así como con los Presidentes de los Congresos de UNASUR, para asistir como Mesa Directiva y establecer un diálogo directo con ellos.

Así mismo señala el Señor Presidente de buscar dos personas especialistas para hablar sobre seguridad ciudadana en el marco de las sesiones de agosto, y manifiesta como opción al General retirado de la Policía Nacional Osear Naranjo, debido a que el fue la persona que implemento la metodología de los cuadrantes de la Policía Nacional de la República de Colombia. En el uso de la palabra el Vicepresidente Raúl Patino expresa que también seria opcional invitar al Presidente de la Comisión de Asuntos Internacionales de la República de Chile. Se acuerda por los miembros de la Mesa Directiva que las personas especialistas para intervenir deben ser personalidades que atraigan medios de comunicación.

Por su parte el Señor Presidente propone se extienda una invitación para reunirse con la Mesa Directiva y de esta manera ofrecer un saludo protocolario al Dr. Alí Rodríguez el Secretario General de UNASUR.

En el uso de la palabra el Vicepresidente Hildebrando Tapia manifiesta que terminados estos acercamientos en Quito, se podrían realizar una serie de eventos entre los diferentes foros internacionales, que se constituyan como escenarios de una verdadera integración subregional, debatiendo temas de interés común de la región.

Por último el Señor Vicepresidente Raúl Patino expresa que enviará a la Secretaría General la próxima semana una propuesta borrador de agenda para las sesiones del mes de agosto, una vez se adelanten las gestiones pertinentes en la República del Ecuador para buscar las diferentes reuniones propuestas y proceder con la invitación de expertos.

Solicita el uso de la palabra el Vicepresidente Hildebrando Tapia, manifestando que como tema importante pendiente por debatir y que se podría revisar en el marco de las próximas sesiones es el relacionado con lo ocurrido el día de ayer 25 de julio con relación a la elección del Vicepresidente de la Representación del Ecuador. Manifiesta que este tema debe ser ratificado en el Reglamento General mediante el cual se respete la decisión de la mayoría de cada representación, ya que para el caso presentado en particular el día de ayer, existía un acuerdo por la mayoría de la representación mas una abstención de voto, para lo cual no era necesario ser sometido a votación por la Plenaria si se estaba de acuerdo o no. Por último señala que, en lo que se pueda trabajar en pro del fortalecimiento institucional va a ser muy bien aplaudido ya que no se pueden seguir realizando acciones que sigan buscando la autodestrucción de la Institución.

El Señor Presidente Héctor Helí Rojas solicita que lo manifestado por el Señor Vicepresidente Hildebrando Tapia, sea considerado como un punto de modificación al Reglamento General, en el cual se deje claro el respeto a lo acordado por la mayoría de una Representación Parlamentaria.

En el uso de la palabra el Señor Vicepresidente Raúl Patino indica frente a otra situación presentada que, si bien es cierto está contemplada como una atribución del Señor Presidente el manejo de las Sesiones, así como el establecimiento de la lista de intervinientes y el tiempo de intervención; si es importante que por intermedio de la Mesa Directiva se establezcan previamente las “reglas de juego”, para llevarse a cabo en cada una de las sesiones y antes del debate, ya que no se puede concebir la participación de un parlamentario sobre el mismo tema más de dos veces.

Continuando con el tercer punto del orden del día aprobado, sobre la definición de las fechas y lugares para las sesiones reglamentaria para los meses de septiembre, octubre y noviembre, se aprueba por la Mesa Directiva tras varias deliberaciones el siguiente cronograma:

Sesiones Reglamentarias Septiembre: 23, 24, 25, 26 y 27, en la República de Colombia (quedando pendiente la ciudad)- Se establece que debe ser un lugar en el cual el Parlamento Andino tenga muy buen impacto y cobertura.

Sesiones Reglamentarias Octubre: 28, 29, 30, 31 y 1 de noviembre. Lima República de Perú. (Para esto se encarga al Señor Vicepresidente Hildebrando Tapia, adelantar las gestiones pertinentes para ir coordinando ías diferentes reuniones con autoridades de Gobierno así como los demás temas logísticos protocolarios y temáticos) Sesiones Reglamentarias Noviembre: 25, 26, 27, 28 y 29, Santiago de Chile- Chile. (Se establecen frente a la invitación propuesta por parte de la delegación parlamentaria de Chile)

Continuando con el cuarto punto del orden del día, (Conocimiento sobre las propuestas de candidaturas para la designación de comisiones permanentes, comisión de ética y acreditaciones y delegaciones y misiones oficiales), por parte de la Secretaria General se sugiere a la Mesa Directiva que por lo menos en la presente sesión se vaya estableciendo un acuerdo tentativo, frente a la diferentes propuestas manifestadas por los Parlamentarios de Perú y Ecuador, con el fin de tener las cosas claras de quien va cada una de las comisiones. Se acuerda establecer un dialogo de los Vicepresidentes con cada una de las representaciones nacionales.

El Señor Presidente manifiesta frente a esto, que cada Vicepresidente se debe reunir con su delegación para ir conversando y llegar a los acuerdos correspondientes para que en horas de la tarde se reúna nuevamente la Mesa Directiva y se establezcan las designaciones mediante resolución.

Así mismo informa el Señor Presidente que por parte de la delegación parlamentaria colombiana, se pretende continuar con la Presidencia de la Comisión Segunda, que actualmente ostenta la Parlamentaria Gloria Flórez, y la Parlamentaria Luisa Del Rio continuaría en la Vicepresidencia de la Comisión Tercera. Así mismo informa que el único cambio que puede haber por parte de la delegación de Colombia es que el Parlamentario Osear Arboleda vaya a la Comisión Quinta y él pasa a la Comisión Cuarta donde estaba el Parlamentario Arboleda.

Solicita el uso de la palabra el Vicepresidente Hildebrando Tapia, manifestando que en las horas de la tarde la mayoría de Parlamentarios están regresando a sus países y sería muy difícil coordinar este punto. Propone que durante el transcurso de la Plenaria se reúnan las representaciones y se coordine el tema para que posteriormente se lleve a cabo un almuerzo de la Mesa Directiva y se finiquite el tema.

El Parlamentario Raúl Patino manifiesta que si el tema de las comisiones no se puede determinar en el marco de estas sesiones, se clausure en la Mesa Directiva en Guayaquil después de que cada representación haya tenido sus reuniones, para que posteriormente sean llevados a la Plenaria los correspondientes acuerdos y que sean ratificados mediante decisión.

El Vicepresidente Hildebrando Tapia sugiere que se determine de una vez que países y a que comisiones aspiran para que cada miembro de la Mesa Directiva al momento de conversar con su delegación se informe que él lo que actualmente se tiene y que se pretende.

Se establece de esta manera que las presidencias de las comisiones segunda y tercera no se toquen, y se busquen arreglos para las presidencias de las Comisiones primera, cuarta, quinta y la de ética y acreditaciones.

Sobre las delegaciones internacionales por parte del Dr. Rubén Vélez Secretario General se informa en primer lugar la situación presentada con EUROLAT, frente a los diferentes reclamos presentados en la pasada sesión de Mesa Directiva en Hamburgo Alemania.

Frente a esto se informa que el Parlamento Andino posee once (11) cupos de participación que actualmente están definidos mediante Resolución de Mesa Directiva.

Hace referencia al tema primero de Eurolat, en virtud a una invitación que consta para el mes de noviembre en la ciudad de Cádiz España y en el mes de enero de 2013 el desarrollo de la Plenaria en Chile. Así mismo el Secretario General informa de la situación presentada con el Parlamentario Fausto Lupera quien posee y se desempeña en varios cargos ante Eurolat.

Frente a esto la Secretaría General solicita se ratifique y se deje claro que Parlamentarios van a ocupar los once cupos disponibles ante esta instancia, así como que se ratifique lo resuelto por la Mesa Directiva anterior, de que la Co Vicepresidencia ante EUROLAT, sea ejercida por el Presidente del Organismo.

En el uso de la palabra el Señor Presidente manifiesta que este tema de Eurolat se debe manejar con moderación, ya que él como Presidente le interesa más la presencia del Parlamento Andino a nivel de Latinoamérica como prioridad y labor misional. Así mismo expresa que en el caso de Colombia se poseen tres cupos ante EUROLAT, que actualmente poseen (William Vélez, Osear Arboleda y el). Quiere dejar como constancia que cede el puesto de él en EUROLAT, a la Parlamentaria Gloria Flórez.

En el uso de la palabra el Vicepresidente Hildebrando Tapia manifiesta frente a lo señalado por el Señor Presidente que no comparte lo manifestado por él, ya que en un mundo globalizado, mucho mas dinámico donde la integración de los bloques regionales ya se da casi por inercia frente a su necesidad, se debe dar mayor prioridad a EUROLAT, ya que simplemente el hecho de que el Parlamento Andino esté presente en el marco de un foro de otros continentes es muy importante. Así mismo informa que ante esta instancia se han debatido temas muy importantes como lo es el de las migraciones, diferentes temas ambientales y económicos, lo que se debe hacer es buscar una mejor alianza estrategia con los bloques de otros continentes y ver más la participación en EUROLAT desde el ángulo de la relevancia internacional.

El señor Presidente manifiesta que apoya el trabajo que se ha venido desempeñando en esta instancia parlamentaria, pero deja claro su criterio al referirse que como primer punto de trabajo del Parlamento Andino está la de fortalecer y viabilizar el trabajo a nivel regional, insistir que el trabajo sea de carácter mas incisivo a nivel de Latinoamérica y Suramérica, ya que el mandato es caminar hacia la integración suramericana para algún día tener un parlamento suramericano en el que esté integrado el Parlamento Andino con otros Parlamentos de estos organismos subregionales. Esto está determinado a ser un proceso largo pero hacia allá es donde se debe caminar fundamentalmente.

Tras varias deliberaciones se establece frente al tema de EUROLAT, ratificar nuevamente que, la Co Vicepresidencia ante la Asamblea Parlamentaria Euro latinoamericana Eurolat, sea ejercida por el Presidente del Organismo en este caso el Parlamentario Héctor Helí Rojas Jiménez, y se delega al Secretario General coordinar con los Vicepresidentes todo lo referente a esta instancia parlamentaria.

Para concluir este punto el Señor Presidente propone que cada miembro de la Mesa Directiva se dedique a llenar los cuadros entregados con la delegación de sus países y que se reúnan después de la Plenaria para aprobar lo mas que se pueda.

Ante esto el Vicepresidente Raúl Patino solicita a la Mesa Directiva que se le ratifique a él como representante del Parlamento Andino ante la Comisión de Alto Nivel que ya se creo, en la cual participan representantes del Mercosur y del Parlamento Andino para elaborar un proyecto de estatutos de Unasur. Se ratifica por la Mesa Directiva esta participación del Vicepresidente Patino ante esta instancia.

Así mismo se establece que a los demás foros internacionales (Unión Interparlamentaria y FAO), asista la Mesa Directiva de Pleno o por lo menos un delegado de esta, a propuesta del Vicepresidente Hildebrando Tapia ya que la presencia de por lo menos un representante de la Mesa Directiva ante estas instancias es importante.

En el uso de la palabra el señor Presidente manifiesta que dentro del presupuesto aprobado se debe mirar reformular la partida correspondiente a los tiquetes aéreos y viáticos, se debe ser muy racionales frente a esto y reorientar dichas partidas dentro del propósito que se tiene que es la viabilización del Parlamento Andino en la región.

Así mismo solicita que sea revisado el tema de la agencia de viajes con relación a la compra de tiquetes. Mirar opciones como un sistema en internet o adquisición de una tarjeta corporativa para la compra de tiquetes de la Mesa Directiva.

Ante lo solicitado el Secretario General manifiesta que presentará un informe revisando el presupuesto aprobado, sobre la viabilidad de la agencia, compra de tiquetes y manejo de presupuesto de cada representación de conformidad al presupuesto.

En el uso de la palabra, el señor Presidente señala su gran interés de que por parte del Parlamento Andino se saque una publicación que conste en un periódico parecido al que se tenía, algo sencillo pero con un buen contenido académico.

Informa que se reunirá con el área de prensa y con los académicos del IDL para que mensualmente cada uno de los investigadores del Instituto escriba un artículo para el periódico sobre los temas en los cuales el Parlamento Andino está debatiendo, y no se dediquen únicamente a publicar lo manifestado por ellos como Parlamentarios. Se debe buscar que este periódico circule en los cuatro países y solicita a los Señores Vicepresidentes realizar las gestiones correspondientes con cada una de sus representaciones para buscar participación de académicos y demás personas que se consideren pertinentes para que se escriban artículos agradables e informativos, socializando y produciendo información entre los países y de esta manera sacar un muy buen periódico que no solo contenga notas de los Parlamentarios Andinos con sus fotos.

En el uso de la palabra el Vicepresidente Raúl Patino manifiesta que le parece muy buena idea lo del periódico, siempre y cuando se publiquen temas de interés común y no solo las notas de los Parlamentarios Andinos.

Solicita el uso de la palabra el Dr. Rubén Vélez señalando que estas gestiones se han venido adelantando con los jefes de prensa de cada uno de los países, buscando la producción y elaboración de un periódico a nivel andino, y en este sentido se acordó para que por parte de cada uno de los jefes de prensa de los países se enviara información de cada uno de los países, lastimosamente este proyecto no se llevo totalmente a cabo por falla de los jefes de prensa. Así mismo manifiesta el Secretario General que este tema del periódico se debe retomar así el tema del programa de televisión.

El Señor Presidente solicita a los demás miembros de la Mesa Directiva para que se le autorice a él como presidente adelantar las gestiones correspondientes con la gente de prensa de la oficina central en Colombia, para adelantar dichos proyectos, y a medida que se vaya adelantando se va informando a la Mesa Directiva.

El Vicepresidente Raúl Patino señala que no tiene ningún problema en esto, pero si enfatiza y señala que además de esto y de un programa de televisan se debe contar con un muy buen sitio web, donde constan temas interesantes.

Frente a lo manifestado por el Parlamentario Raúl Patino el señor presidente propone se busque un asesor o una persona experta para mejorar y actualizar el tema de la pagina web institucional, haciendo una propuesta y estrategia para una mayor y mejor divulgación de la integración.

En cuanto al programa de televisión, el Presidente propone establecer reuniones para hablar con los Presidentes de Senado y Cámara para que permitan pasar el programa del Parlamento Andino en el canal institucional del congreso.

Así mismo informa que el día lunes se reunirá con el Área de Prensa, para que por parte de los funcionarios se propongan cosas nuevas en relación a este punto de los medios de comunicación {periódico, programa y pagina web), ya que se debe establecer un medio de comunicación contundente e informativo a nivel regional.

Por último el Secretario General como un último informe manifiesta sobre los problemas presentados con la restricción vehicular en la ciudad de Bogotá. Solicita a la Mesa Directiva se de autorización en dos aspectos;

1. Que la Secretaria General se compromete al alquiler de un carro particular por tres (03) para cada uno de los Vicepresidentes y que sean estos quienes lo dispongan al interior de la Representación

2. Adelantar las gestiones correspondientes para el cambio del Mercedes Benz, el cual ya posee más de siete años.

Frente a lo informado en el primer punto se acuerda por la Mesa Directiva alquilar los dos o tres carros para cada coordinación y disposición de cada uno de los Señores Vicepresidentes, y que cada uno de los Parlamentarios Andinos se desplacen y hagan uso de los taxis puestos a disposición por el Hotel donde se hospedan, para evitar broncas y malos entendidos.

Así mismo se establece que el Parlamento paga únicamente los trayectos contemplados hotel- Parlamento- Parlamento- Hotel; ya si cada Parlamentario tiene un plan diferente cada quien asume el gasto correspondiente.

Sobre el cambio del Mercedes Benz, el Señor Presidente solicita se postergue este tema ya que él no tiene ningún interés de usar por el momento ese vehículo, se puede mirar el tema pero no es prudente el cambio ahora. Indica así mismo buscar la posibilidad de tener otro vehículo más barato y sencillo con placa diplomática.

Sin otro tema más que debatir y habiéndose agotado los puntos del orden del día establecido, el señor Presidente levanta la Sesión siendo las 10:55 a.m., convocando nuevamente a reunión después de la hora de almuerzo para determinar lo de la designación de las Comisiones Permanentes.

Las grabaciones magnetofónicas hacen parte integral de la presente acta.

CONCLUSIONES DE LA REUNIÓN:

1. Se aprueba el orden del día sin ninguna modificación.

2. Se encarga al Señor Vicepresidente de la Representación Parlamentaria Ecuatoriana Parlamentario Raúl Patino la coordinación temática y logística de la Agenda para las sesiones reglamentarias del mes de agosto, a llevarse a cabo en la República del Ecuador, la misma que hará llegar en los próximos días a la Secretaria General para proceder con la correspondiente convocatoria, estableciéndose dos temas principales para el marco de esta reunión; Seguridad Ciudadana e Integración Suramericana.

3 Se aprueba el calendario de Sesiones para el XLI Periodo Ordinario el mismo que queda de la siguiente manera:

Sesión Reglamentaria Agosto: 26, 27, 28, 29 y 30 Quito- Ecuador

Sesión Reglamentaria Septiembre: 23, 24, 25, 26 y 27. Colombia (*) ciudad por definir.

Sesión Reglamentaria Octubre: 28, 29, 30, 31 y 1 de noviembre. Lima- Perú

Sesión Reglamentaria Noviembre: 25, 26, 27, 28 y 29. Santiago de Chile- Chile

4. Así mismo se encarga al Señor Vicepresidente Hildebrando Tapia la coordinación temática y logística para la agenda de sesiones del mes de octubre en la República del Perú.

5 A propuesta del Vicepresidente Raúl Patino, se establece llevar a cabo una sesión preparatoria de Mesa Directiva el sábado 25 de agosto en la ciudad de Guayaquil, para posteriormente arribar a la ciudad de Quito el día domingo 26 con el resto de las delegaciones parlamentarias.

6. Se acuerda por la Mesa Directiva que es importante retomar el periplo de visitas con las diferentes autoridades de Gobierno de los diferentes países de la Región, ya que como tarea principal de la Mesa Directiva y en general del Parlamento Andino es buscar una mayor visibilizacion del organismo.

7. Se establece como un punto a ser ratificado en el Reglamento General en el marco de las propuestas de reforma, que en materia de elección de dignidades especialmente la Plenaria deberá respetar los acuerdos a los que hayan llegado la mayoría de los miembros de una representación.

8. En relación con el cuarto punto del orden del día, (Conocimiento sobre las propuestas de candidaturas para la designación de comisiones permanentes, comisión de ética y acreditaciones y delegaciones y misiones oficiales), se acuerda establecer un dialogo de los Vicepresidentes con cada una sus representaciones nacionales para ¡r conversando y llegar a los acuerdos correspondientes- Así mismo se establece previamente según lo informado por el Señor Presidente que por parte de la delegación parlamentaria colombiana, se pretende continuar con la Presidencia de la Comisión Segunda, que actualmente ostenta la Parlamentaria Gloria Flórez, y la Parlamentaria Luisa Del Rio continuaría en la Vicepresidencia de la Comisión Tercera.

De igual forma indica el Señor Presidente que el único cambio existente por parte de la delegación de Colombia para las Comisiones, es que el Parlamentario Osear Arboleda vaya a la Comisión Quinta y él pasa a la Comisión Cuarta donde estaba el Parlamentario Arboleda.

9. Respecto a las representaciones internacionales en relación al tema de EUROLAT, se acuerda ratificar nuevamente que la Co Vicepresidencia ante la Asamblea Parlamentaría Euro latinoamericana Eurolat, sea ejercida por el Presidente del Organismo en este caso el Parlamentario Héctor Helí Rojas Jiménez, y se delega al Secretario General coordinar con los Vicepresidentes todo lo referente a esta instancia parlamentaria.

Así mismo el Señor Presidente manifiesta ceder su cupo como Parlamentario Andino de la Representación de Colombia ante esta instancia a la Parlamentaria Gloria Flórez.

10. Se establece que a los demás foros internacionales (Unión Interparfamentaria y FAO), asista la Mesa Directiva de Pleno o por lo menos un delegado de esta, a propuesta del Vicepresidente Hildebrando Tapia ya que la presencia de por lo menos un representante de la Mesa Directiva ante estas instancias es importante.

De esta manera se acuerda la participación de la Mesa Directiva en ambas reuniones de la Unión Interparlamentaria -UIP en Quebec Canadá (Reunión GRULAC, 20 de octubre) (127 Asamblea Unión Interparlamentaria, 21 al 26 de octubre).

11. Por solicitud del Señor Presidente se solicita que dentro del presupuesto aprobado se examine la reformulación de la partida correspondiente a tiquetes aéreos y viáticos, ya que se debe actuar muy racionalmente frente a esto reorientando dichas partidas dentro del propósito que se tiene que es la viabílización del Parlamento Andino en la región.

Así mismo se acuerda sea revisado el tema de la agencia de viajes con relación a la compra de tiquetes aéreos para los Parlamentarios. Mirar diferentes opciones como un sistema de compras por internet o la adquisición de una tarjeta corporativa para la compra de tiquetes exclusivamente de la Mesa Directiva.

12. Se autoriza al Señor Presidente adelantar las gestiones correspondientes con los funcionarios de prensa de la Oficina Central en Colombia, para adelantar diferentes proyectos en aras del mejoramiento de la promoción y difusión del Parlamento Andino (periódico, revista académica, restructuración pagina web, programa de televisión), y a medida que se vayan adelantando en los procesos se informará a la Mesa Directiva

13. Frente a los temas administrativos informados por la Secretaria General, se acuerda por la Mesa Directiva alquilar los dos o tres carros para cada coordinación y disposición de cada uno de los Señores Vicepresidentes, y que cada uno de los Parlamentarios Andinos se desplacen y hagan uso de los taxis puestos a disposición por el Hotel donde se hospedan, estableciéndose que el Parlamento paga únicamente los trayectos contemplados hotel- Parlamento- Parlamento- Hotel.

“RECOMENDACIÓN N° 213

SOBRE CONVIVENCIA, SEGURIDAD Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA
EN NUESTRA AMÉRICA

La Plenaria del Parlamento Andino, reunida en las ciudades de Quito y Guayaquil, República del Ecuador, los días 27,28, y 29 de agosto de 2012 en el marco del XLI Periodo Ordinario de Sesiones

Considerando
Que el Parlamento Andino en el marco del XL Periodo Ordinario de Sesiones realizado en la ciudad de La Paz, Estado Plurinacional de Bolivia aprobó la Decisión 1297 “Sobre el Desarrollo de una Política Pública de Seguridad Ciudadana y Convivencia en la Comunidad Andina”, en la cual se establece la elaboración de un Plan Estratégico Regional de Convivencia y Seguridad Ciudadana;

Que en el marco del Capítulo Octavo sobre Seguridad de la Agenda Estratégica de la Comunidad Andina del año 2010, se establece “Desarrollar una estrategia andina sobre seguridad ciudadana que tenga como eje orientador a la promoción y protección de los derechos humanos y la consolidación de las instituciones democráticas”;

Que en el mundo, el desarrollo diferenciado y multipolar de la economía y su incidencia en los factores de seguridad ciudadana y sobre las relaciones soberanas de los países y gobiernos, determinan la importancia de respuestas conjuntas ante todo aquello que impacte la convivencia ciudadana, el libre desarrollo de las capacidades económicas de nuestros países y la dignidad y soberanía de nuestros pueblos;

Que la concepción de Seguridad Ciudadana se enmarca en la Seguridad Pública y la soberanía de los Estados, y que esta, en el caso de Ecuador, fue afectada por las declaraciones de los diplomáticos del Reino de Gran Bretaña de incursionar en la sede territorial de Ecuador de su embajada en Londres, lo cual es de conocimiento mundial;

Que los Ministros de Relaciones Exteriores, Defensa, Justicia y Seguridad de los Estados Miembros de Unasur, reunidos en Cartagena, República de Colombia, los días 3 y 4 de mayo de 2012, resolvieron fortalecer las acciones para la cooperación contra la Delincuencia Organizada Transnacional en todas sus manifestaciones y recomendaron a sus gobiernos crear un Consejo con el propósito de fortalecer la cooperación en materia de Seguridad ciudadana y coordinar acciones contra la Delincuencia Organizada Transnacional;

Que las política democráticas de promoción de la seguridad ciudadana y del buen vivir beneficiarían a una población de 101 millones de habitantes de los países que integran la Comunidad Andina y se enmarcarían en la lucha por reducir la tasa de desempleo abierto de la población andina de más de 9,0 % en el 2011 y la pobreza crítica que para el 2010 representó el 36% de la población y el 53,8% a nivel rural, de acuerdo a estadísticas de la CAN (Decisión 647). De igual manera se destaca en las estadísticas de la CAN sobre participación ciudadana, que para el 2012 el 64% de los pobladores andinos considera buenos o muy buenos los comités de vigilancia como mecanismos de solucionar problemas;

Que es necesario impulsar acciones y decisiones en el marco del proceso andino de integración que contribuyan al fortalecimiento de las capacidades de los países miembros en el desarrollo de políticas para la convivencia y la seguridad ciudadana;

Por los considerandos expuestos, la Plenaria del Parlamento Andino en uso de sus atribuciones y conforme a lo prescrito en el Reglamento General,

Recomienda
ARTÍCULO PRIMERO: Impulsar y converger hacia una política por la Convivencia, Seguridad y participación ciudadana en el marco de respeto de la soberanía, la paz y libre desarrollo de nuestros pueblos; con las directivas de los Parlamentos de los países miembros de la CAN y promover con nuestros organismos homologables de América del Sur y de las regiones del mundo donde existan afinidades y comunes intereses.

ARTÍCULO SEGUNDO: Promover, en coordinación con los países miembros y las autoridades locales, el estudio e intercambio de información y experiencias sobre seguridad integral e indicadores sociales de pobreza para el diseño o apoyo de políticas públicas para dar respuesta y generar niveles de estabilidad y gobernabilidad, mitigando la incidencia de dichas problemáticas en la seguridad ciudadana y la convivencia de las comunidades.

ARTÍCULO TERCERO: Que la Mesa directiva del Parlamento Andino, con el apoyo de la Secretaría General de la Comunidad Andina, priorice sobre los ámbitos de Seguridad Ciudadana y Convivencia Democrática, las acciones tendientes a generar y establecer acuerdos, canales de cooperación e intercambio de experiencias a nivel andino entre las autoridades locales y regionales de los Países Miembros y promueva estas políticas con las autoridades de nuestros países hermanos de América del Sur.

ARTÍCULO CUARTO: Al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, que con el apoyo de la Secretaría General de la Comunidad Andina; defina e implemente un Sistema de Cooperación Judicial y Asistencia Penal Mutua, como paso previo a la institucionalización de un Espacio Judicial Común Andino.

ARTÍCULO QUINTO: A la Presidencia concretar la asistencia técnica y cooperación financiera que contribuyan a respaldar la formación y capacitación en seguridad integral, participación ciudadana e implementación de mecanismos de cooperación judicial andina. De igual manera que se gestione la formación especializada en el ámbito regional y local de los países miembros en todos aquellos tema relacionados con la seguridad ciudadana.

ARTÍCULO SEXTO: Que la Presidencia del Parlamento Andino, a través de los procedimientos establecidos en la CAN, publique y promueva eventos para la difusión de las Memorias del Simposio sobre “La participación ciudadana en la construcción de políticas de convivencia y seguridad ciudadana” realizadas en el marco del presente XLI periodo ordinario de sesiones del Parlamento Andino.

ARTÍCULO SÉPTIMO: Para todos los efectos de financiamiento de estas acciones y programas para la Seguridad Integral y Ciudadana, solicitar el apoyo del Banco de Desarrollo de América Latina CAF, así como de otros organismos de cooperación y financiación regionales de América Latina y del Caribe, protegiendo siempre el no condicionamiento político u obligaciones de aplicación de directrices contrarias a nuestro propio ámbito de interés nacionales de los países miembros de la CAN.

ARTÍCULO OCTAVO: A las autoridades nacionales a replicar el mecanismo ecuatoriano de los Consejos de Seguridad Ciudadana, y todas aquellas experiencias exitosas de los países miembros que se evidencian como idóneas, las cuales pueden ayudar a la rendición de cuentas que ayudan ostensiblemente a generar en la población una adecuada interlocución con las autoridades. En este mismo sentido, los resultados positivos arrojados por proyectos en los que la alianza entre la policía y la ciudadanía son el eje transversal, constituyen una clara muestra en torno a que el involucramiento de la ciudadanía en las estrategias públicas de seguridad son el elemento indispensable para garantizar el éxito de las mismas, motivo por el cual se recomienda la incorporación de este postulado en la formulación de políticas de seguridad.

ARTÍCULO NOVENO: Al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores adelantar las acciones que contribuyan al fortalecimiento del Consejo Andino de Autoridades Municipales de la Comunidad Andina, para lograr una mayor institucionalidad y funcionamiento de esta institución del Sistema Andino de Integración, de forma tal que el Consejo esté en capacidad de concertar y definir líneas estratégicas de cooperación que permitan canalizar los recursos financieros, técnicos y humanos con los que puede contar la CAN para fortalecer la gestión de los municipios en materia de Convivencia y Seguridad Ciudadana, entre otros.

ARTÍCULO DÉCIMO: A la Secretaría General de la Comunidad Andina priorizar las acciones tendientes a generar y establecer canales de cooperación e intercambio de experiencias a nivel andino entre las autoridades locales y regionales de los Países Miembros. De igual forma, a implementar en coordinación con los países miembros y las autoridades locales, la estandarización de indicadores sociales que permitan identificar datos objetivos y subjetivos sobre los fenómenos y las problemáticas sociales. Esta información servirá de insumo para el diseño de políticas públicas que den respuesta y generen niveles de estabilidad y gobernabilidad, mitigando la incidencia de dichas problemáticas en la seguridad ciudadana y la convivencia de las comunidades.

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO: A la Secretaría General de la Comunidad Andina priorizar la gestión y ejecución de la cooperación técnica y financiera de la Comunidad Andina para la puesta en marcha de proyectos regionales de alto impacto que contribuyan a la generación de oportunidades y mecanismos de inclusión social para los jóvenes, considerando que este sector es el más vulnerable en términos de la seguridad ciudadana

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO: Encargar el seguimiento de la presente Recomendación a la Mesa Directiva del Parlamento Andino, así como a las Mesas Directivas de las Comisiones Temáticas respectivas.

Dada y firmada en la ciudad de Guayaquil a los veintinueve días del mes de agosto de 2012

Notifíquese y publíquese


(Fdo.): HÉCTOR HELÍ ROJAS JIMÉNEZ, Presidente Parlamento Andino; RUBÉN VÉLEZ NÚÑEZ, Secretario General Parlamento Andino

“DECISIÓN

SOBRE EL PARLAMENTO SURAMERICANO Y LA INTEGRACIÓN
DE AMERICA DEL SUR

La Plenaria del Parlamento Andino, reunida en las ciudades de Quito y Guayaquil, República del Ecuador, los días 27, 28 y 29 de Agosto de 2012 en el marco del XLI Periodo Ordinario de Sesiones

Considerando
Que el Parlamento Andino es el Órgano Deliberante y de Control del Sistema Andino de Integración, de naturaleza comunitaria y representante de los pueblos de la subregión;

Que el Artículo 43 del Acuerdo de Cartagena consagra como atribuciones supranacionales del Parlamento Andino, las de participar en la promoción y orientación del proceso, con miras a la integración latinoamericana; así como, promover relaciones de cooperación y coordinación con los Parlamentos de los Países Miembros, los órganos e instituciones del Sistema, así como con los órganos parlamentarios de integración o cooperación de terceros países;

Que el artículo 17 de! Tratado Constitutivo de la UNASUR establece la conformación de un Parlamento Suramericano con sede en la ciudad de Cochabamba, Bolivia, el cual será materia de un Protocolo Adicional al presente Tratado;

Que por medio del Acuerdo de Cusco entre el Parlamento Andino, la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercosur y representantes del Congreso de Chile como Estado Asociado, decidieron constituir la Unión Interparlamentaria Sudamericana con carácter deliberativo y con el compromiso de reunirse dos veces al año para coadyuvar al fortalecimiento del proceso de integración hemisférica, promoviendo la defensa de los derechos e intereses de los ciudadanos de la región y la legitimidad democrática de los pueblos de las Naciones de Sudamérica;

Que los Representantes de la Comisión Parlamentaria Conjunta del Mercado Común del Sur - MERCOSUR, de Chile como Estado Asociado y del Parlamento Andino, reunidos en la ciudad de Santa Cruz de la Sierra, República de Bolivia, los días 27, 28 y 29 de junio de 2004 mediante la Declaración de Santa Cruz de la Sierra declararon: Institucionalizar un espacio parlamentario sudamericano entre la Comisión Parlamentaria Conjunta del MERCOSUR, Chile como Estado Asociado y el Parlamento Andino; espacio parlamentario que se constituirá como pilar fundamental del proceso de integración, hacía la consolidación de la Unión Suramericana de Naciones;

Que a través de la Declaración de Cochabamba Aprobada en Cochabamba, Bolivia, el 9 de diciembre de 2006, los Presidentes de las Naciones de Sudamérica acordaron impulsar el proceso de integración de la Comunidad Suramericana de Naciones, y en tal sentido, invitaron al Parlamento Andino y al Parlamento del MERCOSUR y a los órganos legislativos de Chile, Guyana y Suríname a considerar el diseño de mecanismos conducentes al establecimiento de un espacio parlamentario suramericano;

Que, el 17 de octubre de 2008, representantes de Parlamentos Nacionales y Subregionales, reunidos en Cochabamba, adoptaron, entre sus resoluciones, conformar un grupo de trabajo presidido por el señor Presidente del Congreso de Solivia e integrado por dos representantes de cada Parlamento Nacional de los miembros de UNASUR, una delegación de representantes del Parlamento Andino y del Mercosur y un representante por los Parlamentos Amazónico, Indígena y Latinoamericano;

Que, la Presidencia de la Asamblea Nacional del Ecuador, en consideración a que la República del Ecuador ostentaba la Presidencia Pro Témpore de la Unasur, organizó la Cumbre de Presidentes de los Parlamentos de las Nacionales que integran Unasur, la cual tuvo lugar los días 14 y 15 de junio de 2010 en la ciudad de Quito, con el fin de encontrar procedimientos adecuados para activar el funcionamiento del Parlamento Suramericano;

Por los considerandos expuestos, la Plenaria del Parlamento Andino en uso de sus atribuciones y conforme a lo prescrito en el Reglamento General,

Decide
ARTÍCULO PRIMERO: Insistir en lograr la mayor participación de la ciudadanía al interior de la Unión de Naciones Suramericanas UNASUR, a través de la constitución de un Parlamento Suramericano como órgano deliberante y representante de los pueblos de los países que lo integran, de naturaleza comunitaria y encargado del control político a los órganos e instituciones de la Unión de Naciones Suramericanas Unasur, sirviendo de espacio de diálogo y concertación política regional en pro de los intereses del proceso de integración suramericano,

ARTÍCULO SEGUNDO: Exhortar a los Poderes Legislativos de los Países Miembros y al Parlamento del MERCOSUR avanzar en la aprobación de un proyecto de Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de la UNASUR para la constitución del Parlamento Suramericano. Para esto sometemos a consideración el Proyecto de Protocolo que ha sido presentado por el Parlamento Andino, el mismo que hace parte integral de la presente Decisión.

ARTÍCULO TERCERO: Convocar para el primer semestre del 2013 a un Foro de Presidentes de los Poderes Legislativos FOPREL a nivel suramericano con la participación de los Presidentes del Parlamento Andino y del MERCOSUR, con el fin de debatir y aprobar un proyecto de Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de la UNASUR para la Constitución del Parlamento Suramericano, a ser presentado al Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno de la UNASUR.

ARTÍCULO CUARTO: Delegar a la Representación Parlamentaria Andina de la República de Perú para que elaboré un Plan Estratégico tendiente a la aprobación del Protocolo Adicional que permita el establecimiento del Parlamento Suramericano en el menor plazo posible, el cual deberá ser discutido y aprobado durante las sesiones de septiembre del XLI Periodo Ordinario de Sesiones, las cuales se desarrollarán en ese país.

Dada y firmada en la ciudad de Guayaquil a los veintinueve días del mes de agosto de 2012

Notifíquese y publíquese

(Fdo.): HÉCTOR HELÍ ROJAS JIMÉNEZ, Presidente Parlamento Andino; RUBÉN VÉLEZ NUÑEZ, Secretario General Parlamento Andino.

“DECLARACIÓN DE GUAYAQUIL

La Plenaria del Parlamento Andino, reunida en las ciudades de Quito y Guayaquil, República del Ecuador, los días 27, 28 y 29 de Agosto de 2012 en el marco del XLI Periodo Ordinario de Sesiones

Considerando
Que el Parlamento Andino es el Órgano Deliberante y de Control del Sistema Andino de Integración, de naturaleza comunitaria y representante de los pueblos de la subregión;

Que es obligación del Parlamento Andino, en representación de los más de 100 millones de ciudadanos andinos de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Chile como país asociado, velar por el pleno imperio de la paz en todo el territorio de la subregión andina, de acuerdo a lo establecido en el denominado Compromiso de Lima - Carta Andina para la Paz y la Seguridad - Limitación y Control de los Gastos Destinados a la Defensa Externa, el cual fue adoptado por el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores el 17 de junio de 2002;

Que el gobierno de la hermana República de Colombia, en cabeza del Excelentísimo Señor Presidente Juan Manuel Santos Calderón, ha hecho público el establecimiento de conversaciones exploratorias con la guerrilla de las FARC, a las cuales también invitó al ELN, con miras a iniciar diálogos de paz;

Que hemos registrado con especial complacencia dicho anuncio del Presidente Santos, el cual puede ayudar a superar el conflicto armado interno que por más de 50 años ha padecido la República de Colombia;

Por los considerandos expuestos, la Plenaria del Parlamento Andino en uso de sus atribuciones y conforme a lo prescrito en el Reglamento General,

Declara
ARTÍCULO PRIMERO: Respaldar la iniciativa del Gobierno de la Hermana República de Colombia, en cabeza del Excelentísimo Señor Juan Manuel Santos Calderón, de adelantar conversaciones exploratorias para la búsqueda de caminos de diálogo con las guerrillas de las FARC y el ELN, las cuales buscan establecer un proceso de la paz.

ARTÍCULO SEGUNDO: Manifestar nuestra disposición de apoyar en lo que tenga a bien el Gobierno de la República de Colombia, en cabeza del Presidente Juan Manuel Santos Calderón, en procura de la culminación exitosa de esta nueva propuesta de paz.

ARTÍCULO TERCERO: Hacer votos para que esta iniciativa fructifique y que estas conversaciones preliminares entre el Gobierno de la República de Colombia y la guerrilla de las FARC, desemboquen en una paz firme y duradera.

Dada y firmada en la ciudad de Guayaquil a los veintinueve días del mes de agosto de 2012

Notifíquese y publíquese

(Fdo.): HÉCTOR HELÍ ROJAS JIMÉNEZ, Presidente Parlamento Andino; RUBÉN VELEZ NUÑEZ, Secretario General Parlamento Andino.

“RESOLUCIÓN No.14

RESPALDO A LA REPÚBLICA DEL ECUADOR EN SUS
DECISIONES SOBERANAS

La Mesa Directiva del Parlamento Andino, reunida ordinariamente en la Ciudad de Quito, República del Ecuador a los veintisiete (27) días del mes de agosto de 2012, en el marco del XLI Periodo Ordinario de Sesiones,

Considerando
Que, el Parlamento Andino es el órgano deliberante y de control del Sistema Andino de Integración, de naturaleza comunitaria y representante de los pueblos de la Comunidad Andina;

Que, de conformidad al Artículo 12 del Tratado Constitutivo del Parlamento Andino, son propósitos de este órgano parlamentario supranacional, entre otros:

a.) Sustentar, en la Subregión andina, el pleno imperio de la libertad, de la justicia social y de la democracia en su más amplio ejercicio participativo;

b.) Velar por el respeto de los derechos humanos y los instrumentos que los contienen, de los acuerdos internacionales vigentes sobre la materia para todas las Partes Contratantes;

c.) Contribuir al afianzamiento de la paz y la justicia internacionales.

Que, la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961 establece que los locales de las Misiones Diplomáticas son inviolables y que ningún Estado receptor puede penetrar a ellos sin la debida autorización del jefe de misión;

Que, el 19 de junio de 2012 el señor Julián Assange solicitó asilo político en la Embajada de la República de Ecuador en el Reino Unido;

Que, el 16 de agosto del año en curso el gobierno de la República del Ecuador otorgó asilo político al Señor Julián Assange;

Que, de acuerdo al Derecho Internacional Público es derecho soberano de los Estados conceder asilo a quien así lo solicite;

Que, se ha informado sobre la posibilidad de que el gobierno Británico, invocando su Ley nacional, penetre en el local de la Embajada de la República del Ecuador para arrestar al asilado.

Que, el pasado domingo 19 de agosto el Consejo de Ministros y Ministras de Relaciones Exteriores de UNASUR aprobó la Declaración de Guayaquil en respaldo a la República del Ecuador.

Por lo antes expuesto, la Mesa Directiva en uso de sus atribuciones reglamentarias

Resuelve
ARTICULO PRIMERO: Reconocer, como parte inescindible de la soberanía del pueblo Ecuatoriano, la decisión de su Gobierno de conceder asilo político al Señor Julián Assange.

ARTICULO SEGUNDO: Invocar el respeto al ordenamiento jurídico que rige al Sistemax Internacional, especialmente la Convención de Viena de 1961 sobre Relaciones Diplomáticas, en particular lo referente a la inviolabilidad de los locales de las misiones diplomáticas, y en consecuencia rechazar la posibilidad de que la Embajada de la República del Ecuador sea ocupada por fuerzas del Gobierno Británico, con cualquier pretexto.

ARTICULO TERCERO: Exhortar a las partes a solucionar sus diferencias a través del diálogo, la concertación pacífica y los mecanismos diplomáticos establecidos para ellos, en procura de mantener y salvaguardar los principios y valores que sustentan al sistema internacional, así como la supremacía del Derecho Internacional Público.

ARTICULO CUARTO: Acoger y respaldar la Declaración de Guayaquil aprobada por el Consejo de Ministros y Ministras de la UNASUR el día 19 de agosto de 2012, mediante la cual, entre otros, se manifiesta la solidaridad y respaldo al Gobierno de la República del Ecuador ante la amenaza de violación del local de su misión diplomática y se reitera el derecho soberano de los Estados a conceder Asilo.

Dada y firmada en Quito República de Ecuador a los veintisiete (27) días del mes de agosto de 2012.

Publíquese y notifíquese.

(Fdo.): P.A. HÉCTOR HELÍ ROJAS JIMÉNEZ, Presidente; DR. RUBÉN VÉLEZ NÚÑEZ, Secretario General.”
11. Moción de los señores diputados Squella; Araya, Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Letelier; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, y de la diputada señora Turres, doña Marisol.


Modifica el artículo 277 del Código Procesal Penal, respecto del recurso de apelación (boletín N°. 8571-07)

“Ideas matrices o fundamentales del Proyecto.-

1.- La Reforma Procesal Penal significó una valiosa contribución a la efectiva recepción del principio del debido proceso en Chile. Muchas críticas recibió por décadas, el Código de Procedimiento Penal, cuya estructura y principios resultaban imposibles de conciliar con las garantías del buen enjuiciamiento. Al mismo tiempo, como instrumento de averiguación de hechos ilícitos y persecución de responsabilidades, existía un asentado convencimiento en la academia y en las autoridades políticas y judiciales, que nuestra justicia penal se encontraba en el colapso total.

2.- Cambios de máxima importancia para el sistema obligaban a adoptar la institución del Ministerio Público, lo que obligó a efectuar severas transformaciones que partieron desde la reforma a la misma Carta Fundamental. Cumplida esa fase, lo natural y esperable era erigir un nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, en los que se instauraran diferencias esenciales entre la investigación y el juicio mismo, definiendo previo a éste ciertas y determinadas etapas jurisdiccionales, tanto de control de legalidad de los actos de pesquisa realizados por la Fiscalía, como concernientes a la preparación del juicio oral

3.- A más de diez años de aprobada la Reforma Procesal Penal, es oportuno examinar algunos puntos concernientes a ésta. Sobre la prueba y la exclusión de la misma con antelación a la audiencia del juicio oral y público, nos parece que debe existir una posibilidad de revisión jurisdiccional por parte del superior jerárquico competente de la resolución de primer grado que excluye la prueba, particularmente cuando esta es decretada por impertinencia. Hoy, la posibilidad de apelar sólo se admite respecto:

a. De las diligencias o actuaciones declaradas nulas y

b. De aquellas que hubieren sido obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales.

4.- Como es sabido, tal resolución sólo puede ser impugnada por el Ministerio Público, y no por la defensa.

5.- El sistema acusatorio está erigido sobre la base del control judicial de legalidad de los actos del Ministerio Público. La propuesta de enmienda legal busca permitir que las decisiones de control jurisdiccional emanadas del Juez de Garantía puedan ser, a su vez, enmendadas mediante el recurso de apelación. Se busca así elaborar un mecanismo razonable de revisión respecto del propio controlador judicial.

6.- Por lo anterior, nos parece que toda exclusión de prueba debe ser posible de revisión por el tribunal superior jerárquico respectivo, a través del recurso de apelación.

Texto a modificar.

Se trata del artículo 277 del Código Procesal Penal, cuyo tenor vigente a esta fecha es el que se reproduce a continuación.

Auto de apertura del juicio oral. Al término de la audiencia, el juez de garantía dictará el auto de apertura del juicio oral. Esta resolución deberá indicar: 

a) El tribunal competente para conocer el juicio oral; 

b) La o las acusaciones que deberán ser objeto del juicio y las correcciones formales que se hubieren realizado en ellas;

c) La demanda civil;

d) Los hechos que se dieren por acreditados, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 275;

e) Las pruebas que deberán rendirse en el juicio oral, de acuerdo a lo previsto en el artículo anterior, y

f) La individualización de quienes debieren ser citados a la audiencia del juicio oral, con mención de los testigos a los que debiere pagarse anticipadamente sus gastos de traslado y habitación y los montos respectivos.

El auto de apertura del juicio oral sólo será susceptible del recurso de apelación, cuando lo interpusiere el ministerio público por la exclusión de pruebas decretada por el juez de garantía de acuerdo a lo previsto en el inciso tercero del artículo precedente. Este recurso será concedido en ambos efectos. Lo dispuesto en este inciso se entenderá sin perjuicio de la procedencia, en su caso, del recurso de nulidad en contra de la sentencia definitiva que se dictare en el juicio oral, conforme a las reglas generales.

Si se excluyeren, por resolución firme, pruebas de cargo que el Ministerio Público considere esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral respectivo, el fiscal podrá solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa ante el juez competente, el que la decretará en audiencia convocada al efecto.

Por consiguiente, venimos en proponer sea sometido a trámite el siguiente:

“PROYECTO DE LEY

Sustitúyase el inciso segundo del artículo 277 del Código Procesal Penal, por el siguiente:

El auto de apertura del juicio oral sólo será susceptible del recurso de apelación, cuando lo interpusiere el ministerio público por la exclusión de pruebas decretada por el juez de garantía de acuerdo a lo previsto en el artículo precedente. Este recurso será concedido en ambos efectos. Lo dispuesto en este inciso se entenderá sin perjuicio de la procedencia, en su caso, del recurso de nulidad en contra de la sentencia definitiva que se dictare en el juicio oral, conforme a las reglas generales.

12. Moción de los señores diputados Cerda, Becker, Browne, Campos, Farías, Lemus, Ojeda, Rosales, Schilling y Velásquez.

Reforma Constitucional para adelantar la elección directa de los Consejeros Regionales. (boletín N° 8572-07).

“I. ANTECEDENTES:

La reforma constitucional, introducida por la ley N°20.390, de octubre de 2009, entre otras materias, estableció la elección -directa de los Consejeros Regionales, mediante la modificación efectuada al inciso segundo de su artículo 113 de la Carta Fundamental, señalando que éstos serán elegidos por sufragio universal en votación directa, efectuada conforme a la ley, orgánica constitucional respectiva, en este caso, se trata de la ley N°19.175, Orgánica Constitucional Sobre Gobierno y Administración Regional; agregando que, permanecerán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelectos, normativa que determinará la organización del consejo, el número de integrantes y la forma de proceder a su reemplazo, velando porque tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.

Con el propósito de dar cumplimiento a dicho imperativo constitucional, es que el Ejecutivo presentó a tramitación, en el mes de septiembre del año 2011, el Mensaje signado con el Boletín N°7923-06 que contiene el Proyecto de Ley que Establece la Elección Directa de los Consejeros Regionales, introduciendo en la citada ley Orgánica Constitucional Sobre Gobierno y Administración Regional, las modificaciones que permitirán, por primera vez en nuestro país, la elección democrática de los integrantes de los Consejos Regionales.

El Mensaje en cuestión se encuentra actualmente en su segundo trámite reglamentario ante la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización de esta Corporación, dentro del Primer Trámite Constitucional, de forma tal que, en razón de lo dispuesto en su primer artículo transitorio, no tendrá aplicación, sino hasta la subsiguiente elección municipal, esto es, la que ha de celebrarse en octubre del año 2016, pues ya no se publicó como ley con 180 días de anticipación a la próxima elección general de alcaldes y concejales a desarrollarse en octubre del año 2012. Esto significa que, de no mediar una reforma constitucional como la que aquí se propone, contrariamente al amplio interés manifestado por la ciudadanía, en particular en términos de democratización de los gobiernos regionales y por ende de fortalecimiento de la descentralización, habrá que esperar otros cuatro años para poder elegir, democráticamente, a quienes conformarán el gobierno regional.

II. OBJETIVO:

Los aquí suscriptores, consideramos que tal situación resulta insostenible en términos democráticos, pues es un imperativo, no sólo formal, sino político, proceder cuanto antes a una elección democrática tan sentida y demandada por la ciudadanía a lo largo de todas la regiones del país. Nuestro propósito es adelantar al año 2013 la elección de consejeros regionales por sufragio universal en votación directa, la que de no mediar la reforma propuesta, sólo podría realizarse en el año 2016.

En razón de todo lo expresado es que venimos en presentar el siguiente:

“PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL.

Artículo único.- Introdúzcase la siguiente nueva disposición transitoria a la Constitución Política de la República:

“Vigésimo sexta. La primera elección de consejeros regionales por sufragio universal en votación directa, señalada en el inciso segundo del artículo 113, se realizará simultáneamente con la elección de parlamentarios inmediatamente posterior a la fecha de publicación de la presente reforma constitucional, prorrogándose el mandato de cuatro años de los consejeros regionales en ejercicio a la fecha de la publicación de esta reforma constitucional, hasta el 10 de marzo de 2014.

La duración del mandato de los consejeros regionales elegidos en conformidad al inciso primero, se extenderá hasta la fecha en que cesará el mandato de los alcaldes y concejales que hayan sido elegidos en octubre del año 2012.”
13. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 7 de agosto de 2012.


Oficio N° 7.624


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 7 de agosto de 2011, en el proceso Rol N° 2.018-11-INA, acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal en los autos Rol N° 553-2011, sobre acumulación de infracciones a la ley seguidos ante el Juzgado de Policía Local e María Pinto.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ

VALPARAÍSO.”
14. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 14 de agosto de 2011.


Oficio N° 7654


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura, con fecha 14 de agosto de 2012, en el proceso Rol N° 2.026-11-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal, que incide en la causa RUC 1010013862-5, RIT N° 12.640-2010, sobre delito de otorgamiento de contrato simulado sustanciado ante el Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON NICOLÁS MONCKEBERG DÍAZ

VALPARAÍSO.”
15. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 31 de agosto de 2012.


Oficio N° 7.724


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 30 de agosto de 2012 en los autos Rol N° 2.289-12-CPR, sobre control de constitucionalidad 


del proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica (boletín N° 6244-07).


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

DON SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE

PALACIO DE LA MONEDA

PRESENTE.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.





